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Prólogo 

Las ciudades no son sólo un medio físico. Las ciudades son sus personas. La forma en que se 

están gestionando, después de cuarenta años de desarrollo, ha ocasionado infraestructuras poco 

sostenibles y muy caras de mantener. Repensar los problemas de movilidad, los altos costes 

energéticos, el despilfarro territorial y ambiental han sido ejes sobre los que ha girado la labor de 

la Cátedra durante el último lustro. Ésta nació con el ánimo de crear un espacio de intercambio 

de experiencias y soluciones con las que mejorar la gestión de las ciudades, mejorando la eficacia 

de los recursos destinados y la eficiencia de los métodos de trabajo. Desde ACAL, en el trabajo 

que realizamos día a día con responsables técnicos y políticos, nos ocupamos de ello desde los 

terrenos jurídico y económico, pero creemos que una mejora en este campo pasa por dotar de 

mayor peso a la ingeniería. Con las monografías publicadas por la Cátedra se pretende documentar 

las diferentes experiencias e investigaciones, de las que se pueden extraer metodologías de trabajo 

aplicables en distintos ámbitos de la gestión de la ciudad y que pueden ser de utilidad para los 

responsables públicos encargados de los mismos.  

Hasta ahora, las actuaciones se habían referido a los distintos ámbitos que inciden en la 

sostenibilidad de las ciudades, como el agua, los residuos, la energía, el transporte y el medio 

ambiente. Sin embargo, las personas son el eje principal sobre el que gira la vida en las ciudades 

y el análisis de instrumentos para reducir la desigualdad e integrar adecuadamente a las personas 

se considera sumamente oportuno. La pobreza tiene un coste altísimo. No sólo para quien la 

padece directamente sino que, si tomamos algo de perspectiva, fácilmente concluimos que las 

situaciones de pobreza nos afectan a todos. Seguramente uno de los mayores restos a los que se 

enfrentan las ciudades de hoy es cómo afrontarla eficazmente. En este sentido, la Renta Básica 

aparece como una de las herramientas imprescindibles para abordar la pobreza y la distribución 

de la riqueza entre las personas. 

Jesús García Navarro 
Fundador de ACAL 
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Monografías 

La Cátedra ACAL Ciudad Sostenible es el resultado de la firma de un convenio de colaboración 

entre Abogados y Consultores de Administración Pública, S.L. (ACAL) y la Universitat 

Politècnica de València (UPV). El objetivo de la Cátedra es poner a disposición de las entidades 

públicas los conocimientos y las soluciones de las que dispone la UPV, con el fin de poder revisar 

desde una perspectiva técnica, organizativa y económica, la gestión de los servicios públicos. En 

este sentido, los ámbitos principales de actividad de la Cátedra se articulan en cuatro ejes de 

actividad: formación, investigación, difusión y transferencia de conocimiento y apoyo en 

servicios de consultoría.  

El trabajo concreto objeto de esta monografía se enmarca en el acuerdo de colaboración suscrito 

entre el Ayuntamiento de Alcantarilla y la Cátedra ACAL Ciudad Sostenible cuyo objeto consiste 

en la elaboración de un estudio que analice la conveniencia y la viabilidad de la Renta Básica, 

tomando como referencia el municipio de Alcantarilla. Esta colaboración tiene su origen en el 

ánimo de realizar un análisis basado en la realidad, que vaya más allá de los postulados teóricos. 

Dadas las características de Alcantarilla, se consideró oportuno escogerlo para precisar la 

investigación. Así, el interés de elaborar un trabajo de esta naturaleza reside en estudiar de manera 

objetiva datos y casos reales, que arrojen luz acerca de un tema que se caracteriza por una extensa 

literatura –a favor y en contra- pero que no cuenta con apenas análisis objetivos en España. 

Ricardo Insa Franco 

José V. Colomer Ferrándiz 
Directores de la Cátedra ACAL Ciudad Sostenible 
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«La dificultad no estriba en las ideas nuevas, sino en escapar de las viejas» 

JOHN MAYNARD KEYNES (1883 – 1946) 
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1 Referida, en todo caso, a la de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la 

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

RAE Real Academia Española. 

RAI Renta Activa de Inserción. 

RB Renta Básica. 

RBI Renta Básica de Inserción1. 
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UIA Urban Innovative Actions (Actividades Urbanas Innovadoras). 
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1. Presentación. 

1.1. Motivación. 

La motivación que hay detrás de la realización este trabajo se encuentra en mi experiencia 

trabajando en la asesoría jurídica de los Servicios Sociales de un pequeño municipio. Mi profesión 

de abogada, dedicada la mayor parte del tiempo a otras cuestiones alejadas al mundo social, me 

hacía ver desde una óptica distinta a la de las profesionales del servicio las situaciones que cada 

semana atendía. Aprendí y reflexioné mucho acerca de las diferentes opiniones, perspectivas y 

métodos para tratar los mismos problemas por parte de ellas. Todas enriquecieron mi ámbito 

profesional e hicieron que me interesara en éste.  

Fue en ese servicio donde me di cuenta de las derivaciones que me llegaban y de que yo, a su vez, 

también derivaba a las personas a otros servicios y profesionales. Conocí las prestaciones 

asistenciales al tener que ocuparme de interponer recursos, en nombre de ellos, frente a distintas 

administraciones para que les fueran reconocidos sus derechos. Derivaba, mucho, al servicio de 

orientación jurídica gratuita del Colegio de Abogados para la gestión de abogados de oficio. Veía 

cómo una misma persona, a raíz de una situación de dificultad económica comenzaba una carrera 

de obstáculos para lograr subsistir, pidiendo prestaciones asistenciales a todas las 

administraciones. Las consecuencias en los niños, en ellos mismos –su salud, sus decisiones, sus 

problemas…- y en la población en general eran importantes. Una misma persona requería 

multitud de recursos y todos ellos eran, justamente, gratuitos. Me preguntaba si no era más 

sencillo dar directamente una cantidad de dinero, que gestionar complejos expedientes para 

conseguir al final que llegara a quien lo necesita una cuantía inferior. Además, pensaba que al fin 

y al cabo las consecuencias de las situaciones de pobreza las pagamos entre todos: medicinas, 

sanidad, juzgados, abogados de oficio, psicólogos, etc. Aún de forma fraccionada y condicionada, 

las personas en situación de necesidad económica ya tienen reconocidas muchas prestaciones. 

Quizá la ineficacia se encuentra, no tanto en la falta de gasto, sino en cómo se está gastando. 

En esta situación, queríamos realizar un trabajo que tuviera cierto impacto y que evitara centrarse 

en las cuestiones morales. Cuarenta años de servicios de bienestar social no han servido para 

paliar las desigualdades existentes hoy en día. Hay familias cronificadas en los servicios 

sociales que han recibido todo tipo de asistencia y la única certeza que se tiene sobre ellas es que 

sus descendientes reproducirán las mismas conductas. Se habla, siempre y mucho, de falta de 
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recursos. Queríamos obviar esta cuestión y centrarnos en lo que ya existe a día de hoy. Qué pasaría 

si sumamos y nos percatamos de cuánto nos está costando la pobreza. Quizá es posible optimizar 

esos recursos a través de una medida universal: la Renta Básica (RB).  

El tema es de actualidad y para no limitarnos a un trabajo de compilación también aportamos una 

pequeña investigación. Creemos que esta investigación revisa cuestiones que ya se han dicho por 

otros autores, pero también aportamos algunas novedades. Como bien señala Eco (2001 (original 

de 1977)) la investigación tiene que ser útil a los demás y la importancia científica tiene que ser 

proporcional al grado de indispensabilidad que presenta la contribución. Ofrecemos elementos 

para verificar y poder refutar nuestra hipótesis y el trabajo está inundado de referencias webs con 

las que se puede seguir casi la totalidad de la bibliografía.  

Hemos querido transformar un tema de actualidad en una cuestión científica y para ello hemos 

definido el ámbito geográfico de la indagación y recopilado numerosos datos públicos oficiales. 

Aunque sea de forma modesta, confiamos en aportar una visión global de los servicios 

asistenciales3 en una población determinada con el fin de invitar a la reflexión acerca de su 

configuración y la posibilidad de introducir nuevas herramientas que se adecúen a los tiempos. 

1.2. Objetivos del trabajo. 

El primer objetivo del trabajo es la realización de una compilación teórica de la RB lo más 

actualizada posible. Para ello, pretendemos 

 ofrecer un marco contextual que permita entender el sentido de reflexionar hoy en día 

acerca de la RB; 

 recoger las principales experiencias que ya se han vivido y los proyectos piloto más 

actuales; 

 verificar si nuestro ordenamiento jurídico podría amparar la RB; y 

 dar actualidad al trabajo recogiendo las rentas ya existentes en España y las propuestas 

políticas. 

                                                      
3 Quedan fuera del ámbito de este trabajo los servicios de bienestar social que no se limitan a la atención 

de necesidades más básicas.  
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El segundo objetivo es investigar si es conveniente y viable la RB en una población determinada. 

Para ello, pretendemos 

 contabilizar qué gastan las administraciones públicas en las personas en situación de 

pobreza; 

 conocer casos reales de Servicios Sociales; 

 verificar si, en la actualidad, la administración pública y la sociedad en su conjunto ya 

están pagando a las personas en situación de pobreza cantidades que se asemejan a una 

RB.  

Como vemos, la finalidad con la que se plantea este trabajo es doble: de un lado, realizar un estado 

de situación de la Renta Básica; y, de otro, analizar la situación concreta de un municipio para 

comprobar la viabilidad económica y/o la conveniencia social de su implantación, tomando a esta 

población como referencia.  

Así, en primer lugar, queremos hacer un repaso de las circunstancias que evidencian que nos 

encontramos ante un cambio de paradigma. Este cambio requiere nuevas soluciones para 

afrontar las carencias que el estado de bienestar no ha sido capaz de remediar, como la enorme 

desigualdad existente hoy en día. Y una de las soluciones que se plantean es otorgar a las personas 

el derecho a obtener un ingreso estable del Estado sin contraprestación alguna. Esta propuesta no 

es nueva y, aunque se encuentra muy presente en diferentes ámbitos hoy en día, es necesario 

abordarla de manera exhaustiva para no incurrir en equívocos.  

En segundo lugar, este trabajo quiere ir más allá del análisis teórico de la Renta Básica, de sus 

orígenes, de la exposición de experiencias que se han llevado a cabo y del relato de los proyectos 

piloto que acaban de emprender varios países. En España no existen apenas antecedentes prácticos 

y por este motivo, desde el inicio, no entendíamos este trabajo sin la aportación de un caso real -

aún con las limitaciones precisas que se irán explicando a lo largo de la monografía-. Hemos 

escogido una población de Murcia de más de 40.000 habitantes (Alcantarilla) y, mediante una 

metodología mixta, se cuantifican y analizan diferentes aspectos de la vida de las personas en 

situación de pobreza. Y ello, como decimos, con el fin último de comprobar si es viable, 

conveniente, o las dos cosas, implantar la Renta Básica.  
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1.3. Hipótesis.  

El origen del trabajo parte de que el coste de las personas en situación de pobreza, para el conjunto 

de la sociedad, es muy alto. En primer lugar, por cuestiones obvias que tienen que ver con el gasto 

que suponen las prestaciones asistenciales. Cuantas más personas hay en situación de necesidad, 

más dinero hay que destinar a las ayudas. En segundo lugar, la pobreza acarrea otros muchos 

problemas que no se limitan a la deficiente cobertura de necesidades básicas. Nos referimos a la 

falta de oportunidades de los niños nacidos en entornos pobres, a la deficiente alimentación, al 

empeoramiento de la salud, a la incapacidad para tomar decisiones a medio y largo plazo, a las 

carencias formativas, a la vida en comunidad, a la dependencia que se genera de terceros (ya sean 

administraciones públicas, entidades sociales o familiares) y a las situaciones estresantes que 

derivan en conflictos, entre otros muchos.  

En cualquier caso, el coste para la sociedad es alto ¿en comparación con qué? Creemos que el 

coste de estas personas, tanto económico como social, puede asemejarse al que supondría la 

implantación de una Renta Básica equivalente al Salario Mínimo Interprofesional (SMI), umbral 

de la pobreza o Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM). Se trata de cantidades 

que, para el año 2016, ascendían a 6554, 6845 y 5326 euros mensuales, respectivamente. Es decir, 

creemos que el coste de la pobreza es alto si lo comparamos con estas cantidades. 

Nos planteamos si la reestructuración del gasto social que ya existe podría permitir el pago de una 

cantidad fija a cada persona, a través de la sustitución de las prestaciones asistenciales existentes, 

financiada a través del Impuesto Sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) y teniendo en 

cuenta todos los aspectos de la vida de las personas que podrían mejorar si esta medida se 

implantara. En otras palabras, este trabajo quiere poder responder a la siguiente pregunta: ¿qué 

Renta Básica puede permitirse una población que optimiza el gasto actual? 

                                                      
4 Véase artículo 1 del Real Decreto 1171/2015, de 29 de diciembre, por el que se fija el salario mínimo 

interprofesional para 2016.  
5 (Instituto Nacional de Estadística, 2016) 
6 Véase Disposición adicional octogésima cuarta de la Ley 48/2015, de 29 de octubre, de Presupuestos 

Generales del Estado para el año 2016 (LPGE 2016).  
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1.4. Metodología. 

La metodología que hemos utilizado es mixta, al combinar los enfoques cualitativo y cuantitativo 

para abordar el mismo tema. Se entiende que las limitaciones y los sesgos que tienen cada uno de 

los métodos quedan corregidos con la combinación que se ha llevado a cabo –al menos en parte-

.   

Con el objetivo de describir objetivamente la realidad que nos ocupa en este trabajo y verificar 

determinadas cuestiones que aparecen en el marco teórico, se ha optado por un enfoque 

cuantitativo. Con él pretendemos realizar un estudio fiable, a través del análisis de datos 

facilitados por las distintas administraciones públicas. En este sentido, se han recopilado datos y 

elaborado tablas a partir de lo que ofrecen los organismos gestores de prestaciones: Estado, 

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (CARM), Ayuntamiento y entidades sociales.   

Este enfoque proporciona una alta validez externa. Hemos examinado numerosos informes con 

el fin de recopilar los datos que necesitábamos para conocer cuál es el gasto que suponen las 

prestaciones asistenciales en una determinada población. Al respecto, hay que señalar que no 

todos los datos estaban disponibles para el municipio de Alcantarilla, sino que muchos de ellos 

son de la Región de Murcia. Se ha realizado una estimación proporcional teniendo en cuenta las 

características poblacionales del municipio, tal y como se explica en cada ocasión que esta 

estimación se ha llevado a cabo. Con esta herramienta hemos podido cumplir una parte de los 

objetivos del trabajo, pero no todos. Hemos podido averiguar el ahorro que supondría eliminar el 

gasto asistencial que se realizó en el año 2016 por parte de las diferentes administraciones.  

A pesar de las ventajas que tiene adentrarnos en este tema desde una perspectiva cuantitativa, 

considerábamos desde el inicio que el trabajo no estaría completo si no éramos capaces de 

profundizar en las peculiaridades que tiene el ámbito social. Aquí se trata, siempre y en todo caso, 

de la vida de personas. El enfoque cuantitativo no logra explicar cuestiones que son esenciales en 

este trabajo en tanto que se limita a una concepción estática de la realidad que es insuficiente para 

abordar la Renta Básica.  

Por este motivo, buscábamos también un enfoque cualitativo que permitiera conocer, en cierto 

modo qué se esconde detrás del dato ofrecido por los institutos de estadística. Queríamos 

herramientas que permitieran averiguar qué circunstancias han ocasionado que una persona esté 

incluida en el grupo de población más pobre, por qué no logra escapar de esa situación, qué 
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motivación encuentra para ello… En definitiva, queremos conocer qué hay detrás del número que 

muestran las tablas. Con el enfoque cualitativo queremos darle validez interna a este trabajo y la 

dinamicidad de la que carece la recopilación de datos cuantitativos.  

La investigación cualitativa es una actividad que localiza al observador en el mundo. 

Consiste en un conjunto de prácticas interpretativas que hacen al mundo visible. Estas 

prácticas transforman el mundo, lo convierten en una serie de representaciones, que 

incluyen las notas de campo, las entrevistas, conversaciones, fotografías, registros y 

memorias. En este nivel, la investigación cualitativa implica una aproximación 

interpretativa y naturalista del mundo. Esto significa que los investigadores cualitativos 

estudian las cosas en su contexto natural, intentando dar sentido o interpretar los 

fenómenos en función de los significados que las personas le dan. (Denzin & Lincoln, 

2005, pág. 3) 

En efecto, lo que se ha pretendido con el enfoque cualitativo es otorgar un contexto a los datos 

que nos facilitan las distintas administraciones para poder darles sentido. La herramienta escogida 

es el estudio de caso. El método de estudio de caso es una herramienta valiosa de investigación 

y, como señala Martínez Carazo (2006), su mayor fortaleza radica en que a través de él se mide 

y registra la conducta de las personas involucradas en el fenómeno estudiado.  Además, con esta 

herramienta los datos pueden ser obtenidos desde una variedad de fuentes, tanto cualitativas como 

cuantitativas. 

Debidamente anonimizados, este trabajo recoge quince casos reales de usuarios del Centro de 

Servicios Sociales de Alcantarilla. El Centro nos parece un escenario idóneo para conocer todas 

las cuestiones que las tablas de beneficiarios de prestaciones y las partidas presupuestarias no nos 

permiten analizar. Si bien es cierto que a él no acuden la totalidad de personas en situación de 

pobreza, el acceso a los Servicios Sociales está suficientemente generalizado y es sobradamente 

conocido por la población del municipio como para tomarlo de referencia en nuestro trabajo. 

No existe una pretensión de alcanzar conclusiones generalizables sino estudiar un entorno que 

tiene múltiples realidades y que para analizarlas es necesario una inmersión en cada caso 

(Munarriz, 1992). Esta inmersión se ha llevado de forma documental, a través de los expedientes 

de cada usuario del servicio. El carácter especialmente protegido de los datos que contienen los 

expedientes de Servicios Sociales y el respeto a la intimidad de las personas han hecho que 
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numerosas cuestiones se aparten del detalle y sean explicadas de una forma más vaga. Aun así, 

los casos proporcionan información que nos permite profundizar en los problemas de los que 

adolece el sistema actual de prestaciones asistenciales, basado en la disminución de la pobreza ex 

post, a través del control y fiscalización de la persona, pero no en la distribución de la riqueza y 

la actuación ex ante.  

A través de estos casos hemos tenido ocasión de confirmar algunas cuestiones y comprender y/o 

modificar otras. Si bien cada caso es único y no se puede generalizar, la información que ofrecen 

los expedientes reales del Centro nos permite tener más datos que, de otro modo, resultarían 

inaccesibles. Además, se ha podido hablar con los profesionales de Servicios Sociales y se ha 

podido conocer su funcionamiento desde dentro.  

En definitiva, y volviendo al título, creemos que el análisis cuantitativo proporciona la capacidad 

de determinar la viabilidad económica de implantar la Renta Básica; mientras que la parte 

cualitativa nos acerca más a lo que tiene que ver con la conveniencia social. Aun así, ambas 

perspectivas se complementan y entremezclan a lo largo de todo trabajo. 
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2. Marco teórico. 

Las reflexiones que exponemos en esta parte teórica se enmarcan en la complejidad que supone 

ser testigos del declive del sistema que ha vertebrado el funcionamiento de todas las economías 

occidentales durante el último siglo. Y, en consecuencia, vivir paralelamente lo que parece ser el 

surgimiento de un nuevo tiempo.  

En septiembre de 2008 quebró el banco de inversiones Lehman Brothers y con él quebró también 

el estado de bienestar, tal y como lo veníamos entendiendo. La crisis mundial que arrancó con 

aquel incidente ha evidenciado las carencias de los poderes públicos para garantizar una vida 

digna a sus ciudadanos. Una vida que aún no se entiende si no es vertebrada por el trabajo y, sin 

embargo, éste ya no es sinónimo de estabilidad económica y bienestar. Por ello, el marco teórico 

de este trabajo parte del declive del modelo capitalista, ofreciendo datos y argumentos que 

justifican la necesidad de contemplar nuevas formas de organización socioeconómica y que, de 

hecho, ya se están dando. En este sentido, hablamos de la economía colaborativa, del fin del 

trabajo y de las desigualdades que han aumentado estos años. Todo ello conduce a lo que, 

siguiendo a Bregman (2017), denominaremos la redistribución masiva7: de dinero, de tiempo, de 

impuestos y de tecnología.  

A los efectos que aquí interesan, centraremos el análisis en la redistribución del dinero, que, a 

nuestro entender, pasa sin más remedio por la implantación de una Renta Básica universal. Y lo 

cierto es que ésta no es nueva. La idea de que las personas deberían recibir un ingreso del Estado 

por existir es una propuesta que, con diferentes nombres y con muchas variantes, ha estado 

siempre presente. Desde la pensión vitalicia universal de 10 libras anuales de Thomas Paine 

(Paine, 1795) a los 560 euros mensuales de Finlandia (Kangas et al., 2016) se ha evolucionado 

mucho. Además, la Renta Básica reúne defensores provenientes de distintos ámbitos de 

pensamiento y gobiernos de diferentes ideologías, lo que la convierte en un punto de encuentro 

muy interesante. 

Asimismo, al tiempo que hablamos de la implantación de un derecho, es preciso contemplar el 

ordenamiento jurídico en el que éste se insertaría. El motivo es que son frecuentes las referencias 

a los ámbitos filosófico y económico para defender la idea de una Renta Básica. Sin embargo, no 

                                                      
7 (Bregman, 2017, pág. 182)  
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es fácil encontrar una defensa de ella amparada en las normas que ya existen y que, por qué no 

decirlo, quizá ya contemplan de forma implícita este derecho (y entonces sólo falta reclamarlo). 

Por ello, es interesante incluir este análisis en el marco teórico. 

Para terminar, dado el creciente interés que se tiene sobre este asunto desde diferentes ámbitos -

político, académico y periodístico, fundamentalmente- es imprescindible fijar con precisión de 

qué hablamos en este trabajo, qué posición sostenemos y, en definitiva, qué Renta Básica es la 

que proponemos. Distinguirla de otro tipo de iniciativas llamadas de igual forma o similar, pero 

con las que guarda importantes diferencias.  

2.1. El nacimiento de un nuevo paradigma. 

2.1.1. La crisis y el declive del capitalismo. 

Es una opinión generalizada que la crisis financiera que estalló en 2007-2008 es la más grave que 

ha sufrido el sistema capitalista desde lo ocurrido en 1929. Según Mason (2016) el crac de 2008 

situó el crecimiento mundial en cifras negativas, eliminó un 20% del comercio internacional y 

sustrajo un 13% de la producción global. Ello dio origen a una fase de contracción que se ha 

prolongado más que la de la crisis de 1929, que duró 4 años. Y, ahora, que parece que se viven 

tiempos de recuperación, aun muchos economistas viven con terror la posibilidad de un 

estancamiento a largo plazo. Sin embargo, “la depresión posterior a la caída de Lehman Brothers 

no es el verdadero problema porque el problema real es lo que tenemos por delante” (Mason, 

2016, pág. 29) 

De todas formas, la comparación con la crisis de 1929 no debe hacernos olvidar las diferencias 

esenciales entre la crisis que se vive desde 2008 y la de finales de los años 20. Como indica Piketty 

(2015) la diferencia más evidente es que lo ocurrido en 2008 no produjo una depresión tan 

devastadora como la de los años 20. De hecho, el mundo desarrollado no salió de la llamada «gran 

depresión» hasta que dio comienzo la Segunda Guerra Mundial. Las principales economías 

desarrolladas no habían recuperado aún en el año 2013 el nivel de producción de 2007 y las 

perspectivas de crecimiento no son muy halagüeñas en Europa. 

No obstante, la caída de la producción, en el momento más duro de la recesión, en 2009, 

no sobrepasó el 5% en la mayor parte de los países ricos, suficiente para hablar de la 

depresión global más grave desde la Segunda Guerra Mundial, pero muy distinto del 
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desplome masivo y las quiebras en cadena que se registraron en la década de 1930. 

Además, el crecimiento de los países emergentes ha recuperado muy rápidamente el ritmo 

anterior y da impulso al crecimiento mundial de la década de 2010. (Piketty, 2015, pág. 

635) 

Si nos situamos en España, según datos del Banco Mundial8, en el año 2008 se alcanzó el nivel 

más alto de Producto Interior Bruto (PIB), que alcanzó los 1,635 billones de dólares. Los últimos 

datos disponibles reflejan un PIB de 1,232 billones para el año 2016. En el gráfico a continuación 

se observa la evolución del PIB, desde el medio billón del año 2002 a las cifras actuales.  

                                                      
8 PIB (US$ a precios actuales), Datos sobre las cuentas nacionales del Banco Mundial y archivos de datos 

sobre cuentas nacionales de la OCDE. Recuperado en http://datos.bancomundial.org/pais/espana 

(consultado el 01/10/2017). 

 

Ilustración 1. Evolución PIB español (US$ a precios actuales). Fuente: Banco Mundial. 

http://datos.bancomundial.org/pais/espana
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En términos de renta per cápita, ésta superaba los 35.500 dólares en el año 20089 y el desempleo 

apenas superaba el 10%10. Los últimos datos disponibles sitúan la renta per cápita en poco más 

de 25.800 dólares y la tasa de desempleo en el 18%11.  

Asimismo, según la última Encuesta de Condiciones de Vida (ECV), realizada en 2016 con datos 

de 2015, los ingresos medios anuales de los hogares españoles ascienden a 26.730 euros, lo que 

supone un incremento del 2,4% con respecto al año anterior. Y el ingreso medio por persona, un 

2,8% superior al registro el año anterior, se sitúa en 10.708 euros.  

Según la ECV, más de la cuarta parte de los hogares españoles obtiene ingresos bajos, tiene poco 

empleo o sufren carencias materiales; casi 2 millones de hogares sufren pobreza energética y más 

de medio millón padece malnutrición. De hecho, hay datos que no mejoran. Mientras que el 

porcentaje de población en riesgo de pobreza se situó en el 22,1% en 2015, la última encuesta 

arroja un 22,3%. Los hogares sin ingresos, según la ECV, han descendido un 9,8% y ello supone 

que más de 600.000 familias no cuentan con salarios o ayudas asistenciales –este dato no tiene en 

cuenta las rentas mínimas autonómicas-. Es significativo que esa cifra se mantiene, en mayor y 

menor medida, desde el año 2012.  

En este mismo sentido concluye la más reciente publicación sobre sobre desprotección social de 

la Fundación Foessa (junio de 2017). Según ésta,  

la red de seguridad con la que cuentan las familias españolas se ha debilitado en más de 

la mitad de los hogares especialmente, en la capacidad de ahorrar, el ahorro acumulado, 

la capacidad para hacer frente a una reforma necesaria de la vivienda, la capacidad para 

comprar cosas y la capacidad para resistir una nueva crisis económica en general. (Comité 

Técnico de la Fundación FOESSA, 2017, pág. 5)  

                                                      
9 INB per cápita, método Atlas (US$ a precios actuales) Datos sobre las cuentas nacionales del Banco 

Mundial y archivos de datos sobre cuentas nacionales de la OCDE. Recuperado en 

https://datos.bancomundial.org/pais/espana (consultado el 01/10/2017).  
10 Encuesta de Población Activa (EPA). Serie histórica (Datos en miles de personas). Recuperado en 

http://www.ine.es/prensa/epa_tabla.htm (consultado el 01/10/2017).  
11 Ibídem.  

https://datos.bancomundial.org/pais/espana
http://www.ine.es/prensa/epa_tabla.htm
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Según FOESSA, sólo un 9% de los hogares bajo el umbral de la pobreza percibe la recuperación 

económica en sus condiciones de vida. Esto es debido, entre otras razones, a la evolución de la 

capacidad de ahorro como recurso propio de los hogares.  

El gráfico a continuación muestra la evolución de la situación de los hogares con respecto a la 

crisis en diferentes aspectos de sus vidas. 

 

Ilustración 2. Evolución de la situación de los hogares con respecto a antes de la crisis. Fuente: Foessa 2017. 

El análisis de la desigualdad también llevado a cabo por la Fundación FOESSA en su VII Informe 

sobre exclusión y desarrollo social en España revela la debilidad de nuestro modelo distributivo: 

alta desigualdad en las rentas primarias y capacidad de redistribución decreciente. Expresamente, 

se hace mención a la limitada capacidad redistributiva no sólo de los impuestos sino también 

de las prestaciones (Fundación FOESSA, 2014).  
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Los datos nos sitúan en un entorno de estancamiento, donde ha finalizado el periodo recesivo y, 

sin embargo, las cifras permanecen. El crecimiento económico ya no va ligado al bienestar 

social.  

Los niños y jóvenes han sido un grupo poblacional que ha sufrido mucho con esta crisis. Como 

indica Fernández (2017) la pobreza infantil en España dobla la de las personas ancianas. El 

enfoque de su análisis, publicado hace tan sólo unos meses, es interesante porque habla de la falta 

de equidad intergeneracional. Es cierto que lo habitual no es comparar la situación económica 

entre grupos de edad y, como éste señala, “tanto la opinión pública como los científicos sociales 

han prestado una atención muy limitada a la posibilidad de que las tasas de pobreza de jóvenes y 

mayores de 64 años estén divergiendo en la Europa contemporánea”. Efectivamente, el análisis 

llevado a cabo por el profesor Fernández evidencia que las tasas de pobreza han evolucionado de 

manera divergente. Muestra que desde 2008 en Europa no se están distribuyendo los riesgos 

económicos de modo coherente con el principio de equidad intergeneracional. Al respecto, poca 

duda ofrece el hecho de niños, jóvenes y jubilados constituyen población dependiente 

económicamente y, siendo merecedores de apoyo económico, deben disfrutar de niveles 

equivalentes de protección (Fernández, 2017).  

De conformidad con sus resultados: (i) actualmente, en la mayoría de países europeos, la 

probabilidad de tener un poder adquisitivo que impida una participación plena en sociedad es 

mayor entre niños y jóvenes que entre jubilados; (ii) la infraprotección de los niños y los jóvenes 

ha aumentado durante los últimos diez años; y (iii) desde 2005 la pobreza de niños y jóvenes ha 

ido en aumento mientras que la de los jubilados ha seguido la tendencia opuesta.  

En esta misma línea y en fechas similares se hizo público el informe de UNICEF Children of 

Austerity que estudia, a nivel internacional y por primera vez, los efectos de la crisis en los niños. 

Los resultados indican que en la mayoría de países ricos la pobreza infantil aumentó entre los 

años 2008 y 2014. Según este informe, que dedica su décimo capítulo a España, éste es uno de 

los países donde se ha protegido más eficazmente a los mayores que a los niños. El estudio 

significa que las políticas públicas no han atajado la pobreza infantil y que el conjunto de medidas 

de protección social está muy fragmentado. También es destacable la referencia que se hace a que 

las políticas de protección social españolas están muy ligadas a las contribuciones a la Seguridad 

Social y a desgravaciones fiscales, lo que implica que no puedan beneficiarse de ellas las familias 

con menos recursos. Asimismo, según recoge el informe, la inversión en protección social en 
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familias e infancia se redujo en España 11.500 millones de euros entre los años 2009 y 2015 

(UNICEF, 2017).  

Estos estudios evidencian que los poderes públicos deben prestar más atención a la pobreza 

infantil y juvenil. Se trata del capital humano de las futuras generaciones y la merma de sus 

oportunidades de vida.  

A pesar de todo lo expuesto hasta ahora, no queremos obviar la economía sumergida. Si bien 

ésta no puede hacernos perder de vista los datos mencionados, son tan elevadas las estimaciones 

que, sencillamente, tampoco se pueden ignorar. Aunque es una cuestión difícil de cuantificar, el 

informe realizado por el profesor Sardà en colaboración con los técnicos del Ministerio de 

Hacienda (GESTHA) estima que tenemos una economía sumergida de entre un 20% y un 25% 

del PIB. Según Sardà et al. (2014) si centramos nuestra atención en los países del entorno, España 

forma parte del grupo de países que presenta una economía sumergida más elevada. Sólo Italia, 

Portugal y Grecia presentan valores superiores a los españoles, quedando muy lejos de países 

como Alemania (13,1%) o Francia (10,8%). Para el año 2008 las diferentes estimaciones 

oscilaban entre un 17,8% y un 21,3% del PIB, lo que hace concluir que la economía sumergida 

ha aumentado durante los años de crisis. También llega a similares cuantías otro estudio que 

fija en 201.310 millones de euros el importe de la economía no declarada (Schneider, 2013).  

Según los datos12 que ofrece el Ministerio de Empleo y Seguridad Social con relación al empleo 

irregular y el fraude en cotizaciones, el impacto económico global del conjunto de actuaciones de 

lucha contra el fraude desarrollado por los distintos órganos dependientes del Ministerio, entre 

los años 2012 a 2016, se estima en 15.371 millones de euros. Esto, según la misma fuente, 

equivale a más de un millón de pensiones en ese mismo periodo. Asimismo, gracias a las 

actuaciones destinadas a aflorar cantidades no declaradas a la Seguridad Social, se pudieron 

liquidar más de 4.600 millones de euros. También se han aflorado más de 350.000 empleos 

irregulares. 

                                                      
12 Gabinete de Prensa del Ministerio de Empleo y Seguridad Social (21 abril 2016). La ministra de 

Empleo y Seguridad Social clausura la I Jornada de Formación de la Inspección de Trabajo y Seguridad 

Social y Servicio Jurídico de Seguridad Social. Recuperado en: 

http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/ministro/detalle/2799 (consultado el 01/10/2017).  

http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/ministro/detalle/2799
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Hasta aquí, lo único que se puede concluir es que los datos que ofrece la economía desde el año 

2008 son poco prometedores, aunque podamos matizarlos con la economía sumergida y las 

situaciones laborales irregulares.  

Ahora bien, sin perjuicio de lo expuesto, lo cierto es que si se toma algo de perspectiva, no 

llegaremos a otra conclusión que no sea reconocer que “el capitalismo abrió las puertas a una 

época de abundancia, lo que ocurre es que ya el capitalismo por sí solo no puede sostenerla” 

(Bregman, 2017, pág. 27). La reciente publicación de Bregman comienza reflexionando sobre 

esta cuestión, que no es irrelevante, en los siguientes términos: 

Empecemos con una pequeña lección de historia: en el pasado, todo era peor. El 99% de 

la humanidad, a lo largo del 99% de la historia, pasaba hambre y era pobre, sucia, 

temerosa, ignorante, enfermiza y fea. Y, no hace mucho, en el siglo XVII, el filósofo 

Blaise Pascal (1623-1662) describió la vida como un enorme valle de lágrimas. 

(Bregman, 2017, p. 11) 

Sin embargo, -continúa diciendo- “mientras que en 1820 el 94% de la población mundial todavía 

vivía en la pobreza extrema, en 1981 ese porcentaje se había reducido hasta el 44% y ahora, sólo 

unas décadas más tarde, se sitúa por debajo del 10%” (Bregman, 2017, pág. 11). Desde 1900 se 

ha reducido en más de un tercio el número de personas que sufre desnutrición. En términos de 

salud, en todo el mundo, la esperanza de vida creció de los 64 años en 1990 a los 70 en 2012, y 

esto es más que el doble que la esperanza de vida de 190013. El mayor filántropo de la historia, 

Bill Gates, declaraba recientemente en una conferencia en la 72º Asamblea General de las 

Naciones Unidas que “incluso en el peor sitio para nacer hoy hay mayor esperanza de vida que 

en el mejor hace 200 años14”. Y es que, como paradigma económico, son unánimes los autores 

que reconocen que el capitalismo ha tenido mucho éxito.  

Aunque su trayectoria ha sido relativamente breve en comparación con otros paradigmas 

económicos de la historia, es de justicia reconocer que su impacto tanto positivo como 

negativo en la aventura humana quizá haya sido más profundo y más amplio que el de 

                                                      
13 Estadísticas de la FAO. Recuperado en http://www.fao.org/statistics/es/ (consultado el 01/10/2017).  
14 Linde P. (21 septiembre 2017). Siete razones por las que el mundo está mejor que nunca. El País. 

Recuperado en https://elpais.com/elpais/2017/09/20/planeta_futuro/1505937495_452873.html (consultado 

el 01/10/2017).  

http://www.fao.org/statistics/es/
https://elpais.com/elpais/2017/09/20/planeta_futuro/1505937495_452873.html
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ninguna otra era económica, con la excepción de la transición de la caza-recolección a la 

agricultura (Rifkin, 2014, pág. 28).  

En la misma línea, Mason (2014) resume el éxito en el hecho indiscutible de que en los últimos 

veinticincos años, los postulados del neoliberalismo han propiciado la mayor oleada de desarrollo 

jamás vista en el mundo y se ha favorecido una mejora exponencial de ciertas tecnologías de la 

información que son fundamentales.  

Ahora bien, ¿qué ha pasado estos años? Es evidente que las cifras actuales no permiten afirmar 

con seguridad, como sí se hacía hace una década, que las generaciones futuras vivirán mejor que 

las actuales. O quizá sí. Lo cierto es que algunas investigaciones evidencian que, en las economías 

avanzadas, al contrario de lo que ocurre en los países en vías de desarrollo, la población es 

pesimista. En los países ricos, sólo cuatro de cada diez personas, opinan que sus hijos vivirán 

mejor que ellos (Cohut, 2013).  

En 2014, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) publicó sus 

proyecciones para la economía mundial entre ese año y 2060. Según OCDE (2014), el crecimiento 

mundial, se ralentizaría hasta niveles del 2,7% anual porque los efectos de la progresiva 

nivelación del mundo en desarrollo con el mundo desarrollado irán decayendo. Antes de eso, 

incluso, el estancamiento casi total que se producirá en las economías avanzadas provocará 

crecimientos globales medios de apenas un 3% anual durante los próximos cincuenta años15. 

Sobre este informe, Mason (2014, pág. 62) concluye que “la lección que cabe extraer (…) es que 

precisamos de un rediseño completo del sistema”. Y ello porque “la generación más formada e 

informada de la historia de la raza humana –amén de la mejor conectada- no aceptará un futuro 

de desigualdad elevada y crecimiento estancado”. Necesitamos, en suma, un nuevo modelo 

económico.  

Ya en el verano de 2001, Lawrence Summers16 y Bradford DeLong17 ofrecieron un discurso en el 

que hicieron mención a un nuevo paradigma. Al hablar de las contradicciones y los retos a los 

que se enfrentaba el capitalismo en la era de la información, confesaron no saber cuál sería el 

paradigma que lo acabaría sustituyendo. Lo significativo de este discurso, traído a colación por 

                                                      
15 Ibídem. 
16 Secretario del Tesoro de Estados Unidos durante el periodo 1991-2001, bajo el mandato de Bill Clinton.  
17 Secretario General adjunto del Departamento del Tesoro junto a Lawrence Summers durante el periodo 

en que éste fue Secretario del Tesoro.  
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Rifkin (2014, pág. 21), es el hecho de mencionar la posibilidad de un nuevo paradigma. Como 

éste indica, tal cosa “revela las anomalías que ensombrecen la viabilidad a largo plazo del régimen 

económico existente”.  

Como vemos, las referencias a un nuevo tiempo son continuas, de suerte que parece que la 

viabilidad a largo plazo del régimen socioeconómico que hemos tenido son nulas. Parece que 

nos hallamos en las primeras etapas de una transformación revolucionaria en los paradigmas 

económicos. Estamos en un punto de inflexión en el que se desmorona el capitalismo y éste ha de 

ser reemplazado por un nuevo sistema que permita encajar mejor las novedades que están 

teniendo lugar 18 . “El capitalismo ha alcanzado los límites de su capacidad para adaptarse” 

(Mason, 2016, pág. 17).  

Dentro de la unanimidad que parece existir con relación al cambio de paradigma, queremos 

destacar la postura de Paul Mason que, en postcapitalismo concreta qué sistema viene a 

continuación. Su propuesta contempla la salvación de la globalización deshaciéndonos del 

neoliberalismo y salvando el planeta. De paso, “nos salvamos a nosotros mismos del pozo del 

caos y la desigualdad19” yendo más allá del capitalismo en sí. Al respecto, afirma que deshacernos 

del neoliberalismo es la parte fácil: 

Cada vez es más general el consenso existente entre los movimientos de protesta, los 

economistas y los partidos políticos de los círculos radicales europeos, acerca de cómo 

conseguirlo: restringiendo la actividad de los grandes círculos financieros, dando marcha 

atrás a la austeridad, invirtiendo en energías verdes y promoviendo el empleo bien 

remunerado. Pero, ¿y luego qué? (…). (Mason, 2016, pág. 13) 

En su opinión, se necesita algo igual de potente y efectivo para reemplazar al neoliberalismo y, 

como es lógico, tendrá que ser capaz de producir resultados mejores. Él defiende la existencia de 

una verdadera alternativa que puede ofrecer un futuro mejor que el que ofrece el capitalismo a día 

de hoy. Como indica el propio título, se llama Postcapitalismo.  

                                                      
18 (Rifkin, 2014, pág. 22) 
19 (Mason, 2016, pág. 12) 
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2.1.2. Nuevas formas de organización socioeconómica: la economía colaborativa. 

Para valorar si realmente estamos ante un cambio tan relevante como para entender que entramos 

en un nuevo paradigma, tenemos que remontarnos a la definición de paradigma de Kuhn de 1962. 

La estructura de las revoluciones científicas fue la obra en la que éste afirmó que los paradigmas 

son “realizaciones científicas universalmente reconocidas que, durante cierto tiempo, 

proporcionan modelos de problemas y soluciones a una comunidad científica” (Kuhn, 1971, pág. 

13). 

En efecto, hoy en día convivimos con modelos que van más allá de la conceptualización que 

teníamos del sistema capitalista. Entre las novedades, tenemos la economía basada en compartir 

el procomún o, dicho de otra forma, la economía colaborativa. Con distintos nombres, este sistema 

es el primero que aparece en escena desde que, a principios del siglo XIX, surgieron tanto el 

socialismo como el capitalismo. Además, se trata de una forma de organizar la vida económica 

que reduce las diferencias de ingresos, democratiza la economía y hace más sostenible la sociedad 

(Rifkin, 2014).  

También Mason (2016) recoge la producción colaborativa cuando habla de los impactos que ha 

ocasionado la tecnología en los últimos años. Actualmente, el mayor producto de información 

que existe lo hacen 27.000 voluntarios y se llama Wikipedia. Como este autor indica, esto 

destruye “de un plumazo el negocio de las enciclopedias y, según las estimaciones, priva a las 

compañías publicitarias de unos 3.000 millones de dólares anuales en ingresos20”. Es decir, hoy 

en día existen bienes y servicios ofrecidos por entidades que no responden a los mecanismos del 

mercado. Airbnb, una compañía que ha superado en valor a la cadena de hoteles Hilton21, no 

cuenta con camas; y Uber, líder en transporte de pasajeros en numerosas ciudades, no tiene ni 

siquiera un vehículo en propiedad. Algo ha cambiado.  

En esencia, se trata de empoderar. Se trata de empoderar a la gente para establecer 

vínculos valiosos que nos están permitiendo redescubrir la humanidad que hemos perdido 

                                                      
20 (Mason, 2016, pág. 18) 
21 Haro, J.L. (22 septiembre 2016). Airbnb valorada en 30.000 millones de dólares tras recaudar 850 

millones de dólares. El Economista. Recuperado en http://www.eleconomista.es/mercados-

cotizaciones/noticias/7843444/09/16/Airbnb-valorada-en-30000-millones-de-dolares-tras-recaudar-850-

millones-de-dolares.html (consultado el 01/10/2017).  

http://www.eleconomista.es/mercados-cotizaciones/noticias/7843444/09/16/Airbnb-valorada-en-30000-millones-de-dolares-tras-recaudar-850-millones-de-dolares.html
http://www.eleconomista.es/mercados-cotizaciones/noticias/7843444/09/16/Airbnb-valorada-en-30000-millones-de-dolares-tras-recaudar-850-millones-de-dolares.html
http://www.eleconomista.es/mercados-cotizaciones/noticias/7843444/09/16/Airbnb-valorada-en-30000-millones-de-dolares-tras-recaudar-850-millones-de-dolares.html


 

 
        

 

 

 

La conveniencia social y la viabilidad económica de la Renta Básica Página 39 de 256 

 

por el camino, interactuando en mercados como Airbnb, Kickstarter, Etsy, que se basan 

en las relaciones personales y no en la transacción vacía. (Slee, 2010, pág. 27) 

El extracto anterior es la definición de economía colaborativa que ofreció Rachel Botsman22 en 

una famosa conferencia23, traducida hoy a 23 idiomas, cuyo título viene a decir que la moneda de 

cambio actual es la confianza. Efectivamente, la economía colaborativa ofrece posibilidades que 

van más mucho más allá de lo que puede ofrecer la lenta maquinaria que tiene casi paralizada la 

mayoría de las administraciones. En este aspecto, da igual que hablemos de Madrid, Roma, París, 

Berlín o Nueva York. Al parecer, toda la burocracia detrás de las ciudades tiene en común haber 

influido en el surgimiento de cauces de colaboración que están haciendo tambalear la forma en 

que se venían entendiendo determinados ámbitos como el turismo, el transporte y la educación. 

Ciertamente, hoy en día las relaciones personales ofrecen un valor añadido a los servicios que 

difícilmente puede ser ya sustituido por la vieja manera de hacer las cosas (Rogers & Botsman, 

2010).  

Una encuesta de opinión 24 , realizada entre septiembre de 2015 y enero de 2016, del 

Eurobarómetro puso de manifiesto que el 52% de los ciudadanos de la Unión Europea (UE) 

conocen los servicios ofrecidos por la economía colaborativa y que el 17% han utilizado dichos 

servicios al menos una vez. La economía colaborativa presenta un potencial de crecimiento que 

se estimaba en unos 28 billones de euros para el año 2015 (Comisión Europea, 2016).  

Sin embargo, detrás del lenguaje de altruismo y generosidad que a menudo se usa para describir 

la economía colaborativa, se encuentra todo un conglomerado de compañías comerciales y no 

precisamente entidades sin ánimo de lucro. Como indica Slee (2016) el dinero detrás de estas 

empresas demuestra que la economía colaborativa es, predominantemente, un fenómeno de 

Silicon Valley25. 

                                                      
22 Junto a Roo Rogers, Rachel Botsman es considerada una de las más importantes líderes de opinión de la 

economía colaborativa. Ambos son los autores del libro What’s mine is yours, que fue pionero en este 

ámbito cuando se publicó en el año 2010. Puede obtenerse más información acerca de su actividad en 

http://rachelbotsman.com/  
23 Botsman, R. (2012). La moneda de la nueva economía es la confianza. Recuperado en 

https://www.ted.com/talks/rachel_botsman_the_currency_of_the_new_economy_is_trust/transcript?langu

age=es (consultado el 01/10/2017). 
24 (Comisión Europea, 2016) 
25 Para llegar a esa conclusión, Slee (2016) se basa en los socios de Peers, una organización que nació para 

aglutinar este tipo de entidades; y resulta que, de los 70 socios de ésta, más de 60 son compañías con ánimo 

http://rachelbotsman.com/
https://www.ted.com/talks/rachel_botsman_the_currency_of_the_new_economy_is_trust/transcript?language=es
https://www.ted.com/talks/rachel_botsman_the_currency_of_the_new_economy_is_trust/transcript?language=es
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A nivel europeo es importante traer a colación la Agenda europea para la economía colaborativa. 

Su último proyecto de informe data de diciembre de 2016 y tiene entre sus participantes a Uber y 

Airbnb. Este documento, acoge la comunicación de la Comisión sobre una Agenda europea para 

la economía colaborativa, y destaca que debería representar un primer paso hacia una estrategia 

más amplia y ambiciosa de la Unión en este ámbito. Con ella se pretende brindar orientaciones 

no vinculantes sobre la manera de aplicar la legislación vigente de la Unión a los modelos de 

negocio de la economía colaborativa. En ella se examinan las cuestiones clave que deben 

regular las autoridades públicas: (i) requisitos de acceso al mercado; (ii) regímenes de 

responsabilidad; (iii) protección de los usuarios; (iv) trabajadores por cuenta ajena y por cuenta 

propia en la economía colaborativa; y (v) fiscalidad. 

Según la Comisión Europea (2016), el hecho de que la economía colaborativa haya 

experimentado un rápido crecimiento obliga a replantear la forma en que se suministran los 

productos y se prestan los servicios. Y esto es algo que supone un desafío para las empresas ya 

establecidas. No se puede obviar que estos cambios radicales tienen un impacto considerable en 

la situación jurídica, al desdibujar las líneas establecidas entre los consumidores y los 

proveedores, entre los trabajadores por cuenta ajena y los trabajadores autónomos, así como entre 

la prestación de servicios profesionales y la prestación de servicios no profesionales. Esto plantea 

un desafío para numerosos sectores fundamentales de la legislación de la UE. 

Efectivamente, la economía colaborativa ha desdibujado numerosas líneas. Y es evidente que 

alquilar puntualmente una habitación no debería estar sujeto a la fiscalidad a la que sí debe estarlo 

quien, a través de una plataforma como Airbnb ejerce una actividad empresarial. Tampoco se 

pueden perder de vista los derechos de los trabajadores que, bajo el amparo a veces de simples 

usuarios de una plataforma, están viendo cómo desaparecen condiciones laborales que se 

consideraban irrenunciables.  

En palabras de la Comisión, la economía colaborativa consiste en ”modelos de negocio en los que 

se facilitan actividades mediante plataformas colaborativas que crean un mercado abierto para el 

                                                      
de lucro. A su vez, más del 85% de los fondos de Peers fueron destinados a empresas californianas. La 

estructura de financiación de las compañías más importantes de la economía colaborativa también lleva a 

la misma conclusión. Jeff Bezos, multimillonario y director general de Amazon, ha invertido tanto en 

Airbnb como en Uber; la empresa líder de capital riesgo Andreessen Horowitz ha invertido en Airbnb, Lyft 

y el servicio de paquetería Instacart; Founders Fund, una empresa creada y dirigida por el multimillonario 

y fundador de PayPal Peter Thiel ha invertido en Airbnb, Lyft y TaskRabbit. Goldman Sachs es otro de los 

inversores de Uber así como de WeWork, que también ha sido financiada por JP Morgan (Slee, 2016). 



 

 
        

 

 

 

La conveniencia social y la viabilidad económica de la Renta Básica Página 41 de 256 

 

uso temporal de mercancías o servicios ofrecidos a menudo por particulares” (Comisión Europea, 

2016, pág. 5) y precisa que, generalmente, “las transacciones de la economía colaborativa no 

implican un cambio de propiedad y pueden realizarse con o sin ánimo de lucro” (ibídem). Para 

ordenar el mapa, tenemos tres tipos de actores en la economía colaborativa: 

 los prestadores de servicios, particulares que ofrecen servicios (activos, competencias o 

tiempo, ya sea gratuitamente o previo pago) de manera ocasional («pares») o a título 

profesional («profesionales»); 

 los usuarios de dichos servicios; y 

 las plataformas colaborativas que conectan a la oferta con la demanda en tiempo real y 

facilitan las transacciones. 

La distinción entre pares y profesionales es esencial para cuestiones fiscales y laborales. Si no se 

regulan estos aspectos se produce una competencia desleal que es la que está poniendo en pie de 

guerra a los negocios tradicionales que, si bien han de adaptarse a los tiempos, llevan su parte de 

razón. Asimismo, el informe da luz a aspectos clave para los operadores del mercado y las 

administraciones públicas como las condiciones de acceso al mercado.  

En suma, la economía colaborativa es un fenómeno que no se puede ignorar y fomentarlo es 

beneficioso si se hace con amplitud de miras, teniendo en cuenta las bondades, pero también los 

riesgos que entraña y las compañías que hay detrás. La regulación es necesaria pero no puede 

limitarse al establecimiento de sanciones y prohibiciones. Hay que evitar que grandes 

instituciones financieras modelen las ciudades a su propio interés utilizando 

fraudulentamente la economía colaborativa, que ha de servir al bienestar de las personas y una 

mejor habitabilidad de las ciudades. En palabras de Nicola Danti, ponente del proyecto de informe 

al que nos hemos referido, “una realización equitativa y convenientemente regulada de la 

economía colaborativa podría brindar importantes oportunidades a todos los sectores de la 

sociedad y fomentar que la evolución económica de la Unión tenga un carácter más integrador y 

sostenible” (Comisión Europea, 2016, pág. 14). 

Como vemos, casi inadvertidamente, franjas enteras de la vida económica están empezando a 

moverse a un ritmo diferente en los nichos y huecos que deja abiertos el propio sistema de 

mercado. Ahí han proliferado –muchos de ellos como resultado directo de la descomposición de 

antiguas estructuras tras la crisis de 2008- monedas paralelas, bancos de tiempo, cooperativas y 
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espacios autogestionados; y los economistas profesionales apenas se han percatado de ello. 

Tenemos nuevas formas de propiedad, nuevas formas de préstamo, nuevos contratos legales: toda 

una novedosa subcultura empresarial y de los negocios ha ido surgiendo a lo largo de los últimos 

diez años. El procomún “nos brinda una vía de escape, pero solo si nutrimos, potenciamos y 

protegemos esos proyectos de nivel «micro» mediante una transformación masiva de las prácticas 

de nuestros Gobiernos” (Mason, 2016, pág. 19). Creemos que las orientaciones de la UE van en 

esta línea.  

La economía colaborativa trae a colación nuevas formas de entender el sistema socioeconómico. 

Y también origina nuevas formas de medición del bienestar social, más allá del indicador por 

excelencia: el PIB. Éste adolece de una serie de defectos que lo convierten, cada día más, en una 

medida desfasada y poco acorde con los tiempos actuales. Como dijo Robert F. Kennedy26, el PIB 

mide todo, excepto lo que hace que la vida merezca la pena. Hoy, un africano con un teléfono 

móvil tiene más información a su disposición que la que tenía Bill Clinton cuando fue presidente 

de Estados Unidos. Aun así, “la proporción atribuida al sector de la información en la economía 

no ha variado desde hace veinticinco años, antes de que tuviéramos Internet” (Bregman, 2017, 

pág. 101).  

El PIB no sólo pasa por alto un montón de cosas valiosas sino que también se beneficia 

de toda clase de sufrimiento humano. (…) Para el PIB, el ciudadano idóneo sería un 

jugador compulsivo con cáncer que está atravesando un largo proceso de divorcio al que 

se enfrenta tomando Prozac a puñados y que consume desenfrenadamente en el Black 

                                                      
26 En un discurso ofrecido en la Universidad de Kansas, el 18 de marzo de 1968, Robert F. Kennedy habló 

del PIB y de lo inútil que resultaba para medir el bienestar de una sociedad. Dijo que  

Nuestro PIB tiene en cuenta, en sus cálculos, la contaminación atmosférica, la publicidad del 

tabaco y las ambulancias que van a recoger los heridos en nuestras autopistas. Registra los costes 

de los sistemas de seguridad que instalamos para proteger nuestros hogares y las cárceles en las 

que encerramos a los que irrumpen en ellos. Conlleva la destrucción de nuestros bosques de 

secuoyas y su sustitución por urbanizaciones caóticas y descontroladas. Incluye la producción de 

napalm, armas nucleares y vehículos blindados que luego utiliza nuestra policía antidisturbios para 

reprimir los estallidos de descontento urbano. Recoge (…) los programas de televisión que 

ensalzan la violencia con el fin de vender juguetes a los niños. Sin embargo, el PIB no refleja la 

salud de nuestros hijos, la calidad de nuestra educación ni el grado de diversión de nuestros juegos. 

No mide la belleza de nuestra poesía ni la solidez de nuestros matrimonios. No se preocupa de 

evaluar la calidad de nuestros debates políticos, ni la integridad de nuestros representantes. 

Tampoco toma en consideración nuestro valor, sabiduría o cultura. Nada dice de nuestra 

compasión ni de la dedicación a nuestro país. En una palabra: el PIB mide todo excepto lo que 

hace que valga la pena vivir la vida. 

Recuperado en https://www.youtube.com/watch?v=t6U2irFSYHo (consultado el 01/10/2017). 

https://www.youtube.com/watch?v=t6U2irFSYHo
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Friday. La contaminación ambiental hace incluso doble turno: una empresa se forra 

saltándose la normativa, y se paga a otra para que limpie el desastre. En cambio, un árbol 

centenario no cuenta hasta que se lo tala y se vende la leña (Bregman, 2017, pág. 101) 

Volviendo al caso de Wikipedia, dado que ésta es posible gracias a la inversión de tiempo por 

parte de numerosísimos voluntarios –y no tanto inversión de dinero- obtenemos aquí otro ejemplo 

de cómo se reduce el PIB mientras que toda la sociedad se beneficia de un servicio tan valioso 

como Wikipedia. Está claro que es hora de buscar otras cifras. 

Además de lo anterior, si bien no es objeto de este trabajo analizar en profundidad cuál debe ser 

la nueva herramienta que mida la prosperidad social, sí es interesante citar el trabajo realizado por 

Smith (2013) que cuantifica el valor económico de dar el pecho y la conveniencia de que sea 

incluido en el PIB. Su trabajo se centra en Australia, Estados Unidos y Noruega. Para cada uno 

de estos países, concluye que la potencial contribución de la leche materna asciende a 3.000, 

110.000 y 907 millones de dólares. Unas cantidades asombrosas que, como indica el propio autor, 

no son triviales y por ello no deberían ser ignoradas.  

También, desde posturas ecologistas se cuestiona desde hace tiempo la necesidad de contemplar 

nuevos indicadores. Los movimientos ecologistas plantean el desarrollo de un nuevo sistema de 

indicadores que incorporen los aspectos sociales sobre las actividades económicas y productivas 

con el fin de que sea posible diseñar, gestionar y evaluar las políticas ambientales27 (Mora, 2012). 

Desde la perspectiva social se han desarrollado indicadores como la Medida Integrada de la 

Pobreza y el Índice de Progreso Social (Mora, 2012). Ambos integran los ingresos corrientes de 

las personas y tienen en cuenta cuestiones sociales como la alimentación, el acceso al transporte 

público y la cultura.  

El que fuera comisario de la UE, Janez Potocnik28, dio una conferencia29 en el año 2014 que, bajo 

el título “Más allá del PIB en la gobernanza económica europea”, hablaba de que mientras 

                                                      
27 Así, por ejemplo, el Índice de Bienestar Económico Sostenible o el Índice de Sostenibilidad Ambiental, 

que combina a su vez otros 22 indicadores (concentraciones y emisiones contaminantes, calidad de las 

aguas, eficiencia energética, percepción de la corrupción, crecimiento poblacional y gestión ambiental, 

entre otras) (Mora, 2012, pág. 193).  
28 Janez Potocnik es un político esloveno, comisario europeo para la Ciencia y la Investigación entre los 

años 2004 y 2009, y de Medio Ambiente durante el periodo 2009 a 2014.  
29  Potocnik J. (2014). Más allá del PIB en la gobernanza económica europea. Recuperado en 

http://europa.eu/rapid/press-release_SPEECH-14-679_en.htm (consultado el 01/10/2017).  

http://europa.eu/rapid/press-release_SPEECH-14-679_en.htm
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sigamos basando el crecimiento de nuestras economías en el PIB no lograremos en Europa una 

gestión adecuada a los recursos de los que disponemos. Proponía liberarnos de las “esposas” del 

PIB. Como indicó en su conferencia, según datos de la OCDE, el crecimiento en Europa ha estado 

disminuyendo durante décadas (5,4% en los años sesenta, 3,1% en los ochenta y 1,4% en la 

primera década de este siglo). Por ello, es preciso transformar nuestras economías en el sentido 

de que sean eficientes en recursos y bajas emisiones de carbono porque, de lo contrario, 

encontraremos problemas económicos mucho más profundos en las próximas décadas. Si va a 

haber crecimiento del PIB éste tendrá que ser sostenible.  

2.1.3. El empleo ya no es sinónimo de vida digna. Hacia un nuevo sistema de 

relaciones laborales.  

«Curiosamente (o no) todas las viejas ideologías son conservadoras porque creen en el 

trabajo. Algunas de ellas (…) creen con tanta pasión en el trabajo, porque creen en 

muy poco más» BOB BLACK (n. 1951) 

Más de la mitad de las personas que atiende Cáritas30 en España tiene un empleo. Hace ya dos 

años, los medios de comunicación se hacían eco de la presentación de la memoria de Cáritas 

correspondiente al año 2014 en la que, entre otras cuestiones, se advirtió que el 14% de los 

trabajadores de España son pobres. Se está extendiendo una nueva clase social: el precariado 

laboral. Trabajadores que no alcanzan los 7.700 euros anuales. Al desgranar los perfiles de las 

personas atendidas por Cáritas, se fijó en un 53% el porcentaje de personas con empleo o, dicho 

de otro modo, personas cuyo trabajo no les asegura una vida digna. De los 2,17 millones de 

personas atendidas en España, el 53% pertenecían a hogares en los que algún miembro tenía un 

trabajo. Y el 62% de las familias atendidas vivían en barrios en buenas condiciones (Cáritas 

Española, 2015). 

Los datos son contundentes al evidenciar que el empleo no es ya una medida útil para erradicar 

la pobreza. En la actualidad, tener un empleo no garantiza poder disfrutar de un nivel de vida 

digno y esto no es sólo achacable a España. ¿Cómo hemos llegado hasta aquí? 

                                                      
30 Jiménez, J. (6 octubre 2015). La mitad de las personas atendidas por Cáritas vive en familias con 

trabajo. El Mundo. Recuperado en 

http://www.elmundo.es/sociedad/2015/10/06/5613c321ca4741cc7d8b45f6.html  (consultado el 

01/10/2017).  

http://www.elmundo.es/sociedad/2015/10/06/5613c321ca4741cc7d8b45f6.html
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Según Standing (2013), el precariado ha crecido debido a las políticas y cambios institucionales 

emprendidos durante la era de la globalización, que abarca el periodo 1975-2008. En su opinión 

y más concretamente, el precariado existe en la actualidad como consecuencia de varios factores31 

que pasamos a comentar. 

En primer lugar, ha tenido lugar una transformación global muy ligada al auge de China y e 

India. El capital y el empleo se desplazan desde los países de la OCDE hacia las economías de 

mercado emergentes y esto se mantendrá. Mientras que los países desarrollados se convertirán en 

economías rentistas –donde el salario real medio no aumentará ni será un medio para paliar las 

desigualdades-, la productividad en «Chindia 32 » seguirá aumentando durante muchos años 

simplemente por la fabricación de máquinas y la construcción de infraestructuras. Por ello, las 

economías de mercado emergentes seguirán constituyendo un factor principal del crecimiento del 

precariado. Como indica Standing (2013) es cierto que ha aumentado la presión para aumentar 

los salarios bajos pero éstos se encuentran muy por debajo de los salarios de los países 

desarrollados más ricos; y lo mismo ocurre con el coste laboral unitario, dado el aumento 

espectacular de la productividad33. “Es una insensatez que quienes se preocupan hoy en día por 

la desigualdad y la inseguridad económica en los países ricos imaginen que el proteccionismo 

puede ser una respuesta eficaz al crash financiero de 2008 y la subsiguiente crisis económica34”.  

En segundo lugar, se han flexibilizado numerosos ámbitos del mundo empresarial que han 

afectado al surgimiento de la precariedad laboral. Tenemos empresas que se están haciendo más 

eventuales que los propios empleados. Siguiendo a Standing (2013), nos referimos a la 

conversión de las propias empresas en mercancías que se compran y venden mediante fusiones y 

adquisiciones. En consecuencia, los compromisos asumidos por los propietarios en un momento 

determinado no valen tanto como hace algunas décadas. Todo se vuelve contingente y abierto a 

                                                      
31 Standing (2013, pp. 53-103). 
32 A pesar de ser países con distintas culturas y estructuras, según Standing (2013) la asimilación de China 

e India para explicar el precariado en los países occidentales “puede ser una metáfora abreviada 

conveniente” (Standing, 2013, pág. 55). 
33 “China ha contribuido en diversas formas a la desigualdad global de ingresos. Sus bajos salarios han 

ejercido una presión a la baja sobre los salarios en el resto del mundo y han ampliado las diferencias 

salariales al mantenerse notablemente bajos. A medida que se aceleraba el crecimiento, la proporción de 

los salarios en la renta nacional cayó durante 22 años seguidos, desde un 57% del PIB en 1983 hasta sólo 

el 37% del PIB en 2005. Esto ha convertido a China en la mayor economía «capitalista» de la historia” 

(Standing, 2013, pág. 57).  
34 Ibídem. 
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la renegociación cuando un fondo de capital adquiere la compañía y, ésta, a su vez, es revendida 

en un corto periodo de tiempo. 

También se flexibilizan continuamente las condiciones de trabajo. Son cada vez más las personas 

que, involuntariamente, trabajan bajo contratos temporales o a tiempo parcial; lo que genera 

inseguridad en el empleo. También el autor se refiere al perfil itinerante en la empresa por parte 

de los empleados, que genera inseguridad en el puesto de trabajo. Y, asimismo, existe un 

estancamiento en el nivel de ingresos de la mayoría de los trabajadores que no sólo ha disminuido, 

sino que se ha vuelto más inseguro. 

En tercer lugar y al hilo de lo anterior, Standing (2013) se refiere al desempleo precario y la 

llamada “trampa de la precariedad”. Ha tenido lugar un cambio de opinión. Hace unos años, se 

pensaba que el desempleo era debido a factores económicos y estructurales, pero ese modelo se 

ha hundido. A medida que los salarios han caído, los gobiernos han ido endureciendo las 

condiciones para percibir las prestaciones por desempleo. Se ha llegado a una situación basada en 

evaluar si un individuo merece recibir algo o nada, promoviendo así la exigencia de que una 

persona se comporte de cierta forma para poder recibir la ayuda. Se ha desvirtuado el concepto 

de seguro. En Estados Unidos, más de la mitad de los desempleados no tienen derecho al seguro 

de paro35 (el 57% en el año 2010) y dos tercios de los que lo reciben temen que expire antes de 

poder obtener otro empleo.  

Asimismo, resulta que un mercado laboral basado en el trabajo precario implica costes de 

transacción nada desdeñables para los que se encuentran en los márgenes. Estos costes incluyen: 

el tiempo que lleva pedir un subsidio si quedan desempleados, la pérdida de ingresos 

durante ese periodo, el tiempo y los costes asociados a la búsqueda de empleo, el tiempo 

y el coste en aprender nuevas rutinas laborales y el tiempo y el coste que supone ajustar 

las actividades fuera del trabajo para acomodarse a las exigencias de un nuevo empleo 

temporal. El total puede ser sustancial con los ingresos esperados (Standing, 2013, pág. 

87) 

                                                      
35 En España la tasa de cobertura también es baja y, además, ha tenido una tendencia a disminuir durante 

los años de la crisis. Véase apartado 3.2.1.  
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De hecho, un estudio británico36 reveló que el coste medio de obtener un empleo ascendía a 146 

libras, que supone una cantidad importante para personas en situación de necesidad. Siendo esto 

así, si la perspectiva sólo es un empleo mal remunerado, es evidente el desincentivo en el que nos 

encontramos. Como indica este autor, “la trampa de la precariedad es mucho mayor que la trampa 

convencional de la pobreza a la que se ha prestado tanta atención” (Standing, 2013, pág. 87).  

En cuarto lugar, el desplome financiero del año 2008 ha contribuido a la existencia del precariado. 

Numerosos despidos tuvieron lugar durante los años posteriores a la crisis y, como era de esperar, 

las personas más baratas de despedir, fueron las que primero cesaron en sus trabajos. Lo relevante 

de ello es lo que revelan algunos estudios. Un informe de 2010 concluía que más de una cuarta 

parte de los 8,4 millones empleos desaparecidos en Estados Unidos desde que se inició la recesión 

no reaparecerían37.  

En quinto lugar, la forma en que han proliferado las subvenciones durante la última década 

supone, en opinión de Standing (2013) “uno de los grandes «timos» de la historia económica”. 

Ciertamente, a través de reducciones de impuestos y otras subvenciones al trabajo lo que en 

realidad se subvenciona es el capital, y esto genera ineficiencias e inequidades en la distribución 

de la riqueza38. 

                                                      
36 Elaborado en el año 2010 por la agencia de empleo Reed in Partnership, según se cita en Standing, 2013, 

pág. 87. 
37 Izzo (como se citó en Standing, 2013, pág. 89) realizó un estudio en el año 2010 que arroja los resultados 

mencionados.  
38  En España son casi diarios los anuncios, por parte de diferentes administraciones públicas, de 

subvenciones e incentivos a la contratación. Por citar algunos ejemplos recientes, traemos a colación varias 

noticias que reflejan la frecuencia con que se adoptan medidas de esta naturaleza: 

 “Aragón incentiva la contratación de jóvenes y parados de larga duración”. A través del Instituto 

Aragonés de Empleo se convocan subvenciones para incentivar la contratación de parados de 

larga duración y de jóvenes. Las convocatorias de estas ayudas están dirigidas a entidades 

locales, empresas, universidades y entidades sin ánimo de lucro (BOA de 18 de julio 2017) 

Recuperado en 

http://www.iustel.com/diario_del_derecho_municipal/noticia.asp?ref_iustel=1167897  

(consultado el 01/10/2017).  

 “Anunciadas medidas para empleo juvenil”. El 20 de julio de 2017 la Ministra de Empleo 

anunció que contará con 837 millones de euros más para el programa de Garantía Juvenil, que ya 

supera los 3.200 millones de euros. Recuperado en 

https://economia.elpais.com/economia/2017/07/20/actualidad/1500558399_172402.html 

(consultado el 01/10/2017).  

 “El Govern de Baleares contratará a 57 parados mayores de 45 años a través del programa 'SOIB 

Visibles' por 588.000 euros”. El 29 de septiembre se anuncia que el Ayuntamiento de Palma 

recibirá una subvención en el marco del programa “SOIB Visibles 2017”. Recuperado en 

http://www.iustel.com/diario_del_derecho_municipal/noticia.asp?ref_iustel=1167897
https://economia.elpais.com/economia/2017/07/20/actualidad/1500558399_172402.html
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En sexto y último lugar, se ha producido un declive de la movilidad social. El motivo, apunta 

Standing (2013), tiene que ver con el decrecimiento de los ingresos medios. Numerosos autores39 

sostienen que hoy en día son muy pocos los trabajadores que ascienden a la gestión intermedia y 

las probabilidades de permanecer en los peldaños más bajos de la empresa, son más altas.  

A los motivos que han dado lugar a la existencia del llamado precariado, según Standing (2013), 

tenemos que añadir, en nuestra opinión, las nuevas formas de organización laboral que ha traído 

la economía colaborativa de la que hablábamos en el apartado anterior. Si la normativa actual no 

se adapta a los tiempos, en el sentido de las indicaciones que ofrece la UE, lo cierto es que 

determinadas compañías del llamado «procomún» han traído empleos precarios que no existían 

hace unos años. Así, por ejemplo, Uber es una compañía de transporte que no tiene entre sus 

gastos de personal a conductores. Amparada en la libertad de cada cual de comprar un vehículo y 

pasar un proceso de selección interno de la compañía, Uber ha llenado las ciudades de conductores 

con unas condiciones laborales objetivamente peores que las de un taxista tradicional. Como 

sostiene (Slee, 2016), se habla mucho de democratización y de redes de trabajo pero lo que 

ha ocurrido es que se ha separado el riesgo –repartido entre los proveedores de servicios y los 

clientes- del beneficio –en mano sólo de los dueños de estas plataformas-.  

En suma, la desigualdad ha aumentado hasta niveles desconocidos hace unas décadas, la 

movilidad social está en declive y se han desencadenado dinámicas que ponen en peligro la 

supervivencia del sistema (Mason, 2016). En este sentido, podemos afirmar que estamos 

volviendo a un sistema que no es nuevo: rentistas y propietarios frente a trabajadores. Esto 

conlleva, aunque no sea objeto de análisis en este trabajo, la necesidad de gravar el capital y no 

el trabajo.  

La cuestión de la división de la producción entre salarios y beneficios, entre rentas del 

trabajo y rentas del capital, ha sido siempre la primera dimensión del conflicto 

                                                      
http://www.iustel.com/diario_del_derecho_municipal/noticia.asp?ref_iustel=1169872&utm_sour

ce=DDM&utm_medium=email&nl=1&utm_campaign=2/10/2017 (consultado el 01/10/2017).  

 “La Junta de Extremadura destina más de 35 millones de euros para financiar las contrataciones 

del programa Empleo Experiencia”. El gobierno extremeño convoca subvenciones destinadas a 

financiar la contratación por parte de las entidades locales de personas desempleadas con el fin 

de favorecer su inserción laboral (DOE de 25 de julio de 2017). Recuperado en 

http://www.iustel.com/diario_del_derecho_municipal/noticia.asp?ref_iustel=1168094 

(consultado el 01/10/2017).  
39 Cohen, Wilkinson y Pickett (como se citó en Standing, 2013, pág. 101), entre otros.  

http://www.iustel.com/diario_del_derecho_municipal/noticia.asp?ref_iustel=1169872&utm_source=DDM&utm_medium=email&nl=1&utm_campaign=2/10/2017
http://www.iustel.com/diario_del_derecho_municipal/noticia.asp?ref_iustel=1169872&utm_source=DDM&utm_medium=email&nl=1&utm_campaign=2/10/2017
http://www.iustel.com/diario_del_derecho_municipal/noticia.asp?ref_iustel=1168094
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distributivo. Ya en las sociedades tradicionales, la oposición entre el terrateniente y el 

campesino, entre el que posee la tierra y el que aporta su trabajo, el que recibe la renta del 

suelo y el que la paga, constituía el fundamento de la desigualdad social y de todas las 

revueltas. (Piketty, 2015, pág. 61) 

Las conclusiones de Piketty (2015) causaron un gran revuelo porque planteaba que si seguimos 

avanzando por este mismo camino no tardaremos en encontrarnos de nuevo ante una sociedad 

rentista. Quienes tenían valores, casas y máquinas (el capital) disfrutaban de un nivel de vida 

mucho más alto que la gente que sólo trabajaba. A lo largo de cientos de años, el rendimiento del 

capital ascendía al 5% mientras que el crecimiento económico estaba por debajo del 2%.  

El análisis de las deficiencias del mercado de trabajo actual no estaría completo si no añadiéramos 

una mención al menos sucinta al fin de trabajo. Es cierto que la cuestión tiene poco de novedosa 

y ya a finales de los años 90 la publicación de “El fin del trabajo40” hablaba de la tercera 

revolución industrial, el declive de la fuerza de trabajo mundial y lo que Rifkin llamó el 

“posmercado”. Éste contemplaba la potenciación del tercer sector41 e incluso la implantación de 

un salario social.  

Después de veintitrés años, cada vez son más quienes se suman a esta tesis desde diferentes 

ámbitos, teniendo en cuenta aspectos que, como es lógico, no recogía la obra de Rifkin en el año 

1994. Ha tenido especial impacto el artículo publicado por la Universidad de Oxford que sostiene 

que el 47% de los empleos son automatizables42 (Frey & Osborne, 2013). Según sus autores, 

históricamente se ha pensado que la automatización del trabajo sólo tenía que ver con actividades 

repetitivas. Sin embargo, se ha visto que los algoritmos para el big data son capaces ahora de 

sustituir tareas que no son rutinarias y cognitivas. 

Es interesante destacar del trabajo la diferencia que hace entre las revoluciones industriales que 

                                                      
40 (Rifkin, 2004 (original de 1994)) 
41 En el año 1990 se realizó un estudio según el cual el 39% de la población británica participaba en 

actividades de voluntariado en el tercer sector (Rifkin, 2004, pág. 455).  
42  El trabajo quiere responder a la pregunta siguiente: ¿cómo de susceptibles son los trabajos a la 

automatización? Se emplea una metodología para estimar la probabilidad de automatización de 702 

empleos y se distingue entre los niveles alto, medio y bajo riesgo de automatización. El resultado al que 

llegan los autores es que el 47% de los empleos están en la categoría de riesgo alto. Se trata de transporte y 

logística y tareas administrativas, entre otras. También llegan a la conclusión de que una mayor educación 

proporciona un menor riesgo de automatización.  
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han tenido lugar. Según los autores, la revolución del siglo XIX consistió en que las tecnologías 

manufactureras sustituyeron a las tareas cualificadas a través de la simplificación de tareas. Por 

su parte, la revolución del siglo XX es la de los ordenadores. Este siglo ocasionó un hueco en los 

salarios medios. En este sentido, el modelo de Frey & Osborne (2013) predice un truncamiento 

en la tendencia actual hacia la polarización del mercado de trabajo, con una automatización que 

se limita principalmente a los empleos de baja ocupación y salario. Por tanto, a medida que la 

tecnología avanza, los trabajadores poco cualificados se realojarán en tareas que no son 

susceptibles de automatización, como las que requieren creatividad y sociabilización.  

Otros autores como Husson (2016) cuestionan el método seguido por Frey & Osborne. De hecho, 

con otra metodología y en base a la distinción entre tareas y empleos, un estudio de la OCDE ha 

estimado que sólo el 9% de los empleos se verán automatizados 43 . Husson no cree en la 

desaparición del empleo y para explicarlo se remonta a lo ocurrido en el siglo XX: la 

productividad horaria del trabajo se ha multiplicado por 13,6 y la duración del trabajo se ha 

reducido un 44%. Es decir, trabajamos la mitad que nuestros bisabuelos. Y, sin embargo, el 

desempleo no ha alcanzado esos niveles de desempleo catastróficos.  

En una postura intermedia tenemos a Torrens & González de Molina (2016) que en lugar de hablar 

de la desaparición radical de numerosos trabajos, analizan la reducción de la jornada laboral. 

En esta tesis se sitúa también Bregman (2017) que defiende una jornada laboral de 15 horas 

semanales.  

Estos autores se preguntan si la jornada laboral en el contexto español es: (i) una cuestión 

normativa (idealmente deseable) o (ii) una cuestión imperativa (necesidad ante las futuras 

condiciones de empleo). Para responder a ello analizan los dos aspectos. De un lado, el desempleo 

crónico español es uno de los motivos fundamentales para repartir el empleo que hay, a través de 

una reducción de jornada. Como señalan, el hecho de que haya desempleo que no vaya a 

extinguirse nunca es uno de los motivos fundamentales para repartir el empleo que sí hay. Sobre 

este particular, consideramos que la reducción de la jornada sería algo deseable pero no podemos 

ser ajenos al hecho de que hay personas que carecen de la formación para formar parte de ese 

reparto. Por ello, bajo nuestro punto de vista, más que repartir el trabajo, quizá en algunos casos 

habría que asumir que determinadas personas no pueden acceder a un empleo y ello hace más 

                                                      
43 Arntz, Gregoory y Zierahn (como se citó en Husson, 2016).  
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necesario la implantación de una Renta Básica. De otro lado, Torrens & González de Molina 

(2016) analizan la cuarta revolución industrial y, trayendo a colación el último informe del Foro 

de Davos, cifran en 5,1 millones el número de puestos de trabajo (netos) que se destruirán entre 

2015 y 202044.  

En cualquier caso, tomando de nuevo una postura intermedia, los autores apenas citados afirman 

que el dato más prudente fija en un 12% los empleos que se robotizarán. Y, en la misma línea que 

Frey & Osborne afirman que el nivel educativo es inversamente proporcional a lo susceptible 

que es ese empleo a la automatización.  

A pesar de los informes mencionados, aún es mayoritaria la defensa del pleno empleo o, al menos, 

así lo reflejan los programas electorales de los partidos políticos en España. En una reciente 

entrevista a Guy Standing, el entrevistador le pregunta sobre esta cuestión. Le dice, expresamente, 

qué le parece la propuesta del “Trabajo Garantizado” como estrategia para mejorar la situación 

de los más desfavorecidos. A lo que el entrevistado responde, perplejo, cómo es posible que 

alguien llegue a conclusiones de esa naturaleza en el año 2017 (Standing, 2017). 

Si tenemos en cuenta la situación descrita, creemos que la Renta Básica se presenta como una 

medida que puede, entre otras cosas, ocupar los huecos que ha dejado libres el empleo. Es 

decir, en tanto que el trabajo ya no es una medida de inserción social, no garantiza una vida digna 

y parece que ni siquiera habrá trabajo para todos en un futuro no muy lejano, la Renta Básica 

reconfiguraría el sistema de relaciones laborales de una forma beneficiosa para el conjunto de 

la sociedad. Ahora bien, ¿cómo sería el mercado de trabajo con la Renta Básica? Las ventajas de 

su implantación en lo que atañe a las relaciones laborales tienen que ver con el aumento del poder 

de negociación, la mejora de las condiciones laborales y el favorecimiento de la iniciativa 

personal.  

En primer lugar, es unánime entre los partidarios de la Renta Básica la opinión de que el poder 

de negociación de las personas respecto al empleador aumentaría.  

La seguridad que proporcionaría en los ingresos una Renta Básica impediría que los trabajadores 

se vieran obligados a aceptar una oferta de trabajo de cualquier condición. Su posición 

negociadora sería mucho mayor que la que tienen actualmente los trabajadores. La asimetría 

                                                      
44 (World Economic Forum, 2016) 



 

 
 
 
 

        

 

 

 

 

Página 52 de 256 Cátedra Acal Ciudad Sostenible Página 52 de 256 

 

actual entre empleador y empleado se reduciría considerablemente. Como indica Raventós 

(2007), no es lo mismo llevar las negociaciones laborales al límite de la ruptura cuando se cuenta, 

con la posibilidad real de reemplazar a los trabajadores -como es el caso de los empresarios-, que 

hacerlo a sabiendas de que la subsistencia depende de forma directa, de las retribuciones obtenidas 

de los empleadores - como les ocurre a los trabajadores-. En este sentido, 

una Renta Básica haría practicable no sólo la posibilidad de negarse de forma efectiva y 

convincente a aceptar situaciones no deseadas por parte de muchos trabajadores, sino 

también plantearse formas alternativas de organización del trabajo que permitieran aspirar 

a grados de realización personal más elevados (Raventós, 2007, pág. 87) 

Asimismo, la Renta Básica tendría efectos en los casos de huelga, donde fortalecería el poder de 

negociación de los trabajadores. 

En segundo lugar y en estrecha relación con lo anterior, mejorarían las condiciones laborales. 

Según Iglesias Fernández (2002), un mercado de trabajo con Renta Básica implica que quien 

adquiere fuerza de trabajo sigue teniendo el mismo poder, pero los vendedores de esta mercancía 

ya no son tan débiles.   

Si tenemos en cuenta el aumento del llamado “precariado”, ocasionado por el deterioro de las 

condiciones del mercado laboral, la Renta Básica es un instrumento de gran utilidad. De hecho, 

fue precisamente a partir de la crisis de los años 70 cuando empezó a difundirse la idea de una 

Renta Básica; cuando algunos autores, alarmados por la magnitud del paro, “comienzan a 

plantearse si no será necesario buscar mecanismos de distribución de la renta distintos y 

complementarios a los del trabajo” (Iglesias Fernández, 2002, pág.41).  

En tercer lugar, la Renta Básica favorecería la iniciativa personal. Las personas podrían dedicar 

más tiempo a proyectos de emprendimiento social, a voluntariado, a trabajos a tiempo parcial –

deseados, en lugar de impuestos-… La Renta Básica facilitaría emprender actividades en todos 

los ámbitos, independientemente de su rentabilidad.  

Al tener unos ingresos asegurados la persona puede elegir las actividades a las que uno 

desea dedicarse, tanto de índole económica y artística, hasta las de tipo cultural o social, 

remuneradas o voluntarias, según su talante y disponibilidad. En una etapa histórica, 

donde se considera que la creatividad y la innovación son elementos esenciales para el 
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avance social, no se debieran subvalorar las oportunidades que unos ingresos asegurados 

proporcionan a las personas para ejercerlas y desarrollarlas. (Iglesias Fernández, 2002, 

pág. 9)  

Los beneficios descritos, si bien parecen obvios, se ven ensombrecidos por las reticencias 

culturales. El rechazo tiene una enorme carga religiosa, económica y social. En lo que atañe al 

ámbito religioso, no podemos olvidar la maldición divina que nos dice “te ganarás el pan con el 

sudor de tu frente45” y San Pablo que considera que “el que no quiera trabajar que no coma46”. En 

el plano económico, se considera que para poder participar en la renta que se produce es preciso 

trabajar o tener medios propios de capital. En tanto que éstos son minoría, la forma habitual de 

obtener los recursos es a través del trabajo. Por último, las reticencias sociales tienen que ver con 

la opinión extendida de que el trabajo dignifica. En opinión de una parte de la población, el trabajo 

constituye un instrumento fundamental  para la socialización del hombre y, de hecho, hay quienes 

hablan de la obligación moral de trabajar (Iglesias Fernández, 2002).  

Sin embargo, parece que las reticencias se extienden sólo al que carece de medios porque “a quien 

dispone de medios de capital no se le exige el trabajo para vivir47”. Realmente, la necesidad de 

trabajar se corresponde con una determinada forma de organizar la sociedad y distribuir la renta. 

Una propuesta como la Renta Básica indica que esto puede cambiar.  

En conclusión, hay que superar “la falacia de que una vida sin pobreza es un privilegio por el que 

hemos de trabajar, en lugar de un derecho que todos merecemos” (Bregman, 2017, pág. 94). Sea 

el fin del trabajo o no, lo cierto es que éste ya no constituye un elemento de integración social ni 

garantiza una vida digna, como sí lo hacía antes. Tenemos que asumir que estamos ante un nuevo 

tiempo.  

 

 

                                                      
45 Génesis 3:19.   
46 2 Tesalonicenses 3:9-11. 
47 (Iglesias Fernández, 2002, pág. 10). 
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2.1.4. Un camino hacia la gran redistribución: la Renta Básica. 

                                «El futuro ya está aquí, lo que pasa es que no está bien distribuido» 

WILLIAM GIBSON (n. 1948) 

El agotamiento del sistema capitalista tras el crac de 2008, las predicciones de falta de 

crecimiento, la incapacidad del empleo para asegurar una vida digna, el procomún, la 

sostenibilidad ambiental… El entorno actual exige nuevas herramientas para lograr el bienestar, 

pero nos cuesta imaginar una sociedad futura en la que el trabajo remunerado no sea el principio 

y el fin de nuestra existencia. Sin embargo, “la incapacidad de imaginar un mundo en el que las 

cosas son diferentes sólo demuestra nuestra falta de imaginación, no la imposibilidad de cambio” 

(Bregman, 2017, pág. 94). 

Cuanto más rica se hace nuestra sociedad, menos eficaz es el mercado laboral en la distribución 

de la riqueza. Por este motivo, si queremos beneficiarnos de los avances, sobre todo de los 

tecnológicos, es precisa una gran redistribución y la Renta Básica es un elemento esencial de esta 

idea. Como decíamos al inicio del marco teórico se necesita una redistribución de tiempo –

jornadas laborales más cortas-; de impuestos –gravar el capital y no el trabajo-; de tecnología y, 

por supuesto, de dinero –Renta Básica- (Bregman, 2017). Hemos escogido el estudio de ésta 

última. 

Con más o menos diferencias, los autores que se ocupan de analizar el declive del sistema 

capitalista y el surgimiento de un nuevo paradigma cuentan con la Renta Básica como elemento 

indispensable para alcanzar el bienestar social. Pero, ¿cómo se define exactamente la Renta 

Básica? El Basic Income Earth Network (BIEN) sostiene que se trata de “una renta 

incondicionalmente garantizada a todos de forma individual, sin necesidad de una comprobación 

de recursos o de estar realizando algún trabajo48”.  

Otros, como Raventós (2017), la definen de una forma más provocadora49:  

                                                      
48 Texto original en inglés: “A basic income is a periodic cash payment unconditionally delivered to all on 

an individual basis, without means-test or work requirement”. Recuperado en http://basicincome.org/basic-

income/  (consultado el 01/10/2017). 
49 El propio autor indica que prefiere esta definición, aunque sea más larga. “Esta es la definición quel, 

aunque más larga, más me gusta por lo clara (y provocadora) que es” (Raventós, 2007, pág. 22).  

http://basicincome.org/basic-income/
http://basicincome.org/basic-income/
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La Renta Básica es un ingreso pagado por el estado a cada miembro de pleno derecho de 

la sociedad o residente, incluso si no quiere trabajar de forma remunerada, sin tomar en 

consideración si es rico o pobre o, dicho de otra forma, independientemente de cuáles 

puedan ser las otras posibles fuentes de renta, y sin importar con quién conviva. 

(Raventós, 2017, pág. 18) 

De esta definición conviene desarrollar el aspecto referido a la consideración de si se es rico o 

pobre que, a su vez, está íntimamente relacionada con la financiación. A diferencia de los 

subsidios condicionados a un nivel de pobreza, es decir, de ingresos, la Renta Básica es recibida 

por igual. En otras palabras, la Renta Básica la percibe un rico y un pobre sin distinción alguna. 

Ahora bien, la universalidad no quiere decir que todos, ricos y pobres, ganen con la Renta 

Básica. “En buena parte de las propuestas de financiación (…) los ricos pierden y los pobres 

ganan. Escaso interés tendría una propuesta de Renta Básica en que estos términos se invirtieran” 

(Raventós, 2007, pág. 23).  

En esta misma línea, Standing (2017) explica el significado de Renta Básica analizando sus 

atributos esenciales: básica, universal, individual, incondicional y regular. Estos elementos son 

coincidentes con los del BIEN50.  

Básica. El término “básica” causa confusión pero, en cualquier caso, se trata de una transferencia 

corriente que permita a las personas sobrevivir. Sobrevivir en el sentido de permitir el acceso a 

alimentación, vivienda, formación y cuidados médicos. Asimismo, es una renta que debe asegurar 

a las personas una participación efectiva en la sociedad. A pesar de que este término es vago, tiene 

que ver con su cuantía. ¿Cuánto es “básico”? Algunos autores defienden la denominada visión 

libertaria de la Renta Básica: ésta debería ser todo lo alto que fuera posible. Normalmente, quienes 

se postulan en esta posición también argumentan que la Renta Básica debiera sustituir todas las 

prestaciones y beneficios propias del estado de bienestar. 

La posición, aun con diferencias, defendida por Standing (2017), Raventós (2007) y otros como 

Iglesias Fernández (2002), es la de una Renta Básica que, si bien podría empezar a un nivel más 

bajo, se iría aumentando de forma gradual dependiendo de las circunstancias y los cambios en los 

ingresos públicos. En cualquier nivel de Renta Básica, lo que ésta no debe provocar es el 

                                                      
50  No es casualidad. Junto a otras personalidades, Guy Standing es Presidente Honorífico del BIEN. 

Recuperado en http://basicincome.org/about-bien/#excommittee (consultado el 01/10/2017). 

http://basicincome.org/about-bien/#excommittee
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desmantelamiento del estado de bienestar. Compartimos la visión de los autores en este 

aspecto.  

Universal. Se paga a todos los ciudadanos, independientemente de otras fuentes de ingresos. La 

situación ideal sería aquella en que todas las personas, efectivamente, tuvieran el derecho a 

percibirla. Sin embargo, la configuración actual nos conduce a una propuesta que tiene que ver 

con la ciudadanía, entendida como los derechos que ostenta una persona por residir o ser nacional 

de un determinado lugar. Como señala Standing (2017) la universalidad de la Renta Básica es una 

cuestión política que debe ser decidida a través de medios democráticos.  

Individual. La Renta Básica es abonada a los individuos y no a los hogares, con el fin de no 

discriminar a las personas según su situación familiar. Esto último ocurre con la mayor parte de 

prestaciones condicionadas en tanto que se toma como referencia la llamada unidad familiar o de 

convivencia. La individualidad de la Renta Básica significa uniformidad. Algunas propuestas de 

Renta Básica proponen cantidades diferenciadas dependiendo de los miembros de la familia 

amparándose en las llamadas economías de escala. La Renta Básica no asume tal cuestión y, en 

consecuencia, evita este tipo discriminación. Algunos de los defensores de la Renta Básica sí 

exceptúan de esta uniformidad a los niños, personas discapacitadas y pensionistas. Con relación 

a los niños, se propone el pago a sus padres o alguien en su lugar (Standing, 2017), sin embargo, 

defendemos en este trabajo el pago en especie a los niños, con el objetivo de que tengan 

aseguradas la alimentación, el vestido y la educación, independientemente de la situación de sus 

padres y/o la gestión que éstos hagan de su Renta Básica personal. En cuanto a los pensionistas y 

las personas con discapacidad, estamos de acuerdo en que debería corregirse el importe al alza 

porque son un grupo de la población cuyos ingresos extra se ven más limitados. Siendo esto así, 

la igualdad ha de ser entendida en términos equitativos de nivel de vida.  

Incondicional. Esta característica implica tres cuestiones. En primer lugar, la Renta Básica se 

pagaría independientemente de los ingresos, lo que implica no tener que comprobar requisitos 

personales, económicos y familiares. Las personas no tendrían que probar su situación de pobreza. 

Al respecto, es importante significar que estos test son mucho más arbitrarios e inequitativos de 

lo que comúnmente se piensa (Standing, 2017, pág. 6). En segundo lugar, la Renta Básica no 

condiciona el uso que se hace del dinero. En este sentido, no habría restricciones, sino que cada 

individuo decidiría en qué gastarla en función de sus prioridades y decisiones personales. En 
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tercer lugar, la Renta Básica tampoco implica requisitos de comportamiento. No se ha de exigir 

la búsqueda de empleo, formación u otras actuaciones análogas.  

Regular. Se trata de un pago periódico. La Renta Básica ha de ser abonada de forma regular –

por ejemplo, mensualmente-. Es importante resaltar que estas cantidades serían pagadas de una 

forma automática, normalmente, sin necesidad de rellenar solicitudes ni hacer colas en oficinas 

de administraciones públicas. Asimismo, la regularidad de la Renta Básica se caracteriza por dos 

aspectos. De un lado, al configurarse como un derecho fundamental, es irrenunciable y no puede 

ser sustraído a menos que una norma así lo establezca. Nos referimos, por ejemplo, a los periodos 

en los que una persona es condenada a una pena de prisión. En este sentido, hay autores que 

sostienen el pago de la Renta Básica a un familiar o reintegrar el importe a la sociedad. De otro 

lado, la regularidad ha de implicar previsibilidad y, en consecuencia, su importe no debe verse 

afectado por otros aspectos como, por ejemplo, las deudas. La regularidad supone que la Renta 

Básica es inembargable.  

El camino hacia la gran redistribución no sólo consiste en explicar el “qué”, sino que tenemos que 

ocuparnos del “cómo”. La Renta Básica no es posible sin financiación que la sustente.  

De las modalidades de financiación que se han propuesto por diferentes autores y 

organizaciones51, escogemos la que nos parece más acertada, que es la integración de impuestos 

y prestaciones sociales. Es decir, una gran reforma fiscal. El IRPF se presenta como el 

instrumento idóneo para configurarla porque su naturaleza distributiva convierte a la Renta Básica 

en una propuesta más interesante. Ahora bien, esta postura precisa dos comentarios, uno 

relacionado con las prestaciones sociales y otro con los impuestos (IRPF).  

En cuanto a las prestaciones sociales, es unánime la postura de quienes defienden una financiación 

que aproveche el ahorro que implicaría eliminarlas. En nuestra opinión, sólo deberían ser 

suprimidas las prestaciones de nivel asistencial, pero no las de nivel contributivo. El motivo radica 

en que éstas últimas, aún con defectos en su regulación actual, guardan relación con las 

cotizaciones de quienes trabajan y han de funcionar como un seguro. Es decir, la percepción del 

desempleo contributivo no responde a una situación de necesidad económica sino al hecho de 

                                                      
51 Así, por ejemplo, en Alaska se financia el único caso de Renta Básica que existe con un fondo estatal 

(véase apartado 2.2.1 de este trabajo) y otros proponen la financiación de la Renta Básica mediante un 

impuesto europeo sobre la energía contaminante (Genet y Van Parijs).  
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haber ocurrido el riesgo para el cual se pagaba periódicamente (como si de una prima de seguro 

se tratara). Autores como Raventós (2007) y Arcarons, Raventós & Torrens  (2016) proponen, 

entre otras, la supresión de aquellas prestaciones contributivas más altas que el hipotético importe 

de una Renta Básica. No estamos de acuerdo con esa eliminación.  

Por lo que atañe a los impuestos, se trata de articular la Renta Básica a través del IRPF. No 

tenemos como objetivo profundizar en esta cuestión pero sí es interesante traer a colación los 

criterios utilizados por Raventós (2007)52. Según este autor, los tipos impositivos habrían de ser 

los mismos para cualquier renta sin importar su origen, se eliminarían las deducciones, 

desgravaciones y exenciones fiscales del IRPF, y la Renta Básica no quedaría gravada por este 

impuesto.  

 (…) Se pretende conseguir, junto a la instauración de una Renta Básica para toda la 

ciudadanía, y como no podía ser de otra forma para una propuesta políticamente 

interesante, una reducción importante de la desigualdad en la distribución de la renta, 

además de un incremento de la simplicidad y de la coherencia interna del sistema fiscal y 

de prestaciones sociales” (Raventós, 2007, pág. 181).  

A los criterios propuestos por este autor, nosotros añadimos, como elemento esencial, la 

modificación de los tramos actuales del IRPF. Una Renta Básica en la que resultara “pagador 

neto” el contribuyente con una renta de 40.000 euros no nos parece acertado. Consideramos que 

no es fiel a la realidad considerar “rico entre los más ricos” a quien se sitúa en el tramo máximo 

de renta (en España, 60.000 euros). 

En suma, del modelo de financiación propuesto interesa resaltar: (i) que la supresión de 

prestaciones responda a su carácter asistencial; (ii) que la reforma del sistema impositivo se 

autofinancie, respetando la recaudación actual; (iii) que el impacto distributivo sea progresivo; y 

(iv) que los tipos impositivos reales después de la reforma no sean excesivamente altos.  

                                                      
52 La microsimulación llevada a cabo por Raventós en el año 2007, y actualizada en 2014, es la única de 

esta naturaleza realizada en España hasta el momento. Según su modelo hay “ganadores” y “perdedores”, 

que son quienes, al comparar su situación previa a la modificación del IRPF, reciben o pagan, en términos 

netos, Renta Básica.  
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Para terminar de explicar la financiación, traemos a colación al profesor Gregory Mankiw53 que, 

de una forma muy sencilla hace ver la conveniencia de ocuparnos de la pobreza con un carácter 

preventivo, antes que pagar prestaciones cuando la pobreza ya ha ocurrido. 

Consider an economy in which average income is $50,000 but with much income 

inequality. To provide a social safety net, two possible policies are proposed. 

A.  A universal transfer of $10,000 to every person, financed by a 20-percent flat tax on 

income. 

B.  A means-tested transfer of $10,000.  The full amount goes to someone without any 

income.  The transfer is then phased out: You lose 20 cents of it for every dollar of income 

you earn. These transfers are financed by a tax of 20 percent on income above $50,000. 

Which would you prefer? 

I have seen smart people54 argue as follows: Policy A is crazy. Why should Bill Gates get 

a government transfer? He doesn’t need it, and we would need to raise taxes more to pay 

for it.  Policy B is more progressive. It targets the transfer to those who really need it, and 

the transfer is financed by a smaller tax increase levied only on those with above-average 

incomes. 

But here is the rub: The two policies are equivalent.  If you look at the net payment (taxes 

less transfer), everyone is exactly the same under the two plans. The difference is only a 

matter of framing. 

Vemos, por tanto, que la financiación de la Renta Básica es una oportunidad para diseñar una 

medida que, no sólo tiene que ver con la eliminación de la pobreza, sino también con la 

                                                      
53  Mankiw, G. (12 julio 2016). A Quick Note on a Universal Basic Income. Recuperado en 

http://gregmankiw.blogspot.com.es/2016/07/a-quick-note-on-univeral-basic-income.html (consultado el 

01/10/2017). 
54 Mankiw se refiere a la encuesta realizada con profesores de las universidades de Princeton, Chicago, 

Yale, MIT, Standford y Berkeley y cuyos resultados, contrarios a la Renta Básica, han sido publicados 

por la escuela de negocios de Chicago (Chicago Booth). Al respecto, queremos aclarar que la pregunta 

realizada a aquéllos era si estaban de acuerdo con la implantación de una Renta Básica que eliminara la 

totalidad de prestaciones sociales actuales estadounidenses (incluidos los programas sanitarios). IGM 

Forum (28 junio 2016). Universal Basic Income. Chicago Booth. Recuperado en 

http://www.igmchicago.org/surveys/universal-basic-income (consultado el 01/10/2017).  

http://gregmankiw.blogspot.com.es/2016/07/a-quick-note-on-univeral-basic-income.html
http://www.igmchicago.org/surveys/universal-basic-income
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distribución de la riqueza. Consideramos que la forma óptima de afrontar la Renta Básica es 

mediante impuestos que lleven a cabo esta función distributiva. No hay que atacar sólo la pobreza 

cuando se acredita que se es pobre, ex post, sino que hay que poner en marcha instrumentos de 

futuro a través de la actuación ex ante.  

Y, finalmente, nos ocupamos de cuáles son los motivos por los que consideramos que es mejor 

la segunda opción propuesta por el profesor Mankiw. Retomando la idea de que estamos ante el 

surgimiento de un nuevo modelo socioeconómico en el que, entre otras cosas, cada vez hay más 

bienes y servicios casi gratuitos ¿por qué no dar dinero gratis también? (Rifkin, 2014) Ofrecemos 

algunas razones a continuación. 

En primer lugar, como señala Standing (2017, pág. 148) las dos medidas del ejemplo de Mankiw 

no son realmente equivalentes por culpa de la burocracia. La comprobación de las circunstancias 

–personales, económicas y familiares- de cada individuo tiene un coste administrativo para el 

Estado y también un coste para los solicitantes. Además, las prestaciones condicionadas a un nivel 

de ingresos son imprecisas en tanto que dependen de ingresos que también lo son. Por tanto, si 

bien es cierto que las dos medidas pueden ser equivalentes en el ejemplo, el valor para los 

destinatarios no lo es.  

Bregman (2017) se refiere a la burocracia de una forma más directa cuando argumenta acerca de 

la inutilidad que supone en múltiples ocasiones.  

Mientras de los empleados se espera que demuestren sus capacidades, los servicios 

sociales exigen a los solicitantes que demuestren sus limitaciones; que justifiquen una y 

otra vez, y sin lugar a dudas, que su enfermedad los debilita, que su depresión los 

incapacita y que su probabilidad de conseguir empleo es escasa. De lo contrario, pierden 

su subsidio. Formularios, entrevistas, controles, recursos, evoluciones, consultas y luego 

aún más formularios, cada proceso de solicitud de asistencia tiene su propio protocolo 

degradante que devora dinero (Bregman, 2017, pág. 93).  

También Milton Friedman, que actuó como asesor tanto del presidente Nixon como de Reagan, 

se pronunció firmemente frente a la burocracia cuando defendía la conveniencia de un pago en 

metálico a las personas en lugar de financiar la costosa maquinaria administrativa. Argumentaba 

que los programas de ayudas, con frecuencia, resultaban contraproducentes y tan sólo servían para 

perpetuar la pobreza en lugar de aliviarla. Acerca de la Renta Básica sostenía que el planteamiento 
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no era tan radical, “puesto que el conjunto de medidas de asistencia y de bienestar existentes ya 

habían generado un ingreso anual garantizado por el Gobierno, aunque fuese sólo en sustancia, y 

no en nombre” (Rifkin, 2004 (original de 1994), pág. 434) 

En segundo lugar, los datos no evidencian disminución de las personas en riesgo de exclusión. Si 

bien mejoran muchos indicadores, no es este el caso. Esto nos conduce a la idea de que ya, en la 

actualidad, existen personas que jamás encontrarán un empleo. En este sentido, el proyecto 

postcapitalista de Mason (2016), aun planteando la Renta Básica relevando al subsidio del paro, 

considera que con ella podría formalizarse la separación entre trabajo y salarios y subvencionar 

la transición hacia una semana, una jornada o una vida laborales más cortas. Lo que se buscaría 

con ambos objetivos, en definitiva, sería socializar los costes de la automatización.  

Si, como el ya mencionado estudio de la Escuela de Oxford daba a entender, la automatización 

convertirá en superfluos el 47% de todos los trabajos actuales en las economías avanzadas, es de 

esperar que no disminuya el precariado. Por tanto, como indica Mason (2016) una Renta Básica 

sufragada con impuestos que se recaudan de la economía de mercado otorgaría a los ciudadanos 

la oportunidad de hacerse un lugar en la economía no mercantil y afianzar sus posiciones en ella.  

Les permitiría comenzar a contribuir como voluntarias, poner en marcha cooperativas, 

editar en la Wikipedia, aprender a usar programas informáticos de diseño en 3D, o 

simplemente existir. Les permitiría espaciar los periodos de trabajo; incorporarse más 

tarde a la vida laboral o abandonarla antes; realizar más fácilmente el cambio necesario 

para entrar en (o salir de) empleos de intensidad y estrés elevados (…). (Mason, 2016, 

pág. 366)  

En tercer lugar, la mejora en la libertad de las personas y su dignidad, al mejorar las condiciones 

de vida. Al ser incondicional, la Renta Básica no es una limitación de acceso al mercado de 

trabajo. Previsiblemente, muchas personas entenderán que el importe de la Renta Básica no es 

adecuado para el nivel de vida y consumo al que aspiran. La Renta Básica otorga más libertad. 

Además, la pobreza es un indicador de erróneas decisiones vitales, conflictos familiares, 

enfermedades ligadas a la frustración y el estrés, inseguridad alimentaria, educación deficiente y 

problemas con la justicia (Segal, 2016). La forma en que podrían mejorar las condiciones de vida 

es inestimable.  

En definitiva, hay que romper el vínculo del empleo como único medio de acceso a una 
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remuneración para poder vivir dignamente.  

Igualdad y libertad no son dos variables a elegir: si más de una, menos de otra – y 

viceversa-. No. Las grandes desigualdades sociales son las causas de la falta de libertad 

(…). En un mundo como el de principios del siglo XXI, donde la acumulación privada 

de grandes fortunas convive con la más absoluta de las miserias y, por tanto, la libertad 

para centenares de millones de personas está seriamente amenazada, cuando no ya 

completamente suprimida, la Renta Básica aparece como un mecanismo institucional que, 

dadas las condiciones socioeconómicas del nuevo siglo, sería capaz de garantizar al 

conjunto de la ciudadanía (…) la existencia material. De ahí el valor inmenso que esta 

propuesta puede llegar a tener en los próximos años. (Raventós, 2007, pág. 88) 

No podemos concluir este apartado sin volver a Kuhn. Es evidente que estamos ante un nuevo 

tiempo que, retomando su definición de paradigma, en tanto que plantea nuevos problemas, 

tenemos que afrontarlo con nuevas soluciones. Este trabajo aborda una de ellas que, 

probablemente, será el mayor cambio estructural requerido para que el nuevo sistema sea una 

realidad: la Renta Básica universal.  

2.2. Historia de las rentas básicas, experiencias y proyectos.  

Proyectemos hacia el pasado y hacia el futuro el concepto de Renta Básica. De un lado, vamos a 

hacer una breve mirada histórica para repasar qué autores han contribuido, aún sin saberlo, a los 

rasgos que caracterizan las propuestas actuales de Renta Básica. Así, revisaremos quiénes fueron 

los primeros que se percataron de la necesidad de esta medida y quiénes, posteriormente, han 

definido el concepto más cercano a lo que se entiende por Renta Básica en este trabajo. De otro 

lado, la mirada al futuro tiene que ver con los proyectos piloto que se han puesto en marcha y que 

aportarán información valiosa en un futuro no muy lejano. En cualquier caso, esta mirada al futuro 

no se entiende sin tomar en consideración las experiencias que ya se han vivido en determinados 

territorios y los estudios empíricos realizados en numerosos lugares.  

2.2.1. Historia.  

A lo largo de la historia han sido numerosos los pensadores que han entendido que para corregir 

la injusticia y desigualdad social hace falta poner en marcha algún tipo de medida consistente en 

garantizar un ingreso estable a todas las personas. Con más o menos similitudes, lo cierto es que 
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encontramos referencias en obras muy dispares; pero no es hasta la década de 1970 cuando nace 

realmente el concepto.  

Para hacer un repaso de la historia de las rentas básicas propuestas, con diferentes nombres y 

características, hemos seguido el criterio de Iglesias Fernández (2004) y nos hemos basado en su 

publicación, que recopila un considerable número de autores, de cuyas obras se puede extraer el 

origen de los fundamentos de la Renta Básica. Ninguno formula una propuesta de prestación 

social en los términos que se han definido en el apartado 2.1.4, pero sirven para conocer las raíces 

de lo que, más recientemente, otros autores han contextualizado y adaptado a nuestra cultura.  

Precursores. 

Sucintamente, vamos a ocuparnos de algunos de quienes han aportado elementos que, a día de 

hoy, aún siguen vigentes al hablar de la implantación de una Renta Básica universal.  

El paraíso de Adán y Eva que recoge el Génesis relata que éstos disfrutaban de una felicidad 

edénica y un bienestar que estaba al margen de la actividad laboral. La condición para poder 

permanecer en ese estado era no comer el fruto del árbol de la ciencia pues, si lo hacían, les 

permitiría conocer y juzgar el bien del mal. Como todos sabemos, esa condición fue incumplida 

y Adán y Eva fueron expulsados del paraíso. Según Iglesias Fernández (2004) podemos afirmar 

que los habitantes de ese paraíso disfrutaban de un “modelo débil de renta básica”. A partir de ese 

momento, surgen dos propuestas por parte de los católicos y la segunda marcará 

significativamente nuestra estructura social: 

 de una parte, quienes creen que llegará un momento en que volverán a disfrutar de esa 

“renta básica original”55 (Isaías); y 

 de otra parte, quienes creen que sin el sudor del trabajo el ser humano no podrá redimirse 

del pecado ni alcanzar la felicidad (San Pablo).  

Es decir, mientras que Isaías abre la puerta de la esperanza a un mundo con Renta Básica, San 

Pablo la cierra de golpe (Iglesias Fernández, 2004, pág. 27). Desde entonces, nuestra sociedad es 

vertebrada por el factor trabajo y esta idea cristiana permanecerá, de forma generalizada, en la 

                                                      
55 Como se cita en Iglesias Fernández (2004, pág. 9).  



 

 
 
 
 

        

 

 

 

 

Página 64 de 256 Cátedra Acal Ciudad Sostenible Página 64 de 256 

 

moral de cristianos y no cristianos. Entre éstos últimos la variedad de pensadores es notable y 

todos ellos defienden la idea de que el hombre ha de trabajar para vivir.   

La idea de justicia que ampara, en parte, la Renta Básica, podemos encontrarla en Platón (427 

a.C. – 347 a.C.), quien sostenía que para que una sociedad se forme y sea justa, es preciso que 

cada ciudadano deje los suficientes medios materiales y el suficiente espacio político para que 

todos los miembros de la sociedad puedan relacionarse entre ellos como iguales. Asimismo, “cada 

ciudadano ha de disponer de los medios suficientes para vivir sin necesidad de apropiarse de lo 

ajeno” y “ha de disponer de la libertad de poder aplicar su conocimiento, así como los 

instrumentos los materiales de trabajo” (Iglesias Fernández, 2004, pág. 9).  

Octavio Augusto (63 a.C. – 14 d.C.) dijo que a los derechos hay que darles su debida carta de 

naturaleza y han de ser reconocidos en la constitución. Esta postura es importante ya que, aún a 

día de hoy, lo que se busca es, precisamente, ese reconocimiento. Más allá de discrecionalidades 

o liberalidades más o menos paternalistas.  

Que a los ricos les conviene apaciguar la pobreza es una idea de la mitad del siglo XIX de 

Concepción Arenal (1810 – 1893). En su reflexión sobre la pobreza, le preocupa la degradación 

material y espiritual que ésta supone para el pobre y la amenaza para los ricos. “El rico se ha de 

preocupar por resolver la pobreza, bien para evitar la aflicción moral de su conciencia cristiana, 

bien para evitar las desgracias que pueden afectar a su entorno familiar” (Como se citó en Iglesias 

Fernández (2004, pág. 47). 

Paul Lafargue (1841-1911) reivindicó el derecho a la pereza y, si bien las diferencias con el 

derecho a una RB son evidentes, proclamaba una jornada laboral más reducida, donde las 

personas pudieran dedicarse a disfrutar intelectual y físicamente. Afirmaba que todas las miserias 

individuales y sociales son el fruto de la pasión por el trabajo. Por ello, es preciso que el hombre 

vuelva a sus instintos naturales, que se empeñe en no trabajar más de tres horas diarias y supere 

los prejuicios de la moral cristiana. Para él, el derecho al trabajo era tanto como “el derecho a la 

miseria56”.  

                                                      
56 Como se citó en Iglesias Fernández (2004, pág. 53).  
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“El socialismo no se puede reducir a las reivindicaciones laborales57” afirmaba Emile Durkheim 

(1958 – 1917). Su definición de socialismo y sus postulados son especialmente interesantes. 

Según éste, la Renta Básica puede ser utilizada como un instrumento idóneo para conseguir el 

socialismo. Y entendía el socialismo como un modelo alternativo de sociedad, en el cual la 

igualdad y la justicia se busca para todas las personas en tanto que ciudadanos, y no solamente 

para el concepto de individuo reducido al mundo del trabajo asalariado. Su modelo aspira a 

reestructurar el sistema social y la dimensión de ciudadanía que propone es más rica que la 

condición de mano de obra a la que se ven sometidas la mayoría de las personas para poder 

ganarse la vida.  

Una propuesta que guarda similitud con nuestro actual sistema de prestaciones asistenciales la 

encontramos en el acceso gratuito a los bienes de Bertrand Russell (1872 - 1970). Bajo la 

denominación de un “seguro” contra la destitución material, que otorgara margen a la iniciativa 

individual, el autor era partidario de que los ingresos de una persona no debían ser interrumpidos 

por causas como el paro, accidentes o enfermedades profesionales, siempre que la persona 

manifestase su deseo de trabajar. “Trabajen o no trabajen hay que asegurar a todos una renta lo 

suficientemente amplia como para cubrir las necesidades58”.  

De Bernard Shaw (1856-1950) es la idea de que “en vez de simpatizar con los pobres y abolir 

los ricos, debemos abolir los pobres sin piedad, elevando el estándar de vida de estas gentes hasta 

el nivel que tengan los trabajadores más favorecidos”. Su idea de distribución pasaba por 

considerar como condición indispensable que cada uno tuviera lo necesario para mantenerse fuera 

del umbral de la pobreza (Como se citó en Iglesias Fernández, 2004, pág. 63).  

Hace más de ochenta años el economista J. M. Keynes (1883-1946) ya hablaba de una semana 

laboral de 15 horas En un pequeño ensayo denominado “Las posibilidades de nuestros nietos”, el 

economista afirmó que para el año 2030, la humanidad se enfrentaría con el mayor desafío de su 

historia: qué hacer con un mar de tiempo libre. Según Iglesias Fernández (2014) lo que Keynes 

proponía se podría interpretar como “el derecho de cada persona a disfrutar de actividades no 

económicas, libremente elegidas y no relacionadas con el trabajo asalariado”.  

                                                      
57 Como se citó en Iglesias Fernández (2004, pág. 13) 
58 Como se citó en Iglesias Fernández (2004, pág. 14).  
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Conviene significar a Erich Fromm (1900 - 1980) porque fue quien sugirió la implantación de 

la “garantía universal de subsistencia” basándose en que ésta sería un camino para lograr la salud 

mental de las personas. Según este autor, “si una de las necesidades básicas no ha sido satisfecha, 

la consecuencia es la enfermedad mental; si es satisfecha de manera insatisfactoria, la 

consecuencia es la neurosis” (Iglesias Fernández, 2004, pág. 69).  

Y, en fin, no podemos cerrar este pequeño repaso sin la teoría de la justicia de John Rawls (1921 

– 2002), utilizada para justificar la Renta Básica por numerosos autores posteriormente 59 . 

Fundamentalmente, se trata de entender la justicia como equidad y situar la autoestima en primera 

línea. Y ello a pesar de que Rawls afirmó claramente, en un artículo en 1988, que su teoría de la 

justicia no admitía una Renta Básica (Raventós, 2007, pág. 47).  

Nace el concepto. 

Como indica Iglesias Fernández (2004), tarde o temprano, todas estas reflexiones tenían que 

conducir a la cristalización de la RB. En 1973, el modelo de acumulación capitalista iniciado 

después de la Segunda Guerra Mundial comenzaba a agotarse; y con él, se anunciaba el 

desmantelamiento del Estado de bienestar. Efectivamente, las desigualdades sociales que 

empezaron a hacerse más patentes, la pobreza y marginación, el desempleo… eran un caldo de 

cultivo favorable al nacimiento del concepto de Renta Básica. Sin embargo, no hay que olvidar 

que el concepto nace como algo novedoso en tanto que se desprende de los condicionantes que 

cada uno de los llamados “precursores” le daba. En palabras del propio Iglesias Fernández: 

Con esta realidad de fondo, la RB tenía que nacer libre de prejuicios sociales y religiosos, 

de ataduras morales o determinada por el pauperismo material de las poblaciones. Ni las 

situaciones de extrema pobreza (…); ni la apropiación privada de los recursos naturales, 

el conocimiento general o el capital social (…); ni la contraprestación laboral obligatoria: 

privada o pública (…), o la reivindicación del derecho al trabajo (…), ni el diseño de 

posibles sociedades futuras más justas; ni la compasión paternalista; o las promesas de un 

cielo o nirvana; es decir, ninguno de estos argumentos tenía que ser utilizado para 

descargar a las sociedades humanas de la obligación de responsabilizarse de satisfacer las 

                                                      
59 (Van Parijs & Vanderborght, 2017) 
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necesidades materiales que necesita cada persona para vivir dignamente. (Iglesias 

Fernández, 2004, pág. 18). 

En definitiva, la Renta Básica tenía que nacer como un derecho de las personas e incondicionado.  

2.2.2. Experiencias.  

Sin perjuicio de lo valioso que es remontarnos a ideas que surgieron hace años y que, en 

determinados aspectos, resultan aún hoy modernas, vemos indispensable hacer una recopilación 

de las experiencias que han tenido lugar hasta la fecha y que vienen a amparar, de una forma más 

evidente, lo beneficioso que resulta para las personas contar con un ingreso estable incondicional. 

En este sentido, hay que admitir que la Renta Básica, como tal, no es una medida que haya sido 

implantada aún, pero sí contamos con experimentos, estudios piloto y proyectos empíricos de 

naturaleza análoga que resultan muy interesantes porque evidencian lo que, en el plano teórico, 

son quizá meras intuiciones. 

Cada vez más, instituciones internacionales y gobiernos de distinto signo político, se pronuncian 

acerca de la conveniencia de testar la Renta Básica. La OCDE, en mayo de 2017, hizo público un 

informe (OCDE, 2017) en el que estudiaba la Renta Básica60 como una opción real y animaba a 

los países a emprender proyectos piloto. Nos ocupamos, a continuación, de los que ya finalizaron, 

y de los que están actualmente en marcha.  

Alaska, ¿el estado más igualitario de Estados Unidos? 

Alaska es el único lugar en el mundo en el que existe una Renta Básica. Formalmente, se llama 

Permanent Fund Dividend (PFD) y está financiada con las ganancias que se obtienen del petróleo. 

Desde el año 1982, cualquier individuo que resida61 en Alaska tiene derecho a percibir un 

ingreso. En la actualidad, alrededor de 700.000 personas se están beneficiando de ello y el 

importe para el año 2017 asciende a 1.100 dólares. Esta cuantía es baja comparada con las cifras 

                                                      
60 Este informe se centra en los costes y sus efectos distributivos. Es decir, quiénes ganarían y perderían 

con esta medida.  
61 Para el año 2017, los criterios de elegibilidad exigen haber residido en Alaska durante todo el año 2016 

y tener la intención de continuar haciéndolo de forma indefinida. Recuperado en 

https://pfd.alaska.gov/Eligibility/Requirements (consultado el 01/10/2017).  

https://pfd.alaska.gov/Eligibility/Requirements
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alcanzadas hace años. En 2015, el llamado “dividendo” ascendió a 2.072 dólares y fue la mayor 

cifra alcanzada62.  

El origen de esta medida trae causa en una serie de sucesos que comenzaron en el año 1959, 

cuando Alaska aprobó su primera constitución y reconoció la propiedad pública de terrenos 

desocupados y recursos naturales. En 1967, la mayor reserva de petróleo de América del Norte 

fue descubierta en estas tierras. A raíz de ello, en el año 1976, Alaska modificó su constitución 

con el fin destinar una parte de sus ingresos anuales del petróleo a un fondo de inversión estatal, 

que aún existe a día de hoy, llamado Alaska Permanent Fund (APF). El objetivo de este fondo es 

asegurar que los ciudadanos de Alaska se beneficien de los ingresos provenientes del petróleo e 

incluso seguir beneficiándose una vez que se esta explotación finalizara. Durante los primeros 

seis años, el estado solamente acumuló fondos.  

Otras regiones tienen fondos soberanos como el APF, pero la particularidad de éste, que hace de 

Alaska un sitio único, es el reparto anual del dividendo a cada uno de sus ciudadanos. La cantidad 

varía anualmente dependiendo de una compleja fórmula. Aunque sea en un área geográfica tan 

particular, lo ocurrido en el año 1982 y la situación que se mantiene desde entonces es, sin duda, 

un hito histórico (Raventós, 2007).  

Si la riqueza en el conjunto de Estados Unidos a lo largo de las últimas décadas ha tenido 

una tendencia a su redistribución a favor de los más ricos (…) en Alaska ha seguido una 

tendencia contraria, haciendo de Alaska “el Estado más igualitario de los Estados 

Unidos”. (Raventós, 2007, pág. 27) 

Estados Unidos, años sesenta y setenta del siglo XX. 

«¡Podemos conseguirlo! En 1976 habremos derrotado la pobreza en Estados Unidos», afirmó con 

convicción James Tobin, el ganador del Premio Nobel, en 1967. En ese momento, casi el 80% de 

los estadounidenses apoyaban la Renta Básica garantizada (Bregman, 2017, pág. 47).  

Aunque pueda sorprender, Estados Unidos estuvo a punto de implantar una Renta Básica bajo el 

mandato de Nixon. Para poder entender cómo pudo llegarse a tal nivel de aceptabilidad de algo 

que ahora parece impensable, tenemos que remontarnos al movimiento por los derechos civiles 

                                                      
62 En el año 2008 se abonaron 3.269 dólares a los ciudadanos, pero ese año, debido al aumento del precio 

de la energía, el estado complementó el “dividendo” con 1.200 dólares extra. 
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de los años sesenta. Éste llevó a las casas americanas la preocupación por la persistencia de la 

pobreza, a pesar de la prosperidad que se vivía tras la guerra. Los gobiernos demócratas de esos 

años llevaron a la práctica programas de ayuda para hijos dependientes (1961), cupones de comida 

(1961), servicios sociales (1965) y la creación de la Office of Economic Opportunity63 (1964) 

(Ball & Cohen, 1962).  

Los programas experimentales que se pusieron en marcha en Estados Unidos eran los primeros a 

gran escala que se hacían de esta naturaleza. Por primera vez, los investigadores querían utilizar 

técnicas propias de las ciencias naturales y utilizaron individuos escogidos de forma aleatoria y 

se comparaban con grupos de control. Lo que se pretendía saber con estos experimentos es 

exactamente igual que lo que nos preguntamos hoy en día: (i) ¿trabajará la gente 

significativamente menos si recibe una renta garantizada?; (ii) ¿es excesivamente caro?; y (iii) 

¿resulta políticamente inviable? Las respuestas fueron no, no y sí (Bregman, 2017, pág. 44).  

El primer experimento que tuvo lugar fue en poblaciones urbanas de Nueva Jersey y 

Pennsylvania, entre los años 1968 y 1972. Un segundo experimento se realizó en Gary, Indiana, 

para ver qué efecto tenía la implantación de una renta mínima en las familias monoparentales. El 

tercer intento fue en Carolina del Norte e Iowa, con el fin de estudiar las consecuencias de la 

renta mínima en las poblaciones rurales. Por último, se hizo el conocido como SIME-DIME, que 

es el acrónimo de Seattle-Denver Income Maintenance Experiment (experimento para el 

mantenimiento de ingresos en Seattle y Denver). 

Los resultados fueron similares en todos los casos. Así, la reducción en horas de trabajo fue 

insignificante, de suerte que los datos no amparan la extendida tesis de la holgazanería. Además, 

hay que destacar que las reducciones en horas de trabajo remunerado se compensaron en parte 

con otras actividades útiles, como la búsqueda de empleos mejores o el trabajo en el hogar.  

En el año 1968 Galbraith, Watts, James Tobin, Samuelson y Lampman enviaron una carta al 

congreso pidiendo la implantación de la renta garantizada. Y en un artículo64 publicado en primera 

página del New York Times, estos economistas afirmaban: “El país no habrá cumplido con su 

                                                      
63 Oficina de oportunidades económicas, en español. Creada por el presidente Johnson para gestionar las 

ayudas para personas en situación de pobreza.  
64  (27 mayo 1968). Economists urge assured income. The New York Times. Recuperado en 

http://query.nytimes.com/mem/archive-free/pdf?res=9504E3D61E39E134BC4051DFB3668383679EDE 

(consultado el 01/10/2017).  

http://query.nytimes.com/mem/archive-free/pdf?res=9504E3D61E39E134BC4051DFB3668383679EDE
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responsabilidad hasta que todos los ciudadanos tengan asegurada una renta no inferior a lo que se 

define como umbral de la pobreza”. Según ellos, “los costes serían considerables, pero 

plenamente asumibles para la capacidad económica y fiscal de la nación”. La carta fue publicada 

el 28 de mayo de 1968 y sólo 3 meses después, Nixon presentó una ley que proporcionaba una 

Renta Básica modesta, y que calificó como “la ley social más importante de la historia de nuestra 

nación”. Nixon llegó a afirmar que su generación erradicaría la pobreza. La ley fue 

finalmente aparcada65. 

Actualmente, hasta las compañías de Silicon Valley se han interesado por la Renta Básica. La 

aceleradora de starts up “YCombinator” anunció en 2016 que estaba interesada en emplear fondos 

para testar las consecuencias que tendría en una población determinada el pago de una Renta 

Básica. Más recientemente, ha concretado el proyecto, si bien éste no se ha iniciado todavía. 

Planean elegir, aleatoriamente, 3.000 personas de dos estados de Estados Unidos. De ellos, 1.000 

recibirán 1.000 dólares al mes durante 5 años; y 2.000 recibirán 50 dólares al mes y servirán como 

grupo de control. La pregunta que se pretende responder va en la misma línea que los estudios de 

décadas atrás: ¿qué ocurre en la calidad de vida de las personas y en su motivación para trabajar 

cuando reciben dinero gratis, sin condiciones?66 

Canadá: del Mincome en Dauphin (1974 -1979) al proyecto piloto en Ontario (2017-

2020) 

El clima que se vivía en Estados Unidos en los años sesenta se contagió a Canadá. El Mincome 

fue un proyecto llevado a cabo durante la segunda mitad de los años setenta en una pequeña 

población rural llamada Dauphin de la provincia de Manitoba (Canadá). La importancia de este 

experimento radica en que, por vez primera, la muestra se correspondía con la totalidad de la 

                                                      
65 Resumidamente, lo ocurrido tuvo que ver con el llamado informe Polanyi. Karl Polanyi elaboró un 

informe en el que traía a colación el sistema Speenhamland, que fue el resultado de aplicar las Leyes de la 

pobreza inglesas a finales del siglo XVII. Este sistema se ha utilizado tradicionalmente para argumentar en 

contra de las transferencias corrientes a las personas, basándose en que aquella experiencia redujo el 

empleo, los salarios y, en definitiva, aumentó la pobreza. Sin embargo, informes más recientes han 

demostrado que el sistema Speenhamland no tuvo las consecuencias negativas que se le han atribuido 

porque nunca se recopilaron datos que sustentaran las conclusiones que se obtuvieron (Aguirre & Lo Vuolo, 

2011). Polanyi, interpretando, a su vez, erróneamente los resultados del experimento de Seattle utilizó el 

sistema Speenhamland para armar un discurso contrario a la Renta Básica. Nixon retiró definitivamente la 

ley en base a su informe (Cain & Wissoker, 1990). 
66 Rhodes E. (20 septiembre 2017). Basic Income Research Proposal. YResearch blog. Recuperado en 

https://basicincome.ycr.org/blog/ (consultado el 01/10/2017).  

https://basicincome.ycr.org/blog/
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población, es decir, los 10.000 habitantes de Manitoba. Nadie estaba excluido y no se ha vuelto 

a realizar un experimento de esta naturaleza hasta la fecha. 

La propuesta que se hizo a la población consistía en lo siguiente: se ofrecía a las familias sin 

ingresos una cantidad equivalente al 60% del LICO67 (umbral de bajos ingresos). Para saber de 

qué estamos hablando, a día de hoy, esa cantidad ascendería a 27.000 dólares canadienses anuales 

(para una familia de 4 miembros). Esta cantidad variaba dependiendo del número de miembros 

de la familia. El presupuesto fue de 17 millones de dólares de entonces, y se destinó a financiar 

la renta mínima de unas mil familias. Lamentablemente, la duración del experimento fue breve 

y el análisis de sus resultados inexistente cuando finalizó. El Mincome empezó en 1974 y 

terminó en 1979 sin informe final y sin ningún tipo de estudio porque la ingente documentación 

que se recabó, por motivos políticos, acabó en cajas del Archivo Nacional de Canadá. 

No fue hasta el año 2011 cuando la profesora Evelyn L. Forget publicó un artículo 68 

tremendamente interesante para comprender lo beneficioso que resulta para la sociedad implantar 

una renta mínima. Utilizó los datos de la sanidad pública69 para analizar qué efecto tuvo el 

Mincome durante los cuatro años que duró. Y lo cierto es que todos ellos son positivos, el 

Mincome fue un éxito. 

En una población con gran autoempleo en la agricultura, el Mincome ofreció estabilidad y 

predictibilidad en los ingresos. Se redujeron de forma muy significativa las hospitalizaciones (un 

8,5%) y las visitas al centro de atención primaria. En muchas ocasiones, la percepción que uno 

mismo tiene de su salud tiene que ver con el desasosiego que provoca la falta de ingresos. El 

hecho de no tener ese problema, hizo que muchas personas dejaran de sentirse enfermos. En suma, 

se pudo concluir que la certeza en los ingresos determina en gran medida la salud de las 

personas.  

                                                      
67 LICO es el acrónimo de Low income cutoff. Es la referencia que se utiliza desde el año 1959 en Canadá 

para saber qué familias se espera que gastarán más en necesidades básicas (alimentación, vestido y 

vivienda). Pueden consultarse los umbrales en https://fullskillsexamprep.com/blog/2015-lico-low-income-

cutoff/  
68 (Forget, 2011) 
69  El programa Medicare se implantó en 1970, con lo que los archivos médicos proporcionaron a la 

profesora Forget abundante información para comparar la salud y otros aspectos de los habitantes de 

Dauphin, con los de otros lugares.  

https://fullskillsexamprep.com/blog/2015-lico-low-income-cutoff/
https://fullskillsexamprep.com/blog/2015-lico-low-income-cutoff/
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Como siempre, por parte de un sector del ámbito público existía la preocupación de que la 

implantación de un ingreso mínimo desmotivara a la gente a trabajar. Sin embargo, el número 

total de horas trabajadas sólo se redujo un 1% ente los hombres, un 3% entre las mujeres casadas 

y un 5% entre las mujeres solteras. Realmente, los datos conducen a conclusiones lógicas: las 

mujeres que habían sido madres recientemente utilizaron esos ingresos para tomarse más tiempo 

de baja por maternidad y los estudiantes prolongaron sus estudios. 

En definitiva, este estudio nos sirve para introducir el concepto de poor health, que se utiliza en 

el artículo, y que no es más que el triste hecho de que la pobreza empeora la salud.  

A día de hoy, el debate sigue vivo en Canadá. El proyecto piloto que se ha puesto en marcha este 

año (2017) evidencia que lo vivido en los años 70 no cayó en saco roto a pesar de su aparente 

olvido durante tanto tiempo. En agosto de 2012, la versión digital del diario The Globe and Mail 

publicaba un artículo cuyo título lanzaba un mensaje en sí mismo: “Para acabar con la pobreza, 

garantiza 20.000 dólares al año. ¿Pero estás dispuesto a confiar en los pobres?” Su autor, Erin 

Anderssen, es consciente de que la idea de dar dinero a los pobres no es nueva y destaca que esta 

propuesta une posturas de diferente signo ideológico. Hace un repaso a los experimentos llevados 

a cabo en distintos lugares del mundo, todos ellos con resultado positivo y, en especial, trae a 

colación lo ocurrido en el pequeño pueblo de Dauphin en la década de los años 70.  

Como era de esperar, el artículo pasa por una de las cuestiones más controvertidas de la Renta 

Básica: la financiación. Sin embargo, destacamos esta cuestión en el trabajo porque la plantea 

desde una perspectiva que va más allá de preguntarse cuánto costaría una Renta Básica de 20.000 

dólares anuales. La pregunta, realmente, debería ser planteada en otros términos. ¿Podemos 

permitirnos/soportar no garantizar una renta mínima a todas las personas? 

En 2017 ha dado comienzo un proyecto piloto que ya se dejaba entrever en el artículo 

mencionado, que recogía la postura del senador Hugh Segal en este tema. En el año 2012, Segal 

era todavía senador por el partido conservador y un gran defensor de las políticas sociales no 

condicionadas y desprovistas de la burocracia excesiva e intrusiva. En su opinión, dar dinero sin 

condiciones a las personas en situación de pobreza elimina la estigmatización que supone acudir 

a los servicios sociales y permite a las personas centrarse en mejorar su situación. Segal ha llegado 
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a afirmar que es deshumanizador ver cómo una madre hace cola desde primera hora de la mañana 

para pedir ayuda de alimentos para sus hijos a través de una ventanilla de la administración70.  

Pues bien, en junio de 2012, Segal abandonó el Senado para aceptar el cargo de decano del Massey 

College en la Universidad de Toronto. Ya desde una posición académica, se hizo cargo de la 

elaboración del documento que ha servido de base al proyecto piloto que arrancó en primavera de 

2017 y cuya duración será de tres años71. Los participantes recibirán los siguientes importes: 

 hasta 16.989 dólares para los casos individuales; 

 hasta 24.027 dólares para las parejas; y 

 se prevé un suplemento de 6.000 dólares para discapacitados. 

Hay que tener en cuenta que por cada dólar que gane la persona, la renta disminuirá 0,50 dólares.  

El proyecto tiene como finalidad entender el coste de la pobreza, no sólo desde el punto de vista 

de las prestaciones que se abonan a determinadas personas sino también desde el impacto que 

tiene la pobreza en la economía y los ingresos públicos. De hecho, el propio informe de Segal 

hace referencia a la vocación del proyecto de diferenciarse de otros proyectos piloto que ya están 

en marcha – Finlandia y Países Bajos- (Segal, 2016). 

En parte, el origen del proyecto se encuentra en el éxito que ha tenido el programa de prestaciones 

para personas mayores de 65 años en Ontario, que nació a mediados de los años 70. Denominado 

Guaranteed Annual Income Supplement, este programa ha reducido de forma trascendental la 

pobreza de los ciudadanos de esa franja de edad72.  

El estudio, como es lógico y para evitar lo ocurrido en Dauphin, explicita que tiene que tener tres 

fases: la primera, dedicada a la planificación; la segunda, destinada a los pagos y la recogida de 

                                                      
70 Segal H. (25 octubre 2012). Reflections on “Towards Equality”. Broadbent Institute. Recuperado en 

http://www.broadbentinstitute.ca/hugh_segal_reflections_on_towards_equality (consultado el 

01/10/2017).  
71 El proyecto tendrá lugar en los siguientes lugares: Hamilton, Brantford, Brant County (con fecha de 

comienzo en primavera de 2017); Thunder Bay (con fecha de comienzo primavera de 2017); y Lindsay 

(con fecha de comienzo en otoño de 2017). Información más reciente obtenida de 

https://www.ontario.ca/page/ontario-basic-income-pilot (consultado el 01/10/2017).  
72 Véase http://www.fin.gov.on.ca/en/credit/gains/ (consultado el 01/10/2017). 

http://www.broadbentinstitute.ca/hugh_segal_reflections_on_towards_equality
https://www.ontario.ca/page/ontario-basic-income-pilot
http://www.fin.gov.on.ca/en/credit/gains/
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datos; y la tercera, al análisis. En este sentido, el proyecto pretende analizar el impacto de la 

Renta Básica en diez aspectos de la vida de las personas:  

 salud, comparando los participantes con el resto de la sociedad en lo que concierne a 

cuestiones cuantificables como el número de visitas al centro médico, el número de 

atenciones de emergencia, las relacionadas con drogas, etc.; 

 elecciones vitales como, por ejemplo, formación, fertilidad, conciliación familiar y 

compromisos adquiridos;  

 educación, no sólo la de los participantes sino también la de sus hijos, analizando la 

naturaleza de la formación y el tiempo empleado en ella;  

 comportamiento laboral, debiéndose estudiar el número de horas trabajadas, la búsqueda 

de empleo, los empleos escogidos y la participación en la economía sumergida, en otras 

cosas; 

 impacto en la comunidad local; 

 ahorro directo por la simplificación de trámites administrativos y la sustitución de 

numerosas prestaciones por la Renta Básica; 

 cambios en la seguridad alimentaria; 

 percepción de la ciudadanía e inclusión social de los participantes; 

 impacto en la movilidad y la vivienda; e 

 impacto de la Renta Básica en los participantes en términos de sus relaciones con otros 

programas de prestaciones sociales existentes. 

Como se puede apreciar, el análisis del impacto en el ámbito laboral es sólo uno más entre tantos. 

Al menos a priori, este es un proyecto claramente más ambicioso que los demás.  

¿Y qué no es este proyecto? El informe de Hugh Segal que sirvió de base, insiste reiteradamente 

en que esto es un programa que pretende encontrar la mejor forma de reducir la pobreza y el 

impacto negativo que ésta tiene en la calidad de vida de las personas y su capacidad para 

prosperar. Siendo esto así, hay que tener muy presente qué no es este programa de Renta Básica. 

Y, en palabras de Segal  

A Basic Income pilot is not, and should not be, a “Big Bang” operation that results in a 

total collapse of health care covarage, unemployment insurance, and other programs that 

form the basis of Ontarians’ broad social support network. These programs, given their 
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policy goals, the extraordinary needs to which they respond, their different funding base, 

and the proven economic and social benefits they provide to all Ontarians, should not be 

replaced by one large single payment. Moreover, many programs (EI, pensions, etc.) 

function as insurance systems, serve a different purpose, and are financed through 

different mechanisms involving individual contributions. The 

federal/provincial/municipal network of social stabilizers and life standard supports is too 

brad to be collapsed by any pilot project. (Segal, 2016, pág. 62) [El subrayado es propio] 

La reflexión relativa a que no todas las prestaciones han de ser sustituidas es importante. 

Diferenciar las necesidades a las que atiende cada una de las prestaciones debe ser el criterio a 

seguir para suprimir, en caso de implantar una Renta Básica. Si no se lleva a cabo esa 

diferenciación, se puede incurrir en un desmantelamiento del estado de bienestar.  

Entonces, ¿estamos dispuestos a confiar? ¿Qué coste tiene para la sociedad no garantizar una 

Renta Básica? ¿Podemos permitírnoslo?  Lo que Canadá nos enseña es que esos son realmente 

los términos en los que hay que plantear la cuestión.  

El Bono de Desarrollo Humano de Ecuador (2003-2013). 

Dice el profesor Andrés Mideros que dinero en mano es efectividad asegurada y que cuanto más 

se dé, mejor (Mideros, 2017). El Bono de Desarrollo Humano de Ecuador (BDH) consiste en 

pagar una cantidad mensual a las familias más pobres con la condición de que sus hijos acudan al 

colegio y a los centros de salud.  

Desde 2003, cada hogar beneficiario ha recibido 15 dólares mensuales, independientemente del 

tamaño del hogar. Dicha cantidad se incrementó a 30 dólares en 2007, a 35 en 2009 y a 50 en 

2013. A diferencia de programas similares en otros países de América Latina, incluyendo el 

programa Prospera de México y la Bolsa Familia de Brasil, donde el control de la asistencia de 

los escolares y el cumplimiento nutricional es muy estricto, en Ecuador las condiciones son 

bastante suaves. 

En un artículo73 publicado recientemente, se analizan los efectos que han tenido durante diez años 

estas transferencias de dinero en efecto a las familias. Lo que el estudio de los profesores Mideros 

y Gassmann intenta responder es si dar dinero en efecto, con o sin condiciones, aumenta la 

                                                      
73 (Mideros & Gassmann, 2017) 
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movilidad social de las personas en situación de pobreza. O, dicho con otras palabras, si la Renta 

Básica ofrece a las personas sin recursos la libertad suficiente para alcanzar sus objetivos. Los 

resultados obtenidos evidencian, una vez más, que el Bono ha tenido un efecto positivo sobre las 

familias.  

Entre 2009 y 2014, los hogares que recibieron el BDH aumentaron su índice de bienestar 

(aumentó tanto su riqueza como su capacidad para mejorar su nivel social, tanto en términos 

absolutos como relativos) entre un 12% y un 13,6%, en comparación con las personas que no 

recibieron la transferencia de dinero en efectivo. 

El estudio evidencia que el bienestar aumenta en relación con las transferencias de efectivo 

más altas. Una transferencia del BDH un 10% mayor, o 3 dólares extra al mes, supone un 

aumento en el bienestar del 0,79% al 0,86%. Esta mejora es más pronunciada en los hogares que 

recibieron el Crédito de Desarrollo Humano (CDH), una variación del BDH que paga una 

cantidad anual de 600 dólares destinada a promover inversiones productivas. Los hogares que 

recibieron esta transferencia orientada a la acumulación de riqueza tienen un índice de bienestar 

entre un 4% y un 4,2% más alto que los que solo reciben el BDH. 

El hecho de que el tamaño importa también es digno de mención: cuánto más dinero reciben las 

familias, mejores son los resultados. En palabras del profesor Mideros, las transferencias sociales 

como el CDH, que tienen como objetivo explícito la creación de una empresa, tienen un efecto 

aún más fuerte en la movilidad absoluta. Por lo tanto, para permitir la movilidad social, las 

políticas contra la pobreza deben estar orientadas a la mejora del acceso al capital físico y a las 

actividades que generen ingresos (como la formación profesional y los servicios financieros). 

Estos resultados se corresponden con la idea de que las redes de seguridad social desempeñan un 

papel productivo en la sociedad. También confirmaron su intuición sobre la promoción de las 

capacidades productivas. En este sentido, el papel de las transferencias sociales puede y debe 

hacer superar las llamadas "trampas de la pobreza", tales como las restricciones de crédito, el 

coste de las oportunidades y de las transacciones, así como la toma de decisiones inadecuadas que 

pueden derivarse de la escasez extrema (Mideros, 2017). 
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Londres estudia el coste económico de las personas sin hogar (2012). 

En el año 2012 se llevó a cabo un estudio por parte del Reino Unido en el que se cuantificaba el 

coste de las personas sin hogar. El estudio reveló que éste oscilaba entre 24.000 y 30.000 libras 

anuales74.  

Aún con limitaciones metodológicas que el propio informe reconoce, se recopiló información del 

departamento de trabajo y pensiones, salud, justicia y autoridades locales. Con relación a las 

pensiones, se cuantificaron las prestaciones percibidas por estas personas, que son cantidades 

ciertas fáciles de identificar. No ocurrió lo mismo con la salud. Si bien se tiene constancia de que 

los problemas mentales afectan especialmente a las personas sin hogar, existe una carencia de 

datos que no permite cifrar con exactitud esta partida. En cuanto a justicia, teniendo en cuenta 

que las principales causas judiciales radican en delitos contra la salud pública (drogas), se cifró 

en 16.000 libras el coste total de un procedimiento de tal naturaleza. Por último, las entidades 

locales facilitaron otros datos como, por ejemplo, las estancias temporales.  

La importancia de este documento radica en la metodología utilizada, que no se limita a las 

transferencias recibidas por las personas. Se pretende, aún con dificultades, cuantificar otro 

tipo de servicios públicos que son utilizados por las personas en situación de necesidad. Cuando 

la vida de las personas mejora, no sólo dejan de percibir prestaciones sociales –en forma de 

transferencias corrientes- sino que dejan de incurrir en otro tipo de situaciones perjudiciales –

procesos judiciales y enfermedades mentales, entre otras muchas-.  

Finlandia inicia su experimento de Renta Básica (2017-2018). 

El pasado 1 de enero de 2017 arrancó en Finlandia un experimento que estudiará los efectos que 

tiene la Renta Básica en la integración laboral de 2.000 personas. En este sentido, la primera 

característica a significar es la destacada vinculación que tiene el estudio con el empleo. Este 

aspecto se observa desde los primeros documentos75 que han servido de base al experimento.  

Los motivos por los que Finlandia ha decidido poner en marcha este proyecto, al contrario de lo 

ocurrido en Canadá, tienen que ver con el análisis de nuevas medidas que ofrezcan incentivos 

más fuertes para trabajar. Para ello, se han seleccionado aleatoriamente 2.000 personas que, en 

                                                      
74 (Department for Communities and Local Government, 2012) 
75 (Kangas et al., 2016) 
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noviembre de 2016, se encontraban en situación de desempleo. Situación que no se debía a la 

finalización de un contrato temporal. La cantidad a percibir asciende a 560 euros mensuales y 

puede variar dependiendo de otras prestaciones, como la de desempleo, pero siempre limitado a 

unas cantidades. 

Teniendo en cuenta que hay personas que quizá jamás podrán ser incluidas en el mercado laboral, 

consideramos que esta perspectiva es insuficiente. Hacen falta una visión más amplia y unos 

objetivos más generosos para poner en marcha una medida como la Renta Básica.  

B-Mincome, Barcelona 2017-2020.  

Ensayar cuatro tipos de rentas de inclusión para ver su impacto en el mercado laboral. Este 

es el objetivo del experimento que, durante 24 meses, va a poner en marcha el Ayuntamiento de 

Barcelona en uno de los distritos más deprimidos de la ciudad: el Besós. Se trata de una iniciativa 

financiada en parte por el programa europeo Urban Innovative Actions (UIA). Este programa nace 

para financiar experimentos que testen soluciones innovadoras a los desafíos a los que se 

enfrentan las ciudades hoy en día. Con un presupuesto de 372 millones de euros para el periodo 

2014-2020, el programa está respaldado por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER). 

El proyecto barcelonés, denominado B-Mincome en clara referencia al Mincome de Manitoba, 

tiene una financiación de 17 millones de euros (4,87 provenientes del UIA). Dará comienzo en 

octubre de 2017. Los participantes serán mil vecinos del Besós que, cumpliendo una serie de 

requisitos, serán elegidos aleatoriamente. Las exigencias para poder ser elegido en el proyecto 

son las siguientes: 

 Todos los miembros del hogar deben estar empadronados en Barcelona desde el 30 de 

junio de 2015 y residir en uno de los barrios del Eje Besós. 

 Hace falta ser usuario de Servicios Sociales o haber pedido y cumplido los requisitos de 

la ayuda para niños o adolescentes de 0 a 16 años del 2017, participar en el programa 

Làbora o haber participado en este en los últimos doce meses, o ser usuario o usuaria del 

Servicio de Inserción Social. 

 Se tienen que aceptar voluntariamente las condiciones de prestación de la ayuda, aceptar 

el seguimiento que recaba información de los hogares, consentir la monitorización para 

realizar estudios anónimos de evaluación, comprometerse a informar de los ingresos 

adicionales que se puedan obtener y consentir que se instale en el teléfono móvil una 
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aplicación para gestionar la información, los pagos y las actividades asociadas al 

proyecto. 

 Al menos un miembro del hogar debe tener de 25 a 60 años a 31 de julio de 2017. 

 Debe haber una convivencia efectiva de todos los miembros del hogar a lo largo de todo 

el proyecto76. 

El mínimo mensual que percibirá el hogar asciende a 100 euros y el máximo 1.676 euros. El plazo 

para presentar solicitudes finalizó el pasado día 26 de septiembre y el Ayuntamiento realizará un 

sorteo del que saldrán los elegidos y el modelo de apoyo.  

Conviene resaltar la condicionalidad con que se dará el dinero a los participantes. La web 

informativa contiene un apartado dedicado a “preguntas frecuentes”, entre las que se encuentra la 

siguiente: 

14 - ¿En qué puedo gastar el dinero de la ayuda económica? 

La finalidad de la ayuda económica es cubrir las necesidades básicas de alimentación, 

educación, vestido, transporte, limpieza, sanidad y mantenimiento de las condiciones de 

habitabilidad del hogar77. 

Desconocemos si se realizará un control exhaustivo por parte de los Servicios Sociales para 

comprobar el destino de la prestación que se reciba. De ser así, se incurriría en la burocracia 

excesiva e intromisiva propia de las prestaciones sociales y de la que, precisamente, la Renta 

Básica quiere alejarse.   

  

                                                      
76 Ayuntamiento de Barcelona. B-Mincome. Población participante.  

Recuperado en http://ajuntament.barcelona.cat/bmincome/es/content/poblaci%C3%B3n-participante  
77 Ayuntamiento de Barcelona. B-Mincome. Preguntas frecuentes.  

Recuperado en http://ajuntament.barcelona.cat/bmincome/es/content/preguntas-frecuentes (consultado el 

01/10/2017).  

http://ajuntament.barcelona.cat/bmincome/es/content/poblaci%C3%B3n-participante
http://ajuntament.barcelona.cat/bmincome/es/content/preguntas-frecuentes
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2.3. Justificación normativa. 

«Legisladores, no habéis hecho nada por la libertad si vuestras leyes no 

tienden a disminuir, mediante formas dulces y eficaces, la extrema desigualdad 

de las fortunas» MAXIMILIEN ROBESPIERRE (1758 – 1794) 

«Pido, en defensa de las personas así desposeídas, un derecho, y no una 

caridad» THOMAS PAINE (1737 – 1809) 

¿Hace falta realmente un cambio en nuestra legislación para la implantación de una Renta Básica? 

Quizá el cambio, jurídicamente hablando, no sea tan significativo como se piensa. 

Afortunadamente, contamos con un marco legal absolutamente preparado para declarar que todos 

los ciudadanos tienen derecho a percibir, por el mero hecho de existir, una renta. De hecho, el 

objetivo de este apartado es evidenciar que es incluso posible la implantación de esta medida sin 

ni siquiera añadir nuevos preceptos a la ingente cantidad de normas que ya existen. Contamos con 

un marco legal que ampara suficientemente la medida. 

Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a 

obtener mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de 

la organización y los recursos de cada Estado la satisfacción de los derechos 

económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de 

su personalidad. [El subrayado es propio] 

Lo anterior es el artículo 22 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos que, como 

puede apreciarse, no entiende una vida digna y libre sin la satisfacción de determinados derechos. 

La vida digna tiene que ver con el acceso a un determinado bienestar que, irremediablemente, 

pasa por alimentación, vestido, vivienda, cultura… Así, el artículo 25 de la Declaración establece 

el derecho de todas las personas a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, 

la salud y el bienestar y, en especial, la vivienda. En similares términos, el Pacto Internacional 

sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, reconoce en su artículo 11.1 el derecho de 

toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y 

vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia78. Siendo esto así, 

el propio artículo recoge la obligación de los estados para hacer efectivo este derecho al establecer 

                                                      
78 El subrayado es propio.  
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expresamente que Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad 

de este derecho. 

Como venimos diciendo en este trabajo, garantizar a los ciudadanos un ingreso mínimo trae causa 

en la dignidad y la libertad de las personas; en la oportunidad real de hacer lo que valoramos; en 

el autoestima, como bien primario y como sentimiento del propio valor (Raventós, 2007, pág. 

48).  

Si nos situamos en el plano europeo y acudimos a la Carta de los Derechos Fundamentales de la 

Unión Europea79 encontramos los valores sobre los que está fundada la Unión y, entre ellos, están 

recogidos la dignidad humana, la libertad, la igualdad y la solidaridad. Literalmente, el preámbulo 

se pronuncia en los siguientes términos: 

(…) Consciente de su patrimonio espiritual y moral, la Unión está fundada sobre los 

valores indivisibles y universales de la dignidad humana, la libertad, la igualdad y la 

solidaridad, y se basa en los principios de la democracia y el Estado de Derecho. Al 

instituir la ciudadanía de la Unión y crear un espacio de libertad, seguridad y justicia, 

sitúa a la persona en el centro de su actuación. (…). 

Ya en el articulado, no es irrelevante que el primero de los preceptos esté dedicado a la dignidad 

humana. Literalmente, establece que la dignidad humana es inviolable. Será respetada y 

protegida. Por su parte, el artículo 6 recoge el derecho de todas las personas a la libertad y a la 

seguridad. Y no es hasta el artículo 34.3 cuando se recogen los derechos a la seguridad y ayuda 

social:  

Con el fin de combatir la exclusión social y la pobreza, la Unión reconoce y respeta el 

derecho a una ayuda social y a una ayuda de vivienda para garantizar una existencia digna 

a todos aquellos que no dispongan de recursos suficientes, según las modalidades 

                                                      
79 El 1 de diciembre de 2009, la Carta pasó a ser jurídicamente vinculante. Ahora, según el artículo 6, 

apartado 1, del Tratado de la Unión Europea “la Unión reconoce los derechos, libertades y principios 

enunciados en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea […], la cual tendrá el mismo 

valor jurídico que los Tratado”. Por consiguiente, la Carta forma parte del Derecho primario de la Unión y, 

como tal, sirve de parámetro de referencia a la hora de examinar la validez del Derecho derivado y de las 

medidas nacionales.  

Recuperado en http://www.europarl.europa.eu/atyourservice/es/displayFtu.html?ftuId=FTU_1.1.6.html 

(consultado el 01/10/2017).  

http://www.europarl.europa.eu/atyourservice/es/displayFtu.html?ftuId=FTU_1.1.6.html
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establecidas por el Derecho de la Unión y por las legislaciones y prácticas nacionales. [El 

subrayado es propio] 

Al contrario de lo que, con más frecuencia de la que se debiera, se piensa, las normas y tratados 

internacionales obligan directamente a los poderes públicos. Esto implica que no hace falta 

reclamar la declaración de determinados derechos en el ámbito local, autonómico o estatal de 

nuestro país, porque tenemos ya un marco normativo sobradamente suficiente para exigir esos 

derechos. En este sentido, es claro el artículo 29 de la Ley de Tratados80 cuando dice que todos 

los poderes públicos, órganos y organismos del Estado deberán respetar las obligaciones de los 

tratados internacionales y velar por su adecuado cumplimiento. A mayor claridad y contundencia, 

la misma ley establece que los tratados internacionales serán de aplicación directa (artículo 

30.181). 

Teniendo en cuenta el marco normativo, vemos que éste no sólo permite adoptar a los poderes 

públicos medidas tendentes a asegurar el efectivo ejercicio de los derechos humanos, sino que 

existen indicaciones expresas por parte de las organizaciones internacionales y de nuestras leyes 

para que se adopte una posición activa que los promueva y garantice. No podemos ignorar que 

los tratados internacionales producen efectos en España y, además, prevalecen sobre cualquier 

otra norma del ordenamiento interno en caso de conflicto con ellas82. 

Sentado lo anterior, veamos qué nos ofrece la Constitución Española (CE). El preámbulo de la 

CE es interesante porque establece de una forma clara las bases que sirven para justificar la 

implantación de una Renta Básica. En este sentido, recoge la voluntad de garantizar una 

                                                      
80 Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales (LTAI). 

81 El artículo 30 completo establece lo siguiente: 1. Los tratados internacionales serán de aplicación 

directa, a menos que de su texto se desprenda que dicha aplicación queda condicionada a la aprobación 

de las leyes o disposiciones reglamentarias pertinentes. 

2. El Gobierno remitirá a las Cortes Generales los proyectos de ley que se requieran para la ejecución de 

un tratado internacional. 

3. El Gobierno, las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla adoptarán las medidas 

necesarias para la ejecución de los tratados internacionales en los que España sea parte en lo que afecte 

a materias de sus respectivas competencias. 

82  Artículo 31 LTAI en relación con el artículo 96.1 CE que dice que Los tratados internacionales 

válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento 

interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en 

los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional. 
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convivencia socialmente justa, proteger los derechos humanos y promover una digna calidad de 

vida. Literalmente, el preámbulo dice lo siguiente: 

La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y promover 

el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad de: 

Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las leyes conforme 

a un orden económico y social justo. 

Consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley como expresión de la 

voluntad popular. 

Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos 

humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones. 

Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna 

calidad de vida. 

Establecer una sociedad democrática avanzada, y 

Colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación entre 

todos los pueblos de la Tierra. (…) [El subrayado es propio] 

En coherencia con ello, el articulado de la CE inicia con la declaración de España como un Estado 

social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento 

jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político (el subrayado es propio; 

artículo 1.1.). Asimismo, dentro de los principios rectores que han de regir las políticas españolas, 

tenemos importantes referencias que traemos a colación. El apartado primero del artículo 39 

establece la obligación de los poderes públicos de asegurar la protección social, económica y 

jurídica de la familia. Inmediatamente después, los arts. 40.1 y 41 nos dicen lo siguiente con 

relación a las rentas de los ciudadanos y las prestaciones sociales suficientes para atender 

situaciones de necesidad: 

«Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y 

económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa (…)» 

[artículo 40.1; el subrayado es propio] 
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«Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los 

ciudadanos que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones 

de necesidad, especialmente en caso de desempleo» [artículo 41] 

Parece perfectamente encuadrable en nuestra Constitución la implantación de una renta a 

todas las personas porque, al fin y al cabo, se trata de una redistribución de la renta en los 

términos que ésta misma exige.   

Sentado lo anterior y a pesar de que no es un pronunciamiento judicial español, es interesante 

traer a colación el caso de la Sentencia del Tribunal Constitucional alemán, de 9 de febrero de 

201083. Amparado en que Alemania es un estado social donde los poderes públicos tienen la 

obligación de proteger la dignidad de las personas, el Tribunal llegó a la conclusión de que la 

prestación para desempleados no garantizaba una vida digna y tenía que ser modificada al alza. 

Veamos con más detalle los hechos y argumentos jurídicos que dieron lugar a este importantísimo 

fallo judicial84. 

El origen del litigio se encuentra en tres familias residentes en los estados federados de Baviera, 

Hesse y Renania del Norte-Westfalia. Alegaban que la prestación social que recibían no era 

suficiente para poder mantener a sus hijos. Se trata del Arbeitslosengeld II, regulado por la SGB 

II85 y más conocido como programa Hartz IV86. Este programa de ayudas está destinado a cubrir 

las necesidades de las personas en situación de desempleo de larga duración. Las cantidades 

económicas que reciben varían en función de las circunstancias concurrentes en la familia como 

el número de miembros, la existencia de niños, la edad de los niños y las propiedades, entre otras. 

En el año 2005 entró en vigor la llamada legislación Hartz IV, que estaba conformada por la 

modificación de varias normas con el fin de crear un marco legal más uniforme para las personas 

en situación de desempleo y su entorno familiar. Estas prestaciones constituyen, esencialmente: 

                                                      
83 Caso núm. 1BvL, 1/09, 125 BVERF. 
84  Puede consultarse el texto completo en la web del Tribunal Constitucional alemán, recuperado en 

http://www.bundesverfassungsgericht.de/SharedDocs/Pressemitteilungen/EN/2010/bvg10-

005.html;jsessionid=72DB9E302D7ECDF1A916CE500659F7AA.2_cid392 (consultado el 01/10/2017).  
85  SGB II es como comúnmente se llama al Segundo Libro de las Leyes Sociales (Zweites 

Sozialgesetzbuch). El SGB I se ocupa de regular las prestaciones por desempleo, el SGB II las prestaciones 

de los desempleados de larga duración, y el SGB III las ayudas de subsistencia para quien no encuentra 

finalmente ningún tipo de empleo.  
86 En referencia a Peter Hartz, el ex ministro que se ocupó de llevar a cabo importantes reformas del sistema 

laboral alemán bajo el mandato del canciller Gerhard Schröder (1998 – 2005). 

http://www.bundesverfassungsgericht.de/SharedDocs/Pressemitteilungen/EN/2010/bvg10-005.html;jsessionid=72DB9E302D7ECDF1A916CE500659F7AA.2_cid392
http://www.bundesverfassungsgericht.de/SharedDocs/Pressemitteilungen/EN/2010/bvg10-005.html;jsessionid=72DB9E302D7ECDF1A916CE500659F7AA.2_cid392
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(i) la prestación normal pagada para asegurar el sustento de la familia; y (ii) prestaciones para 

alojamiento y suministros.  

Cuando entró en vigor, el SGB II fijó la prestación estándar para solteros en 345 euros y los demás 

miembros del hogar recibirían cantidades que se calculan en función de esa primera. Así, los 

cónyuges recibirían un 90% de esa cantidad, los niños menores de 15 años un 60% y los niños de 

15 o más años un 80%. Estaba previsto el pago único, y no desglosado por miembros de la familia. 

En principio, estos importes estaban pensados para ofrecer al beneficiario capacidad de ahorro.  

El problema surgió con motivo de las cantidades que se tomaron de referencia para llegar a esos 

cálculos. Según recoge la sentencia, se tomó como referencia una encuesta de ingresos y gastos 

que, cada cinco años, realiza la Oficina Federal de Estadística. La encuesta utilizada era de 1998 

y lo que se hizo fue proyectar los importes al 1 de enero de 2005, fecha de entrada en vigor del 

nuevo paquete de reformas legislativas. También se cuestionaba la forma de calcular los costes 

de vida de las familias y, en especial, la diferenciación que se hizo en los niños, al dividirlos en 

grupos de edad (se añadió un tercer grupo de edad). En opinión de los demandantes, compartida 

por el Tribunal, esto no encontraba justificación.  

La cuestión concreta objeto de litigio era si el importe de la prestación estándar, para asegurar el 

sustento de adultos y los niños (hasta 14 años) era compatible con el artículo 1.1 en relación con 

el artículo 20.1 de la Constitución de Alemania. La respuesta fue que no, especialmente en lo 

relativo a jóvenes y niños. 

El razonamiento judicial es sencillo pero muy esclarecedor. El artículo 1.1 de la Constitución 

alemana está dedicado a la protección de la dignidad humana y la vinculación de los poderes 

públicos con los derechos fundamentales. Literalmente, establece que La dignidad humana es 

intangible. Respetarla y protegerla es obligación de todo poder público. Este precepto hay que 

ponerlo en relación con el artículo 20.1, que declara que La República Federal de Alemania es 

un Estado federal democrático y social. Pues bien, al amparo de estos dos principios 

constitucionales, el Tribunal entiende que los poderes públicos tienen que asegurarse de que todas 

las personas tienen las condiciones materiales indispensables para su existencia y su participación 

en la vida social, cultural y política.  

Con relación a lo anterior, se añade que la dignidad humana es un derecho fundamental, 

indisponible para el legislador, que ha de ser honorado y garantizado. Es más, debe ir 



 

 
 
 
 

        

 

 

 

 

Página 86 de 256 Cátedra Acal Ciudad Sostenible Página 86 de 256 

 

actualizándose y concretándose de forma que se adapte a las condiciones de vida existentes. Por 

ello, ordena a los poderes públicos a prever el gasto que sea necesario para asegurar a los 

beneficiarios de estas prestaciones una vida digna en los términos que exige la Constitución y 

acordes a la realidad.  

Es de destacar que, en tanto no se modificara la Ley, los ciudadanos podían reclamar directamente 

estas cantidades al gobierno, al amparo de los arts. 1.1 y 20.1 de la Constitución. Expresamente 

así lo estableció el Tribunal en su sentencia.  

En suma, el Tribunal Constitucional alemán obligó con esta sentencia a redefinir los criterios de 

cálculo de la prestación a fin de garantizar una existencia digna a los beneficiarios de ella. De no 

llevarse esa redefinición a cabo, se estarían vulnerando los arts. 1.1. y 20.1, destinados a garantizar 

un nivel mínimo de subsistencia acorde con la dignidad humana.  El Tribunal no precisó más 

que principios constitucionales para llegar a la conclusión de que los ciudadanos están en su 

derecho de demandar del Estado unas condiciones de vida dignas. 

España es, al igual que Alemania, un estado social que también protege la dignidad, ¿no podría 

plantearse una acción análoga? A los efectos que aquí se discuten, realmente, estamos en idénticas 

condiciones jurídicas.  

En España, desde su creación en agosto de 200987 hasta ahora, se prorroga siempre que llega a 

término el subsidio para desempleados de larga duración –que cumplen un sinfín de otras 

circunstancias, dicho sea de paso-. Es cierto que esta prestación está totalmente referenciada en 

el empleo y condicionada. Sin embargo, la traemos a colación porque su aprobación año tras 

año supone el reconocimiento por parte de los poderes públicos de que es inadmisible no 

actuar frente a situaciones de necesidad.  

La exposición de motivos explica que la norma nace en la urgente necesidad de dar cobertura a 

aquellos trabajadores que han agotado la protección por desempleo para impedir o mitigar el 

riesgo de exclusión social (…). Es decir, el fin de la norma no es más que impedir la exclusión 

social que supone carecer de ingresos. Y continúa diciendo: 

                                                      
87 La medida fue aprobada en el Real Decreto-ley 10/2009, de 13 de agosto, por el que se regula el programa 

temporal de protección por desempleo e inserción. 
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Dentro de un ámbito temporal limitado y a través de este Programa, se amplía la 

protección por desempleo a los trabajadores que han agotado las prestaciones y subsidios 

previos y se encuentran en situación de necesidad por carecer de otras rentas. No obstante, 

con ser esencial ofrecer una garantía de ingresos mínimos para afrontar estas situaciones 

en las que se encuentran cada vez más trabajadores, este Programa pretende ir más allá, 

por la vía de la aplicación de medidas adecuadas dirigidas a fomentar la capacidad de 

inserción laboral de los colectivos afectados, mediante su participación en un itinerario 

activo de inserción para el empleo, de forma que se vinculen y alcancen objetivos no sólo 

de protección social sino de reinserción laboral. [El subrayado es propio] 

Como vemos, si bien está absolutamente condicionada y vinculada al empleo, esta medida 

realmente va más allá del concepto de prestación por desempleo. Una vez agotado, ¿qué 

diferencia hay entre un parado de larga duración o una persona que, por otros motivos, tampoco 

está dentro del mercado laboral? Parece que cuesta desprenderse de la idea de que el trabajo no 

tiene por qué vertebrar el sistema de ingresos de las personas. 

Además, la prórroga de esta medida se ha llevado a cabo por gobiernos de diferente ideología 

que el que lo aprobó. Siendo esto así, parece que es compartida la idea de que hay que asegurar 

una renta mínima a todos los ciudadanos. 

Al hilo de esta previsión legal y volviendo al caso alemán expuesto, no podemos obviar la 

diferencia entre exigir un pronunciamiento judicial o un cambio legislativo. Si bien aplaudimos 

que los Tribunales, en una interpretación acorde a los tiempos, reconozcan situaciones jurídicas 

concretas, estamos más acostumbrados, al menos en Europa continental, a la configuración legal 

de los derechos subjetivos. El caso alemán evidencia la capacidad de los Tribunales de reconocer 

derechos “obviando” el trámite del legislador ordinario. Dijo Voltaire que «lo perfecto es enemigo 

de lo bueno» y aquí nosotros sostenemos que legislar de acuerdo a los principios ya existentes es 

un avance, que los Tribunales, a raíz de demandas de los ciudadanos, reconozcan el derecho a una 

vida digna, es otro avance… y así hasta llegar al reconocimiento plasmado en una norma escrita 

del derecho a percibir una renta que garantice esa vida digna.  

Para cerrar este apartado, volvemos a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, porque 

no hace falta más que atenernos a su articulado para comprender que, realmente, está todo escrito 

–o casi-. Seguramente, sólo haga falta reclamarlo: 
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Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que 

los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos. 

(artículo 28 DUDH) 

2.4. Clarificación de conceptos. 

La Renta Básica, como tal, no existe en España. Sin embargo, es frecuente la referencia a este 

término para mencionar prestaciones económicas que, si bien están destinadas a paliar situaciones 

de pobreza, no se corresponden con la Renta Básica que se analiza en este trabajo. Asimismo, el 

debate político actual ha traído a colación el tema y por ello creemos interesante hacer un breve 

repaso a cuáles son las propuestas más recientes y las posturas que mantienen los distintos partidos 

en España. 

2.4.1. Lo que no es Renta Básica. 

Las rentas mínimas que contemplan la mayoría de ordenamientos jurídicos autonómicos tienen 

en común una serie de características que nos permiten, a los efectos que nos interesan en este 

trabajo, explicar qué no es la Renta Básica. Se trata, en general, de prestaciones asistenciales 

subsidiarias, condicionadas, limitadas en el tiempo, revisables y necesitadas de una alta 

burocracia. Para quien las percibe, todas estas rentas condicionadas constituyen la renta máxima 

a la que pueden aspirar mientras la perciben (un “techo”), mientras que la Renta Básica es la renta 

mínima con la que un individuo puede contar (un “suelo”). Tendremos ocasión de ver cómo las 

prestaciones condicionadas están orientadas a la disminución de la pobreza, pero son 

absolutamente ajenas a la distribución de la riqueza.  

A continuación, recogemos cuáles son las rentas existentes, con especial mención a la Renta de 

Garantía de Ingresos del País Vasco, por su antigüedad y por la existencia análisis sobre sus 

resultados. Asimismo, con el ánimo de realizar una labor completa, vamos a analizar brevemente 

la proposición de Ley sobre establecimiento de una prestación de ingresos mínimos de los 

sindicatos CC.OO. y UGT. Si bien no es una medida aprobada, la relevancia política que tiene su 

debate en el Congreso merece detenernos en ella. 
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Rentas autonómicas 

Todas las comunidades autónomas cuentan con una prestación subsidiaria y condicionada que 

está pensada para paliar situaciones de pobreza. A pesar de la aparente diversidad, por los 

importes a percibir y las distintas denominaciones, estas rentas tienen en común la mayoría de sus 

características, que nos sirven para explicar, desde una perspectiva negativa, qué es la Renta 

Básica. 

En primer lugar, las rentas autonómicas no son universales. Todas ellas están destinadas a los 

ciudadanos residentes en un determinado territorio que cumplen, además, requisitos de edad y 

periodo mínimo de residencia antes de solicitar la prestación. En general, se exige una edad 

mínima de 23 años para ser beneficiario y una residencia en la comunidad autónoma de hasta 24 

meses. A título de ejemplo tenemos la Renta de Garantía Ciudadana de Cataluña que exige ambos 

requisitos en su articulado88. Otros, como Canarias requieren una edad mínima de 25 años, pero 

una antigüedad en la residencia de 12 meses89. En términos más exigentes se pronuncia la ley 

balear, que exige 25 años y 36 meses de residencia efectiva90.  

En segundo lugar, se trata de prestaciones destinadas a la unidad familiar.  En términos 

similares, todas las normas que regulan las rentas hacen mención a que sólo puede percibirse una 

renta por unidad de convivencia. Y la cuantía de la renta vendrá determinada por los ingresos de 

todos los miembros que integren aquélla. Esta es una de las diferencias más relevantes entre la 

Renta Básica, que se basa en el derecho subjetivo individual, y las numerosas rentas ya existentes, 

que no lo hacen. Pero la forma en que se pronuncian las leyes reguladoras puede conducir a 

equívoco. En el ámbito subjetivo de aplicación de estas normas se dice expresamente que “la renta  

de ciudadanía es un derecho subjetivo reconocido a las personas que se encuentran en situación o 

riesgo de exclusión social91”. Sin embargo, a la hora de concretar los términos en que se regula la 

prestación, ésta depende de las circunstancias personales, económicas y familiares de las personas 

que conviven con el solicitante de la prestación. Siendo esto así, no se puede afirmar, 

estrictamente, que sea un derecho subjetivo individual. Cuando se acude a la regulación, 

encontramos más bien un derecho a compartir entre los miembros del núcleo de convivencia. En 

                                                      
88 Artículo 7 de la Ley 14/2017, de 20 de julio, de la renta garantizada de ciudadanía. 
89 Artículo 7 de la Ley 1/2007, de 17 de enero, por la que se regula la Prestación Canaria de Inserción. 
90 Artículo 6 de la Ley Ley 5/2016, de 13 de abril, de la renta social garantizada. 
91 Así, por ejemplo, se pronuncia el artículo 3.1 de la reciente Ley 4/2017, de 28 de abril, por la que se 

regula la Renta de Ciudadanía de La Rioja. En similares términos se pronuncian otras.  
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consecuencia, estamos ante una prestación que, por su configuración, puede implicar que 

circunstancias ajenas al solicitante de la prestación condicionen de una manera determinante sus 

decisiones vitales como, por ejemplo, el lugar de empadronamiento y/o residencia y el estado 

civil.  

En tercer lugar, todas las rentas autonómicas cuentan con un artículo que recoge las obligaciones 

del beneficiario de la prestación. La mera existencia de este precepto indica que las rentas 

autonómicas son condicionadas. Las exigencias son de diversa naturaleza. Así, de una parte, se 

condiciona la estimación de la prestación a las circunstancias personales, económicas y familiares 

del solicitante y las personas que con él conviven. Esto implica un despliegue burocrático muy 

significativo. En el Anexo I se hace una recopilación de los requisitos que han de cumplirse y la 

documentación exigida para acreditarlos en el caso de Murcia. De otra parte, se condiciona el 

comportamiento del solicitante e, indirectamente, el de las personas que conviven con él. Se 

exigen compromisos vinculados, en su mayoría, al empleo y la formación. Por ejemplo, en La 

Rioja se exige  

no haber prescindido voluntariamente de la realización de un trabajo adecuado ni haber 

donado bienes por importe superior a cuatro veces la cuantía básica anual de la renta de 

ciudadanía en los seis meses anteriores a la solicitud de la prestación. (Artículo 7.f) de la 

Ley 4/2017, de 28 de abril, por la que se regula la Renta de Ciudadanía de La Rioja).  

En análogos términos se pronuncia la norma de Andalucía al enumerar las obligaciones de los 

beneficiarios. Es evidente la imprecisión que supone hablar de “trabajo adecuado” pero también 

muestra esta redacción la vinculación entre el trabajo y el derecho a un nivel de vida digno que 

establecen todos los textos legales.  

Asimismo, las condiciones están recogidas en acuerdos de inclusión social y documentos que, 

con similares denominaciones, enumeran pautas de comportamiento que ha de seguir el receptor 

de la ayuda92 . El incumplimiento de los compromisos adquiridos supone la extinción de la 

prestación y una penalización consistente en no poder solicitar nuevamente la renta durante un 

periodo de tiempo (así, por ejemplo, este periodo es de 3 meses en Baleares, 6 meses en Navarra 

y 36 meses en Cataluña).  

                                                      
92 Véase Anexo II, que es un ejemplo de la Región de Murcia. 



 

 
        

 

 

 

La conveniencia social y la viabilidad económica de la Renta Básica Página 91 de 256 

 

En coherencia con el hecho de que las rentas autonómicas están destinadas a la inclusión social y 

laboral del ciudadano, hay algunas que expresamente prevén la percepción de cantidades 

complementarias para quienes se adhieren a proyectos de incorporación laboral. La Ley catalana 

prevé la elaboración de un plan individual de inserción laboral por el que se pueden percibir 150 

euros complementarios en la línea de lo que se viene haciendo en el País Vasco desde hace más 

veinte.  

También cabe destacar que, frente a la incompatibilidad generalizada de percibir ingresos por 

encima de estas rentas autonómicas, existen algunas compatibilidades que cabe mencionar. La 

normativa riojana, por ejemplo, prevé que cuando se reconozca la compatibilidad de la renta con 

el acceso a un trabajo por cuenta ajena, no se tendrá en cuenta durante el primer año el 50% de 

los rendimientos del trabajo93.  

En cuarto lugar, las rentas autonómicas no se caracterizan por su regularidad, lo que implica 

que no se cumple otra de las características propias de la Renta Básica. Generalmente, se exige 

carencia de rentas durante unos meses previos a la solicitud o, lo que es lo mismo, no se 

admiten solicitudes mientras no haya transcurrido un periodo de tiempo desde que finalizó la 

prestación concedida94. Asimismo, hay comunidades autónomas donde la renta está limitada a un 

periodo de tiempo, y hay que dejar transcurrir algunos meses hasta volverla a pedir; y otros casos 

en que se concede por unos meses, sujetos a prórroga, siempre que se mantengan las 

circunstancias que motivaron la concesión. Teniendo en cuenta que el fin último de estas rentas 

es la inclusión sociolaboral de las personas – para que puedan dejar de percibirla- no se puede 

afirmar que las rentas autonómicas sean previsibles en los términos que exige la Renta Básica.  

Asimismo, hay que significar que hay rentas autonómicas, como la de Castilla – La Mancha, 

sujetas al crédito presupuestario que se destina anualmente. Ésta, de hecho, se configura como 

una subvención95 a fondo perdido, de suerte que cuando se ha agotado el crédito, aun cumpliendo 

una persona los requisitos que prevé la norma, no se obtiene la prestación.  

                                                      
93 Artículo 13 de la Ley 4/2017, de 28 de abril, por la que se regula la Renta de Ciudadanía de La Rioja. 
94 El Decreto que regula el ingreso mínimo de solidaridad de Andalucía establece en su artículo 14.2 que 

no se admitirá ninguna nueva solicitud de una misma unidad familiar mientras no hayan transcurrido seis 

meses desde el término de la percepción de la renta concedida. 
95 La convocatoria más reciente fue aprobada mediante la Resolución de 28 de diciembre de 2016, de la 

Dirección General de Acción Social y Cooperación, por la que se convocan para el año 2017 las ayudas del 

ingreso mínimo de solidaridad, publicada en el Diario Oficial de Castilla – La Mancha núm. 252. 
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Otras comunidades autónomas como Cataluña, por temor al conocido como “efecto llamada” 

prevén un incremento en la exigencia de tiempo de residencia en el territorio (de 24 a 36 meses) 

en caso de que aumente considerablemente el número de solicitudes96.  

En quinto lugar, la totalidad de las rentas estudiadas constituyen prestaciones subsidiarias. 

Todas las exposiciones de motivos de las normas que regulan las rentas autonómicas hacen 

mención expresa a esta característica. Se configuran como una renta a percibir por parte de 

quienes han agotado el subsidio por desempleo. Al respecto es preciso señalar que quienes 

perciben el subsidio por desempleo ya agotaron en su día la prestación contributiva por desempleo 

y otras ayudas propias del servicio público de empleo estatal.  

Hay exposiciones de motivos que se refieren expresamente a la distribución de la renta97. Sin 

embargo, el análisis realizado por Arcarons, Ramos, Raventós & Torrens (2017) acerca de la 

Renta de Garantía Ciudadana de Cataluña concluye que la renta aprobada no produce un impacto 

significativo en la distribución de la renta.  

(…) Lo segundo que salta inmediatamente a la vista es la escasa mejora del índice de 

Gini98, oscilando entre un 0,36 y un 0,34. Es decir, que como medida redistribuidora de 

la riqueza, la RGC es completamente irrelevante. En cambio, una disminución en el valor 

del índice de Sen que también está mostrado con precisión en el cuadro, implica una 

mejora de las condiciones de pobreza de la población respecto a la situación de partida. 

La RGC pretende disminuir la pobreza, no redistribuir la renta. El principal impacto está 

en el primer año. En los años posteriores hasta el despliegue definitivo de la RGC según 

lo escrito en el acuerdo, es obviamente mucho más discreto el descenso de este índice y, 

en consecuencia, la mejora de la situación de los pobres es también muy pequeña (…).  

(Arcarons et al., 2017, pág. 1). 

                                                      
96 El artículo 23.2.b) de la Ley 14/2017, de 20 de julio, de la renta garantizada de ciudadanía de Cataluña 

establece la posibilidad de aumentar la exigencia de residencia previa a la solicitud a 36 meses en caso de 

que se incremente el número de solicitudes en un 10%.   
97 Literalmente, la recién aprobada Ley 14/2017, de 20 de julio, de la renta garantizada de ciudadanía de 

Cataluña dispone en su exposición de motivos que “la renta garantizada de ciudadanía constituye la 

manifestación de varios principios: del principio de igualdad entendido como la eliminación de cualquier 

discriminación en el acceso a la prestación; del principio de equidad, puesto que el reconocimiento y la 

aplicación de la prestación se plantean como respuesta a la situación de necesidad desde una vertiente de 

redistribución de los recursos y de discriminación positiva (…)” (el subrayado es propio).  
98 El subrayado es propio. 
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En definitiva, se trata en su totalidad de prestaciones para personas en situación de pobreza, que 

convivan con personas en igual situación y obligados a realizar actuaciones tendentes a su 

inclusión laboral. Son medidas que reducen la pobreza actuando cuando ésta ya existe y una 

vez que se ha acreditado debidamente. No pretenden redistribuir la riqueza, aunque las 

normas que las regulan así lo indiquen.  

El cuadro a continuación resume cuáles son las rentas vigentes en las distintas comunidades 

autónomas españolas, el marco legal de referencia, la duración de la prestación y la cuantía que 

perciben los beneficiarios. Como puede apreciarse, la Comunidad Valenciana y Castilla - La 

Mancha son las únicas con rentas inferiores a los 400 euros, mientras que Navarra y País Vasco, 

con las cifras más altas, superan los 600 euros. 



Marco legal básico99 Denominación Duración Renta mínima100 Renta familiar101 

Andalucía Decreto 2/1999, de 12 de enero, por el 

que se regula el Programa de 

Solidaridad de los Andaluces para la 

Erradicación de la Marginación y la 

Desigualdad en Andalucía. 

Ingreso Mínimo de 

Solidaridad. 

6 meses. 406,22 euros 

(62% SMI). 

563,48 euros. 

Aragón Ley 1/1993, de 19 de febrero, de 

medidas básicas de Inserción y 

Normalización Social de la Comunidad 

Autónoma de Aragón. 

Ingreso Aragonés de 

Inserción. 

12 meses. Prorrogable según los 

resultados de la evaluación social. 

472 euros. 801,96 euros. 

Asturias Ley del Principado de Asturias 4/2005, 

de 28 de octubre, de salario social 

básico. 

Salario Social Básico. Mientras concurran las 

circunstancias que motivaron la 

concesión. 

442,96 euros. 682,14 euros. 

Cantabria Ley de Cantabria 2/2007 de 27 de 

marzo, de Derechos y Servicios 

Sociales 

Renta Social Básica Mientras concurran las 

circunstancias que motivaron la 

concesión. Revisable 

periódicamente.  

430,27 euros 

(80% IPREM). 

650,78 euros. 

Castilla – La 

Mancha 

Ley 14/2010, de 16 de diciembre, de 

Servicios Sociales de Castilla-La 

Mancha. 

Ingreso Mínimo de 

Solidaridad. 

6 meses prorrogables hasta un 

máximo de 24.  

389,24 euros 

(55% SMI). 

516,63 euros. 

99 La mayor parte de los textos legales de esta columna cuentan con normativa complementaria y de desarrollo que, para facilitar una lectura más ágil del trabajo, 

no se ha incluido. 
100 Para el año 2017, esta es la renta que percibe la unidad familiar de un solo miembro que no cuenta con otros ingresos. Como cada comunidad autonóma toma 

de referencia un indicador distinto (generalmente, SMI, IPREM o fijación de una cuantía concreta en la Ley de Presupuestos autonómica), se ha calculado el 

importe, en euros, a percibir para el año 2017 teniendo en cuenta las indicaciones que recogen las normas de aplicación. 
101 Se ha tomado como referencia la renta a percibir por la unidad familiar de cuatro miembros. Las cuantías de esta columna se han calculado siguiendo los 

parámetros que establecen las normas de aplicación en aquellos casos en los que la Ley de presupuestos autonómica no fija una cantidad exacta.  



Marco legal básico99 Denominación Duración Renta mínima100 Renta familiar101 

Castilla y León Ley 7/2010, de 30 de agosto, por la que 

se regula la renta garantizada de 

ciudadanía de Castilla y León. 

Renta Garantizada de 

Ciudadanía. 

Mientras concurran las 

circunstancias que motivaron la 

concesión. Revisable 

periódicamente. 

430,27 euros. 

(80% IPREM) 

699,2 euros. 

Cataluña Ley 14/2017, de 20 de julio, de la renta 

garantizada de ciudadanía 

Renta Garantizada de 

Ciudadanía. 

Mientras concurran las 

circunstancias que motivaron la 

concesión. Es precisa la prórroga 

expresa a los 24 meses. 

483,75102 euros 

(85% IRSC). 

783,75 euros. 

Extremadura Ley 9/2014, de 1 de octubre, por la que 

se regula la Renta Básica Extremeña de 

Inserción. 

Renta Básica 

Extremeña de 

Inserción. 

12 meses. 430,27 euros 

(80% IPREM) 

645,41 euros. 

Galicia Ley 10/2013, de 27 de noviembre, de 

inclusión social de Galicia 

Renta de Integración 

Social 

12 meses prorrogables. Revisable 

anualmente. 

403,38 euros 

(75% IPREM). 

596,99 euros. 

Islas Baleares Ley 5/2016, de 13 de abril, de la renta 

social garantizada. 

Renta Social 

Garantizada. 

Mientras concurran las 

circunstancias que motivaron la 

concesión. Con revisión anual.  

430,36 euros. 688,58 euros. 

Islas Canarias Ley 1/2007, de 17 de enero, por la que 

se regula la Prestación Canaria de 

Inserción. 

Prestación Canaria de 

Inserción 

12 meses. 408,76 euros 

(76% IPREM). 

532,46 euros. 

La Rioja Ley 4/2017, de 28 de abril, por la que 

se regula la Renta de Ciudadanía de La 

Rioja. 

Renta de Ciudadanía. Mientras concurran las 

circunstancias que motivaron la 

concesión. 

430,27 euros 

(80% IPREM). 

672,61 euros. 

102 La implantación de esta renta será gradual, de manera que para el año 2020 esta cuantía alcanzará el 100% del indicador de renta de suficiencia de Cataluña 

(artículo 18 de la Ley 14/2017, de 20 de julio, con relación en relación con la Disposición transitoria tercera). 



Marco legal básico99 Denominación Duración Renta mínima100 Renta familiar101 

Madrid Ley 15/2001, de 27 de diciembre, de 

renta mínima de inserción en la 

comunidad de Madrid.  

Renta Mínima de 

Inserción. 

Mientras concurran las 

circunstancias que motivaron la 

concesión. Revisable anualmente. 

400 euros. 662,89 euros. 

Murcia Ley 3/2007, de 16 de marzo, de Renta 

Básica de Inserción. 

Renta Básica de 

Inserción. 

6 meses prorrogables. Informe 

semestral.   

430,27 euros 

(80% IPREM). 

645,41 euros. 

Navarra Ley Foral 15/2016, de 11 de 

noviembre, por la que se regulan los 

derechos a la Inclusión Social y a la 

Renta Garantizada. 

Renta Garantizada. 12 meses, prorrogables por 

períodos de igual duración, 

mientras continúe la situación de 

necesidad. 

600 euros. 960 euros. 

País Vasco Ley 18/2008 de 23 de diciembre, para 

la Garantía de Ingresos y para la 

Inclusión Social. 

Renta de Garantía de 

Ingresos. 

24 años, prorrogables por 

periodos de igual duración, 

mientras concurran las 

circunstancias que motivaron la 

concesión. 

622,78 euros 

(88% SMI). 

884,63 euros. 

Valencia Ley 9/2007, de 12 de marzo, de la 

Generalitat, de Renta Garantizada de 

Ciudadanía de la Comunidad 

Valenciana. 

Renta Garantizada de 

Ciudadanía. 

Mientras concurran las 

circunstancias que motivaron la 

concesión. 

388,51 euros 

(62% IPREM103). 

457,44 euros. 

Tabla 1. Rentas mínimas existentes en España. Fuente: elaboración propia basada en los ordenamientos jurídicos autonómicos.

103 En este caso se trata del IPREM mensual con prorrateo de pagas extraordinarias. 
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La Renta de Garantía de Ingresos del País Vasco. 

El Sistema Vasco de Garantía de Ingresos e Inclusión Social está regulado actualmente por una 

norma del año 2008104, y tiene su origen en el Ingreso Mínimo de Inserción del año 1990105. 

Realmente, este sistema de prestaciones es conocido por una de ellas: la Renta de Garantía de 

Ingresos (RGI). Sin embargo, no se reduce todo a ella. Las prestaciones económicas previstas se 

dividen en dos tipos: (i) las prestaciones económicas de derecho y (ii) las ayudas económicas 

subvencionales.  Explicamos brevemente a continuación en qué consisten106. 

Prestaciones económicas de derecho. Son las prestaciones que se configuran como un derecho 

subjetivo. La Ley prevé: 

i. la Renta de Garantía de Ingresos, que podrá adoptar dos modalidades diferenciadas en 

función de la existencia o no de ingresos en la unidad de convivencia y, en su caso, en 

función de la procedencia de dichos ingresos: 

a. la Renta Básica para la Inclusión y Protección Social y 

b. la Renta Complementaria de Ingresos de Trabajo.  

ii. La Prestación Complementaria de Vivienda (PCV), que se dirigirá a cubrir las 

necesidades relacionadas con la vivienda de las personas titulares de la renta de garantía 

de ingresos  

Ayudas económicas subvencionales. Se trata de las ayudas de emergencia social (AES) 

destinadas a hacer frente a gastos específicos, de carácter ordinario o extraordinario. La finalidad 

es prevenir, evitar o paliar situaciones de exclusión social. Su concesión está condicionada a 

aprobación por parte de los servicios sociales y, dada su naturaleza subvencional, también a la 

existencia de crédito.  

Lo que ha distinguido, fundamentalmente, la RGI vasca del resto de prestaciones autonómicas es 

la existencia de una renta que complementa los ingresos del trabajo. Esta posibilidad empieza a 

incluirse en las nuevas regulaciones autonómicas, pero lo cierto es que la experiencia del País 

Vasco se remonta a más de dos décadas y posibilita el análisis de sus resultados. La determinación 

                                                      
104 Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la Garantía de Ingresos y la Inclusión Social.  
105 Ley 2/1990, de 3 de mayo, del Ingreso Mínimo de Inserción.  
106 Artículo 6 de la Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la Garantía de Ingresos y para la Inclusión Social. 
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de su cuantía se realiza con una fórmula de estímulo al empleo pensada para evitar las trampas de 

la pobreza.  

En cualquier caso, el sistema vasco está vinculado a lo que la Ley denomina “inclusión activa”. 

La persona beneficiaria de la RGI, en cualquiera de sus modalidades, está obligada a suscribir un 

convenio de inclusión activa con el fin de facilitar su inclusión laboral y social. También se refleja 

la distancia de la RGI con una Renta Básica en que a lo largo del articulado que la regula, se 

refiere siempre a ingresos máximos, lo que hace de ella, aun con variantes, una renta mínima 

como las existentes en otras comunidades autónomas. Estos ingresos máximos que puede tener la 

familiar para poder aspirar a la RGI dependen del número de personas que compone la unidad de 

convivencia y, al igual que en el resto de comunidades autónomas, computan los recursos de todos 

los miembros. Para el año 2017, los ingresos máximos permitidos son los que muestra el cuadro 

a continuación: 

Nº personas unidad convivencial General – máximo Pensionistas – máximo 

1 682,76 €/mes 775,87 €/mes 

2 876,73 €/mes 969,83 €/mes 

3 o más 969,83 €/mes 1.047,42 €/mes 

Tabla 2. Ingresos máximos RGI País Vasco 2017. Fuente: Lanbide. 

No hay que olvidar que cuando hay ingresos de trabajo, el importe total de ingresos máximos 

permitidos se eleva para combatir la trampa de la pobreza - mediante una fórmula que no 

contabiliza una parte de los ingresos percibidos por el empleo-.  

A pesar de ser uno de los sistemas de rentas mínimas más generosos de España, más de dos 

décadas después de su creación, las críticas son numerosas. Fundamentalmente, se trata de 

incoherencias cuyo origen son las múltiples limitaciones (Hernández Uribarri, 2012), que hacen 

de este sistema una renta subsidiaria para paliar la pobreza, pero su configuración está muy alejada 

de la Renta Básica universal107. 

107  Hubo una época, entre la primera regulación y la tercera (y última) en que se planteó reformular el 

modelo hacia una Renta Básica. La Ley aprobada en el año 2000 fue un cambio defensivo obligado por la 

tramitación de una Iniciativa Legislativa Popular (ILP) que, precisamente, lo que pretendía era una 

transformación radical del modelo. Sin embargo, todo quedó en la aprobación de la Carta de Derechos 

Sociales que “lo único positivo que aportó fue una elevada subida de la prestación” (Uribarri, 2012, pág. 

77). 
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El sistema tiene importantes incoherencias. La limitación de las edades y la limitación de la 

prestación. Se critica que las rentas que ya están por debajo del umbral de la pobreza difícilmente 

podrán sacar de la pobreza a quienes se encuentran en ella. También existen limitaciones por la 

convivencia. El hecho de definir la prestación como un derecho subjetivo y condicionarla a la 

situación de las personas con las que se convive es un límite significativo. Y, quizá una de las 

limitaciones más importantes sea la gestión. El procedimiento establecido, en el que son clave los 

trabajadores sociales tiene eficacia disuasoria.  

¿Por qué la puerta de entrada al sistema son las trabajadoras sociales que someten a la 

gente solicitante a entrevistas humillantes, en la mayoría de casos y no un procedimiento 

documental similar al del desempleo o al de las pensiones de la Seguridad Social? 

(Hernández Uribarri, 2012, pág. 79).  

Realmente, el complejo sistema de gestión sólo se justifica desde el punto de vista del ahorro 

presupuestario que supone la disuasión.  

Pero, más allá de las críticas relacionadas con la configuración, pasemos a los resultados. 

Hernández Uribarri (2015), un gran conocedor de este sistema, que lo sigue de cerca desde sus 

comienzos, lo considera un fracaso que no debiera extenderse al conjunto del país108. Los motivos 

en los que se basa este autor son los que pasamos a comentar brevemente.  

En primer lugar, los datos de pobreza. Según la última Encuesta de Pobreza y Desigualdades 

Sociales realizada en el País Vasco109 (EPDS), en el año 2016 había 194.600 personas en riesgo 

de pobreza. De ellas, habían sido perceptoras de la RGI 134.563 (un 6,3% del total de la 

población). En 2014 fueron más de 150.000 personas (el 7% de la población), más de 130.000 en 

2012 (el 6% de la población) y 83.023 en el año 2008 (un 3,9%). De conformidad con estos datos, 

el sistema de rentas mínimas llegó en 2016 al 69,3% de quienes estaban en riesgo de pobreza (en 

2014 llegó al 72,9%, en 2012 al 72,6% y en 2008 al 63,6%). 

Hernández Uribarri (2017) sostiene que los datos110 evidencian una falta de éxito del sistema. Es 

decir, después de tres años en los que ya ha existido crecimiento económico (2014, 2015 y 2016) 

                                                      
108 El artículo se escribe con ocasión de los programas electorales de las elecciones generales del año 2015. 

En concreto, la propuesta de Podemos (véase apartado 2.4.2). 
109 (Gobierno Vasco, 2017)  
110 Resumidamente, Hernández Uribarri (2017) expone que de las 134.563 personas beneficiarias de la 

RGI/PCV/AES en 2016, 71.494 personas (3,3% de la población de la CAE) consiguió superar su situación 
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los datos de pobreza se mantienen casi invariables a los años de crisis. Aun mejorando las cifras 

de empleo, lo que la EPDS evidencia es que el sistema RGI sigue dejando fuera al 30,7% de 

personas en riesgo de pobreza. Y de esas personas pobres que no acceden a las prestaciones, más 

del 50% tienen un empleo (lógicamente, muy precario). También se comprueba que las personas 

que acceden a la prestación, sólo el 3,3% consigue superar la pobreza (Gobierno Vasco, 2017). 

En segundo lugar, el fracaso de las medidas de empleabilidad también es un aspecto que se critica 

por este autor. Según éste, las ofertas de empleo proveídas por los servicios sociales vascos sólo 

han existido cuando esta entidad ha subvencionado a empresas del tercer sector para que empleen 

durante un tiempo a los usuarios perceptores de la RGI. La administración vasca encargada de 

ello (Lanbide) sólo medió en menos del 2% de los contratos de trabajo que se formalizaron en el 

País Vasco (Hernández Uribarri, 2017). 

Sin embargo, el reciente trabajo realizado por de la Rica & Gorjón (2017) arroja unos resultados 

algo más alentadores. Su estudio se centra, entre otras cuestiones, en averiguar si el acceso al 

mercado laboral se ralentiza por culpa de la renta percibida y también cuál es la efectividad de las 

medidas de inclusión. Sus resultados confirman que la RGI no ralentiza el acceso al empleo, con 

lo que las diferencias en encontrar un trabajo, entre los desempleados, radican en otros motivos –

formación, situación personal…-. El estudio indica que la RGI acelera el proceso de acceso a un 

empleo para aquellos que tienen una formación media-alta y están por encima de los 45 años.  

Por lo que atañe a las actividades de formación y programas de acompañamiento, el estudio arroja 

los siguientes resultados: los programas de formación son los más efectivos, incrementando las 

probabilidades de encontrar un empleo en un 20%. Siendo esto así, el trabajo concluye que se 

deberían reforzar las medidas de formación, en tanto que son la política más efectiva frente al 

desempleo.  

En tercer y último lugar, la ingente burocracia es otra de las fuertes críticas al modelo vasco –y, 

en general, a los modelos de rentas condicionadas-. Actualmente, la RGI se gestiona por parte del 

servicio de empleo público del País Vasco y sólo las AES son tramitadas por los Ayuntamientos. 

de pobreza y 63.069 personas (3% de la población) siguieron siendo pobres. El impacto en la contribución 

a la salida de la pobreza real (medido sobre la población total en riesgo de pobreza, de la cual solo una parte 

es perceptora de las ayudas sociales) es del: 36,8% en 2016. La población en riesgo de pobreza que no 

accede al sistema es del 30,7% de personas en 2016. Y en este colectivo de personas cada vez tienen un 

papel más determinante quienes cuentan con ingresos de trabajo (precariado) 52,4% en 2016, frente al 

42,1% en 2014; y, 36,5% en 2008. 
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La burocracia ha ido en aumento y el control de las personas perceptoras hace del sistema RGI 

un modelo especialmente costoso para la administración. Además, la burocracia es el criterio de 

medición de la efectividad de la gestión, en lugar de ser los términos sociales. Así, se mide cuánto 

se mejora en la tramitación de los expedientes, cuántas familias han salido del sistema o cuántas 

prestaciones menos se están realizando. En opinión de Hernández Uribarri (2017) esta forma de 

medir la efectividad es intrínsecamente perversa porque da lugar a que el exceso de gasto de 

gestión sea compensado con un gasto menor en prestaciones.  

La Proposición de Ley sobre establecimiento de una prestación de ingresos mínimos 

de CC.OO. y UGT. 

En enero de 2017 los principales sindicatos presentaron una proposición de Ley 111  para el 

establecimiento de una prestación de ingresos mínimos. Se trata de una iniciativa legislativa 

popular respaldada por, aproximadamente, 700.000 firmantes e impulsada por Comisiones 

Obreras (CC.OO.) y UGT (Unión General de Trabajadores).  Los medios de comunicación112 se 

hicieron eco de esta medida cuando se acordó, en febrero de 2017, su toma en consideración en 

el Congreso de los Diputados, gracias a los 177 votos a favor  que obtuvo frente a los 165 votos 

en contra. A fecha de realización de este trabajo, el proyecto acaba de finalizar la tramitación de 

enmiendas en la Comisión de Empleo y Seguridad Social113. El hecho de que los sindicatos hayan 

promovido esta medida nos ofrece la posibilidad de analizar, al menos sucintamente, cuál es la 

postura de las organizaciones defensoras de los intereses de los trabajadores.  

La propuesta consiste, fundamentalmente, en la incorporación de un nuevo Capítulo a la norma 

reguladora de la Seguridad Social 114 , que recoge la denominada “prestación de ingresos 

mínimos”. Ésta es una prestación de modalidad no contributiva perteneciente al Sistema de 

                                                      
111 Texto completo recuperado en http://www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/B/BOCG-

12-B-3-1.PDF (consultado el 01/10/017).  
112 Garea, F. (3 de febrero de 2017). El Congreso admite a trámite la renta mínima en contra del PP y 

Ciudadanos. El País. Recuperado en 

https://politica.elpais.com/politica/2017/02/02/actualidad/1486023534_330478.html (visitada el 

21/09/2017).  
113 La información actualizada puede consultarse en la web del Congreso de los Diputados 

(www.congreso.es). Recuperado en 

http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Iniciativas?_piref73_2148295_73_133543

7_1335437.next_page=/wc/servidorCGI&CMD=VERLST&BASE=IW12&PIECE=IWA2&FMT=INITX

D1S.fmt&FORM1=INITXLUS.fmt&DOCS=1-

1&QUERY=%28I%29.ACIN1.+%26+%28INGRESOS+MINIMOS%29.ALL (visitada el 01/10/2017). 
114 Se propone la incorporación de un nuevo Capítulo X al Título II del Texto Refundido de la Ley 

General de la Seguridad Social.  

http://www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/B/BOCG-12-B-3-1.PDF
http://www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/B/BOCG-12-B-3-1.PDF
https://politica.elpais.com/politica/2017/02/02/actualidad/1486023534_330478.html
http://www.congreso.es/
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Iniciativas?_piref73_2148295_73_1335437_1335437.next_page=/wc/servidorCGI&CMD=VERLST&BASE=IW12&PIECE=IWA2&FMT=INITXD1S.fmt&FORM1=INITXLUS.fmt&DOCS=1-1&QUERY=%28I%29.ACIN1.+%26+%28INGRESOS+MINIMOS%29.ALL
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Iniciativas?_piref73_2148295_73_1335437_1335437.next_page=/wc/servidorCGI&CMD=VERLST&BASE=IW12&PIECE=IWA2&FMT=INITXD1S.fmt&FORM1=INITXLUS.fmt&DOCS=1-1&QUERY=%28I%29.ACIN1.+%26+%28INGRESOS+MINIMOS%29.ALL
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Iniciativas?_piref73_2148295_73_1335437_1335437.next_page=/wc/servidorCGI&CMD=VERLST&BASE=IW12&PIECE=IWA2&FMT=INITXD1S.fmt&FORM1=INITXLUS.fmt&DOCS=1-1&QUERY=%28I%29.ACIN1.+%26+%28INGRESOS+MINIMOS%29.ALL
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Iniciativas?_piref73_2148295_73_1335437_1335437.next_page=/wc/servidorCGI&CMD=VERLST&BASE=IW12&PIECE=IWA2&FMT=INITXD1S.fmt&FORM1=INITXLUS.fmt&DOCS=1-1&QUERY=%28I%29.ACIN1.+%26+%28INGRESOS+MINIMOS%29.ALL
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Seguridad Social y destinada a “garantizar unos ingresos adecuados a las personas que, con 

disponibilidad para trabajar, carecen de empleo y de unos recursos económicos mínimos para sí 

y, en su caso, para los familiares a su cargo”.  

Pueden ser beneficiarios de esta prestación las personas entre 18 y 65 años que cumplan varios 

requisitos entre los que destacamos: (i) carecer de recursos económicos; (ii) no tener acceso a otro 

tipo de prestaciones por desempleo, ya sean de naturaleza contributiva o asistencial; y (iii) estar 

inscrito como demandante de empleo durante, al menos, doce meses ininterrumpidos antes de 

solicitar la prestación de ingresos mínimos.  

El importe propuesto asciende al 80% del IPREM 115  y se incrementará en función de los 

miembros a cargo de la persona beneficiaria. Asimismo, el perceptor de la renta ha de realizar 

actuaciones “dirigidas a su inserción laboral o mejora de su ocupabilidad116”.  

Como vemos, en la misma línea que las rentas autonómicas, se trata de una renta que actúa de 

forma subsidiaria cuando se han agotado las demás prestaciones. Exige haber estado en situación 

de desempleo durante un año y, además, no tener derecho a las prestaciones ya existentes. Es, por 

tanto, una renta de carácter asistencial si bien no está limitada en el tiempo de la misma forma 

que los subsidios actuales. Su concesión está condicionada a que se mantengan las circunstancias 

del beneficiario, si bien se revisará anualmente que éstas siguen concurriendo.  

Es interesante significar, por último, que la proposición de Ley prevé que, transcurrido un año 

desde su entrada en vigor, el Gobierno deberá aprobar un proyecto de ley para reordenar la 

totalidad de prestaciones de la Seguridad Social por desempleo. Y ello con el fin de corregir los 

desequilibrios que se detecten en la cobertura de las diversas situaciones. Quienes promueven esta 

nueva medida parecen ser conscientes del variado y enmarañado sistema de prestaciones con el 

que contamos actualmente. 

2.4.2. Propuestas políticas. 

Con el fin de complementar el apartado anterior, que tiene que ver con medidas que ya están 

aprobadas e implantadas –con mayor o menor trayectoria temporal-, creemos que es interesante 

                                                      
115 En 2017 esta cantidad asciende a 430,27 euros. 
116 Artículo 5 de la Proposición de Ley sobre establecimiento de una prestación de ingresos mínimos en el 

ámbito de protección de la Seguridad Social.  
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recoger qué proponen los principales partidos políticos en España. Haremos un repaso del 

contenido de los programas electorales con los que concurrieron a las últimas elecciones 

generales117. Así, hemos analizado las propuestas de PP, PSOE, Podemos, IU118 y Ciudadanos en 

lo que atañe a la implantación de medidas que garanticen a las personas un nivel de vida digno. 

Como veremos, estas propuestas tienen, en general, un eje común: el empleo. Ahora bien, hay 

partidos que se centran exclusivamente en él y otros proponen rentas mínimas y/o 

complementarias a las salariales de carácter no contributivo. En cualquier caso, todas las 

prestaciones propuestas son condicionadas y podemos afirmar, sin lugar a equivocarnos que, a 

día de hoy, no hay ningún partido político con representación en el Congreso que pretenda la 

implantación de la Renta Básica en España en los términos expuestos en este trabajo. 

PP: el empleo y el CSG del pacto de investidura. 

“La clave es crear empleo. Es empleo, empleo y más empleo. Es generar las condiciones para que 

se cree cada día más y mejor empleo119”. El programa electoral con el que concurrió este partido 

a las últimas elecciones generales no ofrece lugar a dudas: el objetivo es el pleno empleo. Las 

primeras páginas del documento están dedicadas en exclusiva a ello, afirmando que la meta es 

“que haya veinte millones de trabajadores” porque “está al alcance de la sociedad española con 

la continuación y profundización de las políticas que han puesto otra vez a España en la senda del 

progreso económico y social120”. Identifica el empleo como la seña de identidad de la política 

económica del Partido Popular.  

                                                      
117 El día 20 de diciembre de 2015 se celebraron elecciones generales en España. Sin embargo, los intentos 

de formar gobierno fracasaron y dieron lugar a la celebración de nuevas elecciones el día 27 de junio de 

2016. En estas elecciones resultó investido presidente del Gobierno Mariano Rajoy, del Partido Popular, 

con el apoyo de Ciudadanos y tras la firma de un pacto (150 compromisos para mejorar España). 
118 Podemos e IU concurrieron de manera independiente a las elecciones celebradas el día 20 de diciembre 

de 2015. Sin embargo, para las elecciones de junio de 2017 presentaron una candidatura conjunta, 

denominada Unidos Podemos. Según recoge el documento donde IU y Podemos materializan sus 

propuestas conjuntas, ambos partidos acudieron a las elecciones con los mismos programas electorales con 

los que se presentaron a las elecciones del 20 de diciembre de 2015. No obstante, se elaboró un “documento 

programático común destinado a comunicar los principales espacios de intersección de los distintos 

programas electorales” (Izquierda Unida & Podemos, 2016, pág. 1). Finalmente, en el congreso, esta 

coalición conforma el denominado Grupo Parlamentario Confederal de Unidos Podemos-En Comú Podem-

En Marea. Por la relevancia de los partidos que conforman Unidos Podemos (IU y Podemos), en este trabajo 

nos limitaremos a analizar sus propuestas y no entraremos en los programas individuales de En Comú 

Podem y En Marea. 
119 (Partido Popular, 2016, pág. 13) 
120 (Partido Popular, 2016, pág. 14) 
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El programa electoral, a la hora de analizar la causa de la desigualdad y la pobreza que existe en 

España, también establece de una forma contundente que ésta radica en el desempleo. Y la única 

forma que se concibe para que una persona se integre en la sociedad es el empleo. Literalmente, 

el programa se pronuncia en los siguientes términos: 

La principal causa de la desigualdad y la pobreza es el paro: no hay mayor injusticia que 

la de una persona que quiere trabajar y no puede encontrar un empleo para sostenerse e 

integrarse en la sociedad121. Durante los peores años de la crisis, muchos españoles 

vivieron situaciones muy duras de pobreza y riesgo de exclusión social que les llevaron a 

perder la ilusión por el futuro. Algunos llegaron a perder su hogar, y muchos luchan 

todavía cada día para poder subsistir. (…) El empleo es el motor del sistema y son los 

Gobiernos del Partido Popular los que saben ponerlo en marcha. Por eso, nuestro objetivo 

y nuestro compromiso es que España alcance, como mínimo, los 20 millones de personas 

con empleo en 2020. (Partido Popular, 2016, pág. 123) 

Por lo que atañe a las medidas concretas, el programa electoral recoge 24 compromisos para 

“combatir la exclusión social”. Entre ellos destacan el impulso de la innovación social, la 

promoción del emprendimiento social y la responsabilidad social empresarial. Además, se dice 

expresamente que “el desafío es garantizar que nadie quede atrás y lograr que la única diferencia 

entre los españoles la marquen el trabajo, el afán de superación y el esfuerzo personal122”. La 

afirmación anterior no es trivial. Se trata de la configuración de la sociedad en torno al empleo y 

fija el bienestar como una recompensa para quienes se han esforzado en trabajar para lograrlo. 

Esta misma línea se observa en las medidas concretas que se proponen (Partido Popular, 2016, 

págs. 125 - 127).  

Las medidas propuestas, en general, constituyen actuaciones de fomento del empleo. De forma 

residual el programa muestra interés por los casos crónicos, la igualdad de oportunidades –sólo 

para la percepción de un tipo de prestación- y la vivienda.  

El programa no incluye una medida concreta que pueda asemejarse, ni siquiera de forma 

terminológica, a la Renta Básica. Sin embargo, el PP es el partido que gobierna en la actualidad 

                                                      
121 El subrayado es propio.  
122 (Partido Popular, 2016, pág. 124) 
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y el pacto de gobierno con Ciudadanos123 sí incluye un compromiso que conviene significar. Se 

trata del Complemento Salarial Garantizado. Esta medida tiene su origen en el programa electoral 

de Ciudadanos. De las 150 medidas que incluye el documento suscrito por los grupos 

parlamentarios, extractamos a continuación la número 61: 

Establecer un impuesto negativo sobre la renta de las personas físicas en forma de 

Complemento Salarial Garantizado, que mejore los ingresos de los trabajadores, 

considerando su jornada laboral y su renta, y sus condiciones y patrimonio familiar 

(Ciudadanos & Partido Popular, 2016, pág. 21) 

Se observa que se trata de una prestación destinada a personas trabajadoras que no alcanzan un 

determinado nivel de ingresos. Y por lo que atañe a su cuantía, la dotación presupuestaria de esta 

medida asciende a 1.300 millones de euros para el ejercicio 2017 y 2.100 millones para los 

próximos tres años124, según el pacto referido, que no ofrece mayor detalle. 

Actualmente, no se ha llevado a cabo un desarrollo normativo que nos permita profundizar en 

esta medida. No obstante, los responsables de política económica de Ciudadanos afirman que 

negociarán para que el Gobierno incluya esta medida en los próximos presupuestos y que se 

extienda a todos los colectivos de trabajadores con bajos ingresos hasta “transformarse en un 

impuesto negativo articulado a través del IRPF125”.  

PSOE: un nuevo sistema de garantía de ingresos (IMV y aumento de la PHC). 

Bajo el nombre de Ingreso Mínimo Vital, el PSOE proponía en su último programa electoral “una 

renta básica que actúe como última red de protección social para atender a las personas que queden 

desamparadas126”. Está diseñada como una medida para paliar la pobreza y como última red de 

                                                      
123 Mariano Rajoy, actual presidente del Gobierno, fue investido gracias al apoyo de Ciudadanos, Coalición 

Canaria, Foro y Unión del Pueblo Navarro. La investidura fue precedida de la formalización de un acuerdo 

entre el Partido Popular y Ciudadanos, que implicaba el voto favorable de los 32 diputados del Grupo 

Parlamentario de Ciudadanos. El acuerdo compromete en la actualidad a ambos grupos parlamentarios.   
124 (Ciudadanos & Partido Popular, 2016, pág. 41) 
125 Efe (03/08/2017). Ciudadanos apoya una subida del sueldo de los funcionarios más allá del IPC. 

Expansión. Recuperado en http://www.expansion.com/economia/funcion-

publica/2017/08/03/5982e58e468aeba8228b45ea.html (consultado el 01/10/2017). 
126 Definición obtenida de http://www.psoe.es/propuestas/politica-social/ingreso-minimo-vital/  

http://www.expansion.com/economia/funcion-publica/2017/08/03/5982e58e468aeba8228b45ea.html
http://www.expansion.com/economia/funcion-publica/2017/08/03/5982e58e468aeba8228b45ea.html
http://www.psoe.es/propuestas/politica-social/ingreso-minimo-vital/
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protección dirigida a los hogares sin ingresos. Se indica también que la medida propuesta consiste 

en invertir en la infancia porque se aumenta la Prestación por Hijo a Cargo.  

El PSOE asemeja la propuesta a las pensiones no contributivas ya existentes en España y la 

articula en coordinación con el subsidio por desempleo. Se propone la implantación de la medida 

con la aprobación, mediante Ley, de un sistema que garantice este Ingreso Mínimo Vital. El nuevo 

sistema incluye: de un lado, la creación de una prestación nueva dirigida a los hogares sin ingresos 

o en situación de necesidad, sea cual sea la causa; y, de otro lado, el incremento de la cobertura 

de la prestación por hijo a cargo y de su cuantía, en función de las rentas familiares (esta medida 

sólo estará vinculada a los ingresos del hogar, con independencia a la situación laboral de los 

padres)127.  

Los objetivos que se pretenden son los siguientes: 

 proporcionar a las familias sin ingresos una renta que les permita afrontar las necesidades 

más básicas; 

 terminar con la pobreza infantil extrema con una prestación por hijo a cargo; 

 combatir el incremento de la desigualdad; 

 luchar contra el incremento de la pobreza; y 

 compensar el descenso abrupto de la protección por desempleo y la pobreza laboral. 

Expresamente, el programa político del PSOE recoge que el IMV “nace con la vocación de 

constituir la última red de protección ante la desigualdad generada por el funcionamiento del 

mercado ante la insuficiencia actual del sistema de protección social para reducirla128”. Y, además, 

“pretende actuar como un amortiguador para situaciones de penuria económica, con carácter 

general, y como inversión en infancia, con carácter específico”. Es de destacar las continuas 

referencias a la infancia que se realizan en este caso. Según los cálculos realizados por el PSOE, 

el nuevo sistema de garantía de ingresos propuesto beneficiaría a unas 730.000 familias y a 

1.847,000 personas. Además, llegaría a los 2.300.000 niños que viven en hogares con ingresos 

por debajo del umbral de la pobreza.  

                                                      
127 (Partido Socialista Obrero Español, 2016, pág. 263) 
128 (Partido Socialista Obrero Español, 2016, pág. 263) 
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La financiación prevista para esta medida asciende a un total de 6.450.370.086 euros, como 

prestación no contributiva de la Seguridad Social, mediante transferencia de los presupuestos 

generales del Estado129. El PSOE llegó a detallar cuál sería el importe concreto a percibir según 

los casos y, en este sentido, el siguiente cuadro precisa cuánto percibiría cada familia según su 

nivel de pobreza: 

 
 

Ilustración 3. Sistema de Garantía propuesto por PSOE. Elecciones Generales 2016. Fuente: www.psoe.es 

Como requisitos exigidos para ser beneficiario de esta medida, el PSOE propone probar la 

ausencia de rentas y también ser activo laboralmente. Es decir, búsqueda de empleo y formación. 

En cualquier caso, hay que recordar que esta medida actúa como última red de protección, después 

de haber agotado el subsidio por desempleo. Siendo esto así, nunca se beneficiaría de esta medida 

quien no hubiera estado empleado y cotizando a la Seguridad Social previamente.  

Para terminar, hay que decir que esta medida se encuentra en varios apartados del programa 

electoral, entre los que destaca la reforma constitucional.  El PSOE prevé el reconocimiento del 

derecho, como derecho fundamental, a percibir un ingreso mínimo vital en situaciones de carencia 

efectiva para el mantenimiento de una vida digna130.  

                                                      
129 Obtenido de http://www.psoe.es/propuestas/politica-social/ingreso-minimo-vital/  

(consultado el 01/10/2017).  
130 (Partido Socialista Obrero Español, 2016, pág. 381) 

http://www.psoe.es/propuestas/politica-social/ingreso-minimo-vital/
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PODEMOS: Renta Garantizada y Programa de Renta Complementaria. 

Formalmente, Podemos apareció en la escena política española con ocasión de las elecciones 

europeas del año 2014. Tres años después, es posible afirmar que fue su debut electoral el que 

situó el término Renta Básica en el debate político. Sin embargo, la evolución que han sufrido sus 

propuestas merecen que acudamos al programa presentado en mayo de 2014 y no sólo al de las 

últimas elecciones generales.  

El apartado 1.12 del programa con el que Podemos concurrió a las elecciones europeas estaba 

dedicado al “Derecho a una renta básica para todos”. Literalmente, se explicaba la propuesta en 

los siguientes términos: 

Derecho a una renta básica para todos y cada uno de los ciudadanos por el mero hecho de 

serlo y, como mínimo, del valor correspondiente al umbral de la pobreza con el fin de 

posibilitar un nivel de vida digno. La renta básica no reemplaza al Estado de bienestar, 

sino que trata de adaptarlo a la nueva realidad socio-económica. Sustitución de las 

prestaciones sociales condicionadas menores a la cuantía de este ingreso básico. 

Financiación a través de una reforma progresiva del IRPF y de la lucha contra el fraude 

fiscal131. (Podemos, 2014, pág. 7) 

Aunque la descripción no es extensa sí permite afirmar que, al menos en sus inicios, Podemos es 

el partido que propuso la implantación de una medida que se asemeja a lo que nos ocupa en este 

trabajo. Evidentemente, la falta de concreción del programa europeo no nos permite afirmar con 

rotundidad que, de haberse llevado a cabo, la Renta Básica de este partido hubiera sido la que 

definimos aquí.  

Sin embargo, con ocasión de las elecciones generales dos años después, Podemos reajustó la 

propuesta y pasó a desdoblar la Renta Básica en dos medidas: la Renta Garantizada y el Programa 

de Renta Complementaria. De un lado, el programa recoge la creación de una renta diferencial 

(complementaria a los ingresos ya existentes) para todos los hogares con ingresos por debajo del 

umbral de pobreza; y, de otro lado, se propone un complemento para trabajadores pobres.  

La Renta Garantizada consiste en una renta mensual de 600 euros para familias unipersonales e 

iría aumentando en función del número de miembros de las unidades de convivencia, hasta un 

                                                      
131 El subrayado es propio. 
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máximo de 1.290 euros. Según recoge el programa, este plan integraría todas las prestaciones 

sociales que se encuentren por debajo de esa cuantía132.  

El Programa de Renta Complementaria pretende garantizar a los trabajadores con bajos salarios 

el acceso a un nivel digno de bienestar. Según recoge el programa, se garantizarían 900 euros 

mensuales, que incrementarían con el número de miembros de la unidad de convivencia. No 

obstante, este complemento sólo es efectivo si el trabajador reconoce percibir, como mínimo, 250 

euros (para evitar situaciones de fraude)133.  

Además de lo anterior, Podemos recoge en el programa “medidas complementarias para atender 

situaciones de urgencia social”. En este sentido, se hace mención a: desahucios, gastos de acceso 

y mantenimiento en la vivienda, pobreza energética, gastos necesarios para mantener una vivienda 

en condiciones de dignidad y colectivos en situación de riesgo de pobreza (Podemos, 2016, pág. 

138). 

El presupuesto previsto por este partido para la puesta en marcha de estas medidas varió de las 

elecciones generales de diciembre de 2015 a las de junio de 2016, en las que concurrió en 

coalición bajo la denominación Unidos Podemos. Inicialmente, el programa de Podemos recogía 

un presupuesto de 15.000 millones de euros para estas medidas, que variaría durante los siguientes 

años en consonancia con la disminución del desempleo que este partido preveía. Se indicaba 

también que beneficiaría a un total de 7,8 millones de personas. Finalmente, el programa 

presentado para las elecciones de 2016 recoge en su memoria económica un presupuesto de 

10.000 millones de euros para la Renta Garantizada, destinados a beneficiar un total de 2,6 

millones de personas. Esta cantidad se podría bajar hasta los 7.000 millones en función de la 

mejora de las cifras de desempleo134.  

En Podemos se ha pasado de la Renta Básica Universal a un subsidio para aquellos que lo 

necesitan, después a una mejora de las Rentas Mínimas de Inserción a una propuesta en la que 

esa renta universal sea para jóvenes y mayores de 50 años. 

                                                      
132 (Podemos, 2016, pág. 138) 
133 (Podemos, 2016, pág. 138) 
134 (Podemos, 2016, pág. 181) 
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IU: Plan de Trabajo Garantizado. 

Izquierda Unida proponía cuando concurrió a las últimas elecciones generales un plan que 

garantizara el derecho al trabajo digno para todas las personas. Según su programa electoral, esta 

actuación exigía la puesta en marcha del denominado Plan de Trabajo Garantizado. Finalmente, 

IU se integró en la coalición Unidos Podemos y, a pesar de que el documento conjunto135 indica 

que se mantienen los programas electorales de cada partido, hay que resaltar que ninguna de las 

50 propuestas recoge el Plan de Trabajo Garantizado (sí se recoge, sin embargo, la Renta 

Garantizada originaria de Podemos).  

El programa de IU propone la creación de 1 millón de puestos de trabajo en un año, con 

remuneraciones de 900 y 1.200 euros brutos mensuales y contratos indefinidos. Las personas 

estarían empleadas “en actividades que se determinen socialmente útiles y donde no haya oferta 

o donde ésta no sea suficiente por parte de los sectores privado y público136” (Izquierda Unida, 

2015, pág. 82). Los trabajadores integrados en el PTG tendrían una relación laboral regulada 

específicamente.  

Por lo que atañe a la financiación, el programa indica que se estima un desembolso de 15.416 

millones de euros para financiar salarios, infraestructuras, materiales y suministros del PTG 

durante el primer año. La financiación corresponde a la administración estatal, pero serán los 

ayuntamientos los encargados de identificar las actividades concretas a realizar. El impulso 

económico que se crearía, según IU, con el aumento de la capacidad adquisitiva de los 

trabajadores del PTG haría, a su vez, que se crearan entre 200.000 y 300.000 nuevos puestos de 

trabajo en el primer año.  

El diseño del PTG en el programa electoral no abarca más del primer año pero, en definitiva, el 

fin último del Plan de IU es garantizar un puesto de trabajo a todo ciudadano que lo solicite.  

La propuesta de IU ha sido criticada por parte de quienes defienden la Renta Básica. En este 

sentido, se afirma expresamente que el PTG es en realidad una forma diferente de decir que la 

mayor parte de personas con ingresos por debajo de los mil euros, tendrían una remuneración que 

                                                      
135 (Izquierda Unida & Podemos, 2016) 
136 En el documento se hace mención expresa a servicios sociales, cuidado al medio ambiente, cuidado de 

los espacios urbanos y actividades culturales, deportivas y recreativas.  
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iría de los 6,4 a los 8,6 euros por hora (Arcarons, Raventós, & Torrens, 2015). Ciertamente, el 

PTG es técnicamente deficiente.  

Sabemos que hay 5 millones de personas oficialmente en paro, sabemos que cerca de 2 

millones de personas trabajan a tiempo parcial de forma involuntaria porque no tienen 

otro remedio, aunque su deseo sería trabajar a tiempo completo. Eso suma 7 millones de 

personas. También sabemos que existe un número nada pequeño de personas que no 

busca empleo porque considera que es inútil hacerlo y que conforma lo que se llama 

“población laboralmente desanimada”. El monto total de todas estas partes de población 

ya alcanza los 9 millones, ¿no tanto? Pongamos pues 8. Si en un año se logra un millón 

de puestos de trabajo mediante el TG, no resulta una cuestión académica preguntarse por 

los otros 7 millones de personas. Estos 7 millones de personas no pueden quedar 

despachadas con el argumento de “paciencia, en el primer año será un millón, luego ya 

iremos subiendo y quizás en 10 o 12 años, tengamos algo parecido al pleno empleo”. 

(Arcarons, Raventós, & Torrens, 2015) 

Asimismo, mediante un cálculo bastante sencillo, la crítica de Arcaros, Raventós & Torrens 

(2015) alcanza a afirmar que habría que garantizar el trabajo a 12 millones de personas. 

Evidentemente, esta cantidad es inasumible. Según éstos, aproximadamente un tercio de la 

población trabajadora a tiempo completo percibe una cantidad por debajo del SMI. Para el año 

2015, el SMI se situaba en 9.080 euros anuales. En su opinión, un salario tan bajo haría que al 

menos un tercio de esos trabajadores dejaran su actual empleo para acogerse a la medida de TG. 

Se trataría de 4 millones más de demandantes de empleo.   

Nos situamos pues en una cantidad a los que habría que ofrecer TG realmente imponente: 

a los 8 millones anteriores habría que sumarles estos 4. Convendremos que 12 millones 

de personas para cubrir con TG es una tarea ciclópea. Y todo ello sin tener que gastar por 

nuestra parte ningún argumento sobre la deseabilidad ética o no del TG. Simplemente 

números fáciles de contrastar. (Arcarons, Raventós, & Torrens, 2015) 
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En definitiva, el desempleo en España es tan alto137 que parece alejado de la realidad pensar 

seriamente que una apuesta por el pleno empleo sea la principal herramienta para erradicar la 

pobreza.  

C’s: el Complemento Salarial Garantizado. 

“Será una devolución de Hacienda para luchar contra la pobreza laboral”. En tanto que existen, 

según Ciudadanos, 7,5 millones de trabajadores pobreza en España, este partido propone 

complementar el salario en función de los ingresos y las condiciones familiares de los 

trabajadores. Asimismo, el plan de choque social de este partido incluye aumentar la prestación 

por hijo a cargo para las familias de menores ingresos, que se reduciría gradualmente según 

aumenten. Esta prestación sería compatible con otro tipo de ayudas y rentas como el complemento 

salarial (Ciudadanos, 2016). 

El programa presentado para las elecciones generales no ofrece más detalle que lo que acabamos 

de exponer. Por este motivo, hemos acudido al documento138 que Ciudadanos presentó en febrero 

de 2015 y que contenía de una forma algo más detallada las propuestas económicas. El CSG se 

presentaba en este documento como una solución para aquellas personas que no alcanzan el 

salario mínimo y que, a su vez, por este motivo, se ven privadas de consolidar derechos a otras 

prestaciones contributivas. Ciudadanos explica esta propuesta inspirándose en los programas que 

ya existen en otros países como Estados Unidos o Reino Unido (sin precisar qué programas son).  

El CSAG se diseñará en tres tramos: uno creciente, uno fijo y finalmente un tramo 

decreciente, a los que se irá accediendo a medida que aumenta la renta laboral y hasta un 

nivel de renta máximo por encima del cual dejará de percibirse. Los tramos y los niveles 

de renta máximos se fijarán en función de la situación familiar de las personas principales 

(únicas o parejas, y el número de hijos). Con este diseño se pretende que, además de 

ofrecer un instrumento de protección social frente al trabajo precario, el CSG sirva de 

incentivo a la actividad laboral, tanto por cuenta ajena como por cuenta propia, y también 

                                                      
137 La tasa de desempleo en España ha superado 24 años el 15%, según datos de la OCDE a los que hacen 

mención Arcaros, Raventós & Torrens (2015).  
138 Propuestas económicas y sociales. Ciudadanos. Recuperado en  

https://www.ciudadanos-cs.org/var/public/sections/page-propuestas-economicas-y-sociales/propuestas-

economicas-parte-1.pdf?__v=71_0  (consultado el 01/10/2017).  

https://www.ciudadanos-cs.org/var/public/sections/page-propuestas-economicas-y-sociales/propuestas-economicas-parte-1.pdf?__v=71_0
https://www.ciudadanos-cs.org/var/public/sections/page-propuestas-economicas-y-sociales/propuestas-economicas-parte-1.pdf?__v=71_0
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de apoyo a las decisiones de emancipación y de planificación familiar139. (Ciudadanos, 

2015, pág. 7) 

Por lo que atañe al coste, las previsiones de C’s indicaban que “en el escenario más adverso, el 

coste de este Complemento será inferior al 1% del PIB de acuerdo con nuestros cálculos (…) y 

será fácilmente financiable con las reducciones que se prevé se produzcan en las prestaciones por 

desempleo” (Ciudadanos, 2015, pág. 7).  

Los objetivos que pretende C’s con el Complemento Salarial son tres. En primer lugar, luchar 

contra la desigualdad al incrementar los ingresos de los trabajadores más desfavorecidos. En este 

sentido, cabe decir que se lucha contra la desigualdad entre trabajadores, no contemplándose 

paliar las desigualdades cuyo origen no tiene que ver con el empleo. En segundo lugar, C’s 

expresamente indica que con este Complemento quiere asegurar que no se creen desincentivos al 

trabajo. Compara su propuesta con otras, como la subida del salario mínimo y las rentas 

garantizadas: 

al contrario que la subida del salario mínimo, que expulsa del empleo a los trabajadores 

peor pagados, o una renta garantizada, que desincentiva el trabajo, nuestro programa 

anima a los trabajadores a trabajar y facilita que el empleo, incluso aunque sea a tiempo 

parcial, tenga una remuneración digna. (Ciudadanos, 2015, pág. 7) 

En tercer lugar, el CSG tiene como objetivo reducir su propio coste. En este sentido, el programa 

económico de C’s dice que muchas familias consumirán más al recibir liquidez y ello contribuirá 

a reducir el coste del programa.  

Como vemos, las referencias al empleo son constantes y, de hecho, este partido expresamente 

refleja en su programa que las rentas mínimas desincentivan a trabajar.  

  

                                                      
139 El subrayado es propio. 



 

 
 
 
 

        

 

 

 

 

Página 114 de 256 Cátedra Acal Ciudad Sostenible Página 114 de 256 

 

3. Conveniencia social y viabilidad económica de la Renta Básica 

en una población determinada. 

Conveniente es todo aquello que es útil, oportuno y provechoso. Viable es todo aquello que, por 

sus circunstancias, tiene probabilidades de poderse llevar a cabo. Estas son las definiciones que 

ofrece la Real Academia Española para los dos adjetivos que consideramos clave en este trabajo. 

De lo expuesto hasta ahora, se intuye la conveniencia de implantar una Renta Básica, aunque es 

evidente que faltan datos para sustentarla. Con el fin de amparar de una forma exhaustiva este 

trabajo, se ha llevado a cabo una investigación de naturaleza mixta -cuantitativa y cualitativa- que 

permite responder, aun con limitaciones, a la pregunta inicial. ¿Qué Renta Básica podría pagarse 

en una población si se optimizara el gasto social? ¿Y si, además, tenemos en cuenta otras 

cuestiones como el ahorro que supondría la mejora de la salud de las personas, el desarrollo de la 

formación, el aumento de oportunidades de los niños, la desaparición de las trampas de la 

pobreza? ¿Es ello conveniente socialmente y viable económicamente?  

El derecho a una Renta Básica es una cuestión ética y práctica, a partes iguales. Pasamos a 

estudiar la Renta Básica desde una visión exclusivamente pragmática.  

3.1. Contextualización.  

Para analizar la conveniencia y la viabilidad de la Renta Básica es imprescindible escoger un 

entorno concreto, una población que nos permita dar respuesta a las incógnitas que los 

planteamientos teóricos dejan en el aire. En este sentido, se ha considerado oportuno estudiar un 

municipio del área metropolitana de Murcia: Alcantarilla.  Este apartado recoge los aspectos 

necesarios para analizar y entender, posteriormente, los datos macroeconómicos relativos a 

Alcantarilla y los casos de personas concretas que residen en el municipio. 

Pero la contextualización es doble. Hemos situado nuestro trabajo en un lugar concreto del 

municipio: el Centro de Servicios Sociales. A través de su estructura, sus profesionales, sus 

programas, su funcionamiento y sus actuaciones es posible conocer la realidad de quienes 

precisan acudir a los servicios públicos de atención social. Asimismo, recogemos en este apartado 

qué organizaciones constituyen el llamado “tejido social” del municipio. No podemos obviar las 

entidades que, junto al Ayuntamiento, prestan atención a los vecinos de Alcantarilla, a veces de 

manera exclusiva y otras de forma complementaria.  
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3.1.1. Contexto socioeconómico del municipio. 

Alcantarilla se ha escogido por determinadas características que la hacen especialmente 

interesante para este trabajo. Es un municipio de 41.155 habitantes140 y forma parte del área 

metropolitana de Murcia, que supera los 800.000, y de la Región de Murcia, que cuenta con 

1.464.847. Por su situación geográfica, podría decirse que Alcantarilla es un suburbio de la capital 

regional, ya que su término municipal se encuentra rodeado completamente por el de Murcia, tal 

y como mostramos en los mapas a continuación. 

 
 

Ilustración 4. Alcantarilla en el mapa nacional y regional. Fuente: elaboración propia.  

Tiene un término municipal muy reducido. Cuenta sólo con 16,24 km2, lo que hace que 

Alcantarilla sea el municipio con más densidad poblacional de toda la Región al tener 2.534,2 

habitantes por km2 (la media regional se sitúa en 128,5 habitantes por km2). Así, a pesar de que la 

posición geográfica hace de Alcantarilla un municipio con una densidad poblacional muy alta, 

tenemos la posibilidad de analizar el caso de un municipio que reúne numerosas características 

comunes a la capital de la provincia murciana. Tan sólo 7 kilómetros separan a Murcia de 

                                                      
140 Datos del Centro Regional de Estadística de Murcia (CREM que, a su vez, son coincidentes con los 

datos del INE. Han sido recuperados el día 01/10/2017 de http://econet.carm.es/  

 

http://econet.carm.es/
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Alcantarilla. En este sentido, aunque no contamos con los medios para analizar una ciudad del 

tamaño de la capital, sí tenemos la posibilidad de estudiar una población más reducida pero con 

similares características.  

Los barrios141 son los siguientes: San Pedro, San Roque, Campoamor, San José Obrero, Las 

Tejeras, Florentino Gómez, La Torrica, Cayitas, Vistabella, Cabezo Verde, Cabezo Negro, Santa 

Rosa de Lima, El Potro y el Llano. Se hará referencia a ellos al hablar del tejido social del 

municipio y las actuaciones que determinadas entidades sociales llevan a cabo en algunos de ellos. 

A pesar de su situación geográfica, Alcantarilla no es una “ciudad-dormitorio” como las que 

frecuentemente se dan en las áreas metropolitanas de las grandes ciudades. Podemos afirmar que 

Alcantarilla tiene su propia estructura económica. Tradicionalmente, ésta ha tenido una 

actividad en la que predominan los sectores secundario y terciario. Según los últimos datos142 

disponibles, 2.537 empresas tienen su sede central en Alcantarilla. Destacan las empresas de 

servicios (1.966), la industria (262, en las que predomina la industria manufacturera) y la 

construcción (304). Las aportaciones económicas más relevantes del municipio se deben a la 

existencia de un gran polígono industrial, la lonja municipal de pescados y grandes empresas 

multinacionales con sede en Alcantarilla –no principal-.  

El polígono industrial “Oeste” es uno de los complejos empresariales más grandes que existen en 

el arco mediterráneo. Con unas instalaciones que superan los 3 millones de metros cuadrados143, 

constituye la principal concentración empresarial de la Región. A finales del año 2008, el 

polígono llegó a alojar más de 1.500 empresas y emplear a más de 21.000 trabajadores144. La 

crisis de la última década ha reducido considerablemente esas cantidades, pero aún se mantiene 

como el polígono industrial más importante de la Región. Por su parte, la lonja municipal de 

pescados tiene una actividad económica que supera los 500.000 euros de facturación diarios y es 

                                                      
141 La ciudad. Ayuntamiento de Alcantarilla. Recuperado en https://www.alcantarilla.es/ayuntamiento/la-

ciudad/ (consultado el 01/10/2017).  
142 Datos del CREM de 2013, recuperados de www.econat.carm.es/ (consultado el 01/10/2017).  
143 El polígono industrial “Oeste” cuenta con 3.003.900 m2 en su totalidad, de los que 1.673.240 m2 

pertenecen a Alcantarilla. Los empresarios del Parque Industrial Oeste y el Ayuntamiento de Alcantarilla 

firman un nuevo convenio de colaboración. Recuperado en https://www.alcantarilla.es/los-empresarios-

del-parque-industrial-oeste-y-el-ayuntamiento-de-alcantarilla-firman-un-nuevo-convenio-de-

colaboracion/ (consultado el 01/10/2017). 
144 Hernández, R. (7 septiembre de 2010). El Polígono Industrial Oeste pierde más de 500 empresas en 

un año y medio. La Verdad. Recuperado en http://www.laverdad.es/murcia/v/20100907/region/poligono-

industrial-oeste-pierde-20100907.html (consultado el 01/10/2017).  

https://www.alcantarilla.es/ayuntamiento/la-ciudad/
https://www.alcantarilla.es/ayuntamiento/la-ciudad/
http://www.econat.carm.es/
https://www.alcantarilla.es/los-empresarios-del-parque-industrial-oeste-y-el-ayuntamiento-de-alcantarilla-firman-un-nuevo-convenio-de-colaboracion/
https://www.alcantarilla.es/los-empresarios-del-parque-industrial-oeste-y-el-ayuntamiento-de-alcantarilla-firman-un-nuevo-convenio-de-colaboracion/
https://www.alcantarilla.es/los-empresarios-del-parque-industrial-oeste-y-el-ayuntamiento-de-alcantarilla-firman-un-nuevo-convenio-de-colaboracion/
http://www.laverdad.es/murcia/v/20100907/region/poligono-industrial-oeste-pierde-20100907.html
http://www.laverdad.es/murcia/v/20100907/region/poligono-industrial-oeste-pierde-20100907.html
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el núcleo de comercio más importante de Alcantarilla. Constituye el segundo punto interior de 

distribución de pescado más importante de España, solamente por detrás de Madrid145. Y, en fin, 

en Alcantarilla se encuentra la sede de grandes compañías como Hero, Furfural Española y la 

farmacéutica Derivados Químicos.  

A pesar de la actividad económica nada despreciable de la ciudad, los datos del desempleo más 

reciente no son alentadores. La última actualización de datos del CREM, correspondiente a agosto 

de 2017, arroja un total de 3.978 desempleados146, lo que supone una tasa de desempleo del 

21,78%. Destacan de esta cifra los desempleados de la industria manufacturera (601), el comercio 

(657) y la construcción (430).   

Para terminar, tenemos que añadir que Alcantarilla es un municipio bien equipado y comunicado. 

Cuenta con una treintena de centros de formación (educación infantil, primaria y secundaria), un 

hospital, tres centros de salud, biblioteca, centro cultural, pabellón deportivo y demás 

equipamientos como el cuerpo de bomberos y protección civil. También tiene estación de 

ferrocarril y mercancías, constituyendo un nudo de comunicaciones estratégico para los habitantes 

y las empresas de la ciudad.  

3.1.2. Contexto institucional: el Centro de Servicios Sociales de Alcantarilla. 

El Centro de Servicios Sociales de Alcantarilla no tiene personalidad jurídica propia. Depende 

orgánica y funcionalmente de la concejalía de Bienestar Social, Sanidad y Consumo del 

Ayuntamiento.  

El servicio se presta por el Ayuntamiento al amparo del artículo 26.1.c) de la Ley de Bases de 

Régimen Local en relación con el artículo 5.1.g) de la Ley de Servicios Sociales de la Región de 

Murcia (LSSRM). El primero de ellos, literalmente, se refiere a la obligación de los municipios 

con una población superior a 20.000 habitantes de prestar el de atención inmediata a personas en 

situación o riesgo de exclusión social. El segundo viene a completar lo anterior, puesto que al 

margen de qué administración pueda ostentar la competencia más o menos amplia en servicios 

                                                      
145 Franco, I. (29 diciembre 2014). La gestora de la lonja de Alcantarilla entra en concurso de 

acreedores. La Verdad.  Recuperado en http://www.laverdad.es/murcia/alcantarilla/201412/19/gestora-

lonja-alcantarilla-entra-20141219005352-v.html (consultado el 01/10/2017).  
146  Evolución del paro registrado según secciones de actividad. Recuperado en 

http://econet.carm.es/web/crem/inicio/-/crem/sicrem/PU_AlcantarillaCifras/P8003/sec3.html (consultado 

el 01/10/2017).  

http://www.laverdad.es/murcia/alcantarilla/201412/19/gestora-lonja-alcantarilla-entra-20141219005352-v.html
http://www.laverdad.es/murcia/alcantarilla/201412/19/gestora-lonja-alcantarilla-entra-20141219005352-v.html
http://econet.carm.es/web/crem/inicio/-/crem/sicrem/PU_AlcantarillaCifras/P8003/sec3.html
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sociales, lo cierto es que la LSSRM obliga a que este servicio se efectúe descentralizadamente. 

El artículo 5 citado recoge los principios inspiradores del sistema público de servicios sociales y, 

entre ellos, se encuentra el de descentralización. De conformidad con él  

los servicios sociales, siempre que su naturaleza lo permita, se prestarán en el ámbito 

más próximo a los ciudadanos y serán gestionados preferentemente por las 

administraciones locales, procurando en todo caso garantizar una igualdad de servicios 

en todo el territorio de la Región.  

Como vemos, estas normas establecen, de un lado, la competencia que ostentan los entes locales 

con una población de más de 20.000 habitantes en materia de servicios sociales; y, de otro lado, 

la descentralización que debe regir en este ámbito.  

El Centro está incluido en la Red Básica de Centros de Servicios Sociales de la Región de Murcia. 

Las funciones de estos centros son las siguientes: 

 evaluar las situaciones de necesidad; 

 ofrecer información y asesoramiento en relación a los derechos y recursos sociales; 

 diseñar programas individuales de atención para personas dependientes; 

 prestar servicios de ayuda a domicilio, teleasistencia y apoyo; 

 promover la inserción social, laboral y educativa de los usuarios; 

 gestionar prestaciones de urgencia social y determinadas prestaciones económicas; y  

 diseñar y llevar a cabo proyectos de atención colectiva, a nivel grupal y comunitario.  

Para la elaboración de este trabajo se ha tomado como referencia la Memoria del Centro del año 

2016147. En ella se explica la organización del Centro, los programas llevados a cabo y, lo más 

importante, las personas atendidas. Extraeremos de este documento los elementos necesarios para 

entender cómo está estructurado el servicio, qué necesidades se atienden, de qué forma y con qué 

medios.  

 

 

                                                      
147 Memoria Técnica de la Concejalía de Bienestar social y Sanidad de Alcantairlla. Recuperado en 

https://www.alcantarilla.es/portal-de-transparencia/ (consultado el 01/10/2017).  

https://www.alcantarilla.es/portal-de-transparencia/
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Los programas básicos del Centro son:  

 programa de trabajo social; 

 programa de apoyo a la unidad convivencial y ayuda a domicilio; 

 programa de prevención e inserción laboral; y 

 programa de cooperación y participación social 

Además del área de servicios sociales, dependen de la Concejalía otros centros vinculados con 

servicios sociales especializados: 

 residencia municipal de personas mayores “Nuestra Señora Virgen de la Salud”; 

 centro de estancias diurnas “Pedro Hernández Caballero” (CED); 

 centros de mayores: integral “San José Obrero” y “Campoamor”; 

 centro de atención a mujeres víctimas de violencia de género (CAVI); y 

 centro de desarrollo infantil y atención temprana (CAT). 

El personal adscrito al servicio asciende a 60 personas pero, concretamente, en el Centro 

municipal trabajan 36 de ellas. En ellas y en la actividad que llevan a cabo centraremos el 

trabajo.  A continuación, nos ocupamos de cada uno de los servicios que se prestan en el Centro 

y comentaremos, al menos de manera sucinta, qué necesidades se atienden, de qué forma y a 

cuántas personas.  

Unidad de apoyo administrativo. 

La unidad de apoyo administrativo cuenta con 3 personas que se ocupan de dar el apoyo 

administrativo que precisa el Centro. De su actividad queremos destacar la gestión de las 

bonificaciones del servicio de abastecimiento de agua potable y la atención a personas sin hogar.  

Según se desprende de la Memoria, en el año 2016 se atendió a 8 personas sin hogar, a las que 

se facilitó comida y agua. Luego fueron derivados a “otros centros, albergues, asociaciones o 

lugares donde se les pueda prestar algún tipo de ayuda más especializada”. 

Las denominadas “ayudas de agua” están, fundamentalmente, destinadas a los pensionistas y 

aquellas personas que reúnen unos requisitos fijados por el propio Ayuntamiento –el llamado 

“criterio social” para poder ser beneficiario-. En el año 2016, existían 229 bonificados 

pensionistas y 100 bonificados por “criterio social”. No obstante, existe la posibilidad de que un 
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trabajador social aprecie la necesidad de que un usuario del servicio precise la bonificación del 

agua y éste proponga que se conceda.  

Servicio de información, orientación y valoración: Unidad de Trabajo Social (UTS). 

Las unidades de trabajo social configuran el nivel más básico dentro del Centro, que actúa de 

manera directa e íntegra sobre un espacio poblacional y territorial reducido, canalizando las 

relaciones entre las personas y el Centro, lo que las convierte en las auténticas “puertas de entrada” 

al sistema. Las UTS de zona están íntimamente relacionadas con la efectividad de la Prestación 

Básica de Información y Orientación.   

En Alcantarilla hay 5 zonas y 4 puntos de atención (Centro de Servicios Sociales, Centro Integral 

San José Obrero, Centro de Mayores de Campoamor y el Centro de Estancias Diurnas). Un equipo 

de 6 trabajadores sociales atiende, personalmente, en esos puntos 4 días a la semana.  

Los objetivos del servicio son los siguientes: 

 garantizar a los ciudadanos el acceso al sistema de servicios sociales; 

 informar, valorar y orientar a la población; 

 desarrollar, gestionar e implementar las prestaciones, programas y servicios; 

 prestar una atención profesional adecuada a las necesidades y demandas; 

 promover la participación de los usuarios; y  

 potenciar los recursos personales y sociales.  

Las UTS tramitan las ayudas de emergencia (AES), reguladas en un Reglamento municipal, que 

establece la forma y condiciones en que éstas se otorgan. Y también las becas de libros y 

guardería. Hay que reseñar que estas ayudas, en general, no implican una transferencia de dinero 

por parte del Ayuntamiento. Una vez concedida, la administración procede a pagar al proveedor 

que corresponda, sin que el usuario de servicios sociales reciba directamente cantidad alguna. El 

cuadro a continuación muestra qué ayudas se dieron a los usuarios del servicio en 2016 y cuál fue 

el número de beneficiarios frente al número de expedientes tramitados.  
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Prestación Total tramitadas Concedidas 
Becas libros 52 43 

Becas guardería 52 43 
AES 239 232 

 

Tabla 3. Tramitación de ayudas municipales. Fuente: elaboración propia basada en la Memoria del Centro. 

Además, el Centro se ocupa de la tramitación administrativa de las prestaciones del Instituto 

Murciano de Acción Social (IMAS). Las más comunes son la Renta Básica de Inserción (RBI) y 

la Ayuda Individualizada de Personas con Discapacidad (AIPD). 

Prestación IMAS Solicitadas Concedidas En alta En trámite 

RBI 135 97 290 22 

AIPD 9 6 3 - 
 

Tabla 4. Tramitación de ayudas del IMAS. Fuente: elaboración propia basada en la Memoria del Centro. 

Con relación a la tramitación que el Ayuntamiento hace de prestaciones que otorga la 

administración autonómica hay que decir que implican una carga de trabajo burocrático muy alta. 

Tabla 5. Resumen de gestión total por apertura del expediente. Fuente: Memoria del Centro. 
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Ésta se caracteriza por la petición de documentación a los usuarios y la remisión desde el 

Ayuntamiento a otra administración. Y viceversa. Es frecuente el requerimiento posterior de más 

documentación al interesado por parte del IMAS utilizando al Ayuntamiento de intermediario.  

El cuadro anterior ofrece información que será utilizada más adelante en este trabajo. 

Concretamente, nos interesa destacar que, aproximadamente, son 400 usuarios nuevos los que 

se atienden en el servicio. El resto, son personas ya conocidas cuyo expediente existía con 

anterioridad a la atención del año 2016.  

La Memoria también recoge que el total de expedientes en los que se intervino en el año 2016 

asciende a 1.887 mientras que el total de usuarios es de 2.880.  

No existen diferencias significativas, en términos relativos, en el número de usuarios que se 

atienden por zona.  

 UTS 1 UTS 2 UTS 3 UTS 4 UTS 5 

Total expedientes 337 258 408 482 401 

Total usuarios/as 605 444 535 649 646 
 

Tabla 6. Resumen de usuarios por zonas. Fuente: elaboración propia basada en la Memoria del Centro. 

No obstante, de lo anterior llama la atención el alto número de usuarios de las zonas 1 y 4. Sin 

embargo, cuando se trata de la visión global y no sólo del último año, el número de atendidos no 

es tan elevado. Esto puede deberse a que estas zonas son las que más usuarios cronificados tienen. 

O, dicho de otra manera, son las zonas que menos usuarios nuevos tienen. Conociendo las 

circunstancias de estos barrios podemos afirmar que no se trata de usuarios que han mejorado y 

han dejado de acudir al servicio.  

Por lo que atañe a las demandas de los usuarios, la figura a continuación muestra qué demandan 

los usuarios. 
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Ilustración 5. Usuarios por grupos de demandas. Fuente: Memoria del Centro. 

Resalta el hecho de que “prestaciones y actuaciones de prevención e inserción social” sólo 

suponga el 1,22% de los usuarios. Este dato confirma que la actuación de los servicios sociales, 

en general, está enfocada en la actuación a posteriori, cuando se dan las situaciones de necesidad. 

Según la Memoria, 1.325 usuarios demandaron información, orientación, valoración y 

movilización de recursos y 741 fueron para cobertura de necesidades de subsistencia. Este dato 

es importante, supone el 30.02% de la totalidad.  

En cuanto a los usuarios, a continuación, mostramos quiénes acuden al Centro. 
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Ilustración 6. Usuarios por grupos poblacionales. Fuente: Memoria del Centro. 

Comparando los datos de 2016 con años anteriores, la Memoria destaca que descienden los 

usuarios de la franja 16 a 45 años (un 12,74% menos que en el año 2012) pudiendo deberse esta 

circunstancia a la mejora en el empleo. Sin embargo, la población de 46 a 61 años, que supone el 

18% de la población atendida, se mantiene como la más afectada por la crisis. Por su edad, se 

trata de usuarios con serias dificultades para acceder a un empleo regular y, en su mayoría, son 

parados de larga duración que han agotado las prestaciones. Destaca, por último, el aumento de 

la población atendida entre 76 y 90 años (un 5,9% desde 2013) (Ayuntamiento de Alcantarilla, 

2016).  

Servicio de atención en el medio familiar: programa de familia y convivencia. 

El programa de familia y convivencia presta apoyo a familias que pasan por dificultades en las 

relaciones entre sus miembros, en las que los niños, niñas y adolescentes presentan indicadores 

de riesgo148. Esta actuación se enmarca en el deber de protección de los niños que ostentan los 

                                                      
148 Se considerará situación de riesgo aquella en la que, a causa de circunstancias, carencias o conflictos 

familiares, sociales o educativos, el menor se vea perjudicado en su desarrollo personal, familiar, social o 

educativo, en su bienestar o en sus derechos de forma que, sin alcanzar la entidad, intensidad o persistencia 

que fundamentarían su declaración de situación de desamparo y la asunción de la tutela por ministerio de 

la ley, sea precisa la intervención de la administración pública competente, para eliminar, reducir o 

compensar las dificultades o inadaptación que le afectan y evitar su desamparo y exclusión social, sin tener 

que ser separado de su entorno familiar. (…) La concurrencia de circunstancias o carencias materiales se 

considerará indicador de riesgo, pero nunca podrá desembocar en la separación del entorno familiar. 
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poderes públicos y que ha de realizarse mediante prevención, detección y reparación de 

situaciones de riesgo, previsto en el artículo 12 de la Ley de protección del menor149.  

Tal y como recoge la Memoria, desde el programa de familia y convivencia las actuaciones de 

protección a los menores se articulan mediante intervenciones psicológicas, sociales y educativas. 

Éstas se llevan a cabo a través de sesiones familiares en el Centro de Servicios Sociales y/o en el 

domicilio familiar. Las familias, generalmente, acceden al programa de familia y convivencia por 

la canalización de las UTS. El análisis de la propuesta de canalización se realiza por parte de la 

Comisión Técnica del Centro, teniendo por objetivos: 

 explicar, comprender y analizar el caso; 

 definir posibilidades de trabajo con la familia; y 

 establecer las líneas de intervención. 

Una vez derivado el expediente a este programa, el equipo de profesionales integrantes del mismo 

inicia el proceso de la intervención psicológica, social y educativa. Éste lo conforman un/a 

trabajador/a social, un/a educadora social y un/a psicólogo/a.  

Los objetivos de este programa tienen que ver con la mejora de las relaciones familiares, 

conseguir que se incrementen los factores de protección, favorecer la participación de las redes 

de apoyo natural de la familia y el establecimiento de protocolos de coordinación entre los 

distintos sistemas de protección social existentes (escolar, sanitario, judicial y el propio Centro).  

Por lo que atañe a la actuación, la Memoria recoge que en el año 2016 se intervino en 33 

familias, de las cuales un 44% eran familias nuevas. Se ha cesado en la intervención con un 

10% de las familias que se encontraban ya en el programa con anterioridad a 2016.  

La Memoria destaca las dificultades del este programa, relacionadas con el miedo y la 

intromisión en la intimidad que supone la intervención. 

(…) Las dificultades para la intervención con algunas unidades familiares, en las que está 

presente el miedo a la retirada de los menores, el cuestionamiento, la vivencia de 

intromisión, desconfianza, etc. Genera resistencias a la intervención propuesta, 

                                                      
149 Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del menor de modificación del Código Civil 

y de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  
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traduciéndose en la negativa o no asistencia a citas, falta de colaboración o motivación, 

evasivas, encubrimiento, etc.  

Cuando las resistencias se trabajan pero los resultados no son favorables, es frecuente la 

derivación a otro programa, recurso o servicio, en función de la gravedad que presente el caso. 

Realmente, la administración competente en protección de menores es la autonómica. 

Es interesante reseñar algunos aspectos de los perfiles de las familias de este programa. En este 

sentido, el 30% son familias con menores en las que los patrones de interacción familiar 

favorecen el retraso en el desarrollo madurativo de los hijos. El 15% son familias integradas 

por menores que quedan bajo el cuidado habitual de uno de los progenitores tras la separación de 

los padres, y aquéllos están siendo fuertemente instrumentalizados en el conflicto entre adultos.  

Y el 10% son familias con menores en las que los patrones de interacción familiar no permiten 

una adecuada cobertura de las necesidades básicas de los menores.  

Durante el año 2016 el programa intervino con 58 menores de edad. Todos presentaban 

indicadores de riesgo y, entre ellos, destacamos los siguientes datos: uno se encontraba pendiente 

de valoración por parte del servicio de familia, protección y tutela; quince fueron declarados en 

situación de riesgo por parte de este servicio; y tres fueron declarados en situación de 

desamparo, encontrándose en la actualidad acogidos por su familia extensa. 

La labor de los profesionales en el Centro, frecuentemente, consiste en la elaboración de informes 

técnicos para valorar la posible situación de riesgo o desamparo de los niños y adolescentes. 

Igualmente, se realizan informes a petición de órganos judiciales.  

La valoración de la situación del programa de familia por parte de los técnicos que han elaborado 

la Memoria es importante. Sostienen que continúa la situación de crisis económica y social y ello 

repercute en las familias. Se dan situaciones de estrés, dificultades en las relaciones familiares, 

aumento de la violencia entre sus miembros, e incremento de los desajustes emocionales, con la 

consiguiente repercusión, significativa, en el desarrollo de los niños y adolescentes. Ello justifica 

el trabajo que debe hacerse con las familias de intervención psicológica, social y educativa.  
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Servicio de prevención e inserción social: programa de acompañamiento para la 

inclusión social (PAIN). 

El PAIN es un programa que se enmarca dentro del servicio de prevención e inserción social que, 

según la Memoria, fomenta una metodología basada en la atención integral y personalizada y 

promueve la integración. Se lleva a cabo a través de itinerarios de acompañamiento y constituye 

una herramienta de atención a las personas y grupos sociales en situación y/o riesgo de exclusión. 

En el Centro que nos ocupa, el equipo del PAIN está formado por un/a educador/a social y un/a 

trabajador/a social. Este equipo centra sus actuaciones en personas con dificultades personales, 

sociales y/o económicas para desarrollar una vida independiente  

Los objetivos del programa son los que relacionamos a continuación: 

 detectar y diagnosticar factores y situaciones de riesgo de exclusión social en el territorio; 

 proporcionar el asesoramiento técnico y el apoyo necesario a las personas con dificultad 

de integración social, promoviendo actuaciones que les capaciten para acceder a los 

recursos sociales y permitan su participación social; 

 facilitar una formación social, educativa, profesional y ocupacional a las personas en 

situación de exclusión, promoviendo el acceso a programas de inserción social y laboral; 

 proponer y articular procesos de incorporación socio-personales; y 

 fomentar las redes sociales y el trabajo en red. 

Y se consiguen con una metodología en la que destaca la formalización de un “acuerdo de 

acompañamiento”. Este acuerdo recoge los compromisos, de ambas partes, relacionados con el 

acompañamiento social en distintos ámbitos de intervención: legal, económico, salud, vivienda, 

empleo, formación, educación, familiar, personal y relacional.  

Durante el año 2016 estuvieron dados de alta en el PAIN 55 casos. Sólo uno se cerró (por 

fallecimiento del usuario) y sólo 3 casos tienen suscrito el “acuerdo de acompañamiento”. 

Según la Memoria, desde este programa se realiza un esfuerzo significativo para trabajar 

coordinadamente con los recursos existentes. En este sentido, a nivel comunitario, destacan, entre 

otras, las siguientes actuaciones desarrolladas: 
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 Coordinación con las entidades que desarrollan proyectos de empleabilidad del IMAS. 

 Coordinación con distintos servicios del Ayuntamiento (ADL, Juventud, Educación) así 

como los del municipio SEF relacionados con la puesta en marcha del Programa de 

Garantía Juvenil.  

 Coordinación con el IMAS a nivel regional para los programas API (ayudas a programa 

de inserción). 

 Coordinación con el Ayuntamiento para la emisión y acreditación de certificados de 

usuarios del SSPA.  

Servicio de prevención e inserción social: prevención del absentismo escolar y 

seguimientos escolares. 

La finalidad de este servicio es reducir los problemas de absentismo y abandono escolar, 

comportamientos disruptivos en el aula, así como situaciones de riesgo detectadas en los niños en 

edad escolar de Alcantarilla. Se realiza en colaboración con los centros educativos (primaria y 

secundaria) y con las concejalías de educación y la policía local. 

Un/a educador/a social se ocupa de estas actuaciones trabajando en dos líneas: (i) de una parte, 

en coordinación con la administración autonómica, que es la competente en educación, se realizan 

actuaciones conjuntas si existe expediente de la familia abierto en el Centro; y (ii) de otra parte, 

en coordinación con los centros educativos, a los que se piden seguimientos educativos de familias 

con las que se está trabajando.  

Durante el año 2016 hubo 5 derivaciones de los centros de educación primaria y 28 de los de 

educación secundaria. También se realizaron 12 peticiones de seguimiento por parte de los centros 

educativos. El total de casos atendidos ascendió a 50, de los que 33 tenían expediente abierto en 

Servicios Sociales.  

Servicio de prevención e inserción social: plan de desarrollo gitano (PDG). 

El plan de desarrollo gitano es un proyecto que, tal y como recoge la Memoria, tiene como 

finalidad favorecer la integración, promoción y desarrollo de la población gitana residente en 

Alcantarilla.  

El trabajo, realizado por un educador/a social y dos trabajadores/as sociales, se centra en la 

intervención directa con las personas. La educación y la formación son los ejes prioritarios de la 
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actuación, junto con la adquisición de hábitos y normas de convivencia básicas para una 

integración satisfactoria en la comunidad. La metodología es el acompañamiento social con un 

carácter integral: se desarrollan actuaciones a nivel social, educativo, sanitario, empleo, vivienda 

y promoción de la convivencia de la población gitana.  

De los objetivos que persigue el proyecto y que están recogidos en la Memoria, destacamos los 

siguientes: 

 incrementar la escolarización de la población gitana en la educación infantil; 

 universalizar la escolarización y aumento del éxito académico del alumnado gitano en 

educación primaria y secundaria; 

 incrementar el nivel educativo de la población gitana adulta;  

 mejorar el acceso al empleo normalizado; 

 erradicar el chabolismo y la infravivienda; 

 mejorar el estado de salud y reducir las desigualdades sociales en salud. 

Servicio de asesoramiento jurídico y CAVI. 

En el CAVI trabajan tres profesionales: psicólogo/a, trabajador/a social y asesor/a jurídico/a. Éste 

último es compartido por el Centro y el CAVI. 

La asesoría jurídica, en su función de ofrecer orientación jurídica externa, atendió a una media de 

25 personas por semana, realizó en 904 gestiones durante el año 2016 y tramitó 114 expedientes 

de justicia gratuita. Esta última cifra es significativa.  

El tipo de intervención social del CAVI está destinado a propiciar que las mujeres rompan 

totalmente el vínculo con el agresor y una forma de conseguirlo es la integración sociolaboral. 

Sobre este particular, la Memoria indica que una de las principales demandas de las mujeres que 

acuden es información sobre ayudas y prestaciones económicas. La tabla a continuación muestras 

las intervenciones más destacadas. 
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Tipo de intervención más destacada en la atención Usuarias 

Orientación Laboral 107 

Información y/o gestión de prestaciones económicas 123 

Información y/o derivación a cursos de formación ocupacional 38 

Información sobre minusvalía y/o dependencia 11 

Información prestaciones del INSS 10 

Información y/o tramitación ATENPRO 29 

Casos en coordinación/intervención con servicios sociales de atención primaria 17 
 

Tabla 7. Tipo de intervención más destacada en el CAVI. Fuente: elaboración propia basada en la Memoria 

del Centro. 

Como vemos, incluso en servicios especializados, como la atención a víctimas de violencia de 

género, las demandas de prestaciones asistenciales encabezan las intervenciones.  

Otros 

Existen otros servicios en el Centro que hemos considerado no incluir porque no van asociados a 

situaciones de necesidad económica (oferta socioeducativa, servicio de asistencia a domicilio, 

servicio de comidas, teleasistencia…). 

3.1.3. Tejido social del municipio 

Para la elaboración de esta parte del trabajo hemos tomado como referencia las entidades a las 

que el Ayuntamiento de Alcantarilla ha concedido subvenciones en los últimos años y las 

entidades que concurrieron a la convocatoria del año 2016 150 . Esta forma de conocer qué 

organizaciones conforman el llamado “tejido social” creemos que es interesante y adecuada por 

varios motivos. 

En primer lugar, Alcantarilla es una ciudad de pequeño tamaño en la que es improbable que exista 

una organización con impacto social que descarte contar con ingresos públicos municipales. Es 

decir, no creemos que este criterio nos haga obviar organizaciones relevantes. En segundo lugar 

                                                      
150 Se trata de la “Convocatoria de subvenciones del Ayuntamiento de Alcantarilla a las asociaciones y 

entidades sin ánimo de lucro para la realización de proyectos en materia de acción social dentro del ámbito 

de Bienestar Social, que se desarrollen en el municipio de Alcantarilla, ejercicio económico 2016”. 

Recuperado de: 

https://www.alcantarilla.es/wp-content/uploads/2016/12/Subvenciones-realizaci%C3%B3n-de-proyectos-

Servicios-Sociales-1.pdf y también disponible en el BORM núm. 287, de 13 de diciembre de 2016.  

https://www.alcantarilla.es/wp-content/uploads/2016/12/Subvenciones-realizaci%C3%B3n-de-proyectos-Servicios-Sociales-1.pdf
https://www.alcantarilla.es/wp-content/uploads/2016/12/Subvenciones-realizaci%C3%B3n-de-proyectos-Servicios-Sociales-1.pdf
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y al hilo de lo anterior, acudir a las convocatorias de subvenciones del Ayuntamiento nos permite 

conocer qué entidades están activas. De poco sirve acudir a los registros públicos de asociaciones 

si no se tiene la certeza de que las inscritas están, en efecto, realizando actuaciones con impacto 

social. En tercer lugar, la convocatoria del ejercicio 2016 está cerrada. El Ayuntamiento procedió 

al pago de las subvenciones y es un expediente terminado. Esto nos ha permitido tener acceso a 

la documentación existente en los archivos municipales, consistente en los proyectos presentados 

por las diferentes organizaciones. Con esta información podemos dar contenido a esta parte del 

trabajo basándonos en el propio conocimiento que las organizaciones sociales tienen del 

municipio y las necesidades de su población. En este sentido, nos podemos adentrar en el entorno 

social de Alcantarilla gracias a las experiencias de las organizaciones, que siempre aportan algo 

más de información que los datos que proporcionan las estadísticas públicas.  

Si se hace un repaso de las entidades subvencionadas desde el año 2010 hasta hoy, obtenemos la 

siguiente información, que resume el cuadro a continuación. 

Año Destinatario y descripción Importe (en €) 

2010 Cáritas Diócesis de Cartagena 

Colaboración en plan de intervención con motivo del terremoto de Haití’ 

Asociación COMBASNT   

Programa promoción integral y desarrollo comunitario casa taller el 

Campico 

Asociación de Discapacitados Físicos y Orgánicos de Alcantarilla  

Puesta en marcha de la Asociación 

Asociación Internacional del Teléfono de la Esperanza   

intervenciones en crisis y promoción de la salud emocional 

AFADE   

servicios, actividades y mantenimiento de Afade 

Asociación de Mujeres Hileras de Alcantarilla  

Mujeres en movimiento: formación e inserción 

Asociación Solidaria y Fraterna Beata Piedad de la Cruz   

Ayuda al necesitado 

Asociación Murciana de Esclerosis Múltiple   

proyecto de rehabilitación física y funcional de afectados 

Asociación Lucha Contra el Cáncer Junta Alcantarilla   

medicina preventiva y asistencia a enfermos de Alcantarilla 

 

20.000 

 

 

10.500  

  

 

1.500 

  

3.000  

  

9.000 

  

4.000    

  

6.000    

  

1.000    
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Año Destinatario y descripción Importe (en €) 

Varios AES:  

Alimentos, comidas a transeúntes, tratamiento bucodental, comedor escolar, 

etc.  

Grupo SERGESA (residencia)   

12 meses de residencia a usuaria de servicios sociales 

 

TOTAL 2010 

6.000   

 

 2.362,03    

  

 

3.684,00  

 

67.046,03   

2011 Fundación Secretariado Gitano 

Convenio de colaboración Programa Operativo Plurirregional "Acceder" 

para el año 2010 

Convenio de colaboración Programa Operativo Plurirregional "Acceder" 

para el año 2011 

TOTAL 2011 

10.000 

 

 

10.000 

 

20.000 

 

2015 Unicef Comité de Murcia 

Atender necesidades provocadas por el terremoto de Nepal 

TOTAL 2015 

 

10.000 

10.000 
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Año Destinatario y descripción Importe (en €) 

2017151 AFADE 

Atención integral a familiares y cuidadores 2016 

Asociación de Familiares de Enfermos Psíquicos de Alcantarilla 

Proyecto de información y atención psicosocial para personas con 

enfermedad mental crónica en Alcantarilla 

Asociación Solidaria y Fraterna Beata Piedad de la Cruz 

Proyecto de atención integral a familias con necesidades sociales 

Cáritas Diócesis de Cartagena 

Proyecto de acogida y acompañamiento a personas en situación de 

vulnerabilidad o exclusión social en Alcantarilla 

Coordinadora de Barrios 

Proyecto para seguimiento de menores, jóvenes y adultos 

Cooperativa de Desarrollo Comunitario Región de Murcia 

Convivencia intercultural de adolescentes y jóvenes del municipio de 

Alcantarilla 

MHAM MUAD ONG Mujeres 

Empoderamiento de la mujer 

Instituto Hermanos Maristas Provincia Mediterránea  

Proyecto “¡Vamos!” y Ludoteca “Marcelino”  

TOTAL 2017 

 

5.911,07    

  

1.534,31    

  

 

12.600,00    

  

15.270,00    

 

 

 13.928,00    

 

 3.674,20    

  

 

2.500,00    

 

2.014,65    

57.432,23152 
 

Tabla 8. Resumen de subvenciones a entidades sociales de Alcantarilla 2010 - 2017. Fuente: elaboración propia 

con datos municipales. 

Los datos anteriores nos permiten hacer dos reflexiones. En primer lugar, es llamativo que desde 

un ente local se destinen fondos a cuestiones de cooperación internacional como el terremoto 

de Haití o Nepal. Sin entrar en la conveniencia de contribuir a paliar las consecuencias de 

catástrofes naturales, lo que sí parece obvio es la necesidad de que las administraciones públicas 

y las organizaciones sociales de ámbito nacional e internacional coordinen su actuación. De no 

ser así, cantidades como 20.000 euros pueden financiar sobradamente proyectos locales, pero se 

pierden en la ingente cantidad de fondos que precisa la población después de una catástrofe 

                                                      
151 La convocatoria es de 2016 pero se abonan en 2017.  
152 De la información contable municipal se desprenden pagos totales por importe de 57.432,23 euros. Sin 

embargo, la convocatoria era para subvencionar proyectos por un total de 60.000 euros. Salvo error u 

omisión, la suma de los proyectos subvencionados asciende al resultado expresado. La Memoria del Centro, 

sin embargo, recoge un total de 60.000 euros.  
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natural. En otras palabras, 20.000 euros en Alcantarilla pueden implicar cambios reales y 

efectivos en determinados grupos de población, pero esa cantidad es una parte insignificante de 

lo que precisaba en su día Haití.  

En segundo lugar, los datos que refleja la contabilidad municipal no se corresponden, 

estrictamente, con la actividad realizada por las organizaciones sociales. Esto se debe a que en 

ocasiones se contabiliza como subvención todo lo que, en concepto de “ayuda de emergencia”, 

se abona a los diferentes proveedores. Así, por ejemplo, cada vez que un usuario de servicios 

sociales es beneficiario de una ayuda para pagar suministro eléctrico, aparece en la contabilidad 

municipal una subvención, por el importe de la factura debida, a la compañía eléctrica de que se 

trate. En igual sentido, cuando se concede una ayuda para comprar unas gafas, la óptica a la que 

el usuario acude para adquirir las gafas aparecerá en la contabilidad. Esta operativa no permite 

diferenciar con claridad cuándo el Ayuntamiento está contribuyendo al bienestar de las personas 

de forma directa –a través de las ayudas de emergencia social- y cuando lo hace de forma indirecta 

–a través de las entidades sociales que subvenciona-. Pero lo que sí evidencia de una forma clara 

es el alto intervencionismo que caracteriza la asistencia social. En lugar de dar una transferencia 

directa al usuario, se monitoriza su actuación en tanto que la persona no dispone del dinero en 

ningún momento.  

En definitiva, lo expuesto hasta ahora son cifras que no nos permiten saber con detalle qué 

colectivos atienden las entidades sociales de Alcantarilla, qué actividades llevan a cabo y qué 

impacto social tiene. Por ello, pasamos a comentar los proyectos presentados con ocasión de la 

última convocatoria de subvenciones, publicada en diciembre de 2016.  

Cáritas Diócesis de Cartagena: Proyecto de acogida y acompañamiento a personas en 

situación de vulnerabilidad o exclusión social en Alcantarilla. 

La fundamentación del Proyecto de Cáritas radica en la población destinataria, que se encuentra 

en contextos de riesgo y exclusión social. Su actuación va destinada a familias en situación de 

pobreza y, en principio, ha de estar coordinada con el Centro de Servicios Sociales. Según su 

propio análisis de la población de Alcantarilla, es precisa una actuación concreta con la población 

gitana. Hay que significar que un porcentaje importante de los destinatarios de su proyecto son 

población gitana y es precisa su inclusión social a través de cuatro áreas clave: educación, empleo, 

vivienda y salud. El proyecto de Cáritas se viene realizando desde al menos el año 1987.  



 

 
        

 

 

 

La conveniencia social y la viabilidad económica de la Renta Básica Página 135 de 256 

 

Según Cáritas, la realidad social de los destinatarios de su Proyecto se caracteriza por una 

situación de precariedad e inestabilidad. Familias que viven en condiciones infrahumanas que les 

conducen hacia “la supervivencia más que al desarrollo y a la exclusión más que a la población”. 

Su Proyecto resume los problemas de los destinatarios con la siguiente relación: 

«Empobrecimiento económico: no cubren las necesidades básicas diarias. Sin garantía de 

renta mínima que dé cobertura a mínimos de alimentación, higiene, limpieza, vestido… 

Vivienda: chabolas, derribos y casas con una habitabilidad mínima en pésimas 

condiciones y en situación de aislamiento. Hacinamiento y equipamiento básico 

precario. Las zonas presentan déficit de equipamientos colectivos y servicios públicos 

de infraestructura urbana (agua potable, alcantarillado, saneamiento, pavimentación…). 

Familias con dificultades para asumir el alquiler. 

Educación: escasa formación, analfabetismo y falta de habilidades sociales. Entre los 

menores, existen dificultades para asistir a los centros educativos, y temprana deserción 

del sistema escolar.  

Trabajo: La cualificación profesional de los adultos de la familia es nula. El desempleo 

afecta de manera especial, abocándoles a actividades marginales. Algunos/as tienen 

trabajo temporal en la fruta y en la recogida de chatarra y cartón… Algunos buscan salida 

a través de la delincuencia y la prostitución, como medio de subsistencia, perpetuándose 

con el tiempo. 

Salud: presentan enfermedades infecto-contagiosas y broncopulmonares; alto índice de 

consumo de sustancias tóxicas. 

Roles familiares: Presentan una convivencia basada en el conflicto, sin capacidad de 

diálogo, donde no hay roles definidos. Ausencia de la figura paterna, asumiendo la madre 

todo el papel de cuidar a los menores. 

Participación: sin participación en el entorno153.»  

                                                      
153 Los destacados en negrita son propios.  



 

 
 
 
 

        

 

 

 

 

Página 136 de 256 Cátedra Acal Ciudad Sostenible Página 136 de 256 

 

Cáritas afirma que su Proyecto tiene un “marcado carácter preventivo” y sus principales 

herramientas serán el “acompañamiento, el respeto, el cariño y la confianza que los participantes” 

depositen en la organización. Con relación a esto, tenemos que decir que parece difícil la 

actuación preventiva cuando se actúa con quienes ya se encuentran en las circunstancias que se 

pretenden evitar.  

Asimismo, la organización afirma que llevará a cabo el Proyecto en coordinación y trabajando en 

red con el resto de recursos públicos y privados que intervienen con las familias, haciendo especial 

mención al Centro de Servicios Sociales de Alcantarilla. Según Cáritas su acción “debe ser 

complementaria de las acciones que llevan a cabo desde los servicios sociales” con el fin de no 

duplicar y optimizar los recursos que se ponen en marcha, compartiendo de forma fluida 

información, intervenciones y seguimientos.  

Los espacios con los que Cáritas cuenta para su Proyecto no son pocos. Ubicados en seis sitios 

distintos, Cáritas tiene tres centros de acción social (CAS) y tres Cáritas Parroquiales. Ello les 

permite abarcar la población de todo el municipio: la Asunción, San Pedro, San Roque, “Los 

Pisos” de Vistabella, San José Obrero y El Campico. Entre las actuaciones específicas que Cáritas 

incluye en su Proyecto encontramos la atención primaria y el acompañamiento.  

Los destinatarios son el conjunto de la población de Alcantarilla que se encuentra en las 

situaciones descritas anteriormente. Pero, concretamente, el número de participantes directos 

supera el millar y los indirectos ascienden a más de 3.200. Cáritas significa en su Proyecto que 

el 25% de la población que atiende es inmigrante y que la actividad de acogida y atención primaria 

la realizan mayoritariamente con mujeres (alrededor del 75%). También destacan el alto número 

de familias de etnia gitana que atienden en los barrios más desfavorecidos del municipio: 

Campico, San José Obrero y “Los Pisos” de Vistabella154.  

El personal con el que Cáritas cuenta para la realización de este Proyecto consiste en 20 personas, 

que se distribuyen en los tres centros de acción social y las tres Cáritas Parroquiales. Para la 

convocatoria a la que se presentan solicitan 15.270 euros, que es la cantidad finalmente 

concedida, y con ello pagarán:  

                                                      
154 Sin embargo, estos barrios no tienen un número de usuarios del Centro de Servicios Sociales más alto 

que los demás.  
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 1 profesional de acción social para acogida y atención primaria; 

 1 profesional de acción social para acompañamiento social y coordinación; y 

 1 profesional de acción social para acompañamiento social. 

La fundamentación, la descripción, los objetivos y los destinatarios del proyecto hacen de Cáritas 

una estructura que constituye casi unos Servicios Sociales paralelos a los del Ayuntamiento de 

Alcantarilla. Literalmente, el objetivo general del Proyecto indica que se trata de “contribuir al 

desarrollo integral y a la mejora de las condiciones de familias en situación de riesgo y exclusión 

social fomentando un proceso de acompañamiento en clave comunitaria”. Si bien el Centro de 

Servicios Sociales va mucho más allá de esta descripción, la actuación de Cáritas, en términos 

generales, duplica buena parte de las actuaciones de la administración pública. Como hemos 

podido ver, las distintas ubicaciones de Cáritas se asemejan a las que el Centro tiene por los 

distintos barrios, las actuaciones son las propias de las Unidades de Trabajo Social del 

Ayuntamiento y el número de destinatarios también recuerda a las cifras de la 

administración pública.  

Siendo esto así, cabe plantearse si es útil que se destinen fondos públicos para realizar actividades 

similares a las que ya hace la administración pública. La cobertura de necesidades básicas, la 

derivación a otros recursos… si bien es cierto que la propia organización hace referencia continua 

a la necesidad de complementar y evitar la duplicidad, no se puede obviar que el Proyecto en sí 

mismo constituye una réplica de algunas de las actividades propias del Centro.  

Obra Social Marista: proyecto “¡Vamos!” Y ludoteca “Marcelino”. 

La Obra Social Marista, Hermanos Maristas Provincia Mediterránea es una Congregación 

religiosa que dirige su actuación a las personas en situación o riesgo de exclusión social, con 

especial atención a la infancia, la juventud y la familia.  

Los programas dirigidos a estos colectivos que desarrolla la Obra Social Marista son dos: de un 

lado, el Proyecto “¡Vamos!”, centrado en la inserción sociolaboral de jóvenes de 16 a 30 años; 

y, de otro lado, la ludoteca “Marcelino”, destinada a niños de 3 a 5 años. Según consta en la 

documentación presentada por la organización, ambos proyectos se realizan desde el año 2009, 

habiendo participado 70 jóvenes en el proyecto de inserción laboral y 15 niños en la ludoteca155. 

                                                      
155 Datos de participación del curso 2015/2016.  
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De la documentación aportada a la convocatoria se observa que la Obra Social Marista cuenta con 

la financiación del IMAS que, a su vez, proviene del Fondo Social Europeo. El proyecto de 

inserción laboral “¡Vamos!” se gestiona junto al programa de Garantía Juvenil y recibe para tal 

fin casi 70.000 euros.  

El Proyecto de la Obra Social Marista nació con la idea de dar una respuesta de ocio y educación 

no formal a los jóvenes de los barrios de San José Obrero y El Campico, porque no existía en el 

año 2009 ningún tipo de recurso específico para los jóvenes en situación de exclusión social en 

esas zonas.  

El fundamento del Proyecto presentado por la organización religiosa se encuentra en la educación 

para una mejor convivencia entre culturas. Es interesante la referencia que hace en su análisis del 

entorno social al hecho de que las familias de muchos menores y jóvenes de estos barrios se 

dedican a la economía sumergida. Como consecuencia de lo anterior, son numerosos los 

padres de niños que cumplen condenas de prisión.  

Asimismo, enumeran los factores sociales que perpetúan, a su entender, la situación de exclusión 

de los niños y jóvenes a los que van dirigidos estos proyectos: 

 aislamiento geográfico y social; 

 carencia de espacios 

El proyecto “¡Vamos!” comenzó como un taller de artesanía donde se hacían productos de 

bisutería y complementos que luego se vendía. Como el proyecto era insuficiente para la inserción 

laboral de los jóvenes, en el año 2013 la organización comenzó a trabajar con itinerarios de 

inserción sociolaboral a través de la subvención del Fondo Social Europeo y del IMAS para la 

mejora de la empleabilidad y el fomento de la inserción laboral. Por la alta demanda, el proyecto 

amplió la edad de intervención de los 26 a los 30 años.  

Las actividades que se llevan a cabo consisten en la realización de cursos de formación, 

acompañamiento, intermediación y orientación laboral y prospección en empresas. 

Por lo que atañe a la formación, se emiten dos certificados de profesionalidad de nivel 1: 

“actividades auxiliares de almacén” y “actividades de limpieza en superficies exteriores y 

espacios industriales”. También se hacen talleres de informática, de habilidades sociales, de 
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artesanía y jornadas de cine-forum. La subvención que solicita Maristas en esta convocatoria es 

para la actividad relativa a formación básica con adquisición de competencias clave y obtención 

del título de la ESO.  

Coordinadora de Barrios de Murcia, para seguimiento de menores, jóvenes y adultos. 

Coordinadora de Barrios es una asociación de ámbito regional que tiene como fines estatutarios 

“la promoción y la integración en la sociedad de personas, familias y/o colectivos en riesgo o 

situación de exclusión social por razones físicas, sociales, económicas y culturales, y cualesquiera 

otra de similar naturaleza, con especial atención a los sectores más desfavorecidos”.  

De la documentación aportada se aprecia que esta asociación ha realizado proyectos en 

Alcantarilla, al menos desde 1986. En concreto, de forma ininterrumpida durante los últimos 

treinta años ha realizado actuaciones de desarrollo comunitario en los barrios de San Pedro y 

Santa Rosa de Lima. Con una participación que ha alcanzó las 100 familias en el año 2013/2014. 

En el último año participaron 40 familias. 

Cuenta con un equipo de 47 personas (mayoritariamente, voluntarios) y financiación tanto pública 

como privada. De ésta última, destaca el Convenio “proinfancia” con la entidad bancaria 

Caixabank, por el que obtuvo 48.448 euros en el año 2016. Este proyecto está dirigido a niños, 

niñas y adolescentes entre 0 y 16 años de entornos urbanos donde se desarrolla el programa y 

cuyas familias se encuentran en situación de pobreza o vulnerabilidad social. En los expedientes 

que se ha tenido ocasión de examinar se hacen referencias ocasionales a este Convenio, que 

ofrece: refuerzo educativo y escuelas de verano; y alimentación, gafas, audífonos y apoyo 

psicológico.  

Su proyecto tiene cuatro áreas de actuación: menores, jóvenes, adultos y gestión, promoción y 

formación. El presupuesto para el año 2016 ascendía a 176.362,40 euros y solicitaban 13.928 

euros para que fueran subvencionados por el Ayuntamiento.  

AFADE: atención integral a familiares y cuidadores de personas afectadas por 

enfermedad de alzhéimer y otras demencias de Alcantarilla 2016. 

AFADE se constituyó en el año 1999 con el fin de actuar con personas afectadas por la 

enfermedad de alzhéimer y otros tipos de demencias degenerativas. Entendiendo por personas 

afectadas a los propios enfermos, sus familiares y cuidadores.  
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Los proyectos con impacto social que ha realizado en Alcantarilla durante los últimos años han 

sido numerosos y variados: desde programas de terapias ocupacionales a programas de 

sensibilización y concienciación.  

Cuenta con un equipo de 23 personas, mayoritariamente empleados contratados que prestan sus 

servicios en el Centro de estancias diurnas con el que cuenta en Alcantarilla.  

El Proyecto para el que se presentó a la convocatoria de subvención va dirigido a los familiares y 

cuidadores de los enfermos, que se estima en unos 83 beneficiarios. AFADE propuso la creación 

de un Aula de encuentro de familiares y cuidadores para ofrecer un espacio donde se traten las 

necesidades formativas, psicológicas y emocionales de estas personas.  

El presupuesto del Proyecto asciende a 7.620,13 euros y solicita al Ayuntamiento un total de 

5.911,07 euros para poder llevarlo a cabo. Esta fue la cantidad finalmente concedida.  

Asociación Solidaria y Fraterna Beata de la Cruz: comedor social. Proyecto de 

atención integral a familias con necesidades sociales. 

La asociación Solidaria y Fraterna Beata de la Cruz es una entidad cuyo ámbito territorial se ciñe 

a Alcantarilla. De conformidad con la documentación aportada por ésta en la convocatoria el 

colectivo al que dirige su actuación en el municipio lo constituyen “familias con necesidades 

sociales y con dificultades para subsistir”. Por ello, se ocupan de proporcionarles alimentación, 

ropa e higiene para las necesidades básicas 

Los servicios y programas que realiza la entidad son los que se detallan en el cuadro a 

continuación: 

Programa Actuaciones 

Acceso a la cobertura de necesidades básicas 

(alimentación). 

Servicio de comedor social. 

Servicio de meriendas para menores. 

Servicio de entrega de alimentos a familias. 

Acceso a la cobertura de necesidades básicas (higiene). Servicio de ducha. 

Servicio de peluquería. 

Acceso a la cobertura de necesidades básicas (vestido). Servicio de ropero. 

Apoyo psicológico a la familia. Apoyo especializado semanal. 
 

Tabla 9. Servicios y programas que desarrolla la Asociación Solidaria y Fraterna Beata Piedad de la Cruz. 

Fuente: elaboración propia basada en la convocatoria de subvención. 
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La Asociación es, sobre todo, conocida por el comedor social. Cuenta con un equipo de 59 

voluntarios, que hacen de ella la organización más grande de Alcantarilla en cuanto a medios 

personales. Entre sus voluntarios se encuentran cocineros, peluquero, trabajador/a sociales, 

directores y profesor.  

De su Proyecto hay que destacar varios aspectos. Esta asociación ha intervenido desde el año 

2007 sin recibir subvenciones públicas y se ocupa, en exclusiva, desde el año 2012 del comedor 

social. Ello ha sido posible por el amplio número de voluntarios con los que cuenta. Su 

presupuesto total de gastos, para el año 2016, ascendía a 45.900 euros y preveían unos ingresos 

de 33.300 euros. Por ello, para la convocatoria pedían un total de 12.600 euros.  

Según su Proyecto, el número previsto de beneficiarios directos para el año 2016 asciende a 170 

familias, lo que implica un total de 775 personas, una cantidad nada despreciable. El perfil sería 

personas que reúnen alguna de las siguientes circunstancias: 

 desempleo de larga duración; 

 temporalidad en la ocupación; 

 escasez de ingresos; 

 cualificación laboral insuficiente u obsoleta; 

 situaciones de fracaso escolar en los menores; 

 viviendas que carecen de unas condiciones mínimas de habitabilidad; 

 adicción a diversas sustancias; y 

 unidades familiares con trayectoria y episodios de exclusión. 

Las edades de las personas atendidas son las siguientes: 

Edad Número de beneficiarios 

0 a 3 años 29 

4 a 15 años 170 

16 o más 576 

Total 775 
 

Tabla 10. Nº de beneficiarios del comedor social por edades. Fuente: elaboración propia basada en la 

convocatoria de subvención. 
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Los niños atendidos, por sí solos, suman casi 200 lo que, a nuestro entender, justificaría una 

reflexión al menos acerca de la necesidad de contar con comedores gratuitos infantiles en el 

municipio. 

COPEDECO: “Convivencia intercultural de adolescentes y jóvenes del municipio de 

Alcantarilla”. 

COPEDECO es una cooperativa sin ánimo de lucro fundada en el año 1989 con más de 90 socios-

trabajadores. Su ámbito territorial se extiende a toda la Región y en Alcantarilla realiza trabajos 

de intervención social-comunitaria.  

En los últimos 10 años ha realizado numerosos proyectos de diversa índole. Desde el año 2007 

lleva a cabo refuerzo socioeducativo con infancia, adolescencia y juventud en el que participan 

250 personas. Asimismo, desde el año 2007 también tiene un proyecto de apoyo psicológico que 

atiende anualmente a 25 personas. Ha realizado asimismo programas de apoyo a la alfabetización 

con mujeres inmigrantes y proyectos de parentalidad positiva para familias, con una participación 

de 15 y 35 personas, respectivamente,  

El Proyecto que presentó en la convocatoria de 2016 se denomina “Convivencia intercultural de 

adolescentes y jóvenes del municipio de Alcantarilla”. Su objetivo es “desarrollar acciones con 

los adolescentes y jóvenes que se encuentra en situación de vulnerabilidad social, apoyando su 

proceso de socialización y promoviendo su participación en actividades de ocio y tiempo libre de 

carácter lúdico-educativo y sociocomunitarias desde una perspectiva intercultural”. Para ello, 

cuenta en Alcantarilla con 10 profesionales y 2 voluntarios.  

Destaca en la financiación de COPEDECO la subvención otorgada por la entidad bancaria 

Caixabank, por importe de 87.037 euros, dentro del programa “CaixaProInfancia". Para este 

Proyecto en concreto, la cooperativa solicita un total de 3.647,20 euros al Ayuntamiento que le 

fueron finalmente concedidos.   

Mham Muad ONG (MUAD): empoderamiento de la mujer. 

MUAD es una asociación de ámbito regional que trabaja por los derechos de la mujer y defiende 

la igualdad de oportunidades de las mujeres y la familia. Promueven la integración de los 

diferentes colectivos de exclusión social a través de programas culturales, charlas informativas, 

talleres y actividades junto con otras entidades sociales.  
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En la convocatoria a la que concurrieron en 2016 se recoge que “las mujeres siguen siendo el 

rostro más visible de las situaciones de pobreza y exclusión”, lo que hace que “busquen 

posibilidades que les ayuden a transformar su realidad”. Siendo esto así, MUAD, “colabora en 

esa transformación”.  

En Alcantarilla cuentan con 5 voluntarios. En los últimos años han realizado charlas de diversa 

temática: mediación intercultural, asesoramiento en la búsqueda de empleo de mujeres, charlas 

de medicina preventiva de la mujer, talleres de empoderamiento, jornada de igualdad y prevención 

de la violencia de género. Los participantes en las charlas y talleres oscilan de los 50 a los 105.  

Para la realización de actividades como las descritas, de sensibilización e información, solicitaron 

al Ayuntamiento un total de 2.500 euros.   

AFESA: Proyecto de información y atención psicosocial para personas con 

enfermedad mental crónica en Alcantarilla. 

AFESA es una asociación creada en el año 2010 cuyo ámbito territorial se ciñe al municipio de 

Alcantarilla y a un grupo de población determinado: personas con enfermedades mentales 

crónicas y sus familias. Su objetivo general consiste en lo siguiente: 

 reivindicar a la administración un tratamiento psicosocial orientado a la familia y a la 

comunidad y no hacia el individuo aislado; 

 solicitar a las instituciones sanitarias una mayor oferta de servicios con el fin de erradicar 

las deficiencias existentes actualmente; y 

 sensibilizar a la opinión pública y a la administración de cara a la integración social de la 

persona que padece una enfermedad mental.  

A pesar de que se fundó hace más de 7 años, AFESA inició su actividad en el año 2016, año en 

que se presentó a la convocatoria municipal. Según explica en la memoria presentada, durante ese 

año –recordemos que la convocatoria es de diciembre de 2016- se había realizado atención 

psicológica semanalmente por parte de un profesional voluntario. Y durante 4 meses se 

desarrollaron talleres varios (pintura, jardinería y gimnasia de mantenimiento) por parte de 

voluntarios. AFESA dio publicidad a sus servicios con la celebración de diferentes 

acontecimientos y los socios aumentaron en un 50% (a fecha de presentación de la documentación 

contaban con 22 socios y 12 personas con enfermedad mental que acuden regularmente a la 
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asociación). El hecho de presentarse a la convocatoria tiene que ver con el impacto que tuvo en 

el municipio, donde hay personas que necesitan sus recursos. Siendo esto así, para poder continuar 

con la labor, precisan financiación para poder contratar un psicólogo, un trabajador social, 

monitores para talleres y un terapeuta ocupacional.  

El Proyecto presentado se denomina “información y atención psicosocial para personas con 

enfermedad mental crónica en Alcantarilla” y precisa una subvención del Ayuntamiento de 

1.785,05 euros para poder llevarse a cabo.  

Sus principales actividades consisten en: 

 la divulgación, información y prevención de la salud mental; 

 la atención psicosocial para personas con enfermedades mentales; 

 la atención psicológica; y  

 la realización de talleres ocupacionales. 

En el Proyecto hacen referencia a los recursos con los que cuentan los enfermos mentales en el 

municipio –Servicios Sociales y dos centros de salud- pero consideran que son insuficientes para 

la integración en sociedad de este colectivo.  

3.2. Análisis cuantitativo del gasto. 

Este apartado está dedicado a analizar qué gastan las administraciones públicas en paliar las 

necesidades básicas de los ciudadanos, así como en fomentar e incentivar el empleo (con la 

misma finalidad: cubrir las necesidades básicas). Realmente, esta perspectiva no es nueva, como 

hemos tenido ocasión de comentar en el marco teórico. Son numerosos los defensores de la Renta 

Básica que plantean la viabilidad de implementarla basándose en el ahorro que supondría eliminar 

prestaciones que ya existen a día de hoy y que, sin embargo, se han evidenciado ineficaces para 

erradicar la pobreza156.  

No obstante, entendemos que el planteamiento anterior es incompleto. Por ello, hemos 

considerado oportuno analizar, a través del estudio de caso, quince expedientes reales que recogen 

                                                      
156  J. Iglesias, D. Raventós, R. Bregman, G. Standing y P. Mason, entre otros muchos. Aún con 

planteamientos heterogéneos, estos autores tienen en común la financiación de la Renta Básica teniendo en 

cuenta, entre otros aspectos, el ahorro que supone dejar de abonar determinadas prestaciones. 
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aspectos imposibles de apreciar en las estadísticas y los análisis a nivel macroeconómico. La 

finalidad de esta metodología mixta es intentar arrojar luz que nos permita saber cuánto cuesta 

realmente la pobreza y si es una cantidad que podría financiar la implantación de la Renta Básica. 

3.2.1. Datos estatales. 

En términos generales, el Estado ha gastado durante los últimos años más de 20 mil millones de 

euros anuales en prestaciones por desempleo y más de 180 mil millones de euros en políticas 

sociales. Sin embargo, las desigualdades han aumentado y cada vez son más quienes se 

encuentran desamparados porque no tienen derecho a la percepción de ninguna prestación.  

Para el año 2016, los Presupuestos Generales del Estado157 recogían un gasto social de 188 mil 

millones de euros, lo que suponía más de la mitad del gasto total. De estas cantidades, casi 20 mil 

millones de euros iban destinados a programas de desempleo y asistenciales de diversa naturaleza 

aunque, mayoritariamente, vienen a ser programas para cubrir las necesidades de personas 

desempleadas. Las prestaciones por desempleo fueron una de las partidas que sufrió una mayor 

caída con relación al año anterior (más de un 20%). También cabe destacar aquí que en el año 

2012158 estas partidas superaron los 30 mil millones de euros.  

A los efectos que interesan en este trabajo, y en coherencia con la argumentación expuesta en el 

apartado segundo, cuantificaremos lo que gasta el Estado en aquellas personas que están 

desempleadas y cumplen, además, toda una serie de requisitos relacionados con la edad, las cargas 

familiares y la falta de ingresos. En definitiva y aun con limitaciones, queremos concretar cuánto 

gasta ya el Estado en políticas destinadas a cubrir las necesidades básicas de las personas.  

A través del Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE) se gestionan varios programas destinados 

a personas en situación legal de desempleo. Estos programas se dividen en dos bloques claramente 

diferenciados:  

 

                                                      
157 Hay que tener en cuenta que el gasto social incluye partidas relevantes como educación, sanidad, 

pensiones, desempleo, cultura y fomento del empleo. El gasto social, para el ejercicio 2016, era más del 

50% del gasto total. En relación con éste, las partidas más relevantes del gasto total son las pensiones, el 

desempleo y los intereses de la deuda pública. Véase Ley 48/2015, de 29 de octubre, de Presupuestos 

Generales del Estado para el año 2016.  
158 Véase Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012 (artículo 

2.uno). 
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i. la prestación por desempleo de carácter contributivo; y,  

ii. las prestaciones por desempleo de carácter no contributivo o, dicho de otro modo, las 

prestaciones asistenciales.  

Por ser común a ambos tipos de prestaciones –contributivas y no contributivas- tenemos que 

referirnos a la tasa de cobertura porque con ella podemos conocer cuántas personas, aun estando 

en situación legal de desempleo, se encuentran sin derecho a percibir prestaciones. La tasa de 

cobertura en España alcanzó, en su mejor año reciente (2010), el 78,4% 159 . Los datos 

disponibles160 evidencian un descenso notorio en esta tasa que, en el año 2016 sólo alcanzó el 

55,1%. Así vemos, por un lado, que mientras el paro y las partidas dedicadas a las prestaciones 

por desempleo descienden; por otro lado, la tasa de cobertura cada vez es menor. Como 

consecuencia de lo anterior obtenemos una conclusión clara: la minoración del gasto en 

prestaciones no está directamente vinculado a la reducción del desempleo si con ello se está 

dejando al descubierto a más personas. El indicador de cobertura utilizado por el SEPE se obtiene 

con la siguiente fórmula: 

𝐼𝑛𝑑𝑖𝑐𝑎𝑑𝑜𝑟 𝑑𝑒 𝑐𝑜𝑏𝑒𝑟𝑡𝑢𝑟𝑎 =
𝑇𝑜𝑡𝑎𝑙 𝑑𝑒 𝑏𝑒𝑛𝑒𝑓𝑖𝑐𝑖𝑎𝑟𝑖𝑜𝑠 𝑑𝑒 𝑝𝑟𝑒𝑠𝑡𝑎𝑐𝑖𝑜𝑛𝑒𝑠

𝑃𝑎𝑟𝑜 𝑅𝑒𝑔. 𝑆𝐼𝑆𝑃𝐸 𝑐𝑜𝑛 𝑒𝑥𝑝𝑒𝑟𝑖𝑒𝑛𝑐𝑖𝑎 𝑙𝑎𝑏𝑜𝑟𝑎𝑙 + 𝐵𝑒𝑛𝑒𝑓. 𝑑𝑒 𝑠𝑢𝑏𝑠𝑖𝑑𝑖𝑜 𝑑𝑒 𝑒𝑣𝑒𝑛𝑡𝑢𝑎𝑙𝑒𝑠 𝑎𝑔𝑟𝑎𝑟𝑖𝑜𝑠
 

Como vemos, la tasa de cobertura consiste en dividir el total de beneficiarios de prestaciones por 

desempleo entre la suma de dos conceptos: desempleados registrados en los servicios públicos de 

empleo, exceptuando los que nunca han tenido un empleo, más los beneficiarios de subsidios 

eventuales agrarios.  Lo anterior no es irrelevante, para la contabilización de las personas con 

cobertura el SEPE elimina aquellos que no han tenido aún acceso al empleo, lo que puede 

distorsionar la cifra real.  

A pesar de que para la elaboración de este trabajo nos ceñiremos a las cifras del sistema público 

de empleo, sí que es interesante traer a colación qué datos ofrecen organizaciones sindicales como 

CC.OO., tomando igualmente los datos del SEPE pero utilizando otras metodologías de cálculo 

para conocer la tasa de cobertura.  

                                                      
159 Esta cifra es la media anual. El mejor mes registrado fue en julio de 2010, con una tasa de cobertura del 

79,8%.  
160 Datos estadísticos obtenidos de  

http://www.sepe.es/contenidos/que_es_el_sepe/estadisticas/datos_estadisticos/prestaciones/prestaciones.h

tml (consultado el 01/10/2017).  

http://www.sepe.es/contenidos/que_es_el_sepe/estadisticas/datos_estadisticos/prestaciones/prestaciones.html
http://www.sepe.es/contenidos/que_es_el_sepe/estadisticas/datos_estadisticos/prestaciones/prestaciones.html
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Sin excluir a ningún tipo de desempleado, la organización sindical CC.OO. situó en octubre de 

2015 la tasa de protección en un escaso 29,4% (Secretaría de protección social y políticas públicas 

de CC.OO., 2015). Otros informes basados en datos de la EPA y del SEPE recogen igualmente el 

descenso en la tasa de cobertura. Es decir, disminuyen los desempleados pero aumentan las 

personas sin derecho a prestación por desempleo  (Peñas, 2015) y (Secretaría de protección 

social y políticas públicas de CC.OO., 2016).  

En definitiva, La prestación por desempleo contributiva en España tiene una tasa de cobertura 

baja si la comparamos con los países de nuestro entorno. Y, sobre todo, evidencia las limitaciones 

que tiene un sistema asistencial basado exclusivamente en la empleabilidad. 

Sentadas las anteriores premisas, pasamos a detallar cuánto gasta el Estado en atender las 

necesidades de las personas en situación de necesidad –entendidas, generalmente, como personas 

en situación de desempleo en los términos establecidos legalmente-. Y ello centrándonos en la 

población que hemos elegido: Alcantarilla. Para Seguiremos el siguiente esquema: en primer 

lugar, detallaremos las cantidades que se destinan a la Región de Murcia y, en segundo lugar, 

nos ocuparemos de estimar las cantidades destinadas a Alcantarilla. Estas cantidades constituyen 

transferencias corrientes enmarcadas en los siguientes programas de prestaciones:  

 prestación contributiva por desempleo; 

 prestaciones no contributivas por desempleo (también denominado desempleo 

asistencial);  

 prestaciones no contributivas de jubilación, invalidez y otros subsidios. 

Asimismo, en tanto que son cuestiones de ámbito estatal, nos ocuparemos de estimar: 

 bonificaciones y reducciones de la Seguridad Social; y 

 bonificaciones fiscales. 

A continuación, dedicamos un apartado a cada una de ellas, explicando en qué consisten y qué 

gasto suponen en la Región de Murcia y Alcantarilla. 
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Prestación contributiva por desempleo. 

Con relación al primer bloque, señalaremos brevemente cuáles son las características de la 

prestación por desempleo contributiva161 en España. Gestionada por el SEPE, ésta se percibe 

tras una pérdida involuntaria del empleo. Su cuantía se calcula en función de las cotizaciones162 

realizadas durante los periodos realizados y, como es lógico, para poder percibirla es necesario 

estar inscrito y mantener la inscripción como demandante de empleo durante todo el periodo de 

percepción. Asimismo, se exige acreditar la disponibilidad para buscar activamente empleo y 

aceptar una colocación adecuada mediante la suscripción de un compromiso de actividad.  

Para acceder a esta prestación es preciso haber trabajado y cotizado a desempleo durante al menos 

1 año dentro de los 6 años anteriores a la situación legal de desempleo, lo que deja fuera a una 

cantidad considerable de personas en paro. Además, es una prestación incompatible con la 

percepción de otras. 

En lo que atañe a la duración, la prestación puede cobrarse durante un máximo dos años, si bien 

este periodo puede ser menor atendiendo al periodo previo de cotización. Por tanto, nos interesa 

en este trabajo saber qué ocurre una vez que ha finalizado este periodo de cobro de la prestación 

por desempleo, qué ofrece el Estado y cuánto cuesta. 

La cuantía de la prestación contributiva163 depende de las bases de cotización a la Seguridad 

Social por contingencias profesionales durante los últimos tres meses trabajados, con un máximo 

de 1.400 euros y un mínimo de 670 euros, para personas con hijos. La prestación media para el 

año 2016 fue de 800164 euros. 

Al contrario que algunos autores, sostenemos que la prestación por desempleo ha de configurarse 

y entenderse como un contrato de seguro. En este sentido, quien ha cotizado para ello no debe 

                                                      
161 La regulación precisa de esta prestación está recogida en los artículos 262 y siguientes del Real Decreto 

Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la 

Seguridad Social.  
162 Incluye la cotización a la Seguridad Social por jubilación, incapacidad temporal, invalidez, muerte y 

supervivencia, asistencia sanitaria, maternidad, paternidad y cuidado de menores afectados por cáncer u 

otra enfermedad grave.  
163 Véanse cuantías máximas y mínimas en el siguiente enlace web recuperado el 4 de julio de 2017 de: 

https://www.sepe.es/contenidos/personas/prestaciones/Cuantias_anuales.html  
164 Dato recuperado el 26 de septiembre de 2017 de 

http://www.empleo.gob.es/es/estadisticas/anuarios/2016/PRD/PRD.pdf  

https://www.sepe.es/contenidos/personas/prestaciones/Cuantias_anuales.html
http://www.empleo.gob.es/es/estadisticas/anuarios/2016/PRD/PRD.pdf
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verse privado cuando le sucede el riesgo para el que estaba pagando la “prima” correspondiente. 

A pesar de que la prestación por desempleo en España tiene defectos que bien merecen ser 

analizados en profundidad, no es objeto de este trabajo estudiarlos. Por tanto, aun con los defectos 

que la prestación por desempleo tiene en nuestro país, nos vemos en la necesidad de aceptar los 

datos existentes sin realizar ningún tipo de matiz165.  

Las cantidades correspondientes al desempleo contributivo no serán tenidas en cuenta en 

este trabajo a la hora de analizar la RB. Por ello, el importe de 19.620166 millones de euros, 

destinado en el año 2016 a sufragar las prestaciones por desempleo contributivas, no será 

considerado para financiar la RB, a través de la sustitución de prestaciones.  

Prestaciones no contributivas: el desempleo asistencial. 

Por lo que atañe al segundo bloque de prestaciones que configuran este sistema, consideramos 

que las prestaciones para desempleados de carácter asistencial no responden a los parámetros que 

han de inspirar la regulación de una prestación por desempleo, en tanto que ésta tiene que operar 

como un contrato de seguro. Es decir, una vez agotada la prestación contributiva, el resto de 

prestaciones, no se rigen por la lógica aseguradora sino por la lógica asistencial. Teniendo 

en cuenta este aspecto, detallamos en este apartado los programas que deberían integrarse en la 

suma que una RB sustituiría.  

Los programas no contributivos que, actualmente, están vigentes son los que relacionamos a 

continuación: 

                                                      
165 Siguiendo las conclusiones del profesor Maldonado Molina (2016) el seguro de desempleo en España 

está articulado para un empleo estable, no para el trabajo precario, para el que se contempla una cobertura 

precaria. Esto ocasiona que los trabajadores prearios sean derivados a la cobertura de nivel asistencial 

(que aumenta cada año), mientras baja la tasa de cobertura de la prestación contributiva. En su opinión, hay 

que asumir que el riesgo a proteger ha mutado, y que ya no solo el desempleo tiene un carácter estructural, 

sino que el trabajo precario también está pasando a tener mayor peso, y formar parte del escenario natural 

de nuestras relaciones laborales. Y ese nuevo modelo de relaciones laborales debe tener su traslación en el 

ámbito de la protección social. Por ello, debería contemplarse: 

a) Un subsidio que redujera considerablemente el período mínimo de cotización exigido, procediendo una 

prestación temporalmente proporcional al período cotizado (no como el actual subsidio contributivo), y de 

un importe proporcional a la renta de sustitución. 

b) En el caso de los trabajadores a tiempo parcial, la base reguladora debería ampliarse temporalmente para 

ellos, como ocurre con los otros subsidios. 
166 Véase Ley 48/2015, de 29 de octubre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2016 (artículo 

2.uno).  
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 subsidio por desempleo por tener cargas familiares; 

 subsidio por desempleo para mayores de 45 años sin cargas familiares; 

 subsidio por desempleo para mayores de 55 años; 

 Renta Activa de Inserción (RAI); 

 programa de Activación para el Empleo (PREPARA); y 

 Programa de Activación para el Empleo (PAE). 

Los subsidios están expresamente previstos en Ley que regula el Sistema de Seguridad Social167. 

El derecho a ser beneficiario y la duración dependen de múltiples circunstancias que tienen que 

ver con: el tiempo que se ha trabajado, las rentas de las que se dispone, las responsabilidades 

familiares y la edad. Asimismo, el subsidio para mayores de 55 años está destinado a otorgar una 

ayuda económica hasta tanto se alcanza la edad de jubilación, siendo la única prestación de esta 

naturaleza que tiene una duración condicionada al acceso, a su vez, a otra prestación. Estos 

subsidios tienen en común la cuantía: el 80% del IPREM.   

La RAI se reguló por primera vez en el año 2000168. Ésta forma parte de la acción protectora por 

desempleo, pero tiene un carácter específico y diferenciado de los niveles contributivo y 

asistencial.  

Por su parte, los programas PREPARA y, el más reciente PAE, son actuaciones que se pusieron 

en marcha en el año 2011, durante los primeros años de la crisis, y que se han ido prorrogando 

sucesivamente con la aprobación de diferentes normas. Tienen una duración más limitada y están 

orientados a ofrecer no sólo ayuda económica sino acompañamiento para incrementar las 

oportunidades de retorno al mercado de trabajo. Debido a incidencias jurisdiccionales169, es 

previsible que se refundan en una sola prestación en el año 2018.  

                                                      
167 Véase Capítulo III TRLGSS dedicado al nivel asistencial del desempleo (artículos 274 y siguientes).  
168 Esta prestación trae causa en las medidas que se fueron implantando a principios de los años 90 en varios 

países europeos y en el propio Parlamento Europeo que aprobó a finales de 1988 una reoslución sobre la 

lucha contra la pobreza, pronunciándose a favor del establecimiento en todos los estados miembros de una 

renta mínima como elemento de inserción de los desempleados pobres (Uribarri, 2012). Ello culminó con 

la aprobación por parte de la Unión Europea de la Recomendación 92/441, que sirvió de base a la primera 

regulación en el año 2000.  
169 El Tribunal Constitucional (TC) dictó una sentencia en la que considera que centralizar en el SEPE la 

gestión de las ayudas económicas a desempleados que han agotado el paro, contraviene el orden 

constitucional de distribución de competencias en materia de empleo (STC número 100/2017, de 20 de 

julio, (recurso 6199/2013) publicada en el BOE 191/2017, de 11 de agosto). Para no dejar en un vacío legal 

a las personas beneficiarias, se puso en marcha una mesa de diálogo. En la LXVI Conferencia Sectorial de 
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Todas estas prestaciones tienen en común ir destinadas a personas desempleadas y en situación 

legal de desempleo. Es decir, estar inscritas como demandantes de empleo y mantener tal 

inscripción durante todo el periodo de percepción. La única de ellas que asume la posibilidad de 

que una persona no pueda incorporarse al mercado laboral es el subsidio para mayores de 55 años 

que prevé una duración tan larga como sea necesario hasta alcanzar el beneficiario la edad de 

jubilación.  

Una vez que tenemos claras cuáles son las prestaciones existentes, lo que nos interesa saber es 

cuántas personas las perciben y qué gasto suponen para la administración estatal.  

A continuación, mostramos el número de beneficiarios de prestaciones en la Región de Murcia, 

por clase de prestación, durante el año 2016 (media anual). 

 Desempleo 

contributivo 

Subsidio 

(1) 

RAI       

(2) 

PAE 

(3) 

Total asistencial 

(1+2+3) 

Paro 

registrado 

Reg. Murcia 25.444 22.200 9.075 1.078 32.353 121.081 

España 763.697 799.623 225.879 23.477 1.246.549170 3.868.898 
 

Tabla 11. Beneficiarios de prestaciones 2016. Fuente: elaboración propia con datos del SEPE. 

La tabla anterior nos muestra que, en Murcia, durante el año 2016 (en media) fueron perceptores 

de prestaciones 57.797 personas, de los que 25.444 eran de desempleo a nivel contributivo y 

32.353 a nivel asistencial. Además, si tenemos en cuenta el paro registrado, se confirma la baja 

tasa de cobertura, que se situó en 47,7%.  

De las personas cubiertas por una prestación, el 56% lo son de nivel asistencial. O, dicho de otro 

modo, sólo el 44% de los beneficiarios de prestaciones en la Región de Murcia lo son a nivel 

contributivo.  

                                                      
Empleo y Asuntos Laborales se ha alcanzado un acuerdo por el que se atribuye al Servicio Público de 

Empleo Estatal la competencia para gestionar el PREPARA de manera extraordinaria hasta abril del año 

2018. Gabinete de comunicación del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. Recuperado en 

http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3128 (consultado el 01/10/2017).  
170 Incluye, asimismo, dos prestaciones de nivel asistencial que no se han insertado en la tabla porque no 

tienen beneficiarios en la Región de Murcia. Se trata del subsidio de trabajadores eventuales y agrarios y la 

renta agraria. Para el año 2016, tuvieron, en España, un total de 117.350 y 80.220 beneficiarios, 

respectivamente.  

http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3128
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En cuanto al gasto de prestaciones, el cuadro a continuación detalla cuál fue para el año 2016 

(expresado en miles de euros).  

Total 

prestaciones 

Desempleo 

contributivo 

Subsidio 

(1) 

RAI 

(2) 

PAE 

(3) 

Total asistencial 

(1+2+3) 

Reg. Murcia 560.581 377.784 129.206 47.794 5.796 182.797 

España 18.638.124 11.703.948 5.635.812 1.174.817 123.547 6.934.176 

Tabla 12. Gasto de prestaciones según tipo de prestación. Fuente: elaboración propia con datos del SEPE. 

Los programas asistenciales tuvieron, a nivel estatal, un coste de 6.934 millones de euros, que 

supone el 37,2% de las prestaciones destinadas a los desempleados en España (18.638 millones 

de euros). O, lo que es lo mismo, sólo el 62,8% del gasto de prestaciones por desempleo, está 

destinado al nivel contributivo. El resto se corresponden con subsidios y programas asistenciales. 

Esta cifra ha evolucionado durante los últimos años. En el año 2010, el gasto total no contributivo 

era un 28% y a lo largo de los años ha aumentado hasta el 37,2% de 2016171. Esto supone que, 

cada vez más, el Estado destina el dinero a las prestaciones asistenciales y no al desempleo 

contributivo. 

A nivel regional, como vemos, en el año 2016 se produjo un gasto de prestaciones por desempleo 

que ascendió a más de 560 millones de euros, de los que el 67,4% se destina al pago del paro 

contributivo. Si ponemos en relación estos datos con los de los beneficiarios, obtenemos que, a 

pesar de ser más numerosos los beneficiarios de prestaciones asistenciales, el gasto que se 

destina a éstos no es mayor. No existe una proporción equitativa entre el gasto y el número de 

beneficiarios. La cuantía media percibida por los beneficiarios de prestaciones en Murcia durante 

el año 2016 fue de 784,15 euros172.  

En resumen, poniendo en relación el número de beneficiarios y gasto de prestaciones en la Región 

de Murcia, obtenemos la siguiente información: 

171 Prestaciones por desempleo. Servicio Público de Empleo Estatal. Recuperado en 

https://www.sepe.es/contenidos/que_es_el_sepe/estadisticas/index.html (consultado el 01/10/2017). 
172 Prestaciones por desempleo. Servicio Público de Empleo Estatal. Recuperado en 

https://www.sepe.es/contenidos/que_es_el_sepe/estadisticas/index.html (consultado el 01/10/2017.  

https://www.sepe.es/contenidos/que_es_el_sepe/estadisticas/index.html
https://www.sepe.es/contenidos/que_es_el_sepe/estadisticas/index.html
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Prestación Cuantía 

(en miles de €) 

Beneficiarios 

(media mensual) 

Prestación contributiva 377.784 25.425 

Prestaciones no contributivas 182.797 32.615 

Subsidio 129.206 22.378 

RAI 47.794 9.139 

PAE 5.796 1.098 

Tabla 13. Gasto de prestaciones y beneficiarios Región de Murcia 2016. Fuente: elaboración propia con datos del SEPE. 

Sentadas las anteriores premisas, nos ocupamos del caso de Alcantarilla. Hasta aquí hemos 

contado con datos oficiales del SEPE. Sin embargo, no existen estadísticas análogas a nivel 

municipal, con lo que la estimación de beneficiarios y gasto de prestaciones ha sido realizada 

siguiendo los parámetros que pasamos a comentar.  

Como estamos trabajando con datos relativos a situaciones de desempleo, consideramos oportuno 

tomar como referencia la tasa de paro registrado de la Región de Murcia y de Alcantarilla. En este 

sentido, la tasa de paro registrado de la Región de Murcia fue de un 19,8% en el año 2016, lo que 

supone que 121.082 personas estaban en situación de desempleo. Por su parte, la tasa de paro 

registrado en Alcantarilla para el año 2016 ascendió a 23,64%, lo que quiere decir que 4.385 

personas del municipio estaban en situación de desempleo. 

Pues bien, las personas desempleadas de Alcantarilla suponen un 3,62% de los desempleados a 

nivel regional, y esta es la cifra que utilizaremos para averiguar tanto el número de beneficiarios como 

el gasto de prestaciones en el municipio. La tabla a continuación indica cuál es el gasto de prestaciones 

y el número de beneficiarios de prestaciones por desempleo durante el año 2016 en Alcantarilla. 

Prestación Cuantía 

(en miles de €) 

Beneficiarios 

(media mensual) 

(1) Prestación contributiva 13.675,78 920,39 

(2) Prestaciones no contributivas 6.617,25 1.180,66 

Subsidio 4.677,27 810,08 

RAI 1.730,16 330,83 

PAE 209,823 39,75 

Total (1) + (2) 20.293,03 2.101,05 

Tabla 14. Gasto de prestaciones y beneficiarios en Alcantarilla (2016). Fuente: Elaboración propia con datos del SEPE. 
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Como vemos, la administración estatal gastó 6.617.251,40 euros en el año 2016 para cubrir 

las necesidades básicas de personas en situación de desempleo en Alcantarilla. La cuantía 

media percibida ascendió a 426 euros mensuales, que se corresponde con el 80% del IPREM de 

ese año.  

En cuanto a los beneficiarios, si aplicamos el 3,62%, obtenemos un total de 1.180 beneficiarios 

de prestaciones no contributivas mensualmente, en media, en Alcantarilla durante el año 2016. 

Para justificar que esta cifra es adecuada, plantearemos otro modo de llegar a ella. 

Tenemos un total de 2.101 personas cubiertas por prestaciones de desempleo en el año 2016, 

siendo minoritarias las de nivel contributivo. La cifra de 2.101 personas es coherente con las tasas 

de cobertura que existen en España actualmente (48%) e incluso más generosa que la de Murcia 

(44%). Es decir, de las, aproximadamente, 4.000 personas que se encontraban en desempleo en 

el año 2016, sólo la mitad percibían alguna prestación. De ellas, casi 1.000 recibían una prestación 

contributiva que, en media, asciende a 800 euros. El resto, 1.200 personas, están percibiendo 

prestaciones por desempleo de naturaleza asistencial.  

A su vez, la cifra de 2.000 personas nos recuerda al número de usuarios que, según la Memoria 

técnica, se atendieron en Alcantarilla en el año 2016.  

Si dividimos esa cantidad entre la totalidad de personas desempleadas, resulta que, en media, el 

Estado abonó, en concepto de prestación por desempleo no contributiva, 1.509 euros a cada 

una de las personas desempleadas en Alcantarilla (125 euros mensuales).  

Este apartado nos ha servido para obtener la primera cifra de nuestro cálculo. Si elimináramos las 

prestaciones por desempleo asistenciales en Alcantarilla, se generaría un ahorro de 6.617.250 

euros.  

Prestaciones no contributivas: jubilación, invalidez y otros subsidios.  

Son prestaciones económicas que se reconocen a aquellos ciudadanos que, encontrándose en 

situación de necesidad protegible, carezcan de recursos suficientes para su subsistencia en los 

términos legalmente establecidos, aun cuando no hayan cotizado nunca o el tiempo suficiente 

para alcanzar las prestaciones del nivel contributivo. Dentro de esta modalidad, se encuentran las 

pensiones de invalidez y jubilación, así como otras también de carácter asistencial y subsidiarias. 
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La gestión de estas pensiones no contributivas está atribuida a los órganos competentes de cada 

Comunidad Autónoma. En Murcia, es el IMAS el que se ocupa de ello. Las prestaciones no 

contributivas a las que hemos tenido acceso son las siguientes: 

 Jubilación 

 Invalidez 

 Pensiones asistenciales por enfermedad y vejez (residual de lo anterior) 

 Para personas con discapacidad 

o Subsidio de garantía de ingresos mínimos 

o Subsidio por ayuda de tercera persona 

o Subsidio de movilidad y complemento de transporte 

o Asistencia sanitaria y prestación farmacéutica. 

 Complemento para vivienda 

 Prestación por hijo a cargo173 (distintas modalidades) 

Las estadísticas públicas no ofrecen el mismo nivel de detalle en lo que atañe a las prestaciones 

no contributivas. Por este motivo, no contando con la misma información de todas ellas, hemos 

resumido en un cuadro la información que interesa para este trabajo. Fundamentalmente, el mayor 

gasto en prestaciones no contributivas tiene que ver con la invalidez y jubilación y con la 

prestación por hijo a cargo.  

Con relación a las pensiones no contributivas de invalidez y jubilación, el número de beneficiarios 

en la Región de Murcia para el año 2016 ascendió a 14.955; y 420 personas en Alcantarilla. Como 

no contamos con datos municipales, de nuevo, hemos realizado una estimación que pasamos a 

explicar. En este caso nos hemos basado en la población de Alcantarilla en relación con la de 

Murcia –sin tener en cuenta el desempleo- porque las prestaciones no contributivas, si bien tienen 

su origen en la falta de ingresos, no van necesariamente ligadas a una situación de desempleo. En 

tanto que la población de Alcantarilla supone el 2,81% de la población regional, el gasto de 

prestaciones también ha sido estimado aplicando ese porcentaje a las cantidades de la Región de 

Murcia facilitadas por el SEPE.  

                                                      
173 Se incluyen sólo en este trabajo las prestaciones familiares periódicas, al ser las que dependen de los 

ingresos familiares. No ocurre así con las prestaciones familiares de pago único.  
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En resumen, para el año 2016, el gasto de prestaciones fue, al menos, el que se concreta en el 

cuadro a continuación174.  

Prestaciones no contributivas Región de Murcia  (en €) Alcantarilla (en 

€) 

Invalidez y jubilación 82.925.907,24 2.330.217,99 

Subsidios varios por discapacidad175 2.110.833,96 106.572 

Complemento vivienda 3.792.600 593.144,34 

Prestación por hijo a cargo 59.700.870 1.677.594,45    

Total estimado 148.530.211,20 4.173.698,93    
 

Tabla 15. Gasto en prestaciones no contributivas asistenciales. Fuente: elaboración propia con datos del SEPE. 

Como se puede apreciar, las cantidades no son despreciables, como tampoco podemos ignorar, 

para las 420 personas beneficiarias de PNC por jubilación e invalidez. El resto de beneficiarios 

de PNC podemos considerarlos incluidos en el grupo de población en situación de desempleo, ya 

que son prestaciones no contributivas condicionadas a un bajo nivel de renta. 

Teniendo en cuenta la cantidad a la que hemos llegado en el apartado anterior (subsidios por 

desempleo), el gasto que el Estado destina a Alcantarilla para cubrir necesidades 

asistenciales ascendió en el año 2016 a 10.790.948,93 euros.  

Bonificaciones y reducciones de la Seguridad Social 

En este apartado vamos a concretar qué cantidades destina el Estado a bonificar determinadas 

contrataciones, así como a reducir la recaudación. Todo son medidas de fomento del empleo que 

consideramos que deben incluirse en las cantidades a tener en cuenta en el ahorro que podría 

financiar una RB porque su fundamento es el mismo que el de las prestaciones asistenciales.  

                                                      
174 Es ingente la cantidad de prestaciones no contributivas que, a día de hoy, existen en España. En parte, 

se debe al solapamiento de prestaciones antiguas que permanecen vigentes hasta que el beneficiario 

fallezca, a pesar de que ya no generan nuevos beneficiarios. En tanto que se trataría, en cualquier caso, de 

una estimación a la baja, consideramos que no perjudica al resultado final el hecho de no haber incluido la 

totalidad de pensiones no contributivas existentes y de las cuales no es posible obtener el gasto de 

prestaciones (tan sólo los beneficiarios).  
175 Subsidio garantía de ingresos mínimos, subsidio ayuda a tercera persona y subsidio de movilidad por 

gastos de transporte.  
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En el cuadro a continuación mostramos cuáles fueron las bonificaciones y reducciones 

presupuestadas para el año 2016176. 

 

 

 

 

 

 

Tabla 16. Bonificaciones y reducciones en las cotizaciones a la Seguridad Social en España (2016). Fuente: 

elaboración propia basada en los presupuestos de la Seguridad Social. 

Como vemos, las medidas de fomento del empleo, concretadas en bonificaciones y reducciones 

a las cotizaciones a la Seguridad Social ascendieron en el año 2016 a 3.735,79 millones de euros.  

Queremos significar que no hemos incluido las bonificaciones y reducciones al desempleo porque 

los presupuestos de la Seguridad Social no desagregan la partida total, que asciende a 1.635 

millones de euros. Es una partida importante, pero hay que recordar que incluye las cotizaciones 

al desempleo contributivo. Éste, como venimos argumentando, no lo tenemos en cuenta a la hora 

de calcular el ahorro que supondría la eliminación de prestaciones asistenciales y medidas 

análogas.  

El informe económico que acompaña a los presupuestos de la Seguridad Social no desglosa la 

información por Comunidades Autónomas ni ofrece una estimación provincias. Por este motivo, 

hemos realizado una estimación con la finalidad de poder contabilizar lo que suponen las medidas 

de fomento del empleo en la Región de Murcia y en Alcantarilla. Para ello, tomaremos los datos 

poblacionales de España, Murcia y Alcantarilla. En función de la población, obtenemos los 

resultados que se muestran en la siguiente tabla. 

 

                                                      
176 (Dirección General de Ordenación de la Seguridad, 2016)  

Tipo de cotizaciones Importe (en millones de €) 

Normales 2.394,52 

Sistema especial agrario 416,50 

Empleados del hogar 111,30 

Normal autónomos 762,62 

Trabajadores del mar 50,63 

Minería y carbón 0,22 

Total 3.735,79 



 

 
 
 
 

        

 

 

 

 

Página 158 de 256 Cátedra Acal Ciudad Sostenible Página 158 de 256 

 

 

 

 

 

Tabla 17. Bonificaciones y reducciones en las cotizaciones a la Seguridad Social en la Región de Murcia y 

Alcantarilla (2016). Fuente: elaboración propia con datos del presupuesto de la Seguridad Social y del INE. 

En definitiva, las medidas de fomento del empleo, consistentes en bonificaciones y reducciones, 

supusieron en el año 2016 un total de 3.302.535 euros para Alcantarilla, que constituye el 

0,0884% del importe estatal. 

Bonificaciones fiscales. 

Este trabajo no entra de forma exhaustiva en aspectos tributarios porque el objetivo es cuantificar 

otras cuestiones.  Ahora bien, consideramos interesante y necesario reflejar aspectos importantes 

de nuestro sistema tributario como las bonificaciones fiscales.  

Las reducciones que se aplican en la base imponible son regresivas en los impuestos cuya 

tarifa es progresiva, como ocurre en el IRPF español. Cada persona se beneficia de la rebaja en 

un porcentaje equivalente al tipo más alto que paga. De alguna forma, las deducciones en la cuota 

solucionan parcialmente este aspecto. 

Se produce regresividad cuando quien tiene menor capacidad económica se ve imposibilitado 

de aprovechar un determinado beneficio fiscal. Por tanto, entendemos que, para tener un 

sistema más coherente en la implantación de la RB, sería precisa la modificación del IRPF en el 

sentido de eliminar o, al menos, reducir los beneficios fiscales. Con ello no defendemos que el 

Estado se despreocupe de los problemas con los que intenta paliar determinadas cuestiones, a 

través de los incentivos y beneficios fiscales. Más bien al contrario, es preciso afrontar aquéllas 

de forma directa. Es decir, volvemos al inicio del trabajo: dar dinero a las personas es más 

efectivo, equitativo y, en definitiva, progresivo.  

La Constitución Española establece en su artículo 134.2 la obligación de que, anualmente, se 

consigne en los presupuestos generales del Estado el importe de los beneficios fiscales que afectan 

a los tributos estatales. Por ello, anualmente la administración tributaria elabora un informe en el 

Población Importe (en millones de €) 

España 3.735,79 

Rejón de Murcia 117,53 

Alcantarilla 3,302535 
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que detalla y evalúa los beneficios fiscales de cada ejercicio. El informe de 2017 (Agencia 

Tributaria Región de Murcia, 2017), relativo a las rentas del año anterior, arroja unos resultados 

que no podemos ignorar.  Para el ejercicio 2016, las exenciones y beneficios fiscales ascendieron 

a un total de 842.564.909 euros, de los que 51.606.764 se corresponden con el IRPF. La tabla a 

continuación es un resumen del informe referido. 

Beneficios fiscales Importe (en €) 

IRPF 51.606.764 

ISD177 125.294.852 

Subtotal impuestos directos 176.901.616 

ITPADJ178 18.216.062 

IVA e impuestos especiales 638.100.000 

Tributo juego 6.534.049 

Subtotal impuestos indirectos 662.850.111 

Tasas 2.813.182 

TOTAL 842.564.909 
 

Tabla 18. Resumen de beneficios fiscales Región de Murcia 2016. Fuente: (Agencia Tributaria Región de Murcia, 2017). 

Sin ánimo de entrar en el detalle de las reducciones y exenciones sí mencionaremos algunas de 

las que conforman los más de 51 millones del IRPF. Entre otras, se trata de la inversión en 

vivienda habitual para jóvenes, los gastos de guardería para hijos menores de tres años, las 

inversiones en dispositivos domésticos de ahorro de agua, la inversión en entidades nuevas o de 

reciente creación, la inversión en entidades que cotizan en el segmento de empresas en expansión 

del mercado bursátil y los gastos de material escolar.  

Ante la falta de datos municipales, en el cuadro a continuación mostramos una estimación de cuál 

sería el impacto de las bonificaciones fiscales en Alcantarilla, teniendo en cuenta su población.  

 

 

                                                      
177 Impuesto sobre sucesiones y donaciones. 
178 Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados. 
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Beneficios fiscales Importe (en €) Estimación Alcantarilla 

IRPF 1.450.150,07 

ISD179 3.520.785,34 

Subtotal impuestos directos 4.970.935,41 

ITPADJ180 511.871,34 

IVA e impuestos especiales 17.930.610,00 

Tributo juego 183.606,78 

Subtotal impuestos indirectos 18.626.088,12 

Tasas 79.050,41 

TOTAL 23.676.073,94 
 

Tabla 19. Resumen de beneficios fiscales Alcantarilla 2016. Fuente: elaboración propia.  

El impacto que tienen los beneficios fiscales es muy alto si lo comparamos con las cantidades 

que, hasta ahora, hemos estado utilizando. No es intención de este trabajo incluir los beneficios 

fiscales en la financiación de la Renta Básica, pero, dadas las cifras, se convierte en un elemento 

imprescindible a contemplar.  

3.2.2. Datos autonómicos. 

La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (CARM) dedicó en el año 2016 más de 321 

millones de euros a seguridad y protección social, lo que suponía un 7,85% del presupuesto total. 

Como se puede ver en la imagen a continuación, las mayores partidas van destinadas a sanidad y 

educación. 

                                                      
179 Impuesto sobre sucesiones y donaciones. 
180 Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados. 
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Ilustración 7. Presupuestos de la CARM 2016. Fuente: portal de transparencia y gobierno abierto de la Región de Murcia. 

Una parte importante de las políticas sociales se gestionan a través IMAS. Este organismo, al 

contrario de lo sucedido con las partidas estatales, ha visto en los últimos años cómo su 

presupuesto ha ido creciendo. Para el ejercicio 2017 cuenta con un presupuesto de casi 85 

millones de euros181, que supone un aumento con relación al año 2016 en el que éste ascendió a 

81.847.608 euros.  

Las ayudas, prestaciones y medidas de inserción y protección social que gestiona el IMAS son 

las siguientes: 

 Renta Básica de inserción (RBI). 

 Ayuda periódica de inserción y protección social (APIPS). 

 Ayuda periódica a personas con discapacidad (APPD). 

 Ayuda económica a personas mayores para su atención en el medio familiar y 

comunitario. 

 Ayuda no periódica de inserción y protección social. 

 Ayuda individualizada a personas con discapacidad. 

 Ayuda económica para personas mayores. 

                                                      
181  En concreto, el presupuesto del IMAS, asciende a 84.957.569 euros, de los que 81.756.803 se 

corresponden con transferencias corrientes. Esta información ha sido recuperada el día 1 de octubre de 2017 

de https://presupuestos.carm.es/programas/314C/pensiones,-ayudas-y-subvenciones  

https://presupuestos.carm.es/programas/314C/pensiones,-ayudas-y-subvenciones
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 Ayuda especial para atención de circunstancias de carácter excepcional. 

Asimismo, el IMAS se ocupa de la gestión de las prestaciones de la Ley de Dependencia. Al 

respecto hay que tener en cuenta que en Murcia existe copago, de suerte que quienes perciben 

prestaciones económicas acreditan su situación económica. En la implantación de una Renta 

Básica se deben matizar las situaciones de quienes tienen una discapacidad pero ello no obsta a 

que incluyamos en este apartado las cantidades abonadas por este concepto. El cuadro a 

continuación resume las transferencias corrientes pagadas por el IMAS en el año 2016, así 

como la estimación para Alcantarilla, teniendo en cuenta su población.  

Partida presupuestaria Importe CARM (en €) Estimación Alcantarilla (en €) 

Pensiones, ayudas y subvenciones. 78.712.117 2.211.810,49 

Personas mayores. 3.892.200 109.370,82 

Personas con discapacidad. 5.758.542 161.815,03 

Personas con trastorno mental y 

otros colectivos. 

49.900 1.402,19 

Protección del menor. 8.693.816 244.296,23 

Planificación y evaluación de 

servicios sociales. 

10.655.860 299.429,67 

Inmigración, colectivos 

desfavorecidos y voluntariado. 

2.723.594 76.532,99 

Familia 59.880 1.682,63 

Fomento del empleo (promoción 

social) 

28.443.752 799.269,43 

Total 138.989.661 3.905.609,47 
 

Tabla 20. Transferencias corrientes del IMAS 2016. Fuente: elaboración propia basada en el presupuesto del 

IMAS 2016. 

Según nuestra estimación, la CARM destinó 3.905.609,47 euros en prestaciones asistenciales 

a Alcantarilla en el año 2016. Esta cantidad es proporcional, en términos poblacionales182, a la 

totalidad de las transferencias autonómicas que hemos tomado en consideración.  

De las partidas del presupuesto que configuran la denominada “seguridad y protección social” 

hemos tomado sólo aquellas que contienen transferencias corrientes que están destinadas a cubrir 

                                                      
182 Recordemos que Alcantarilla tiene una población que constituye el 2,81% de la población regional. Ese 

porcentaje ha sido el utilizado para estimar las transferencias destinadas a habitantes del municipio.  
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necesidades asistenciales. Al respecto, tenemos que aclarar que hay partidas en las que el gasto 

de personal, no es que sea alto en comparación con lo que se transfiere, sino que es inexistente. 

Así, por ejemplo, en el ejercicio 2016, la partida denominada “prestaciones a los 

desempleados” no contemplaba ninguna cantidad para transferir. De los 19 millones de 

euros presupuestados, 14 fueron a gastos de personal y 2,4 a inversiones reales. Un año después 

las transferencias corrientes se han presupuestado en 1,5 millones de euros183. Asimismo, la 

partida denominada “personas con discapacidad” tiene un presupuesto de casi 62,5 millones y, 

sin embargo, sólo se destinan a transferencias corrientes 3,82. En igual sentido, existe un 

presupuesto de más de 16,5 millones para personas con trastorno mental y otros colectivos y, sin 

embargo, sólo se dedican 49.900 euros a transferencias corrientes.  

Con la anterior apreciación queremos hacer ver que la estimación que realizamos es prudente. 

Prudente en el sentido de que no estamos, en ningún caso, incluyendo como ahorro la supresión 

del coste de personal y otros costes asociados que implicaría la eliminación de una prestación 

determinada –aun sabiendo que, frecuentemente, de cada cien euros presupuestados, sólo una 

pequeña parte es transferida finalmente al perceptor de prestaciones-.  

3.2.3. Datos municipales. 

El presupuesto del Centro de Servicios Sociales de Alcantarilla tiene un tamaño de 2.003.988,37 

euros. Sin embargo, la financiación es municipal y autonómica. En el año 2016 el Ayuntamiento 

aportó 1.164.642,87 euros y, el resto, 839.345,50 euros fueron ingresos de la CARM184. El 

importe de las transferencias corrientes efectuadas en el año 2016 ascendió a 291.116,21 euros, 

de conformidad con el detalle que recoge la tabla a continuación. 

 

 

 

                                                      
183 Prestaciones a los desempleados. Portal de transparencia y gobierno abierto de la Región de Murcia. 

Recuperado en https://presupuestos.carm.es/programas/312A/None (consultado el 01/10/2017).  
184  Información económica, financiera y patrimonial. Portal de transparencia del Ayuntamiento de 

Alcantarilla. Recuperado en https://www.alcantarilla.es/portal-de-transparencia/ (consultado el 01/10/2017).  

https://presupuestos.carm.es/programas/312A/None
https://www.alcantarilla.es/portal-de-transparencia/
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Concepto Importe (en €) 

Subvención a la residencia “Virgen de la Salud”. 219.116,21 

Convocatoria subvención a proyectos de cooperación. 60.000 

Subvención mayores en residencia. 12.000 

Total 291.116,21 
 

Tabla 21. Importe de las transferencias corrientes de Servicios Sociales del Ayto. Alcantarilla 2016. Fuente: 

elaboración propia con datos del presupuesto municipal. 

En la misma línea que las consideraciones efectuadas a nivel autonómico –trasladables también 

al estatal-, los cálculos son prudentes. En ningún caso se ha estimado el ahorro que supondría 

tener que dejar de gestionar en el Ayuntamiento las prestaciones del IMAS 

3.2.4. Recapitulación. 

El análisis cuantitativo que hemos realizado, repasando las diferentes prestaciones existentes a 

nivel estatal, autonómico y local, arroja luz acerca del gasto en prestaciones y medidas de fomento 

del empleo que las administraciones destinan para paliar las necesidades de las personas en 

situación de pobreza.  

Los datos que hemos obtenido conforman el ahorro que podría ser utilizado para financiar 

una Renta Básica universal en el municipio de Alcantarilla. Y este ahorro, en resumen, es el que 

contiene la siguiente tabla. 

Administración Importe (en €) 

Estatal:  

Gasto en prestaciones asistenciales y no contributivas 10.790.948,93 

Gasto en bonificaciones de la Seguridad Social 3.302.535,50 

Autonómica:  

Gasto en prestaciones y promoción social  3.905.609,47 

Municipal:  

Transferencias corrientes 291.116,21 

Total 18.290.210,11 
 

Tabla 22. Ahorro estimado en gasto social para el año 2016 en Alcantarilla. Fuente: elaboración propia. 
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La cantidad que hemos obtenido asciende a más de 18 millones de euros. En concreto, si 

suprimiéramos las prestaciones asistenciales de las que fueron beneficiarios los vecinos de 

Alcantarilla en el año 2016, obtenemos 18.290.210,11 euros. Esta cantidad, muy comedida, 

sería el mínimo que debemos incluir en nuestra respuesta a la hipótesis planteada. 

Recordemos que el objetivo último de este trabajo es conocer qué Renta Básica podría pagarse si 

se reestructurara el gasto social. En esta reestructuración tenemos dos elementos: de una parte, la 

cuantificación de las prestaciones asistenciales que ya se abonan a día de hoy; y, de otra parte, el 

ahorro que implicaría la mejora en las condiciones de vida de las personas. Hemos obtenido el 

primero de ellos, cuya cuantificación requería una labor de búsqueda de datos y de estimación de 

aquellos que las estadísticas públicas no facilitaban. Este primer elemento, los 18.290.210,11 

euros constituyen la cantidad cierta de la que podemos partir para calcular qué Renta Básica 

podría haberse abonado a los vecinos de Alcantarilla en el año 2016.  

Llegados a este punto tenemos que recordar la propuesta de financiación, via IRPF, que se 

proponía en el apartado 2.1.4. Hemos explicado que no nos ocuparemos aquí de hacer una 

microsimulación de cómo quedaría este impuesto con la implantación de la Renta Básica. Lo que 

sí podemos afirmar es que contamos con 18.290.210,11 extra, que serían el resultado final de una 

reestructuración que conllevara, según las estimaciones que hagamos, un número determinado de 

receptores netos de Renta Básica. 

La Renta Básica sería recibida por igual por parte de los vecinos de Alcantarilla. Pero la 

universalidad, como ya apuntábamos, no quiere decir que todos, contribuyentes de altas rentas 

y bajas rentas, ganen con la medida. Al articularse a través del IRPF -del mismo modo que es 

universal el mínimo personal y familiar185 pero ello no quiere decir que, en términos netos, todos 

los contribuyentes perciban esa cantidad- encontraríamos perceptores netos de Renta Básica y 

pagadores netos de Renta Básica. 

Sentadas las anteriores premisas, sólo queda establecer cuántos vecinos deberían, a nuestro 

entender, ser perceptores netos de Renta Básica. La inexistencia de una microsimulación en este 

                                                      
185 El mínimo personal y familiar es la cantidad destinada a satisfacer necesidades básicas personales y 

familiares del contribuyente. Por ello, no se someten a tributación. Es un tramo de tipo cero (artículo 56 

LIRPF). Para el ejercicio 2016 se estableció el mínimo del contribuyente en 5.550 euros, incrementándose 

en 1.150 euros si se tiene más de 65 años y adicionalmente en 1.400 euros, si se tiene más de 75 años. 

Asimismo, existen variaciones, al alza, de esta cantidad dependiendo de las circunstancias familiares.  
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trabajo nos lleva a estimar nosotros cuántos deberían o podrían ser perceptores netos teniendo en 

cuenta la información con la que contamos del municipio y los resultados que hemos obtenido. 

Retomemos algunos datos186 para explicar esta cuestión.  

Alcantarilla, en el año 2016, tenía aproximadamente 4.300 personas en situación de desempleo, 

de los que la mitad se encontraban sin cobertura de prestaciones. Ello quiere decir, que la Renta 

Básica debería cubrir a esas personas si pretendemos proponer una medida que mejore la situación 

anterior (2.150 personas). De las 2.150 personas restantes, alrededor de 1.000 estaban cubiertas 

por la prestación de desempleo contributiva y el resto, 1.150 eran beneficiarias de prestaciones 

asistenciales. Asimismo, tenemos alrededor de 400 personas beneficiarias de prestaciones no 

contributivas asistenciales –no vinculadas a situación de desempleo, pero sí a carencia de rentas-

.  

Los anteriores datos nos llevan a plantear, al menos, tres escenarios idénticos en los 

planteamientos pero que difieren en el número de beneficiarios netos potenciales. Así, 

calcularemos qué Renta Básica podrían percibir, en media, 2.500, 3.000 y 3.500 personas. 

Decimos, en media, porque al configurarse a través del IRPF las personas percibirían cantidades 

diferentes dependiendo de su contribución.  

Las cifras que planteamos para los escenarios consideramos que son también coherentes con el 

número de usuarios atendidos en el Centro de Servicios Sociales.  

Escenarios. 

Los escenarios que se exponen a continuación reflejan el número de perceptores netos y el 

importe que percibirían. No hay que olvidar que al tratarse el IRPF de un impuesto progresivo 

cada cual recibiría o pagaría Renta Básica, en términos netos, en función de sus ingresos, de 

manera que las estimaciones realizadas son cuantías medias. Lo que ofrecemos con estos 

escenarios es un potencial resultado de la reforma del IRPF que habría que articular para implantar 

la Renta Básica en los términos planteados.  

 

                                                      
186 Redondeamos los datos para facilitar la estimación. 
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Escenario 1: 2.500 perceptores netos de RB Importe 

18.290.210,11/2.500 7.316,08 €/año 

18.290.210,11/2.500/12 609,67 €/mes 
 

Tabla 23. Escenario 1: 2.500 perceptores netos de RB. Fuente: elaboración propia. 

Escenario 2: 3.000 perceptores netos de RB Importe 

18.290.210,11 /3.000 6.096,74€/año 

18.290.210,11 /3.000/12 508,06 €/mes 
 

Tabla 24. Escenario 2. 3.000 perceptores netos de RB. Fuente: elaboración propia. 

Escenario 3: 3.500 perceptores netos de RB Importe 

18.290.210,11 /3.500 5.225,77 €/año 

18.290.210,11 /3.500/12 435,48 €/mes 
 

Tabla 25. Escenario 3: 3.500 perceptores netos de RB. Fuente: elaboración propia. 

Como vemos, incluso en el escenario más generoso (3.500 perceptores netos), la RB a la que 

llegamos arroja un importe medio mensual que supera los 426 euros de renta asistencial existente 

en 2016 (80% IPREM). El escenario más restrictivo (2.500 perceptores netos) supera en un 43% 

esa cuantía y se acerca al SMI 2016, que ascendió a 655 euros.  

Otros escenarios: se contemplan las bonificaciones fiscales.   

También podemos plantearnos algunos escenarios teniendo en cuenta las bonificaciones 

fiscales. Realizaremos dos variaciones de los escenarios anteriores: 

A. De una parte, añadiremos a los 18.290.210,11 euros de potencial ahorro el 100% de la 

bonificación fiscal de IRPF, estimada para Alcantarilla para el año 2016, que asciende a 

1.450.150,07 euros. La suma de ambas cantidades arroja un total de 19.740.360,18 euros. 

B. De otra parte, añadiremos a los 18.290.210,11 euros de potencial ahorro el 10% de la 

totalidad de las bonificaciones fiscales, estimadas para Alcantarilla para el año 2016, que 

asciende a 2.367.607,39 euros. La suma de ambas cantidades arroja un total de 

23.025.424,90 euros.  

A continuación, mostramos la primera de las variaciones (variación A). 
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Escenario 1A: 2.500 perceptores netos de RB Importe 

19.740.360,18/2.500 7.896,14 €/año 

19.740.360,18/2.500/12 658,01 €/mes 
 

Tabla 26. Escenario 1A: 2.500 perceptores netos de RB. Fuente: elaboración propia. 

Escenario 1A: 3.000 perceptores netos de RB Importe 

19.740.360,18/3.000 6.580,12 €/año 

19.740.360,18/3.000/12 548,34 €/mes 
 

Tabla 27. Escenario 2A. 3.000 perceptores netos de RB. Fuente: elaboración propia. 

Escenario 3A: 3.500 perceptores netos de RB Importe 

19.740.360,18/3.500 5.640,10 €/año 

19.740.360,18/3.500/12 470,01 €/mes 
 

Tabla 28. Escenario 3A: 3.500 perceptores netos de RB. Fuente: elaboración propia. 

Incluir en la estimación del ahorro las bonificaciones fiscales mejora los resultados anteriores. Y, 

en la línea de lo que decíamos en el apartado referido a ellas, su supresión es coherente con la 

propuesta de una modificación del IRPF tendente a aumentar la redistribución y la progresividad 

en tanto que este tipo de medidas fiscales son regresivas.   

A continuación, mostramos la segunda de las variaciones (variación B).  

Escenario 1B: 2.500 perceptores netos de RB Importe 

23.025.424,90/2.500 9.210,17 €/año 

23.025.424,90/2.500/12 767,51 €/mes 
 

Tabla 29. Escenario 1B: 2.500 perceptores netos de RB. Fuente: elaboración propia. 

Escenario 1B: 3.000 perceptores netos de RB Importe 

23.025.424,90/3.000 7.675,14 €/año 

23.025.424,90/3.000/12 659,60 €/mes 
 

Tabla 30. Escenario 2B. 3.000 perceptores netos de RB. Fuente: elaboración propia. 

 



 

 
        

 

 

 

La conveniencia social y la viabilidad económica de la Renta Básica Página 169 de 256 

 

Escenario 3B: 3.500 perceptores netos de RB Importe 

23.025.424,90/3.500 6.578,69 €/año 

23.025.424,90/3.500/12 548,22 €/mes 
 

Tabla 31. Escenario 3B: 3.500 perceptores netos de RB. Fuente: elaboración propia. 

Podemos afirmar que, a pesar de tratarse de un cálculo modesto, llevado a cabo sin incluir como 

ahorro partidas que incluyen otros autores, obtenemos cifras que evidencian la viabilidad 

económica de una Renta Básica. Queremos destacar que las cantidades medias obtenidas 

superan: 

i. las prestaciones medias no contributivas percibidas por sus beneficiarios en el año 2016, 

que ascendían a 320 euros; 

ii. las prestaciones medias del desempleo de nivel asistencial, que ascendían en 2016 a 426 

euros (80% del IPREM); y 

iii. el importe de la RBI que, en el año 2016, ascendía a 300 euros. 

Y ello sin tomar en consideración otros costes, nada desdeñables, como la gestión burocrática 

(capítulos 1 y 2 de los presupuestos) y los que nos ocuparán en el apartado 3.3. 

Para terminar, surge una cuestión que tiene que ver con lo siguiente: cómo ha sido posible que 

los escenarios planteados ofrezcan mejores resultados –en cuanto a las personas alcanzadas y 

cuantía de la Renta- si hemos utilizado para el cálculo el propio gasto en el que incurrieron las 

administraciones. Esto se debe a la inclusión, no sólo de las prestaciones que, directamente, 

reciben las personas en modo de pago directo. Hemos incluido las transferencias corrientes que 

comportan las medidas de fomento del empleo y otras de análoga naturaleza. Como hemos tenido 

ocasión de explicar, el objetivo era incluir en la suma todas aquellas cantidades que tienen como 

finalidad paliar las necesidades más básicas de las personas –ya sea indirectamente, a través de la 

financiación a entidades que contratan personas en situación de necesidad; o, directamente, 

ingresando una cantidad al beneficiario-. Esta circunstancia evidencia que las medidas de carácter 

indirecto hacen que se pierda “dinero por el camino”, no llegando directamente a quien lo 

necesita.  
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3.3. Análisis cualitativo del gasto. 

«La pobreza económica no es la única que empobrece la vida humana» 

AMARTYA SEN (n. 1933) 

«Si una persona bajo asistencia pública gana un dólar, y obedece a la ley, el 

ingreso producido por la asistencia quedará reducido en la misma cantidad: el 

efecto es penalizar, bien sea la laboriosidad, bien sea la honestidad, o ambas a 

la vez» M. FRIEDMAN (1912-2006) 

La precisión con la que hemos podido determinar el coste de los beneficiarios de prestaciones 

asistenciales no podrá regir este apartado. Nos adentraremos en el gasto que supone la pobreza 

desde una perspectiva que, si bien podría ser cuantificada, la metodología ha de ser otra. Nos 

referimos la información que las tablas mostradas no reflejan. Nos ocupamos, a continuación, de 

explicar la metodología utilizada y de hacer un repaso por las cuestiones que consideramos 

esenciales para analizar de una manera completa en qué afecta la pobreza a las personas y la 

sociedad en general. En concreto, analizaremos las decisiones vitales y las trampas de la pobreza, 

la salud, la educación, la conflictividad judicial y la burocracia.  

3.3.1. Lo que el análisis cuantitativo no muestra: estudio de casos. 

Para la elaboración de este trabajo se ha tenido acceso a expedientes del Centro. Con su 

descripción, debidamente anonimizada, pretendemos analizar cuestiones que los datos reflejados 

en los apartados anteriores obvian. A través del estudio de caso queremos comprender por qué, 

con frecuencia, resultan ineficaces las prestaciones económicas asistenciales y las medidas de 

fomento del empleo que ya existen, y si la implantación de la RB sería una medida conveniente 

para estas personas. En este sentido, queremos comprobar si estos casos concretos confirman 

nuestra hipótesis de que un ingreso como la RB mejoraría la vida de las personas al actuar como 

una herramienta preventiva (de pobreza) y distributiva (de la riqueza). Además, podemos ver 

cómo se gestionan estas ayudas y comprobar si, en efecto, el coste burocrático que apuntábamos 

en el marco teórico es tal.  

El Anexo III lo componen quince expedientes. La elección de ellos fue realizada por el propio 

equipo técnico del Centro bajo la petición de seleccionar aquellos casos que fueran 

multiproblemáticos y consumidores recurrentes de los Servicios Sociales. Entendido esto último 
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en un sentido amplio, que no se ciñe en absoluto a ser beneficiario de recursos económicos. Se 

buscaba poder tener acceso a casos antiguos, que aún siguen vivos y que han pasado de padres a 

hijos; a casos recientes que no han sido archivados porque los recursos de los que se disponen 

resultan insuficientes o ineficaces; a casos endémicos y a casos irregulares en el tiempo; a casos 

con problemas familiares; a casos con menores implicados; y, en definitiva, a casos variados. No 

se pretende generalizar, sino tan sólo arrojar luz sobre algunas de las innumerables 

circunstancias que las estadísticas no permiten apreciar.  

El esquema en el Anexo III es similar para cada caso, aunque adaptándose a la información que 

cada expediente contenía. Hemos querido hacer ver por qué acuden las personas inicialmente a 

Servicios Sociales y, transcurrido el tiempo desde aquella primera vez y la actualidad, en qué 

situación se encuentran. También recogemos en una tabla las prestaciones económicas de las que 

han sido beneficiarias las personas protagonistas de cada uno de los casos. Con relación a esto 

último, hay que tener en cuenta: en primer lugar, no se tiene preciso conocimiento en el Centro 

de las ayudas que reciben los usuarios por parte de las entidades sociales (aunque sí se hará 

referencia a ello caso por caso); en segundo lugar, es frecuente que los usuarios acudan cuando 

han agotado las prestaciones estatales, con lo que no es posible saber exactamente cuánto han 

percibido y durante qué periodos; y, en tercer lugar, se tramitan en el Centro las prestaciones 

autonómicas y municipales, no sucede así con las estatales. 

Sentadas las anteriores premisas, exponemos las características comunes más relevantes que 

hemos podido apreciar en los expedientes estudiados. 

En todo caso, se actúa frente a las situaciones de necesidad cuando ésta ya ha ocurrido. La 

propia normativa que regula las prestaciones provoca esta situación. Hemos encontrado en los 

expedientes casos de usuarios que acuden, de forma preventiva, cuando saben que su situación va 

a empeorar. Sin embargo, los requisitos de la totalidad de las prestaciones asistenciales y ayudas 

están condicionadas a situación de pobreza. Es decir, la configuración que existe de las 

prestaciones hace que la prevención sea muy residual cuando no inexistente. Por ello, es frecuente 

encontrar rechazos en las primeras ocasiones en que se tramitan ayudas –porque el usuario no se 

encuentra en la situación de pobreza que exige la norma-.  

La burocracia es ingente y se encuentra hasta en los casos en que la situación de necesidad no se 

limita a cuestiones económicas. La tramitación de expedientes de discapacidad e invalidez, con 
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sus múltiples revisiones y exámenes, generan un coste asociado muy significativo. Las 

transferencias corrientes del análisis cuantitativo nos muestran que, realmente, hay ocasiones en 

que la partida presupuestaria destina más dinero a la gestión burocrática que al usuario final. En 

igual sentido, la tramitación de los expedientes a nivel municipal que sólo traen causa en 

necesidades económica –y no otras que precisan intervenciones de otro tipo- hay veces que 

alcanza un coste anual de más de mil euros. La transferencia directa de esa cantidad al usuario 

aportaría una eficacia doble al sistema: el profesional podría dedicar esos recursos a tareas más 

propias de trabajo social, que no se limiten a la gestión burocrática; y el usuario obtendría más 

ingresos efectivos.  

La burocracia no sólo es ingente sino también contradictoria. En varios casos hemos tenido 

ocasión de apreciar graves incoherencias. Reseñamos dos a título de ejemplo.  

La primera, tiene que ver con una persona que acumuló en su día una deuda de más de cuarenta 

mil euros con la Seguridad Social. Esa deuda sólo crece cada día y es imposible que pueda hacer 

frente a ella. El problema que encontramos es cómo afecta a los trabajadores autónomos el tener 

deudas con la administración para poder percibir la pensión de jubilación en su modalidad 

contributiva. Las consecuencias son terribles tanto para el propio sistema como para la persona 

deudora. De conformidad con la Ley187, es preciso estar al corriente en el pago de las cuotas para 

poder acceder a las prestaciones por las que se ha cotizado. Sin embargo, en situaciones de falta 

de ingresos188 este requisito genera un círculo vicioso que sólo conduce a que Servicios Sociales 

termine gestionando una pensión de jubilación no contributiva. La consecuencia no es sólo injusta 

–no se tiene en cuenta lo que se ha cotizado, ya que Seguridad Social te priva directamente de las 

prestaciones por el hecho de tener deudas- sino que genera más gasto por otras vías. Esta persona 

acude a Servicios Sociales, le tramitan otro tipo de prestaciones más bajas y, a su vez, como son 

más bajas, es preciso que se gestionen varias.  

La segunda, la hemos encontrado con ocasión de un caso en el que el usuario, mayor de 55 años, 

no puede acceder al subsidio por desempleo para personas de su edad porque no cumple uno de 

los requisitos, que consiste en haber cotizado durante 90 días a la Seguridad Social. Para 

                                                      
187 Esta cuestión está prevista en el artículo 28 Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, por el que se regula el 

régimen especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos, que regula las 

condiciones del Derecho a las prestaciones. Exige estar al corriente en el pago de las cuotas exigibles en la 

fecha en que se entienda causada la correspondiente prestación.  
188 Lógicamente, las situaciones de impago por fraudes u otro tipo podrían encajar en esta exigencia. 
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solucionar este problema, desde Servicios Sociales se busca una entidad social que lo contrate y 

así pueda acceder a la prestación. Lo absurdo del sistema se encuentra en que donde se acude para 

esta contratación es a entidades sociales financiadas con subvenciones públicas. Es decir, lo que 

no se abona a través de la prestación directa al usuario se hace a través de su contratación laboral, 

financiada por la propia administración pública –mucho más costoso y, por ende, más ineficiente.  

Claramente, una Renta Básica evitaría las dos situaciones que acabamos de describir.  

3.3.2. Decisiones vitales y trampas de la pobreza. 

Las decisiones vitales en muchos de los casos contenidos en el Anexo III están determinadas por 

su situación de necesidad económica. No existe planificación a largo plazo porque la duración de 

las prestaciones y su falta de regularidad no permite saber con certeza con qué recursos contarán. 

La capacidad de ahorro de las personas en situación de necesidad económica es nula. Pero resulta 

que la capacidad de ahorro de las personas perceptoras de los subsidios actuales es, también, 

inexistente. Estudiando cada caso hemos podido apreciar cómo el terminar una ayuda, tramitar 

otra antes de que ésta se agote y comenzar otra diferente genera ineficiencias en el sistema ya que 

el problema no se ha erradicado y la situación de la familia evidencia que lo único que necesitan 

es dinero. Cabe destacar aquí los casos que hemos encontrado de reintegro de prestaciones por 

percepción indebida.  

Hay casos en que la complejidad de los requisitos en la tramitación de las prestaciones produce 

pagos indebidos, no intencionados por los usuarios. La administración, en estas situaciones, 

siempre solicita la devolución. Cuando lo hace, reclamando la totalidad de lo percibido, hemos 

visto cómo los usuarios tienen que acudir al fraccionamiento ya que no pueden hacer frente a ello.  

Existe una situación en uno de los casos en la que se evidencia de una manera muy clara cómo es 

preferible una prestación incondicional a una condicionada. El hijo de uno de los usuarios cuyo 

expediente hemos estudiado comenzó un curso de formación al finalizar el instituto. Durante 

cinco meses pudo acudir porque la familia tenía el dinero para pagarlo -150 euros mensuales-. Lo 

tuvo que dejar por falta de ingresos. En aquel momento la familia no cumplía los requisitos para 

tener ninguna prestación condicionada a necesidades básicas. Aunque la hubiera tenido, no habría 
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servido. En la evaluación189 de las rentas mínimas se recoge el uso que los destinatarios de ellas 

dan al dinero: alimentación, vivienda y vestido, fundamentalmente. Se olvida que muchas veces 

esas necesidades las pueden suplir la familia o incluso amigos (en varios casos hemos visto cómo 

es habitual comer en casa de familiares). Lo que la red de apoyo no puede ofrecer normalmente 

es dinero de forma regular para pagar gastos de formación. El coste que supondrá para la 

sociedad que ese chico no haya podido hacer el curso de formación no lo podemos saber, pero 

hemos visto en su expediente que a día de hoy se encuentra en situación de desempleo y es 

potencial perceptor de prestaciones asistenciales.  

Las decisiones erróneas a veces no sólo tienen consecuencias individuales. Una Renta Básica 

otorgaría a las personas la libertad de elegir qué hacer con el dinero pero, sobre todo, eliminaría 

las trampas de la pobreza y permitiría tomar decisiones a largo plazo –más acertadas, 

seguramente- que redundarían en el conjunto de la sociedad.  

3.3.3. Salud. 

Las situaciones de dificultad económica estresan a las personas. Hemos podido apreciar esta 

circunstancia en varios de los expedientes estudiados y cómo el empeoramiento de la salud 

complica la situación. También hemos observado una falta de tratamiento adecuado de los 

problemas de salud porque se dedican más recursos a cubrir las necesidades básicas. De hecho, 

existen referencias en los expedientes a la necesidad, en algunos casos, de incidir más en aspectos 

de intervención que tienen que ver con la salud, pero la gestión de ayudas asistenciales 

entorpece la tarea.  

En los casos más antiguos se desprende cómo algunas enfermedades mentales pasaban de padres 

a hijos. Y como determinadas situaciones de crisis, que han desencadenado enfermedades 

graves, coinciden temporalmente en momentos por los que la persona padecía una situación 

de dificultad económica.  

En este sentido, no es mera intuición el hecho de que un ingreso estable podría mejorar la vida de 

las personas. Al estudio realizado por Forget (2011), del que hablábamos en la experiencia del 

Mincome canadiense, tenemos que añadir los hallazgos de Pickett (2017) que vinculan las 

desigualdades económicas y sociales al empeoramiento del estado de salud de las personas, entre 

                                                      
189 Véase Anexo II.  
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otras cosas. Según ella, la ansiedad vinculada al temor de ser pobre propicia conductas 

compulsivas y adictivas.  

Con relación a lo anterior, también hemos podido ver en un expediente cómo un usuario pasó de 

tener una familia a sufrir marginación social y estar actualmente en soledad. Siendo su aislamiento 

la prioridad de intervención por parte de los profesionales del Centro. Todo ello tenía su origen 

en la enfermedad mental que le fue diagnosticada. El proceso, en suma, consistió en: 

desestabilización psíquica por falta de recursos económicos, inicio de la enfermedad mental y 

separación de su familia. Las enfermedades desestabilizan la convivencia y las relaciones 

familiares.  

El pago de la Renta Básica ofrece una estabilidad emocional que evitaría las situaciones de salud 

precaria relacionadas con la falta de cobertura de necesidades básicas. No sólo beneficiaría a la 

persona sino que, a largo plazo, se ahorraría en gasto público y nos beneficiaríamos el conjunto 

de la sociedad. 

3.3.4. Educación. 

En varios expedientes hemos podido ver la derivación de usuarios/as a programas formativos pero 

lo cierto es que no hemos apreciado cómo esos programas insertaban laboralmente a las personas. 

Las actividades realizadas por entidades sociales, financiadas con fondos públicos, pueden no ser 

del interés de quienes se ven obligados a acudir.  

Una Renta Básica daría libertad a las personas para formarse en función de sus inquietudes o 

intereses y no en función de las condiciones que imponen las prestaciones asistenciales 

condicionadas.  

3.3.5. Justicia.  

Es difícil cuantificar el coste que suponen los procedimientos judiciales porque no se trata sólo 

de los honorarios del abogado designado de oficio (en estos casos se tiene derecho a Justicia 

Gratuita) sino de toda la maquinaria que implica un proceso jurisdiccional. Consideramos que 

todos los casos judiciales que tienen su origen en situaciones de necesidad desaparecían, al menos 

en parte, con la implantación de la Renta Básica y, con ellos, se ahorraría un gasto muy 

significativo. Las reclamaciones de pensiones de alimentos, conflictos familiares, las 
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reclamaciones deuda, las ejecuciones hipotecarias, los procesos de reclamación de rentas de 

alquiler… son procesos judiciales que afectan de una forma especial a las personas sin recursos.   

De los casos estudiados queremos resaltar varias cuestiones que aparecen en ellos y tienen que 

ver con la falta de ingresos económicos. Son situaciones que, de existir una Renta Básica, 

probablemente, no tendrían lugar.  

En primer lugar, la responsabilidad personal subsidiaria190. En dos casos de los estudiados ha 

tenido lugar el ingreso en prisión porque el condenado a pagar la multa impuesta por el Juzgado 

penal no ha hecho frente a ello. Con el consiguiente trastorno familiar que supone que un miembro 

ingrese en prisión. Los equilibrios familiares se descompensan como se puede apreciar en los 

casos del Anexo III. Esta pena no es propia de las personas con recursos económicos, de suerte 

que la responsabilidad personal subsidiaria es una medida que afecta al colectivo más pobre de 

nuestra sociedad. Es posible también la realización de trabajos en beneficio de la comunidad; algo 

que, igualmente, afecta a la situación económica del condenado que tendrá que dejar su empleo –

si lo tiene- o encontrará mayores dificultades de inserción por no contar con toda la jornada 

laboral. 

Traemos a colación esta pena porque, en tanto que afecta a quienes no pueden pagar las multas, 

contraviene el principio de igualdad consagrado en nuestra Constitución. Evitan la prisión quienes 

tienen medios económicos para las multas.  

En segundo lugar, son frecuentes los procedimientos judiciales –civiles y penales- para reclamar 

pensiones de alimentos entre ex parejas con hijos en común. Los procesos civiles no tienen más 

consecuencias que la condena al pago de la cantidad debida. Sin embargo, en los casos que hemos 

examinado se ha acudido a la jurisdicción penal para reclamar estas cantidades. La diferencia no 

es irrelevante. En el ámbito penal, la condena incluye multa y prisión. Para las personas en 

situación de pobreza, que su ex cónyuge opte por esta vía –al margen de apreciaciones que no 

vienen al caso- implica que tendrá que pagar preferentemente la multa si no quiere incurrir en la 

                                                      
190 Está prevista en el artículo 53 del Código Penal que establece que si el condenado no satisficiere, 

voluntariamente o por vía de apremio, la multa impuesta, quedará sujeto a una responsabilidad personal 

subsidiaria de un día de privación de libertad por cada dos cuotas diarias no satisfechas, que, tratándose 

de delitos leves, podrá cumplirse mediante localización permanente. (…) También podrá el juez o tribunal, 

previa conformidad del penado, acordar que la responsabilidad subsidiaria se cumpla mediante trabajos 

en beneficio de la comunidad. En este caso, cada día de privación de libertad equivaldrá a una jornada de 

trabajo. [El subrayado es propio]. 
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responsabilidad personal subsidiaria que acabamos de comentar. Y, en el mejor de los casos, si 

paga la multa, ese dinero se destina al Tesoro Público y no al pago de los alimentos. Por 

tanto, en situaciones de necesidad económica acudir a la vía penal añade un coste que va destinado 

al dinero público pero no a las necesidades de los niños, que son los beneficiarios de las pensiones 

de alimentos.  

En tercer lugar, los procedimientos de reclamación de deudas (rentas de alquiler, ejecuciones 

hipotecarias) abocan al empleo irregular. En los casos estudiados hemos podido apreciar cómo 

hay usuarios que afirman preferir tener un empleo irregular a uno con cotizaciones a la Seguridad 

Social cuyo salario podría sería embargado por la administración de justicia. Las deudas, 

judicialmente, sólo aumentan (intereses y costas del procedimiento) y esto motiva que cantidades 

que podrían haber sido pagadas fraccionadamente en los inicios, resulten imposibles de pagar con 

el paso del tiempo. Se alcanzan cantidades muy altas que motivan que las personas prefieran vivir 

indefinidamente al margen de la regularidad laboral. Esto causa efectos negativos en el futuro de 

las personas que, cuando alcancen la edad de jubilación, no tendrán derecho a una pensión 

contributiva. La dependencia de prestaciones asistenciales estará siempre presente.   

El pago de una Renta Básica mejoraría las situaciones descritas y ello redundaría en el conjunto 

de la sociedad generando un ahorro que, si bien no podemos precisar, sí podemos asegurar que 

sería muy importante.  
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4. Conclusiones. 

Primera. El cambio de paradigma del que estamos siendo testigos justifica la necesidad de 

contemplar nuevas formas de organización socioeconómica. La Renta Básica se enmarca, 

necesariamente, en el declive del sistema capitalista, el surgimiento de nuevas formas de 

organización socioeconómica como la economía colaborativa y la necesidad de reflexionar acerca 

de si el trabajo es la única forma de alcanzar un nivel de bienestar digno. La Renta Básica ha 

traspasado el plano teórico y es, a día de hoy, una herramienta que está siendo testada por varios 

países con el fin de comprobar qué efectos tiene en la vida de las personas y si puede ser una 

medida útil de reducción de la pobreza y redistribución de la renta.  

Segunda. La Renta Básica es una cuestión ética y práctica a partes iguales. Sin ánimo de 

convencer acerca de lo justa y oportuna que es la Renta Básica, hemos escogido un contexto que 

evidencia tanto la conveniencia social como la viabilidad económica de su aplicación. La 

investigación realizada ofrece elementos objetivos que sustentan la anterior afirmación.  

Tercera. El gasto que realizan las administraciones públicas para paliar las necesidades más 

básicas de las personas, debidamente reestructurado, permite el pago de una Renta Básica más 

alta que las actuales prestaciones asistenciales. La Renta Básica propuesta pasa por una 

modificación del sistema impositivo español. En el escenario más modesto, ésta superaría el 80% 

del IPREM y en el escenario más restrictivo, supera el SMI. Concretamente, en la población 

estudiada (40.000 habitantes), en el escenario más modesto, la Renta Básica sería percibida, en 

términos netos, por 3.500 personas que, en media, recibirían 470 euros mensuales; y, en el 

escenario más restrictivo, la Renta Básica sería percibida, en términos netos, por 2.500 personas 

que, en media, recibirían 767 euros mensuales. En todo caso las estimaciones alcanzan a más 

personas que las que las prestaciones asistenciales atienden en la actualidad. La Renta Básica es, 

por tanto, viable económicamente. 

Cuarta. Las cantidades de la conclusión anterior son el mínimo del que se parte, en un 

planteamiento de la Renta Básica a largo plazo. La pobreza tiene un alto impacto en la sociedad. 

El gasto que supone la pobreza no se limita a las transferencias corrientes, sino que hay que 

entenderlo en un sentido amplio. La pobreza ocasiona, a su vez, más gasto. La Renta Básica, 

entendida como inversión, permitiría a largo plazo una mejora en las condiciones de vida de las 
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personas e incluso provocaría ahorro en ámbitos como la sanidad y la justicia. El estudio de casos 

llevado a cabo ampara esta conclusión. La Renta Básica es, por tanto, conveniente socialmente. 

4.1. Valoración de los objetivos. 

El primer objetivo consistía en la realización de una compilación teórica de la Renta Básica lo 

más actualizada posible. Consideramos que la bibliografía utilizada contempla un número de 

autores suficiente para iniciarnos en el conocimiento de la Renta Básica. Se han tenido en cuenta 

las publicaciones más recientes. 

Dentro de este primer objetivo, hemos tenido ocasión de recoger algunas de las experiencias que 

se están llevando a cabo en varios países, pero no se han contemplado la totalidad de los proyectos 

piloto que están en marcha. También hemos verificado que nuestro ordenamiento jurídico ampara 

en la actualidad la Renta Básica y no sería ni siquiera preciso una modificación normativa para 

poder implementarla. Por último, se ha querido dar actualidad al trabajo ofreciendo una síntesis 

de lo que las fuerzas políticas proponen con la confirmación de que no existe ningún programa 

político que contemple esta medida. 

El segundo objetivo consistía en investigar la conveniencia y viabilidad de la Renta Básica en 

una población determinada. Lo hemos concluido con éxito. Podemos afirmar que la Renta Básica 

es una medida conveniente socialmente y viable económicamente. La contabilización del gasto 

tal y como la hemos llevado a cabo, salvo error u omisión, no ha sido nunca realizado en la Región 

de Murcia. Creemos, por tanto, que aún con las limitaciones que tiene esta investigación, 

aportamos un trabajo de interés social. El acceso a expedientes reales nos ha permitido conocer 

numerosos aspectos que los datos oficiales no contemplan.  

Toda la labor llevada a cabo, en su conjunto, nos lleva a darle la vuelta a la pregunta inicial. Quizá 

no se trata de reflexionar acerca de si podemos permitirnos una Renta Básica universal. Parece, 

más bien, que hay que reflexionar acerca de si podemos no permitírnoslo.  

4.2. Limitaciones y aportaciones. 

Limitación. En la estimación de los receptores netos de Renta Básica no se han tomado los datos 

de la agencia tributaria, como hacen las microsimulaciones llevadas a cabo por otros autores. Esto 

se debe a dos motivos: (i) excedía de este trabajo adentrarnos en los detalles de las declaraciones 
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de la renta de la población estudiada; y (ii) no estamos de acuerdo con los tramos actuales del 

IRPF y la realización de una microsimulación que contemple, a su vez, la modificación este 

impuesto es merecedora de un trabajo aparte.  

Limitación. No hemos realizado un análisis de cómo se configuraría la Renta Básica para otros 

colectivos como los niños y las personas con discapacidad. Los matices que, necesariamente, han 

de contemplarse en la implantación de una Renta Básica han quedado fuera de este trabajo y nos 

hemos referido a la población en general.  

Aportación. Este trabajo recoge un análisis exhaustivo de las cantidades que las distintas 

administraciones gastan en las personas a nivel asistencial, evidenciando que su reestructuración 

podría financiar una Renta Básica. 

Aportación. Aportamos luz acerca de la vida de las personas que acuden a servicios sociales y 

que son desconocidas para una parte muy importante de la sociedad. Esto hace ver las 

ineficiencias actuales del sistema de prestaciones no contributivas. 

4.3. Líneas abiertas de estudio. 

Primera. Las limitaciones de este trabajo constituyen líneas abiertas de estudio y profundización 

de aspectos en los que no se ha entrado. Así, la reforma del sistema impositivo es una línea abierta 

de estudio tremendamente interesante y oportuna. Consideramos que los tramos del IRPF actual 

no reflejan la riqueza de las personas. La reflexión acerca de si un impuesto progresivo debe 

contemplar bonificaciones es también conveniente. 

Segunda. La prestación por desempleo contributiva en España. El sistema actual tiene 

contradicciones y carencias que lo hacen merecedor de un tratamiento aparte.  

Tercera. El estudio exhaustivo y preciso de cómo la Renta Básica afectariá a la vida de las 

personas (y no sólo al empleo) sería conveniente realizarlo a través de un estudio piloto.  

Cuarta. Repensar los servicios sociales. La gestión administrativa ha inundado los servicios 

sociales y un profesional de este tipo de servicios no debiera ser un tramitador de ayudas. Es 

interesante reflexionar acerca de ello y estudiar cómo podrían configurarse los servicios sociales 

teniendo en cuenta la existencia de la Renta Básica. La vuelta a la intervención social más allá de 

gestionar ayudas asistenciales para cubrir necesidades inmediatas. 
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Quinta. Las regiones más pobres en España no son las que más prestaciones perciben. Esta 

apreciación no se ha incluido en el trabajo porque excedía de los contenidos, pero nos percatamos 

de ello al estudiar las estadísticas de la Seguridad Social. Pudimos ver cómo Comunidades 

Autónomas con una tasa de paro por debajo de la media española se sitúan a la cabeza de las 

beneficiarias en prestaciones por desempleo. Esta cuestión merecería un trabajo aparte para 

reflexionar acerca de la inequidad que puede suponer establecer iguales requisitos para 

situaciones con circunstancias diferentes.  
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Anexo I – Documentación para tramitar la RBI y requisitos de acceso 

a la prestación. 
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La documentación que tiene que presentar cualquier persona interesada en la RBI es la que se enumera a 

continuación191: 

 Solicitud según modelo normalizado 

 Documento de identidad: DNI. Datos de identidad: DNI, NIF, NIE  

Fotocopia compulsada del documento nacional de identidad (D.N.I.) en vigor del solicitante. 

 Certificación 

Para ciudadanos comunitarios: fotocopia del Certificado de Registro de Ciudadano de la Unión 

Europea, y pasaporte o documento de identidad en vigor de su país de origen de todos los miembros 

de la unidad de convivencia (la documentación del solicitante debe estar compulsada). 

 Permiso 

Para ciudadanos no comunitarios: fotocopia del Permiso de Residencia en vigor de todos los 

miembros de la unidad familiar (la documentación del solicitante debe estar compulsada). 

 Pasaporte 

Para ciudadanos no comunitarios: fotocopia compulsada de todas las hojas del pasaporte en vigor del 

solicitante. En el caso de que éste se haya expedido durante el año anterior a la solicitud, también 

deberá aportar copia compulsada del pasaporte anterior. (Desde Servicios Sociales se incorporará 

diligencia que haga constar que han sido fotocopiadas las hojas que contienen datos). 

 Certificado 

Certificado de empadronamiento que acredite la residencia del solicitante en España durante cinco 

años (sólo para nacionales). 

 Acreditación 

Certificado de empadronamiento en el que se acredite que el solicitante reside en la Región de 

Murcia, al menos un año antes de la presentación de la solicitud y en el que consten todos los 

miembros incluidos en la misma hoja padronal. 

 Impuesto municipal de circulación de vehículos 

                                                      
191  Listado recuperado en la página web de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 

https://www.carm.es/web/pagina?IDCONTENIDO=648&IDTIPO=240&RASTRO=c889$m5980 

(consultado el 01/10/2017).  

https://www.carm.es/web/pagina?IDCONTENIDO=648&IDTIPO=240&RASTRO=c889$m5980
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Certificado del Ayuntamiento relativo al Impuesto Municipal de circulación de vehículos de todos los 

adultos de la unidad familiar. 

 IBAN Código Internacional de Cuenta Bancaria 

Fotocopia del documento bancario en el que figure como titular el solicitante o perceptor, en su caso, 

así como el número de código cuenta cliente (IBAN). 

 Documento de identidad: NIF 

Fotocopia del D.N.I./N.I.E. en vigor o C.I.F del perceptor, cuando éste sea distinto del solicitante. 

 Justificante ingresos solicitante y familiares 

En el supuesto de realizar actividad laboral: acreditación de los ingresos que perciban los adultos de 

la unidad familiar (nóminas, certificado de empresa, declaración del IVA correspondiente al último 

trimestre, en caso de trabajadores autónomos o declaración de ingresos, en caso de realizar actividad 

laboral no reglada). 

 Sentencia de separación o divorcio 

En el supuesto de separación o divorcio: fotocopia de la sentencia de separación o divorcio, o 

justificante de haber iniciado los trámites. 

 Documentación acreditativa 

Acreditación de la pensión compensatoria percibida (sentencia o convenio regulador) o reclamación 

judicial de la misma. 

 Libro de familia 

En el supuesto de existir menores en edad: 

Fotocopia de todas las hojas del libro de familia/partida de nacimiento. 

 Acreditación de escolaridad 

En el supuesto de existir menores en edad: 

Documento acreditativo de la escolarización de los menores. 

 Documentación justificativa 

En el caso de separación de sus progenitores: 

Guarda y derecho de alimentos, o en su defecto, acreditación de haber iniciado los trámites legales 
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oportunos. 

Documento acreditativo de la cuantía percibida en concepto de derecho de alimentos o, en su defecto, 

reclamación judicial de la misma. 

 Certificado acreditativo de encontrarse en régimen de internado (Residencia, prisión...) 

Certificado acreditativo de encontrarse en régimen de internado (residencia, prisión), en el que se 

indique el periodo de permanencia. 

Otros: 

Cualquier otro documento que a juicio del tramitador sea relevante para la valoración de la solicitud. 

Otros específicos para circunstancias concretas. 
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Los requisitos de acceso están fijados en el artículo 7, con carácter general, y el artículo 8, con carácter 

excepcional del Decreto n.º 163/2017, de 31 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 

3/2007, de 16 de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

Son los que se indican a continuación. 

1. Residir legalmente en territorio español y haberlo hecho, al menos durante cinco años a fecha de 

presentación de la solicitud. 

La residencia legal en territorio español se acreditará mediante certificado o volante de empadronamiento 

histórico de la persona solicitante. Para el cumplimiento de este requisito, en caso de solicitantes 

extranjeros, también será necesario el informe de extranjería y el permiso o autorización de residencia en 

vigor. 

2. Estar empadronado en alguno de los municipios de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y 

tener residencia efectiva y continuada, durante el año inmediatamente anterior a la formulación de la 

solicitud. 

Durante dicho periodo se considera que se cumple con la residencia efectiva y continuada, cuando el 

solicitante de la prestación se haya ausentado de la Región de Murcia hasta un máximo de 31 días naturales, 

sean o no continuados. 

No obstante y de forma excepcional, se podrá entender que se cumple con el requisito de la residencia 

efectiva y continuada cuando la ausencia se produzca durante un periodo máximo de 90 días naturales, sean 

o no continuados por causas debidamente justificadas. Se consideran causas debidamente justificadas la 

actividad laboral, acreditada mediante copia del contrato de trabajo, ingreso hospitalario acreditado 

mediante informe de hospitalización o permanencia en centro terapéutico o penitenciario mediante 

certificado acreditativo. 

El año de empadronamiento, así como la residencia efectiva y continuada en la Comunidad Autónoma de 

la Región de Murcia se acreditará mediante certificado/volante de empadronamiento histórico de la persona 

solicitante. Para el cumplimiento de este requisito, en caso de extranjeros de origen no comunitario, también 

será necesaria fotocopia compulsada de todas las hojas del pasaporte en vigor. 

3. Ser mayor de 25 años y menor de 65 años. 

El requisito de la edad se acreditará mediante copia del documento de identidad de la persona solicitante. 

Además, podrán ser titulares las personas que, reuniendo el resto de requisitos, se encuentren en alguna de 

las siguientes circunstancias: 

a) Ser mayor de 18 años y menor de 25 años, convivir y tener a su cargo hijos menores de edad, menores 

tutelados o en régimen de acogimiento familiar, o personas con discapacidad menores de 25 años. 
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Se acreditará mediante copia del libro de familia o partida de nacimiento, o en su caso, copia de la resolución 

de acogimiento o tutela. 

b) Ser mayor de 18 años y menor de 25 años y encontrarse en alguna de las siguientes situaciones: 

1.º Orfandad absoluta. 

Se acreditará mediante certificado donde la persona solicitante figure como titular de pensión de orfandad 

absoluta o copia de la partida de defunción de ambos progenitores. 

2.º Haber estado tutelado por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia antes de alcanzar la mayoría 

de edad. Se acreditará mediante informe expedido por la unidad competente de la Región de Murcia en 

materia de protección de menores. 

3.º Encontrarse en situación de grave exclusión social, acreditada mediante informe de los trabajadores 

sociales de los servicios sociales de atención primaria, siempre que se participe en un programa de 

integración, reconocido a tal efecto por la Consejería competente en materia de política social. 

c) Ser mayor de 65 años, convivir y tener a su cargo hijos menores de edad, menores tutelados o en régimen 

de acogimiento familiar o personas con discapacidad hasta los 25 años. 

Se acreditará mediante copia del libro de familia o partida de nacimiento, o en su caso, copia de la resolución 

de acogimiento o tutela. 

d) Ser emigrante retornado de la Región de Murcia mayor de 65 años, y no tener acceso a pensión alguna 

de carácter público u otra prestación análoga a la Renta Básica de Inserción. 

Se acreditará mediante certificado de emigrante retornado, así como acreditación de no tener acceso a 

pensión asistencial por ancianidad para emigrantes retornados ni a pensión del país del que se ha retornado. 

4. Constituir una unidad de convivencia independiente, durante un mínimo de un año inmediatamente 

anterior a la solicitud de la Renta Básica de Inserción. 

Se acreditará mediante certificado de empadronamiento. 

Las excepciones al cumplimiento de este requisito son las siguientes: 

a) Quienes constituyan una unidad nueva de convivencia por ausencia, fallecimiento o ingreso en centro de 

estancia permanente de los padres. 

A los efectos del presente Decreto se considera ausencia el abandono del marco físico de la unidad de 

convivencia. La ausencia se acreditará en el correspondiente informe social emitido por los servicios 

sociales de atención primaria, el fallecimiento mediante partida de defunción y el ingreso en centro de 

estancia permanente de los progenitores con el certificado de internamiento. 
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b) Las personas en situación de desarraigo social, debidamente acreditada dicha situación mediante el 

correspondiente informe social emitido desde los servicios sociales de atención primaria. 

c) Quienes constituyan una nueva unidad de convivencia independiente por separación, divorcio o extinción 

de la unión de hecho. 

La separación o divorcio se acreditarán con copia de la sentencia correspondiente o justificante de haber 

iniciado los trámites legales pertinentes; La extinción de la unión de hecho se acreditará con el documento 

de baja del registro municipal de uniones de hecho. 

d) Quienes convivan con menores de edad a su cargo. Dicha convivencia se acreditará mediante copia del 

libro de familia o partida de nacimiento, o en su caso, copia de la resolución de acogimiento o tutela. 

5. Carecer de recursos económicos para hacer frente a las necesidades básicas de la vida, según lo dispuesto 

en el artículo 9 de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, y en los artículos 10 al 15 de este Decreto. 

En todo caso, la carencia de recursos económicos se comprobará a través del informe de bienes catastrales, 

la declaración del IRPF del último ejercicio fiscal y el informe de pensiones y prestaciones económicas. 

En el supuesto de realizar actividad laboral por cuenta ajena, la carencia de recursos económicos se 

acreditará mediante las nóminas correspondientes o, en su caso, certificado de empresa del ejercicio 

anterior. Si la actividad laboral se realiza por cuenta propia, la carencia de recursos se valorará con la 

declaración del IRPF del ejercicio anterior y la cuota abonada a la Seguridad Social, salvo que el inicio de 

la actividad sea reciente o se hayan producido modificaciones sustanciales en las rentas obtenidas, en cuyo 

caso se estará a lo establecido en la declaración del IVA correspondiente a los dos últimos trimestres y a la 

cuota abonada en concepto de Seguridad Social. En caso de situación de baja laboral por incapacidad 

temporal, o disfrutar de permiso de paternidad/maternidad, se acreditarán los ingresos percibidos por dicha 

situación. 

En el supuesto de tener derecho a pensión de alimentos o compensatoria el importe percibido se acreditará 

mediante la sentencia judicial que así lo establezca, o mediante reclamación judicial actualizada de la 

misma, en caso de no hacerse efectivo su abono. 

6. Haber solicitado de los organismos correspondientes, con carácter previo a la solicitud de Renta Básica 

de Inserción, las pensiones y prestaciones a las que se refiere el punto 2, del artículo 4, de la Ley 3/2007, 

de 16 de marzo. 

El cumplimiento de este requisito quedará acreditado mediante la solicitud, presentada ante el organismo 

competente, de las pensiones y prestaciones a las que cualquier miembro de la unidad familiar pudiese tener 

acceso, así como la resolución recaída en su caso. 

7. Acordar y suscribir, junto con los miembros beneficiarios de la unidad de convivencia mayores de edad, 

un proyecto individual de inserción con los servicios sociales de atención primaria correspondientes a su 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/mu-l3-2007.t2.html#I49
http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/mu-l3-2007.t2.html#I20
http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/mu-l3-2007.t2.html#I20
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domicilio, en los términos establecidos en los artículos 35, 36 y 37 de la Ley 3/2007, de 16 de marzo, que 

se adjuntará a la solicitud como documentación preceptiva. 

Los requisitos anteriormente relacionados deberán concurrir a la fecha de presentación de la solicitud y 

mantenerse durante toda la tramitación del procedimiento, suponiendo la pérdida sobrevenida de alguno de 

ellos la denegación de la solicitud. 

Supuestos excepcionales de acceso 

De conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 7 de la Ley 3/2007, excepcionalmente, y por 

causas objetivamente justificadas en el expediente, podrán ser titulares de la prestación económica de la 

Renta Básica de Inserción, aun no cumpliendo todos los requisitos exigidos en el artículo anterior, aquellas 

personas que constituyan unidades de convivencia en situación de extrema necesidad, en las siguientes 

circunstancias: 

1. Se exceptúa el requisito de residencia legal en el territorio español, a los emigrantes de la Región de 

Murcia retornados, a los extranjeros refugiados o en situación de asilo en trámite y a los que tengan 

autorizada su estancia en España por razones humanitarias, siempre que no tengan acceso a otras ayudas 

de análoga finalidad. 

La condición de emigrante murciano retornado se acreditará mediante el certificado de emigrante retornado. 

La condición de extranjero refugiado o en situación de asilo en trámite, o con autorización de residencia en 

España por razones humanitarias se acreditará mediante documento que justifique dicha condición, emitido 

por la unidad competente.2. Se exceptúa el requisito de empadronamiento y residencia efectiva y 

continuada de un año en un municipio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 

a) A los emigrantes de la Región de Murcia retornados, a los extranjeros refugiados o en situación de asilo 

en trámite, y a los que tengan autorizada su estancia en España por razones humanitarias, siempre que no 

tengan acceso a otras ayudas de análoga finalidad. 

La condición de emigrante murciano retornado se acreditará mediante el certificado de emigrante retornado. 

La condición de extranjero refugiado o en situación de asilo en trámite, o con autorización de residencia en 

España por razones humanitarias se acreditará mediante documento que justifique dicha condición, emitido 

por la unidad competente. 

b) A las personas sin hogar, siempre que se encuentren empadronadas en la Región de Murcia al menos 

seis meses antes a la fecha de presentación de la solicitud y mediante informe de los servicios sociales de 

atención primaria quede constancia de la residencia efectiva y continuada del solicitante en la Región de 

Murcia, al menos durante el año inmediatamente anterior a la fecha de presentación de la solicitud. 

A estos efectos se considerarán personas sin hogar las personas sin alojamiento o sin vivienda, según lo 

establecido en la tipología europea de personas sin hogar y exclusión residencial. 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/mu-l3-2007.t3.html#I172
http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/mu-l3-2007.t3.html#I175
http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/mu-l3-2007.t3.html#I180
http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/mu-l3-2007.t2.html#I34


 

 
        

 

 

 

La conveniencia social y la viabilidad económica de la Renta Básica Página 201 de 256 

 

El período de seis meses de empadronamiento en la Región de Murcia se acreditará a través de certificado 

de empadronamiento histórico. 

c) A las familias objeto de protección de menores, siempre que dicha circunstancia se encuentre 

debidamente acreditada por la unidad competente de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en 

materia de protección de menores. 

La circunstancia se acreditará mediante la correspondiente declaración de riesgo social o desamparo. 

d) A las víctimas de violencia de género, siempre que se haya interpuesto la correspondiente denuncia y las 

medidas de protección se encuentren en vigor. En su defecto, la situación de violencia también podrá ser 

acreditada mediante informe emitido desde los Centros de Atención Especializada para Mujeres Víctimas 

de Violencia de Género (CAVI), cuando dicha situación se haya producido durante los doce meses 

inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud. 

Situación a constatar través del documento que acredite que las medidas de protección de encuentran en 

vigor, o en su defecto, a través de informe emitido desde el CAVI. 

e) Las personas procedentes de otras Comunidades Autónomas que se encuentren percibiendo una 

prestación con idéntica finalidad a la Renta Básica de Inserción, que fijen su residencia habitual de forma 

efectiva mediante su empadronamiento en alguno de los municipios de la Región de Murcia, siempre que 

reúnan el resto de requisitos establecidos, y se encuentren suscritos los convenios de reciprocidad al efecto. 

Dicha situación se acreditará mediante resolución de concesión de la renta mínima en la Comunidad 

Autónoma de procedencia. 
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Anexo II – Proyecto individual de inserción (ejemplo192) 

192 A título de ejemplo, se extracta un proyecto individual de inserción de un expediente de RBI del Centro 

de Servicios Sociales de Alcantarilla, sin referencias personales.  
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1.- CONSIDERAN QUE LAS CIRCUNSTANCIAS QUE MOTIVAN SU 

INCORPORACIÓN AL PLAN REGIONAL DE INSERCIÓN SOCIAL SON LAS 

SIGUIENTES: 

- Dificultad para cubrir necesidades básicas. 

- Dificultad de los solicitantes para acceder a un puesto de trabajo debido a la falta de 

cualificación, de formación y a la escasez de ofertas de empleo. 

- Insuficientes ingresos y dependencia de la familia extensa, la cual también presenta 

problemas económicos. 

2.- ACUERDAN REALIZAR LAS SIGUIENTES ACTUACIONES PARA MEJORAR SU 

AUTONOMÍA PERSONAL, FAMILIAR Y ECONÓMICA EN ORDEN A SU 

INTEGRACIÓN: 

 POR PARTE DEL SOLICITANTE: 

ASPECTO ECONÓMICO: 

- Dedicar el importe de la prestación RBI a los gastos normales de subsistencia 

(alimentación, ropa, etc…). 

- Justificación documental de los gastos realizados, cuya periodicidad se establecerá 

posteriormente. 

ASPECTO LABORAL-FORMATIVO: 

- Sellado puntual de la tarjeta de demanda de empleo. Justificación en el Centro de 

Servicios Sociales al profesional. 

- Aceptación de cualquier trabajo, con carácter fijo o eventual o tiempo total o parcial. 

- Aceptación de cursos de formación, sean remunerados o no.  

- Búsqueda activa de empleo justificándolo en servicios sociales. 

ASPECTOS MÉDICOS/SANITARIOS: 

- Realización de los controles y seguimientos médicos pertinentes. 

- Mantener un tipo de vida saludable. 

- Mantener la vivienda en buenas condiciones de limpieza y orden. 
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OTROS: 

- Mantener una actitud de colaboración y no exigencia con los responsables del 

seguimiento. 

- Aceptación por parte de los interesados de todos los compromisos que surjan con 

posterioridad a la firma de éste. 

- Comparecencia y asistencia puntual a las reuniones, visitas y entrevistas que programe el 

Centro de Servicios Sociales, en caso de ausencia o retraso deberá justificarlo. 

- Comunicar al Centro de Servicios Sociales en el plazo de 15 días o cuando se le solicite, 

cualquier variación en la situación socio-económico-familiar del solicitante. 

 

 POR PARTE DEL CENTRO DE SERVICIOS SOCIALES: 

- Orientar a los interesados para su incorporación o formación laboral y también en 

cualquier otro tema relacionado con los recursos a los que pueda acceder. 

- Control y seguimiento en el gasto de la prestación. 

- Seguimiento de la situación económica y laboral a través de entrevistas y visitas 

domiciliarias.  
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Anexo III - Estudio de casos 
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Notas previas 

Protección de datos 

Los datos contenidos en los expedientes de Servicios Sociales son de carácter personal. Siendo 

esto así, para dar debido cumplimiento a la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de 

Carácter Personal, se ha llevado a cabo un proceso de anonimización para cada caso con la 

finalidad de que no pueda asociarse a persona/s identificada/s o identificable/s.  

Este proceso de anonimización se basa en los siguientes criterios: 

 Los nombres de las personas son ficticios. 

 Las edades no se detallan y se expresan en intervalos múltiplos de 5. 

 El número de hijos/as no se detalla, sino que se indica si la familia es numerosa (3 hijos 

o más) o no numerosa (menos de 3 hijos). El sexo de los hijos/as tampoco se concreta.  

 No se especifica la zona de residencia. 

 No se concretan etnias ni nacionalidades. 

 No se hace mención expresa a lugares de origen y/o residencia distintos de Alcantarilla. 

 En los casos de familias monoparentales el sexo de la persona no siempre coincide con 

el real.  

 En situaciones de convivencia con hermanos, padres u otros familiares se hará mención 

a “familia extensa” sin concretarse de quién son familiares por consanguinidad.  

Más de 2.500 personas fueron atendidas en el Centro de Servicios Sociales en el año 2016. Todas 

ellas tienen en común múltiples circunstancias que hacen especialmente complicado identificar a 

las personas por las prestaciones económicas recibidas. Así, por ejemplo, con relación a las 

prestaciones a las que se hará referencia a continuación, 290 usuarios/as eran beneficiarios en 

2016 de la RBI y se tramitaron 239 ayudas de emergencia municipal.  

Cálculo del coste aproximado de los recursos asignados y resumen de las 

prestaciones económicas concedidas.  

En cada caso se incluye una tabla que resume los recursos asignados durante el último año y una 

síntesis de las prestaciones económicas asistenciales percibidas.  
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Coste aproximado de los recursos asignados: es una tabla en la que se visualizan los recursos que 

se han asignado y han quedado registrados en el sistema. La utilidad de esta tabla es estimar, de 

forma aproximada, cuál es el coste de gestión del caso. La estimación, que consideramos 

interesante conocer, sin embargo, no puede ser exacta por dos motivos. De una parte, no están 

incluidos los recursos asignados por parte de otras administraciones que también gestionan las 

prestaciones asistenciales. De otra parte, no se precisa tampoco el coste de gestión de los recursos 

que facilitan las entidades sociales. Se ha asignado a cada recurso una estimación del tiempo que 

conlleva gestionarlo. Consideramos que se ha sido generoso en el tiempo porque se tiene 

constancia de que no quedan reflejados la totalidad de recursos asignados. Éste ha sido el modo 

de corregir, al alza, la falta de anotación de la totalidad de recursos en el sistema. La tabla a 

continuación muestra los tiempos medios asignados a cada recurso y que están detrás del cálculo 

realizado. 

Recurso Tiempo medio Recurso Tiempo medio 

Acompañamiento 3 h. Informe social 1 h. 

Entrevista 0,8 h. Actividad colectiva 1 h.  

Gestión telefónica 0,17 h.  Informe derivación 1 h. 

Reunión 1,5 h. x 2 = 3193 Nota informativa 0,3 h. 

Documentación 1 h.  Hoja de notificación 0,25 h.  
 

Tabla 32. Tiempos medios asignados a cada recurso. Fuente: elaboración propia. 

A cada hora le hemos asignado un coste de 20 euros por profesional del Centro. Esta cantidad ha 

sido calculada teniendo en cuenta los 36 profesionales del Centro, el coste en personal que 

suponen y la jornada laboral de 1.642 horas anuales de los empleados públicos.  

Resumen de las prestaciones asistenciales percibidas: se ha incluido esta tabla porque, a pesar 

del relato que se hace, más o menos vago, de la situación económica y familiar en cada caso, 

visualizar de una forma resumida las prestaciones es útil. Permite apreciar de una forma más clara 

el encadenamiento de prestaciones y el solapamiento entre distintas administraciones y entidades 

                                                      
193 Como mínimo, se precisan dos profesionales para la celebración de una reunión. Siendo esto así, y 

teniendo en cuenta que en numerosas ocasiones se convocan las reuniones para que participan varios 

profesionales, hemos considerado prudente fijar en 3 el tiempo medio (1,5 horas de duración media 

multiplicado por dos profesionales).  
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sociales que actúan con una misma finalidad. Este resumen, por falta de información, no incluye 

en términos económicos las prestaciones que ofrecen las entidades sociales.  
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Caso 1: Sonia y Héctor. 

Sonia nació entre 1985 y 1990. Héctor nació entre 1975 y 1980. Son familia numerosa. 

El primer informe social que encontramos de Sonia y Héctor es del año 2009. Se emite con 

ocasión de su solicitud para una ayuda económica de vivienda. En aquel momento eran familia 

no numerosa en la que había un menor de 5 años. Los ingresos provenían del empleo de Héctor 

(unos 800 euros mensuales). El alquiler que pagaban en 2009 era de 300 euros que, sumados a 

los gastos de agua y luz, hace que la mitad de los ingresos se destinen a vivienda.  

Al día de la fecha en que se examinó el expediente, se encuentra en trámite la Renta Básica de 

Inserción (RBI) de Sonia. Ambos están desempleados y Héctor tiene un empleo irregular con el 

que dice obtener unos ingresos de 50 euros mensuales. Adeudan varios meses de alquiler y han 

saldado las deudas de suministros con ayuda de conocidos. La síntesis de la problemática que 

recoge el último informe social dice que tienen dificultades para cubrir necesidades básicas, 

dificultades para insertarse en el mundo laboral dada su escasa formación y la escasa oferta de 

empleo, ingresos económicos muy reducidos y necesidad de apoyo de terceras personas para 

poder subsistir. Por estos motivos, se propone a la administración autonómica la concesión de 

esta prestación que consistirá en recibir 300 euros durante un periodo máximo de 12 meses, si se 

mantienen las circunstancias. 

¿Qué ha ocurrido durante estos 8 años? Desde que acudieron en 2009 hasta el día de hoy, Sonia 

y Héctor han pasado a ser familia numerosa. Sus hijos tienen menos de 10 años. Son una familia 

en la que las dos personas adultas se encuentran desempleadas y sin visos de encontrar un empleo 

estable a corto plazo. Y, en fin, son una familia que sobrevive por las ayudas económicas que 

perciben de diferentes entidades –públicas y privadas- tras acreditar una y otra vez la situación de 

necesidad en que se encuentran.  

La ayuda para el alquiler del año 2009 fue finalmente denegada porque ese año no reunían todos 

los requisitos exigidos. Aún no llegaban al nivel necesidad económica exigido por la Ley. En el 

año 2010 Héctor perdió su empleo. Cobró la prestación por desempleo sólo durante unos meses 

y por un importe que no alcanzaba los 1.000 euros. Al finalizarlo empezó a cobrar prestación por 

desempleo no contributiva, conocida comúnmente en el ámbito de servicios sociales como “ayuda 

familiar” (426 euros mensuales).  
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Con posterioridad han acudido al Ayuntamiento para solicitar ayudas de libros y económicas. La 

solicitud de ayuda para para el alquiler es recurrente. Y el propio expediente hace mención a 

la previsibilidad del aumento de la deuda por alquiler. En ocasiones hay familiares que les ayudan 

económicamente, pero son familiares que, al igual que ellos, obtienen ingresos muy reducidos e 

irregulares. 

También el expediente hace referencia a Cáritas y Cruz Roja. Es decir, Sonia y Héctor acuden 

paralelamente a entidades sociales del municipio. Tienen deudas en el colegio por el material 

escolar. Sus ingresos provienen de empleos irregulares y de la “ayuda familiar” (entre 500 y 600 

euros mensuales). 

En 2014 ni Sonia ni Héctor tienen derecho a prestaciones por desempleo. Él está parado desde 

2010 y ella sólo trabajó unos meses antes de tener al primer hijo/a. Tienen aviso de corte de luz y 

también han acumulado deuda por no pagar las facturas de agua. Finalmente, les es reconocida 

una “ayuda familiar” de 213 euros hasta julio de 2014.  

Es en este año 2014 cuando, por primera vez, se hace mención expresa en el expediente a la 

tramitación de una Renta Básica de Inserción. Este año el Ayuntamiento concede una ayuda para 

pagar el alquiler, pero no alcanza para saldar la totalidad de la deuda. Son derivados a una entidad 

social que, finalmente, se ocupa de pagar lo que faltaba. En verano de 2014 acuden de nuevo al 

SEPE, donde les informan que tendrán algunos meses más de “ayuda familiar”. No obstante, su 

trabajador/a social les indica la conveniencia de empezar los trámites de la RBI para evitar meses 

sin ingresos (para cuando se resuelva la RBI, ya estará agotada la “ayuda familiar”).  

A principios de 2015 vuelven a cobrar del SEPE una ayuda que les durará hasta final del verano. 

Sin embargo, la tramitación de las dos ayudas ha hecho que perciban paralelamente prestaciones 

estatal y autonómica que no son compatibles. Esto da lugar a un expediente de reintegro que 

finaliza con la obligación de tener que devolver a la administración autonómica alrededor de 1.500 

euros. Durante este año mantienen deudas de alquiler y de suministros –que van saldando con 

ayudas públicas o de conocidos-. No consta que hayan sufrido cortes de agua y/o luz. 

El informe social emitido con ocasión de la revisión de la Renta Básica de Inserción de 2015 

señala que los recursos recibidos “se utilizan para cubrir necesidades y pagar el alquiler” y que 

“el trato, cuidado y atención con los menores es adecuado y cubre las necesidades básicas diarias 

(aseo, alimentación, afecto, sanitarias, educación) y la relación de pareja es aparentemente 
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buena”. Sin embargo, por lo que atañe al seguimiento la valoración no es positiva (recordemos 

que han cobrado dos ayudas incompatibles). Según la norma que regula esta prestación es 

necesario tener un seguimiento mensual de las familias. Sobre este particular, se indica que no 

se ha podido trabajar con ellos porque no han acudido a las citas por desconocimiento de estos 

seguimientos pero que han ido sellando el carnet del paro. Según recoge el informe, Sonia y 

Héctor han estado realizando búsqueda activa de empleo y el/la menor de los hijos va con 

regularidad al colegio.  También se considera que han incumplido compromisos al no informar al 

Ayuntamiento acerca de la percepción de la ayuda del SEPE durante seis meses. Por ello, se 

propone que sea el órgano de valoración autonómico el que decida si mantener la Renta Básica 

de Inserción o no, aunque según dice el propio técnico del Centro, “objetivamente, como se 

quedan sin ingresos, vería que continuaran con la RBI”.  

Durante los años 2015 y 2016 perciben prestaciones asistenciales estatales: PAE y PREPARA. 

Finaliza el año 2016 con la terminación de ésta última. Así, llegamos a principios de 2017 con la 

solicitud de RBI con la que iniciábamos el relato de este caso. En 2017 es también concedida una 

ayuda municipal para gastos extraordinarios. 

Por parte del Centro, quien se ocupa de este caso indica que se trata de una familia cíclica, que 

cobra ayudas de diferentes administraciones y que llevan muchos años en la misma situación. 

Efectivamente, del examen del expediente se aprecia una gestión continua de prestaciones 

económicas de todas las entidades posibles. Pero también se aprecia algo evidente: la situación 

que empezó denegando una ayuda para pagar el alquiler en 2009 no ha cambiado, sino que ha 

empeorado. En el expediente se pudieron contar más de 50 entrevistas personas en el Centro 

durante 7 años, lo que supone una media de más de 7 visitas anuales.  

Por lo que respecta a la actividad del expediente en el último año, resulta lo siguiente: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Tabla 33. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 1. 

Caso 1 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 Trabajador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

5 entrevistas 

2 visitas a domicilio 

2 reuniones 

3 informes sociales 

4 gestiones telefónicas 

Coste aproximado. 333,6 euros 
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Las prestaciones económicas de las que han sido beneficiarios Sonia y Héctor son, al menos y por 

orden cronológico, las que se resumen en la tabla a continuación.  

Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varios Cruz Roja Desconocido -- -- 

Varios Cáritas Desconocido -- -- 

PHC INSS 873 €/año -- -- 

Desempleo Héctor SEPE 780 €/mes 2010 3 meses 

Subsidio Héctor SEPE desconocido 2011 -- 

Subsidio Héctor SEPE 426 Jul. 2012 -- 

Subsidio SEPE 426 Feb. 2013 6 meses 

Subsidio Sonia SEPE 213 €/mes Ene. 2014 6 meses 

AES - alquiler Ayto.  200 € Jun. 2014 Pago único 

Subsidio Sonia SEPE  213 €/mes Jul. 2014 6 meses 

AES - alquiler Ayto. 200 Ene. 2015 Pago único 

RBI Sonia IMAS 242 €/mes Feb. 2015 7 meses 

PAE194 SEPE 426 €/mes Feb. 2015 6 meses 

RBI Sonia  IMAS 455 €/mes Sept. 2015 18 meses 

AES - alquiler Ayto. 250 € Abr. 2016 Pago único 

PAE  Sonia SEPE  426 €/mes Jun. 2016 6 meses 

AES  - alquiler Ayto. 200 € Nov. 2016 Pago único 

AES   Ayto. 300 € Abr. 2017 Pago único 

RBI Sonia  IMAS 300 €/mes En trámite 6 meses 
 

Tabla 34. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 1. 

Aún con la imprecisión de no conocer qué han obtenido de entidades sociales como Cruz Roja o 

Cáritas, Sonia y Víctor han percibido durante los últimos años más de 28.000 euros, que supone 

una media de 4.700 euros anuales.  

                                                      
194  La incompatibilidad entre la RBI y la prestación del SEPE fue lo que motivó, posteriormente, el 

expediente de reintegro, según el cual tuvieron que devolver alrededor de 1.500 euros al IMAS. Además, 

este incidente motivó que en el informe de prorróga de la RBI se recogiera esta circunstancia para su 

valoración por parte del IMAS.  
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Caso 2. Verónica. 

Verónica nació entre 1960 y 1965. Es familia numerosa. 

El técnico que se ocupa de su expediente destaca que su entorno se caracteriza por la exclusión 

social, la infravivienda, la venta de drogas y las situaciones de falta de recursos. Todos sus 

hermanos/as son también usuarios/as de Servicios Sociales.  

Verónica es analfabeta y atraviesa una enfermedad grave que dificulta cualquier proceso de 

inserción social. Los trabajos que ha tenido han sido irregulares y con escasos ingresos. Los 

informes hacen referencia reiterativa a que los problemas de salud no le permiten trabajar y se 

acompañan informes médicos. 

Tiene hijos que ya no forman parte de la unidad familiar. Algunos/as son perceptores de 

prestaciones sociales y están en situación de desempleo o se dedican a trabajos irregulares con los 

que apenas obtienen ingresos. Otros/as tienen reconocida minusvalía y perciben pensiones no 

contributivas. Los hijos que aún están a su cargo están en edad escolar. Uno/a de ellos tiene entre 

10 y 15 años y otro/a, con la educación secundaria finalizada, realiza un módulo de formación.  

Verónica acude regularmente a talleres que organiza una de las entidades sociales de Alcantarilla. 

Según el técnico que se ocupa del expediente, considera estos talleres esenciales para su vida. 

También sus hijos acuden a actividades de entidades sociales del municipio. La valoración que 

hacen de ella los profesionales de estas entidades sociales es muy buena.  

El informe social de revisión de la RBI de 2016 resume la situación indicando que se trata de una 

familia monoparental con acumulación de problemáticas: escaso apoyo familiar, carencia de 

vivienda normalizada, problemas de salud y falta de recursos económicos para la cobertura de 

necesidades básicas. Además, indica la dificultad de inserción laboral de Verónica, debido a su 

bajo nivel formativo y cualificación laboral. Concluye que no tiene ingresos económicos para la 

cobertura de necesidades básicas y precisa apoyo de terceros. 

Ya en 2014 se valora por parte del Centro de Servicios Sociales la solicitud de que se declare a 

Verónica un porcentaje de minusvalía con la que poder pedir una pensión no contributiva por 

invalidez. Lo que recoge el informe social es que Verónica se quedará sin ingresos económicos 

para ella y las personas que tiene a su cargo –es familia numerosa. Es una persona que será 
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beneficiaria de pensión no contributiva por jubilación cuando alcance la edad para poder 

solicitarla. 

Caso 2 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 trabajador/a social 

1 educador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

8 entrevistas 

1 visita domiciliaria 

1 gestión telefónica 

1 informe social 

1 reunión 

Coste aproximado. 502,8 euros 
 

Tabla 35. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 2. 

Las prestaciones económicas de las que ha sido beneficiaria Verónica en los últimos años son, al 

menos y por orden cronológico, las que se detallan y resumen en la tabla a continuación.  

Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varios Cruz Roja Desconocido -- -- 

Varios Cáritas Desconocido -- -- 

PHC INSS 1.455 €/año   

RAI  SEPE 426 €/mes 2012 11 meses 

RBI IMAS 390 €/mes Jul. 2013 6 meses 

RBI  IMAS 544 €/mes Feb. 2014 5 meses 

RBI material escolar IMAS 300 € Ago. 2014 Pago único 

AES - alimentación Ayto.  200 € Jul. 2016 Pago único 

RBI 2016 IMAS 399 €/mes Jul. 2016 12 meses 

RBI material escolar IMAS 100 € Sept. 2016 Pago único 
 

Tabla 36. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 2. 

Durante el periodo al que se ha tenido acceso, Verónica ha percibido 22.400 euros que, 

aproximadamente, serían 4.500 euros anuales.  
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Caso 3. Hortensia y Álvaro. 

Hortensia y Álvaro nacieron entre 1985 y 1990. Son una familia numerosa con hijos nacidos entre 

los años 2005 y 2015. 

Durante algunos periodos de tiempo han convivido con familia extensa. Algunos de estos 

familiares son pensionistas. 

Hay referencias en el expediente de esta pareja desde el año 2012. Se trata de una pareja que 

empieza a acudir desde muy joven para solicitar ayudas económicas y ya su familia extensa 

constaba también como usuarios del Centro.  

El último informe social emitido con ocasión de la RBI en 2017 recoge que la pareja subsiste 

gracias al apoyo de la familia extensa. Sus ingresos, muy irregulares, provienen de la venta 

ambulante. Nunca han estado dados de alta en el sistema público de Seguridad Social. Comen en 

casa de familiares. Tanto Hortensia como Álvaro están inscritos en el Sistema de Garantía Juvenil. 

Sin embargo, el propio informe expresa como problema a resolver con la RBI “la inconsistencia 

en la adherencia a los recursos de formación y orientación laboral a los que se deriva”. Ello se 

acusa, principalmente, durante los periodos de tiempo en los que no perciben prestación 

económica alguna. En definitiva, el técnico de Servicios Sociales considera procedente la 

prestación de RBI para garantizar necesidades básicas y seguir trabajando con la familia los 

objetivos establecidos en el compromiso (estos siempre van ligados al buen uso de las ayudas 

percibidas y mantenerse de alta en el sistema público de empleo).  

En este caso la retrospectiva no añade mucha información. La formación educativa es muy 

limitada. Ninguno ha terminado la educación obligatoria. Álvaro se dedica a la venta ambulante 

y aunque declara en el Centro que tiene unos ingresos mensuales inferiores a 200 euros, hay 

constancia de que tienen ingresos no declarados. Se desconoce la cuantía. 

En las visitas a domicilio se observa ausencia total de alimentos, lo que se explica teniendo en 

cuenta que comen en casa de familiares. 

Tienen suministros de forma irregular. Esto trae causa en situaciones de falta de pago que han 

derivado en la suspensión del servicio y una deuda imposible de asumir por la familia. 

Por lo que respecta a la actividad del expediente en el último año, resulta lo siguiente: 
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Caso 3 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 Trabajador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

9 entrevistas 

1 visita a domicilio 

1 reunión 

2 informes sociales 

Coste aproximado. 274 euros. 
 

Tabla 37. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 3. 

Observaciones del TS: la familia cuenta con ingresos no declarados (economía sumergida) 

Acuden regularmente para la tramitación de recurso económicos 

Las prestaciones económicas de las que han sido beneficiarios Hortensia y Álvaro son, al menos 

y por orden cronológico, las que se detallan y resumen en la tabla a continuación.  

Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varios Cruz Roja Desconocido -- -- 

Varios Cáritas Desconocido --  

Varios Obra Social Maristas Desconocido -- -- 

Subsidio familia 

extensa195 2010 

SEPE 426 €/mes Ene. 2010 12 meses 

AES material escolar Ayto. 100 € Oct. 2012 Pago único 

RBI 2013 IMAS 399 €/mes Jul. 2013 12 meses 

RBI material escolar IMAS 100 Ago. 2013 Pago único 

AES material escolar Ayto. 50 € Sept. 2014 Pago único 

RBI IMAS 295 €/mes Sept. 2015 12 meses 

RBI IMAS 399 €/mes May. 2017 En trámite 
 

Tabla 38. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 3. 

En este caso han percibido alrededor de 10.000 euros sólo de las prestaciones que hemos podido 

cuantificar. Si tenemos en cuenta que llevan casi cuatro años acudiendo a Servicios Sociales, 

obtenemos 2.500 euros anuales. Y no existe previsión de que esta situación cambie, perciben la 

RBI de forma cíclica. Es una familia que tiene dinero no declarado de trabajos irregulares. 

                                                      
195 Lo incluimos porque en esta época formaban parte de la misma unidad familiar. 
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Caso 4.  Aida y Luis.  

Tanto Aida como Luis nacieron entre 1970 y 1975. Son familia numerosa. Sus hijos nacieron 

entre los años 1990 y 2010.  

El primer registro de este caso es de hace más de veinticinco años y el expdiente sigue abierto 

hoy. Acudieron ambos a Servicios Sociales siendo muy jóvenes, sin una problemática concreta 

que tratar. Solicitaban entonces ayuda económica (para electrodomésticos y alimentación de su 

primer hijo) y asesoramiento para contraer matrimonio. El problema que se mantendrá constante 

es la falta de estabilidad en sus ingresos. Las referencias a esta cuestión por parte de los 

profesionales que se ocupan del caso son continuas.  

A día de hoy, entre los dos, no han cotizado a la Seguridad Social más de dos años. Sus ingresos 

provienen de trabajos irregulares con los que nunca alcanzan los 200 euros mensuales. Residen 

en una vivienda social por la que pagan una renta de alquiler simbólica. Tienen suministro 

eléctrico y agua de forma irregular porque nunca han podido hacer frente a las deudas que, por 

estos conceptos, se han ido acumulando. La edad de Aida y Luis supera ya los 40 años, tienen 

nietos, y los hijos más mayores son, a su vez, usuarios del Centro. Los hijos más pequeños 

tienen un rendimiento escolar muy bajo a causa del absentismo escolar. Aida toma medicación 

para la depresión y la ansiedad desde hace casi 15 años.  

Dado el lapso de tiempo transcurrido desde que llegaron por primera vez al Centro hasta hoy, 

resumimos a continuación cuál ha sido la dinámica familiar en estas más de dos décadas. 

Durante los primeros años 90 eran derivados a Cáritas. Esta organización se ocupaba de prestarles 

atención social. No obstante, son reiteradas también las visitas al Centro durante toda la década. 

Las peticiones de ayuda son variadas: piden ayudas económicas puntuales (para alimentación y 

material escolar), gestión de prestaciones económicas periódicas, asesoramiento laboral y fracaso 

escolar de los niños. Aida y Luis acuden al Centro para hablar de que su hijo/a quiere dejar el 

colegio, algo que ellos asumen con normalidad, según se desprende del expediente (ni Aida ni 

Luis tienen terminada la educación obligatoria).  

A partir del año 2000 los problemas de la familia de Aída y Luis se incrementan porque tienen un 

aviso de desahucio. Acuden al Centro de Servicios Sociales para pedir ayuda económica con la 

que poder hacer frente a la deuda del alquiler. Aunque desde el Centro se les conceden ayudas 
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puntuales para paliar las dificultades con la renta de alquiler, será recurrente a lo largo de los años 

este problema.  

Durante la década de 2000 los problemas de salud son también motivo de consulta en el Centro y 

tanto Luis como Aida son derivados en varias ocasiones a salud mental. Luis es aún menor de 

30 años y, sin embargo, está en tratamiento médico por depresión y ansiedad. Igualmente, a 

principios de la década también Aida acude al psiquiatra por los mismos motivos. El tratamiento 

de ella se prolongará hasta la actualidad.  

La falta de pago de los suministros de la casa –luz y agua- hace que sufran cortes en numerosas 

ocasiones. La deuda que han acumulado a lo largo de los daños supera los 5.000 euros y, ante la 

imposibilidad de pagarla, mantienen los suministros de forma irregular.  

En su expediente son continuas las referencias a los talleres de formación profesional en los que 

participa el matrimonio. Panadería, costura y manipulación de alimentos, entre otros, son las 

temáticas de los talleres. Sin embargo, ninguna de estas actividades ha motivado la contratación 

de Luis y Aida en empresas o la introducción de éstos en el sistema de cotización a la Seguridad 

Social. A pesar de la situación depresiva de la pareja, es significativo que la única mención, 

encontrada en los registros profesionales, a que están ilusionados es en una ocasión en que Aida 

tiene una entrevista de trabajo.  

A mediados de la década de 2000 es cuando se habla por primera vez de la posibilidad de entrega 

a la familia de una vivienda social. Finalmente, les sería concedida. 

La familia extensa pensionista siempre les ha ayudado. Sin embargo, la situación familiar se 

desestabiliza cuando, entre 2010 y 2015, les es imposible ayudarles económicamente. 

El informe más reciente, emitido con ocasión de la RBI para el año 2017, recoge la síntesis de la 

problemática indicando que se trata de una familia que ha recibido ayudas múltiples y continuas. 

Una familia en la que se da reiteración de conductas ya que los hijos también son usuarios de 

servicios sociales. Una familia que apenas ha cotizado a la Seguridad Social y se dedica a trabajos 

irregulares, con los que no obtienen ingresos suficientes para subsistir. Los principales problemas, 

en definitiva, son: 
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 Familia biparental con menores a cargo e hijos mayores de edad que, a su vez, tienen 

hijos; 

 Falta de formación y cualificación laboral para la incorporación a un puesto de trabajo 

normalizado; 

 Trabajo irregular a inestable que da lugar a ingresos económicos escasos para la cobertura 

de necesidades básicas; 

 Familias extensas con dificultades económicas; 

 Incertidumbre ante la inestabilidad en la vivienda. 

Entre los compromisos para acceder a la RBI se encuentra la asistencia regular por parte de los 

hijos menores de edad a actividades extraescolares de una entidad social del municipio.  

Es relevante hacer mención a los problemas escolares de los hijos a lo largo de los años. El 

absentismo escolar es algo a lo que se hace referencia en numerosas ocasiones. Asimismo, con 

relación a uno de los niños se dice que “tiene un bajo rendimiento académico porque no llevar 

gafas le dificulta todo”. Y, además “su problema de visión era bastante grave y no podía acceder 

a la información”. La documentación del colegio referente al bajo rendimiento escolar es 

abundante en este caso. 

Por lo que respecta a la actividad del expediente en el último año, resulta lo siguiente: 

Caso 4 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 trabajador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

14 entrevistas 

2 visitas domiciliarias 

3 gestiones telefónicas 

2 informes sociales 

1 reuniones 

Coste aproximado. 394,2 euros 
 

Tabla 39. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 4. 

Dada la antigüedad de este expediente recogemos a continuación las prestaciones económicas de 

las que han sido beneficiarios los últimos tres años. Al menos, por orden cronológico, son las que 

se detallan y resumen en la tabla a continuación.  
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Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varios Obra Social Maristas Desconocido -- -- 

Varios Cruz Roja Desconocido -- -- 

Varios Cáritas Desconocido -- -- 

AES alimentos Ayto. Desconocido   

AES suministros Ayto. Desconocido   

PHC INSS 873 €/año   

RBI 2014 IMAS 471 €/mes Nov. 2014 12 meses 

RBI material escolar IMAS 200 € Ago. 2015 Pago único 

RBI  IMAS 295 €/mes Jun. 2016 6 meses 

RBI material escolar IMAS 200 Ago. 2016 Pago único 

RBI  IMAS 455 €/mes Oct. 2016 6 meses 

RBI  IMAS -- En trámite -- 
 

Tabla 40. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 4. 

Las prestaciones recibidas, aún sin poder contabilizar la significativa ayuda que reciben de 

entidades sociales y las AES municipales, ascendió estos años a 11.425 euros. Lo que supone un 

total de 3.808 euros anuales. 

Caso 5. Manuel y Eladia. 

Manuel nació entre 1965 y 1970. Eladia nació entre 1970 y 1975. Son familia numerosa y sus 

hijos nacieron entre 1995 y 2010.  

La primera vez que acudieron al Centro de Servicios Sociales fue en el año 2005 porque tenían 

dificultades económicas. Preveían que no podrán pagar próximamente el préstamo hipotecario, 

tenían deudas con la administración por el impago de impuestos y necesitaban ayuda para las 

necesidades más básicas. No tenían más ayuda económica que las pensiones la familia extensa de 

uno de ellos, que residía también en la vivienda. 

Doce años después, la salud de Eladia es muy precaria. Tiene sintomatología ansiosa desde hace 

casi diez años. Si bien mantienen el préstamo –aún debiendo dos cuotas hipotecarias- son 

perceptores de la RBI y durante estos años han percibido numerosas ayudas de distintas entidades 

sociales y administraciones. El último informe elaborado para la RBI recoge, entre otras cosas, el 

hecho de que próximamente se van a quedar sin ingresos para cubrir las necesidades básicas de 
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una familia numerosa. Tienen un gasto fijo –la cuota hipotecaria- y los gastos de suministros. 

Menciona, asimismo, la dificultad de Eladia para buscar empleo a causa de su estado de salud y 

el cuidado de los hijos.  

Entre el año 2005 y la actualidad Manuel ha trabajado en diversas ocasiones pero su sueldo no ha 

sido nunca suficiente para pagar el préstamo. Tampoco ha tenido una estabilidad laboral que le 

permitiera generar ahorro.  

En las primeras visitas domiciliarias se observó una falta importante de mobiliario en la vivienda, 

lo que hizo que se tramitara una ayuda autonómica para poder amueblar la casa.  

Entre los años 2005 y 2010 la administración tributaria embarga las cuentas bancarias de la familia 

y acuden al Ayuntamiento a pedir ayuda económica. El levantamiento del embargo se produjo 

gracias a la mediación del técnico responsable de este expediente, si bien, mientras tanto, el 

Ayuntamiento gestionó ayuda de alimentos.  

Durante periodos cortos e intermitentes Manuel logra trabajar, si bien en situación muy precaria 

y transcurriendo periodos en situación de desempleo. El hecho de no acudir al Centro de Servicios 

Sociales tiene que ver con que se mantienen gracias a las pensiones de su familia extensa. Cuando 

ésta fallece, las dificultades económicas de la familia vuelven y dejan de abonar el préstamo 

hipotecario. 

En el año 2015 se les deniega el subsidio PAE por no acreditar búsqueda activa de empleo. Hay 

menciones en el expediente a que Manuel se encuentra muy bajo de ánimo porque no lograr 

encontrar un empleo. 

Las visitas más recientes al Centro tienen que ver con el mal estado de salud de Eladia.  

Por lo que respecta a la actividad del expediente en el último año, resulta lo siguiente: 
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Caso 5 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 trabajador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

14 entrevistas 

1 visita domiciliaria 

15 gestiones telefónicas 

2 informes sociales 

2 notas informativas 

3 reuniones 

4 gestiones recursos 

Coste aproximado. 618,2 euros 
 

Tabla 41. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 5. 

Las observaciones del técnico que se ocupa de este expediente indican que se trata de una familia 

que responde a las intervenciones, pero éstas requieren una intensidad mayor por los problemas 

de salud mental. Sin embargo, las ayudas tramitadas, aunque ayudan, no cubren las necesidades 

básicas de la familia.  

Dado que la gestión de este expediente supera los diez años, recogemos a continuación el resumen 

de prestaciones de los últimos dos años, que son de los que se dispone una información más 

precisa. Al menos y por orden cronológico, las que se detallan y resumen en la tabla a 

continuación.  

Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varios Cáritas Desconocido -- -- 

ANPIPS varios IMAS Desconocido -- -- 

PHC INSS 1.164 €/año -  

AES alimentos Ayto. 200 € Feb. 2015 Pago único 

AES alimentos Ayto.  150 € 2016 Pago único 

RAI SEPE 426 €/mes Mar. 2016 11 meses 

RBI  IMAS 520 €/mes May. 2016 12 meses 

RBI material escolar IMAS 200 € Ago. 2016 Pago único 
 

Tabla 42. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 5. 

Las prestaciones, como mínimo, acendieron a 11.476 euros durante los últimos dos años, que 

supone un total de 5.738 euros al año.  
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Caso 6. Amaya y Pedro. 

Amaya y Pedro nacieron entre 1065 y 1970. Son familia numerosa y sus hijos nacieron entre los 

años 1985 y 1995.  

Su expediente de Servicios Sociales data del año 1995, fecha en que fueron ayudados 

económicamente por el Ayuntamiento para hacer frente a un problema grave que tuvieron en su 

vivienda. Desde entonces, el contacto con la familia siempre ha venido motivado por las 

necesidades económicas, si bien en la actualidad, el último informe social refleja una situación 

crítica. Amaya sufre una enfermedad grave que ha hecho que Pedro busque orientación para 

afrontar la situación y precise el apoyo de la familia extensa y los Servicios Sociales. Pedro no 

percibe ningún tipo de prestación desde que agotó hace unos meses la RBI. Tienen apoyos 

familiares y de entidades sociales pero, aún así, han recibido aviso de suspensión de suministros 

de agua y luz y mantienen deudas varias – alquiler y administración-.  

Los más de veinte años que median entre la actualidad y las primeras visitas por parte de Amaya 

y Pedro al Centro tienen se caracterizan por una intervención de Servicios Sociales destinada, 

fundamentalmente, a gestionar ayudas económicas. Han sido beneficiarios de múltiples ayudas 

asistenciales de entidades sociales y administraciones.  

A finales de los años 90 hay episodios de malos tratos y se realiza una derivación a al servicio 

de justicia gratuita. Amaya llegó a pedir orientación para separarse pero finalmente esto no tuvo 

lugar.  

Pedro dejó de trabajar y Amaya ha trabajado poco porque, según recoge el expediente, él no le 

permitía hacerlo. Los trabajos que ella ha realizado no han llegado nunca a los 400 euros 

mensuales y siempre de forma irregular. Por este motivo no tiene derecho a prestaciones por 

desempleo. Pedro ha realizado trabajos variados pero desde 1995, que dejó el último trabajo 

regular que tenía, ha ido teniendo empleos irregulares por los que apenas ha cotizado a la 

Seguridad Social. Consta que Pedro no quiere ser contratado de forma regular porque tiene 

deudas que ocasionarán embargos en la nómina.  

Los registros profesionales del expediente hacen mención a cuestiones importantes como los 

problemas en el vecindario –denuncias con vecinos- y la alcoholemia.  
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Durante estas dos décadas han sufrido dos desahucios por no pagar las deudas de alquiler. Estas 

situaciones de estrés han ocasionado depresión en Amaya. 

Los últimos años Pedro ha ido compaginando empleos irregulares en la construcción y en la 

agricultura con la percepción de diferentes prestaciones asistenciales.  

El profesional responsable de este expediente destaca que se trata de un caso que recurre al Centro 

con regularidad para la tramitación de ayudas económicas. Admite que Pedro tiene dificultades 

de incorporación laboral, dada su edad, escasa formación y, actualmente, deber de cuidado de su 

mujer. Amaya, por su parte, está pendiente de reconocimiento de discapacidad, tramitación de 

PNC y dependencia.  

Por lo que respecta a la actividad del expediente en el último año, resulta lo siguiente: 

Caso 6 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 trabajador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

7 entrevistas 

1 visita domicilio 

1 reunión 

2 informes sociales 

Coste aproximado. 242 euros 
 

Tabla 43. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 6. 

Dada la antigüedad del expediente, resumiremos las prestaciones recibidas desde 2014. Con 

anterioridad, hay referencias en el expediente a múltiples ayudas, pero sin constancia precisa de 

cuantías. Así, tenemos, para los tres últimos años, las que se detallan y resumen en la tabla a 

continuación.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Tabla 44. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 6. 

Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varias Cáritas Desconocido -- -- 

RAI SEPE 426 €/mes Jul. 2014 11 meses 

AES alimentos Ayto. 150 € Abr. 2015 Pago único 

AES alquiler Ayto. 200 € Feb. 2015 Pago único 

RBI IMAS 343 €/mes Jul. 2015 12 meses 

RBI 2017 IMAS -- En trámite -- 
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Estimar la totalidad de las prestaciones asistenciales que Amaya y Pedro han percibido a lo largo 

de los años es, seguramente, imposible. Pero si nos atenemos a la información disponible, y más 

precisa, de los últimos años, obtenemos un total de 9.152 euros.  

Caso 7. Lucía. 

Lucía nació entre 1955 y 1960. Es soltera. Fue familia no numerosa con hijo/s nacido/s entre 1980 

y 1990 (ya no conviven).  

Acudió en el año 2013 al Centro de Servicios Sociales porque sus reducidos ingresos no le 

permitían subsistir. En esa fecha tenía un empleo con lo que obtenía unos ingresos de, 

aproximadamente, 100 euros al mes. Tenía una renta de alquiler de 350 euros que consiguió bajar 

a 250 euros. Le ayudaba económicamente su familia extensa. 

El último informe social, de principios de 2017, recoge que Lucía está deprimida y asustada. 

Tiene una deuda de suministro electrónico que ha provocado el aviso de corte, que está 

gestionando su trabajador/a social para que no llegue a efectuarse. Su único ingreso es la RBI a 

punto de agotarse y deberá esperar unos meses hasta que pueda volver a percibirla. Durante ese 

tiempo, se valora por parte del Centro ayudarla a pagar el alquiler, contar con el apoyo de Cáritas 

y el de familia. La situación, también precaria, de su/s hijo/s no le permite ayudarla.  

La síntesis de la problemática, tal y como la describe el último informe social, es que se trata de 

una persona mayor que vive sola, que tiene unos gastos de alquiler que le absorben la mayoría 

de sus ingresos, que tiene deudas de suministros y dificultades de inserción laboral por la edad y 

la slaud. 

Veamos qué ha ocurrido entre la primera visita y la actualidad. La situación de Lucía no ha ido a 

mejor sino a peor. Tiene más años y su salud ha empeorado. Sigue teniendo ingresos económicos 

muy bajos y el alquiler que ha de pagar alcanza casi por completo la totalidad de lo que obtiene. 

Sufrió una lesión que le hizo estar en situación de incapacidad laboral durante un año entero. Tuvo 

inspecciones médicas, muchas gestiones con el INSS y numerosas discusiones con la mutua 

acerca de la naturaleza de su baja –si era por accidente laboral o no-. Al finalizar la baja no 

continuó trabajando. 

El año 2016 no fue mejor. Estuvo percibiendo 300 euros mensuales de RBI. Hay continuas 

referencias en su expediente a que Lucía se siente agobiada por los gastos que no puede pagar y 
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las deudas que se acumulan (alquiler y suministros). Se destaca su estado de ánimo bajo. Por parte 

del Ayuntamiento gestionan pagarle algunos recibos de alquiler, se le tramita la bonificación del 

agua y se le ayuda igualmente con la deuda de la luz. Las anotaciones de su trabajador/a social 

recogen expresamente que “dada su vanzada edad tiene dificultades para encontrar empleo y, 

además, esto se ve agravado por su situación sanitaria, ya que tiene una lesión que sólo empeora 

con el tiempo”. El plan a seguir con Lucía, según se desprende de su expediente, es solicitar 

subsidios (RAI y RBI) hasta que pueda ser beneficiaria de una PNC por jubilación.  

Su informe de vida laboral refleja que sólo ha cotizado durante poco más de un año. El profesional 

responsable de este expediente indica que Lucía necesita una mayor intervención terapeútica 

y que las ayudas tramitadas no cubren las necesidades básicas de Lucía. Y todo ello, a pesar de la 

regularidad en la asistencia al Centro por parte de Lucía y su enorme implicación en la 

intervención. 

Por lo que respecta a la actividad del expediente en el último año, resulta lo siguiente: 

Caso 7 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 trabajador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

18 entrevistas 

1 visitas domiciliarias 

20 gestiones telefónicas 

5 informes sociales 

3 notas informativas 

6 reuniones 

6 gestiones recursos 

1 acompañamiento 

Coste aproximado. 1.045,8 euros 
 

Tabla 45. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 7. 

El coste estimado de la gestión de Lucía es muy elevado, superando los 1.000 euros para el último 

año.  

Las prestaciones económicas de las que ha sido beneficiaria Lucía son, al menos y por orden 

cronológico, las que se detallan y resumen en la tabla a continuación.  
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Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varios Cáritas Desconocido -- -- 

RAI SEPE 426 €/mes  2011 12 meses 

RBI IMAS 200 € 2014 12 meses 

RAI SEPE 426 €/mes Ene. 2015 6 meses 

AES - alquiler Ayto.  250 € Ago. 2015 Pago único 

AES – alimentos Ayto. 100 € 2015 Pago único 

Bonificación agua Ayto. 30 €/mes  2015 12 meses 

RBI IMAS 300 €/mes Mar. 2016 12 meses 

AES – alquiler Ayto. 250 2016 Pago único 

AES - alimentos Ayto. 75 2016 Pago único 

Bonificación agua Ayto. 30 €/mes Abr. 2016 8 meses 

AES - luz Ayto. 70 € Nov. 2016 Pago único 

RAI SEPE 426 €/mes May. 2017 11 meses 
 

Tabla 46. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 7. 

El cuadro anterior arroja un total de 19.819 euros. A excepción de la RAI percibida en el año 

2011, el resto de prestaciones cobradas por Lucía se corresponden con su atención en el Centro. 

La cuantía media que ha percibido desde entonces, si no tenemos en cuenta la RAI del año 2011, 

anualmente, asciende a más de 3.600 euros mensuales. Esta cantidad, como indicaban los registros 

profesionales, no cubre sus necesidades más básicas.  

Caso 8. Mariano y Adela.  

Mariano y Adela nacieron entre 1970 y 1975. Son familia no numerosa con hijo/s nacido/s entre 

los años 2000 y 2010.  

Mariano y Adela recurren a los Servicios Sociales con motivo de su situación de desempleo en 

los primeros años de la crisis. Mariano ha trabajado siempre en la construcción, tiene estudios de 

formación profesional. Hace varios años que no paga las cuotas de autónomo, aunque ha estado 

realizando trabajos. Adela ha tenido múltiples empleos en industria y agricultura. Necesitan ayuda 

para cubrir necesidades básicas. No hay hechos que destacar en la historia familiar. Cuando 

acuden al Centro comentan que subsisten por la ayuda de familiares. Tienen una deuda de un 

préstamo personal, que ya trae causa en anteriores deudas que no podían cubrir. Con la RBI 

estuvieron percibiendo 455 euros mensuales durante un año. 
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Las últimas anotaciones del expediente indican que Mariano y Adela no encuentran trabajo y que 

cuando finalice la ayuda que están cobrando no saben qué harán. Ocupan irregularmente una 

vivienda propiedad de una entidad bancaria, con la que intentan gestionar un alquiler “social”. 

Las anotaciones en el expediente recogen el desánimo mostrado por el matrimonio en las últimas 

entrevistas.  

Durante los más de 6 años que median entre la primera visita y las más recientes, Mariano y Adela 

perdieron su vivienda. La casa en la que vivían en 2010 era de su propiedad pero la imposibilidad 

de hacer frente al préstamo que tenían pendiente de pago hizo que ésta se terminara ejecutando 

en sede judicial. Posteriormente, vivieron en régimen de alquiler pero las dificultades económicas 

generaron también deudas que motivaron su marcha de la casa, a petición del arrendador.  

Entre 2010 y 2015 su/s hijo/s fue/fueron beneficiario/s de beca de comedor, lo que suponía un 

apoyo importante para la familia ya que garantizaba la asistencia al centro y tener cubiertas las 

necesidades mínimas. Sin embargo, durante esos años Mariano fue condenado a varios meses de 

prisión por la comisión de un delito de impago de pensión de alimentos (tiene obligación de pagar 

pensión de alimentos a hijo/s de una relación anterior).  

Los informes sociales existentes en el expediente durante estos años son similares y resumen la 

problemática de la familia en los escasos ingresos para hacer frente a necesidades básicas. Han 

tenido trabajos esporádicos, pero nada estable. Sus ingresos declarados en el año 2014 ascendían 

a 4.000 euros.  

No consta un plan de actuación concreto para Mariano y Adela. El técnico responsable de este 

expediente indica que es una familia que acude regularmente para la tramitación de recursos 

económicos. Y las dificultades, económicas, principalmente, se deben a no contar con un empleo 

estable.  

Por lo que respecta a la actividad del expediente en el último año, resulta lo siguiente: 

 

 

 



 

 
        

 

 

 

La conveniencia social y la viabilidad económica de la Renta Básica Página 231 de 256 

 

Caso 9 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 trabajador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

7 entrevistas 

2 visitas a domicilio 

1 reunión 

3 informes sociales 

Coste aproximado. 292 euros 
 

Tabla 47. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 8. 

En cuanto a las prestaciones económicas, de las que han sido beneficiarios Mariano y Adela son, 

al menos y por orden cronológico, las que se detallan y resumen en la tabla a continuación.  

Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

RBI IMAS 455 €/mes Nov. 2010 12 meses 

RBI – material escolar IMAS 200 € Ago. 2011 Pago único 

RBI IMAS 455 €/mes Ene. 2013 12 meses 

RBI – material escolar IMAS 200 € Ago. 2013 Pago único 

AES - suministros Ayto. 125 € Ene. 2016 Pago único 

AES - alquiler Ayto. 300 € Ene. 2016 Pago único 

AES - gafas Ayto. 70 € Feb. 2016 Pago único 

RBI IMAS 455 €/mes May. 2016 12 meses 
 

Tabla 48. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 8. 

Desde que empezaron a acudir al Centro, en el año 2010, han percibido 17.150 euros. Esta 

cantidad, si se reparte entre estos años, tenemos una cantidad mensual que apenas supera los 2.800 

euros.  

Caso 9. Carla. 

Carla nació entre 1955 y 1960. Quedó huérfana siendo una niña. Se ocupó de cuidarla su familia 

extensa. Fue familia no numerosa con hijo/s nacido/a entre 1980 y 1985. Tiene pocos nexos 

familiares. 

Carla acudió a Servicios Sociales en el año 2010, llevaba en situación de desempleo desde el año 

2008.  
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Tenía una empresa y, profesionalmente, durante varios años le fue bien. A mediados de los años 

90 la situación empeoró y empezó a acumular deudas con la Seguridad Social que, a día de hoy, 

ascienden a más de 40.000 euros. Esta deuda, cuyos intereses crecen cada día, afectará para no 

percibir la pensión de jubilación en su modalidad contributiva.  

Dejó de percibir el desempleo en noviembre de 2011 y, consecuentemente, dejó de pagar la renta 

de alquiler. Ello motivó una orden de desahucio y Carla se vio obligada a abandonar la vivienda. 

Desde entonces se aloja en casa de una persona conocida, quien también es usuario/a de Servicios 

Sociales. 

Carla no tiene ingresos desde finales de 2013, que finalizó la RAI. No pudo ser beneficiaria del 

subsidio para mayores de 55 años porque no cumple uno de los requisitos: el referido al periodo 

mínimo de cotización exigido en el periodo inmediatamente anterior a la fecha de solicitud (3 

meses).  

El informe social concluye que los problemas detectados son: 

 Nulos ingresos económicos para afrontar necesidades básicas 

 Ausencia de actividad laboral normalizada 

 Dificultad para la inserción laboral dada su avanzada edad 

 Inexistencia de relación con familia extensa 

 Baja autovaloración y autoestima 

Así, los motivos motivos por los que se propone la concesión de RBI: 

 Cobertura económica para necesidades básicas 

 Beneficiarse en 2014 de un contrato bonificado que le proporcione el periodo de 

cotización para acceder al subsidio de desempleo de mayores de 55 años. Este es el 

recurso idóneo para personas desempleadas entre los 55 y 65 años.  

Por tanto, el itinerario de inserción, constituido por prestaciones asistenciales, consiste en: RBI, 

contrato bonificado, subsidio por desempleo para mayores de 55 años y, finalmente, prestación 

no contributiva de jubilación. La cuestión determinante en el caso de Carla es cotizar 90 días de 

forma inmediata a la solicitud para el subsidio de desempleo. De lo contrario, no puede optar a 

otro tipo de ingresos, ni tendrá pensión de jubilación cuando cumpla los 65 años. 
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El Ayuntamiento, durante este tiempo proporciona ayudas de alimentos mientras no se tramitan 

las prestaciones del IMAS.  

Los informes sociales, en las revisiones que realizan con ocasión de la RBI, hacen referenci a que 

la problemática que presenta Carla es difícil de resolver y probablemente sólo empeore con el 

paso de tiempo hasta que llegue su edad de jubilación. Su situación de exclusión es un dato que 

destacan los técnicos responsables de este expediente. El estado de ánimo se mantiene bajo, dada 

la situación de precaridad. Hay sospechas de alcoholismo.  

Por lo que respecta a la actividad del expediente en el último año, resulta lo siguiente: 

Caso 10 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 trabajador/a social 

1 educador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

5 entrevistas 

16 gestiones telefónicas 

1 nota informativa 

1 reunión 

Coste aproximado. 402 euros 
 

Tabla 49. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 9. 

En cuanto a las prestaciones, al menos y por orden cronológico, Carla ha percibido las que se 

detallan y resumen en la tabla a continuación.  

Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varios Cáritas Desconocido -- -- 

Varios Cruz Roja Desconocido -- -- 

RBI  IMAS 300 €/mes Jun. 2012 12 meses 

RAI  SEPE 426 €/mes Nov. 2013 11 meses 

RBI IMAS 300 €/mes Mar. 2014 6 meses 

RAI SEPE 426 €/mes Oct. 2014 11 meses 

RBI IMAS 300 €/mes Nov. 2015 12 meses 

RBI IMAS 300 €/mes Nov. 2016 6 meses 
 

Tabla 50. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 9. 
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El cuadro anterior es un ejemplo evidente de intercalar prestaciones. Desde el año 2012, Carla ha 

percibido un total de 20.172 euros en transferencias corrientes de la administración autonómica y 

estatal. Divididas entre los cinco años en los que las ha percibido, obtenemos una media de 4.034 

euros anuales.  

Caso 10. Ángel. 

Ángel nació entre 1950 y 1955. Divorciado. Fue familia numerosa pero no tiene apoyo familiar 

alguno. 

Es pensionista, percibe una pensión no contributiva de invalidez y una pensión de viudedad 

(empezó a percibir ésta entre los años 2005 y 2010). Tiene unos ingresos de 630 euros.   

El expediente de Ángel data del año 2003, cuando acude a Servicios Sociales para solicitar ayuda 

económica. En ese momento, la problemática detectada por los profesionales del centro se resume 

en los siguientes aspectos: 

 Hombre que vive sólo, con importantes y significativas dificultades de historia de 

vida. 

 Situación de vida marginal (sin vivienda, pocos recursos, transeúnte durante el día, 

posible patología mental asociada sin diagnosticar, conflictividad personal y relacional y 

nulo apoyo familiar).  

 Necesidad de apoyo económico para cubrir gastos de primera necesidad. 

 Conflictos familiares cronificados.  

En atención a esas circunstancias, el Centro solicita a la administración autonómica para cubrir 

los gastos de la habitación que ha alquilado por 200 euros mensuales.  

Los últimos registros de este expediente evidencian que la situación de Ángel no ha ido a mejor 

y se mantiene igual que en el año 2003, habiendo periodos en los que empeora notablemente. Se 

trata de una persona que pasa épocas sin un lugar fijo donde dormir (cajeros, pensiones, pisos 

compartidos…).  

Ángel ha atravesado por numerosas situaciones estresantes y dolorosas en su vida. Fue 

maltratado por sus padres durante la infancia. Estuvo casado y tuvo hijos pero la relación con 
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ellos es inexistente. Consideran que los abandonó, no quieren tener ningún tipo de relación y 

sienten vergüenza de la vida marginal de su padre.  

Con mucha frecuencia, Ángel tiene citas médicas por sus problemas de salud y también citas 

judiciales variadas. En el expediente constan hasta 6 litigios diferentes en los que es llamada.  

 Son numerosas las ayudas municipales que se gestionan, entre las que destacan las destinadas a 

que tenga un piso de alquiler que dé estabilidad a su vida. También goza de bonificación del 

servicio de abastecimiento de agua por ser pensionista.  

Su estado de salud es precario. Tiene alteración leve de la afectividad, alternación leve en 

trastorno de la conducta, diabetes, visión dismiuida y artrosis, entre otras. Tiene deudas en la 

farmacia.  

Acude a diario al comedor social de Alcantarilla y otras entidades sociales del municipio también 

le prestan asistencia.   

Los técnicos responsables de este caso significan que se trata de una situación de exclusión social 

muy arraigada. Hacen mención a la mala organización económica, que precisa una atención del 

caso intensa.  

La intensidad de la atención se refleja en la actividad del expediente en el último año, del que 

resulta lo siguiente: 

Caso 11 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 trabajador/a social 

1 educador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

38 entrevistas 

1 visitas domiciliarias 

4 gestiones telefónicas 

1 informes sociales 

1 reuniones 

6 acompañamientos 

Coste aproximado. 1.091,6 euros 
 

Tabla 51. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 10. 
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En cuanto a las prestaciones económicas de las que ha sido beneficiairo Ángel no podemos 

realizar una tabla análoga a las que se han venido mostrando. Ángel es pensionista, lo que hace 

que no perciba prestaciones por desempleo de tipo asistencial. Asimismo, la variedad de sus 

ayudas es alta y no contamos con la información del gasto de todas ellas. Sí podemos, en cualquier 

caso, realizar una síntesis de las prestaciones asistenciales de las que se ha beneficiado, aunque 

no conozcamos el importe:  

 Al menos 4 expedientes de justicia gratuita (dos procesos civiles y dos procesos penales); 

 Comedor social de Alcantarilla 

 Cáritas 

 Cruz Roja 

 Bono social de electricidad 

 AES (gafas, alquiler, alimentos y farmacia) 

 Bonificación del servicio de abastecimiento de agua 

Caso 11. Salvador. 

Salvador nació entre el 1970 y el 1975. Fue familia no numerosa con hijo/s nacido/s entre los 

años 2005 y 2010.  

El expediente data de 2011, si bien la situación de dificultad económica de Salvador se remonta 

a los primeros años de la crisis. Éste perdió su trabajo, agotó las prestaciones por desempleo y no 

pudo hacer frente a las cuotas del préstamo hipotecario que tenía. La situación de estrés que 

atravesó desencadenó una crisis que lo tuvo hospitalizado por episodio psiótico y alteración de la 

conducta. Llegó al Centro de Servicios Sociales derivado de Cáritas, donde le proporcionaban 

asistencia.  

Su enfermedad mental, no tratada antes de la crisis de 2011, ligada a las dificultades económicas, 

motivaron la ruptura con su pareja. Desde entonces, los informes sociales reflejan que vive con 

un elevado nivel de soledad y exclusión social. Tiene escasas relaciones y está aislado 

socialmente. 

Las gestiones en Servicios Sociales han sido tendentes a gestionar prestaciones asistenciales hasta 

obtener una declaración de invalidez, para que Salvador pueda optar a una pensión no 

contributiva. Sin embargo, esta pensión, cuando finalmente se concede en el año 2014, es 
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insuficiente para cubrir los gastos normales de subsistencia. Para el año 2017 la pensión asciende 

a 367,90 euros mensuales. Esta situación motiva que desde el Centro se continúen buscando 

recursos. 

La intervención de la asesoría jurídica municipal y derivación a justicia gratuita es alta en este 

caso. En el expediente se han podido contabilizar hasta seis procesos judiciales, entre los que 

destacan la ejecución hipotecaria y los procesos de familia por impago de pensión de alimentos 

(tiene una parte de su pensión embargada).  

Los técnicos responsables de este expediente indican que se trata de un caso con intensidad de 

intervención alta. Los años que más intervención han precisado son previos al que se desglosa a 

continuación. Aún así, no son desdeñables los recursos asignados en el último año, tal y como se 

aprecia en la tabla a continuación.  

Caso 12 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 trabajador/a social 

1 educador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

11 entrevistas 

12 gestiones telefónicas 

1 informes sociales 

4 acompañamientos 

Coste aproximado. 433,6 euros. 
 

Tabla 52. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 11. 

Las prestaciones económicas de las que han sido beneficiarios son, al menos y por orden 

cronológico, las que se detallan y resumen en la tabla a continuación.  

Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varios Cáritas Desconocido -- -- 

AES farmacia Ayto.  Desconocido   

AES transporte Ayto.  Desconocido   

RBI IMAS 300 €/mes Jul. 2011 30 meses 

RBI IMAS 300 €/mes May. 2013 10 meses 

PNCI INSS 367,90 €/mes 2014  
 

Tabla 53. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 11. 
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Las cantidades percibidas por Salvador durante estos años alcanzan los 12.000 euros, sólo en RBI.  

Caso 12. Marina. 

Marina nació entre 1955 y 1960. Es familia monoparental no numerosa. Su/s hijo/s nacio/nacieron 

entre el año 1995 y 2000.  

Este expediente llegó a Servicios Sociales derivado del centro escolar. Según el protocolo de 

observación de situaciones de riesgo en la infancia en centros escolares, existía riesgo en uno de 

los hijos. Presentaba absentismo escolar grave, derivado de conductas de ansiedad. De hecho, 

estuvo recibiendo clases a domicilio, a propuesta del propio centro educativo y la consejería de 

educación.  

La intervención con Marina y su familia comenzó en el año 2015 cuando ese hijo/a se encontraba 

en el programa de diversificación curricular. A día de hoy, tanto Marina como su/s hijo/s se 

encuentran en situación situación de desempleo y dependen de prestaciones asistenciales. La 

síntesis de la problemática que recoge uno de los últimos informes para RBI expresa los siguientes 

aspectos:  

 factores de riesgo presentes en la historia de desarrollo del/de los hijo/s, por malos tratos 

físicos y psicológicos y exposición a violencia parental;  

 relación no siempre satisfactoria de hijo/s con el padre; 

 antecedentes de ansiedad, aislamiento y depresión; 

 historia de relaciones con pautas de violencia; 

 inestabilidad emocional; 

 imposibilidad de hacer frente a la cobertura de las necesidades básicas de alimentación, 

vestido, higiene personal y mantenimiento del hogar; 

 imposibilidad de hacer frente al pago del alquiler de la vivienda; 

 dependencia de Servicios Sociales, de la familia y de entidades sociales para la cobertura 

de los gastos de subsistencia; 

 dificultad de acceder a un empleo; e 

 historia de frecuentes cambios de vivienda vinculados a la precariedad económica.  

Toda la problemática presente a día de hoy trae causa en múltiples circsuntancias que indicamos 

a continuación.  
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Marina se divorció tras muchos años de matrimonio porque sufría maltrato de su marido. La 

pareja con la que empezó una nueva relación padecía esquizofrenia, era alcohólico y consumía 

drogas. Durante los años que duró esa relación, Marina y su/s hijo/s sufrieron malos tratos. Por 

este motivo, estuvieron en tratamiento psicoterapeútico en el CAVI. Este tratamiento fue 

abandonado de forma voluntaria. No reciben ningún tipo de pensión por parte del padre y ha sido 

beneficiaria de justicia gratuita para procesos judiciales civiles relacionados con medidas 

familiares.  

Marina está bajo tratamiento farmacológico agudo y crónico por síndrome ansioso depresivo y 

dolencias físicas. Tiene reconocido un grado de discapacidad y acude regularmente al psiquiatra 

y al psicólogo.  

En cuanto a el/los hijo/s acude/n a salud mental infanto-juvenil desde que es/son pequeño/s y la 

información que ha sido facilitada se refiere a que es tratada psicológicamente por los 

acontecimientos que ha vivido en su familia prácticamente desde que nació. El diagnóstico es de 

trastorno de las emociones y del comportamiento, con crisis de ansiedad, que le dificultan 

la asistencia al centro escolar. Han existido tratamientos farmacológicos por depresión.   

El expediente contiene un informe social del año 2009 que se emite con ocasión de la solicitud al 

IMAS de una ayuda para pagar el alquiler. Además, se hace mención a que uno de los hijos de 

Marina debería llevar gafas pero no tienen dinero. Por este motivo, la solicitud incluye que se 

amplía la ayuda para poder comprar las gafas. La ayuda fue denegada por el IMAS porque Marina 

“tiene una propiedad susceptible de explotación o venta para hacer frente a la necesidad objeto de 

la solicitud”.  

A día de hoy, Marina no encuentra empleo por su edad y su estado de salud. Su/s hijo/s por la 

escasa formación e inexperiencia laboral. El único ingreso con el que contaban era la RBI, que se 

suspendió por el empleo aceptado por Estrella, que duró apenas unos meses y por un importe 

inferior a los 600 euros.  

Desde que se quedó en paro, en el año 2010, Marina ha estado percibiendo prestaciones y 

subsidios. Como tenía cotizados más de 10 años a la Seguridad Social, pudo percibir la prestación 

contributiva. Posteriormente, percibió la RAI para discapacitados y después estuvo incluida en el 

PAE, que finalizó en 2016.   
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En opinión de los profesionales responsables de este caso, se trata de una familia que acude de 

manera regular a los servicios sociales. Sin embargo, las ayudas gestionadas no son suficientes 

para cubrir sus necesidades básicas.  

Por lo que respecta a la actividad del expediente en el último año, resulta lo siguiente: 

Caso 14 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 psicólogo/a 

1 trabajador/a social 

1 educador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

10 entrevistas 

2 visitas domiciliarias 

10 gestiones telefónicas 

12 informes sociales 

4 actividades colectivas 

3 reuniones 

1 hoja notificación  

Coste aproximado. 2.277 euros 
 

Tabla 54. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 12. 

Las prestaciones económicas de las que han sido beneficiarias Marina y Estrella son, al menos y 

por orden cronológico, las que se detallan y resumen en la tabla a continuación.  
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Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varios Cáritas Desconocido -- -- 

RAI SEPE 426 €/mes Abr. 2012 12 meses 

AES alimentos Ayto.  200 € Oct. 2013 Pago único 

AES alimentos Ayto. 200 € Nov. 2013 Pago único 

AES alimentos Ayto.  200 € Mar. 2014 Pago único 

AES transporte Ayto.  35 € May. 2014 Pago único 

Bonificación agua Ayto. 120 € 2015  

AES alimentos Ayto.  200 € Feb. 2015 Pago único 

AES alquiler Ayto.  300 € Mar. 2015 Pago único 

PAE SEPE 426 €/mes Ago. 2015 6 meses 

Bonificación agua Ayto. 180 € 2015  

AES alimentos Ayto. 150 € May. 2016 Pago único 

AES alquiler Ayto. 300 € May. 2016 Pago único 

AES alquiler Ayto. 300 € Sept. 2016 Pago único 

RBI IMAS 386 €/mes Sept. 2016 2 meses 

Bonificación agua Ayto.  360 €  2016  

RBI IMAS 343 €/mes Mar. 2017 7 meses 
 

Tabla 55. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 12. 

Las prestaciones recibidas desde el año 2012 ascienden a 13.86 euros que, divididas entre los años 

que han transcurrido asciende a 2.677,2 euros. Son cantidades que, sin un empleo que las 

complemente, resultan claramente insuficientes.  

Caso 13. Susana e Ignacio.  

Susana nació entre 1985 y 1990 e Ignacio entre 1980 y 1985. Son famila numerosa con hijos 

nacidos entre los años 2005 y 2015. Sin embargo, no todos los hijos están reconocidos por el 

padre, lo que ocasiona dificultades para recibir prestaciones económicas.  

Siendo usuarios de otro Centro de Servicios Sociales los niños fueron declarados en situación de 

riesgo. Esto traía causa en una derivación de los profesionales del Centro de salud, que fueron 

quienes en una visita domiciliaria sospecharon las deficientes condiciones en que vivía la familia. 

Así, Ignacio, Susana y sus hijos llegaron a Alcantarilla y también al Centro de Servicios Sociales 

que, inmediatamente, entró en contacto con sus anteriores trabajadores sociales.  
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El último proyecto de intervención, de 2017, recoge que las principales dificultades de la familia 

son las siguientes: 

 familia monoparental numerosa; 

 padre en prisión; 

 carencia de recursos económicos propios para cubrir necesidades básicas, siendo 

perceptores de RBI que finaliza próximamente; 

 dependencia de terceros (este apoyo es escasos para la total cobertura de sus necesidades); 

 existencia de riesgo en todos los niños; 

 dificultades de incorporación laboral por parte de Susana dadas las cargas familiares y su 

falta de cualificación; 

 la vivienda no reúne las condiciones básicas de habitabilidad; 

 situación arraigada de exclusión social 

Atendiendo a lo anterior, el objetivo general de los profesionales responsables de este caso es 

favorecer la cobertura de necesidades básicas y continuar la intervención psicosocioeducativa 

que se inició en 2016, cuando la familia empezó a acudir al Centro.  

A pesar de que es reciente la fecha de llegada al Centro de Alcantarilla, su expediente sí recoge 

determinadas circunstancias que nos permiten entender algunas de las causas que han ocasionado 

que la problemática sea la que acabamos de describir de forma resumida.  

Susana es analfabeta y por este motivo es derivada a entidades sociales que realizan actividades 

de alfabetización. Las cargas familiares y su falta de cualificación dificultan enormemente su 

empleabilidad.   

Ignacio se encuentra en prisión y no es la primera vez que es condenado. De la información que 

ha sido facilitada resulta que, al menos, en cinco periodos diferentes –entre el año 2000 y la 

actualidad- ha ingresado 5 veces en prisión, sumando más de 30 meses privado de libertad. Consta 

que en alguna de estas ocasiones la condena tenía ue ver con la comisión de delitos contra la salud 

pública.  

Los ingresos con los que ha ido viviendo la familia son los que obtenía Ignacio con trabajos muy 

irregulares. La familia extensa, que también se dedica a actividades irregulares, le ha 

proporcionado ayuda en ocasiones para poder subsistir, aunque también muchos de ellos son 



 

 
        

 

 

 

La conveniencia social y la viabilidad económica de la Renta Básica Página 243 de 256 

 

usuarios de servicios sociales. Consta que con estos trabajos hay veces en que obtienen unos 120 

euros mensuales. Asimismo, con ocasión de la tramitación de una ayuda en el año 2007 se declara 

que obtienen alrededor de 500 euros mensuales de la mendicidad.  

Actualmente, la suma de las prestaciones económicas que recibe Susana asciende a más de 1.000 

euros.  

La mayor necesidad de la familia es una vivienda. De la información facilitada se aprecia que 

el origen de su intervención con Servicios Sociales se encuentra, precisamente, en las deficientes 

condiciones de la casa. Son numerosas las visitas que se han realizado a su domicilio. Sin 

embargo, hay que destacar que Susana no siempre permite la entrada en casa porque, según dice, 

le da vergüenza. En ocasiones pide que se le avise con antelación antes de hacer las visitas a 

domicilio, a lo que se le responde por parte de Servicios Sociales que tal cosa no es posible.  

El Centro tuvo conocimiento, a través Cáritas, de que Susana sufría malos tratos. A partir de ese 

momento tanto Cáritas como el Ayuntamiento empiezan a gestionar dónde pueden alojarla junto 

a sus hijos ya que no quiere ir a una casa de acogida. A día de hoy, ocupan una vivienda de forma 

irregular que, como recogen los informes más recientes, no cumple con las condiciones mínimas 

de habitabilidad. Al parecer, es propiedad de una entidad bancaria, con lo que están expuestos a 

una orden de lanzamiento si no regularizan esa situación precaria.  

Por lo que atañe a sus hijos, desde Servicios Sociales se pide información a los centros escolares. 

En general, todos presentan rendimiento económico inferior al resto de compañeros. Hay 

referencias en los protocolos a comportamientos que denotan falta de afectividad y demanda de 

contacto físico por parte de los más pequeños. El/la más mayor muestra agresividad en el colegio. 

Los protocolos recogen riesgo moderado de inducción a delincuencia.  

Con relación al más pequeño, aún en la guardería, hay que significar la insistencia de los 

profesionales del centro indicando la falta de higiene que puede derivar en infecciones.  

En definitiva, los profesionales que se ocupan de trabajar en este caso indican que se trata de una 

familia cronificada en los Servicios Sociales. Destacan que la gestión de prestaciones para 

necesidades básicas facilita la intervención familiar y que, en ocasiones, se prioriza la gestión 

de estos recursos a otro tipo de intervención. También destacan la carencia de apoyo familiar a 
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día de hoy y el hecho de que Susana es usuaria habitual de los recursos de las entidades sociales 

de Alcantarilla.  

Por lo que respecta a la actividad del expediente en el último año, se observa una estimación del 

coste altísima, que tiene que ver con las más de 2 entrevistas mensuales que Susana tiene al mes. 

Así, resulta lo siguiente: 

Caso 13 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 psicólogo/a 

1 trabajador/a social 

1 educador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

29 entrevistas 

11 visitas a domicilio 

47 gestiones telefónicas 

2 informes sociales 

9 reuniones 

Coste aproximado. 4.601,4 euros.  
 

Tabla 56. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 13. 

Las prestaciones económicas de las que han sido beneficiarios Susana e Ignacio son, al menos y 

por orden cronológico, las que se detallan y resumen en la tabla a continuación.  

Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varios Cruz Roja Desconocido -- -- 

Varios Columbares Desconocido -- -- 

Varios Cáritas Desconocido -- -- 

PHC INSS 1.455 €/año   

RBI IMAS 590 €/mes Ago. 2016 12 meses 

RBI material escolar IMAS 300 €/mes Ago. 2016 Pago único 

AES alimentos Ayto. 100 € May. 2016  

APIPS IMAS -- May. 2017 En trámite 
 

Tabla 57. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 13. 

A pesar de que sólo conocemos las prestaciones de un año, éstas ascienden, al menos, a 8.935, 

que suponen algo más de 740 euros mensuales. 
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Caso 14. Dora.  

Dora nació entre 1970 y 1975. Es familia numerosa con hijos nacidos entre 1990 y 2005. Ha 

tenido múltiples parejas y múltiples domicilios. Su pareja actual es Juan. 

Hace unos años el centro médico de atención primaria derivó a Dora al Centro de Servicios 

Sociales. El motivo de esta derivación traía causa en la ingesta de psicofármacos para 

autolesionarse. Según la información médica de la que dispone el Centro, Dora sufre un trastorno 

crónico con tendencia a descompensaciones frecuentes y muy influenciado por circunstancias 

socioeconómicas desfavorables. Tiene trastorno límite de personalidad, coeficiente intelectual 

límite, dificultad de controlar impulsos e inestabilidad emocional. Fue paciente de salud mental 

durante más de 5 años pero según se desprende de su expediente, ella misma decidió el alta 

voluntaria porque asociaba la medicación a una merma en sus capacidades. También hay 

referencias a consumo de drogas y alcohol.  

Fue usuaria de los Servicios Sociales de otro municipio, en el que residía, pero se traladó a 

Alcantarilla porque formaba parte de una familia estigmatizada. Su familia era numerosa y muy 

humilde. Además, fue criada por parte de familia, dadas las dificultades que atravesaban sus 

padres. Trabajó en la agricultura desde muy pequeña.  

Por parte de sus parejas siempre ha sufrido malos tratos –físicos y psicológicos- pero nunca ha 

denunciado la situación. Ha pasado por casas de acogida para mujeres en situación de riesgo, en 

las que ha vivido con sus hijos. 

Dora estuvo en prisión y sus hijos fueron declarados en situación de desamparo. Una vez que 

había cumplido condena intentó recuperar su custodia pero, según ella, no fue posible por no tener 

ingresos suficientes para mantenerlos. Los registros del expediente de Dora hacen mención a que 

ha vivido situaciones sumamente estresantes y difíciles porque ha llegado a verlos años después 

pero la relación ha sido infructuosa. Esto ha causado mucho estrés en el más pequeño de los niños 

y por ese motivo fue paciente de salud mental infantil.  

En opinión del técnico responsable de este expediente, se trata de un caso cronificado y 

demandante frecuente de ayudas económicas.  

La situación de Dora no es precaria sólo por el historial familiar relatado. Económicamente, la 

situación no es buena. Juan, su pareja actual, trabaja en la construcción de forma irregular. 
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Formalmente, está desempleado desde el año 2012, aunque realiza trabajos sin cotizar a la 

Seguridad Social. Ha sido beneficiario en diversas ocasiones de la RBI. En el año 2016 tenían 

unos ingresos medios familiares de casi 400 euros. Su renta de alquiler era de 250 euros, lo que 

supone tener disponibles a final de mes poco más de 150 euros.  

Dora ha estado en varios programas de empleabilidad que exigen revisiones e informes 

mensuales. Ha sido becaria de cursos de formación ocupacional de diversa naturaleza que termina 

abandonando, entre otras razones, por considerar incompatibles estos cursos con el cuidado de 

su/s hijo/s y por tener que desplazarse a otros municipios. 

Hay que destacar de este expediente la documentación de seguimiento escolar de/de los niño/s. 

Además, por parte de Servicios Sociales se han derivado al programa gestionado por una entidad 

social para promover factores de protección de menores.  

Asimismo, Dora ha sido beneficiaria del servicio de justicia gratuita en varias ocasiones. De la 

información recogida en su expediente, al menos, ha sido beneficiaria de justicia gratuita en tres 

ocasiones (dos procesos penales y uno civil).  

En este estado de cosas, uno de sus últimos informes sociales resume la problemática detectada 

haciendo mención a los siguientes aspectos:  

 importantes factores de riesgo en la historia de desarrollo de la infancia de Dora (familia 

de origen, malos tratos, separaciones, pérdida de familiares a edades tempranas y 

abandono escolar); 

 importantes factores de riesgo en la historia adulta de Dora (ingreso en prisión, pérdida 

de sus hijos y posteriores reencuentros con fracaso de expectativas, malos tratos, consumo 

de alcohol y drogas sin tratamiento de rehabilitación e intentos de autolesiones); 

 relación de pareja inestable; 

 indicadores de riesgo leve en uno de los hijos; 

 dificultades de acceso al empleo por la edad, la falta de cualificación y la baja motivación; 

 escasos ingresos económicos para alquiler y suministros; y 

 deudas. 

Por lo que respecta a la actividad del expediente en el último año, resulta lo siguiente: 
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Caso 16 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 psicólogo/a 

1 trabajador/a social 

1 educador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

13 entrevistas 

3 visitas domiciliarias 

20 gestiones telefónicas 

1 informe social 

2 reuniones 

Coste aproximado. 1.518 euros 
 

Tabla 58. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 14. 

Las prestaciones económicas de las que han sido beneficiarios Dora y Juan son, al menos y por 

orden cronológico, las que se detallan y resumen en la tabla a continuación.  

Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Prestaciones desempleo 

varias 

SEPE Desconocido -- -- 

PHC INSS 873 €/año 2014 y ss.  

RAI  SEPE 426 €/mes Mar. 2013 12 meses 

RBI  IMAS 199 €/mes Oct. 2014 7 meses 

RBI  IMAS 321 €/mes Jun. 2015 5 meses 

RBI – material escolar IMAS 100 € Ago. 2015 Pago único 

RAI  SEPE 426 €/mes Feb. 2015 12 meses 

AES - suministros Ayto.  230 € Abr. 2016 Pago único 

AES - alquiler Ayto.  250 € Feb. 2016 Pago único 

PAE SEPE 426 €/mes May. 2016 6 meses 

RAI SEPE 426 €/mes Nov. 2016 12 meses 
 

Tabla 59. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 14. 

Las cantidades percibidas por la familia, al menos desde 2013 que se han contabilizado, ascienden 

a casi 25.000 euros, lo que supone alrededor de 6.250 euros anuales.  
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Caso 15. Diana.  

Diana nació entre 1965 y 1970 y es familia numerosa con hijos nacidos entre los años 1985 y 

2005. A fecha de revisión del expediente ya no es familia numerosa porque no todos los hijos 

están a su cargo. Su pareja se encuentra en prisión. 

Diana y su familia tienen expediente abierto en el Centro desde el año 1991. Desde ese año hay 

referencias a solicitud de ayudas económicas para sus hijos e intervenciones de diferente 

naturaleza. Su historia es variada y los problemas tienen que ver, entre otras cuestiones, con 

procesos judiciales, seguimiento de los niños, relaciones familiares problemáticas y dificultades 

económicas.  

Uno de los últimos informes sociales emitidos con ocasión de la RBI resumía la problemática 

de Diana en los escasos recursos económicos para cubrir necesidades básicas, dificultades de 

incorporación laboral, relaciones conflictivas entre los padres y los hijos, destacando el 

alcoholismo del padre y una situación de vivienda irregular. A día de hoy, Diana trabaja por 

cuenta ajena y tiene un contrato a tiempo parcial con el que no llega a ganar ni 100 euros 

mensuales. Estos ingresos hacen que la RBI que percibirá hasta finales de 2017, ascienda a 400 

euros mensuales.  

Asimismo, Diana tiene diagnóstico de ansiedad depresiva. Existe constancia de consumo de 

drogas por parte de Diana y las parejas con las que ha convivido.  

Dicho lo anterior, rebobinemos un poco. Aunque dada la antigüedad, es imposible relatar más de 

veinticinco años de historia familiar, sí que es preciso hacer un repaso a lo más relevante.  

Los padres de Diana se separaron cuando ella era una niña, quedando ella y sus hermanos bajo el 

cuidado de uno de los progenitores. Éste, que era alcohólico, finalmente los abandonó y entonces 

pasó a ocuparse de ellos la familia extensa.  

Su primer matrimonio fue satisfactorio hasta que se deterioró por falta de recursos económicos. 

Expresamente se indica que no poder pagar el alquiler y ser desahuciados de la vivienda 

fueron variables estresantes que afectaron a la dinámica familiar. Hubo separaciones y 

reconciliaciones hasta que Diana, finalmente, se marchó de casa junto a los niños. Fueron 

acogidos durante un tiempo por unas personas que, a cambio de trabajar, les ofrecían alojamiento 

gratuito. 
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La situación cambió cuando comenzó una nueva relación sentimental con Víctor. Esta relación 

atravesó importantes y numerosas dificultades. Las anotaciones del expediente recogen 

situaciones de estrés emocional y el reconocimiento de ambos de episodios de violencia física en 

el hogar. Tanto Diana como Víctor presentan altos niveles de tensión y sobrecarga. La relación 

duró alrededor de diez años y de esa relación nacieron el resto de hijos de Diana. Durante ese 

tiempo hubo separaciones y reconciliaciones.  

Diana denunció a Víctor por malos tratos y hubo una orden de alejamiento entre ambos. Han 

sido varias las ocasiones en que ha denunciado, includo estando ya separados. 

Entre los años 2010 y 2015 los hijos mayores de Diana dejan de vivir con ella y son los años 

también en los que ella contrae matrimonio con su actual pareja, Salvador. Durante estos años 

tuvieron cortes de agua y problemas con la vivienda que les hicieron acudir a a entidades sociales 

para buscar apoyo. Son varios los intentos de desahucio que han sufrido. 

Actualmente, las intervenciones están relacionadas con recursos en UTS aunque siguen existiendo 

circunstancias que motivan una intervención que requiere seguimiento de los niños. Desde hace 

unos años acuden al comedor social. 

Diana entró en prisión por no hacer frente al pago de la multa a la que había sido condenada. 

Como consecuencia de ello, sus hijos quedaron al cuidado de la familia extensa. Al hilo de lo 

anterior hay que reseñar que Salvador, su última pareja, está en prisión desde hace varios años. 

Por lo que atañe a la situación económica y ocupacional de Diana, tiene estudios de formación 

profesional y ha trabajado en diferentes ámbitos. En este sentido, desde su adolescencia ha 

trabajado en servicios domésticos, fábricas, bares, etc. De la información que recoge el expediente 

se observa que no siempre ha cotizado a la Seguridad Social y tiene largos periodos en situación 

de desempleo. No obstante, es perceptora de diferentes prestaciones tanto estatales como 

autonómicas, una vez agotadas las primeras.  

También recibe ayuda de entidades sociales del municipio como Cáritas, que le han abonado, 

puntualmente, recibos pendientes y le han facilitado ayuda. También ha realizado a través de 

entidades sociales talleres de diversa naturaleza. 
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En cuanto a la vivienda, Diana y sus hijos ocupan irregularmente un apartamento. La vivienda es 

propiedad de una entidad bancaria, pero no existen negociaciones con ésta para regularizar la 

situación y, en consecuencia, están expuestos a una orden de lanzamiento en cualquier momento.  

Tiene una deuda importante por impago de las facturas del agua y la luz está conectada de 

forma irregular. Es decir, la situación de los suministros es precaria. De la información facilitada 

se desprenden numerosas gestiones para fraccionar el pago de la deuda pero su cuantía parece 

imposible de pagar. También se han hecho gestiones para evitar el corte del servicio por parte del 

Centro. 

Hay que destacar que en este caso hay numerosas causas judiciales en las que han sido parte 

Diana y sus parejas, Salvador y Víctor.  

Por lo que respecta a Diana, ésta ha sido parte, al menos, en 5 procesos judiciales penales y civiles. 

De un lado, se trata de procesos penales en los que ha resultado condenada por delitos contra la 

salud pública; y, de otro lado, procesos penales en los que ha denunciado ella por malos tratos y 

por impago de pensiones de alimentos en varias ocasiones. En cuanto a los procesos civiles, se 

trata de procesos de separación y medidas familiares; así como procesos de reclamación de rentas 

y desahucio.  

Víctor fue demandado, junto con Diana, por reclamación de rentas de alquiler y posterior 

desahucio. Salvador ha sido condenado penalmente, al menos, en 3 ocasiones. Se trata de robos 

y delitos contra la salud pública que han generado siempre multas y responsabilidades civiles a 

las que no ha podido hacer frente debidamente (por ello, ha ingresado en prisión en numerosas 

ocasiones). Por último, hay que destacar que Salvador tiene deudas con la TGSS de más de 35.000 

euros.  

En cuanto a los niños, éstos son uno de los motivos principales por los que el Centro interviene 

en el caso de Diana. Entre los años 2000 y 2010 se valoró por parte de la administración 

autonómica declarar en riesgo a los más pequeños y que fuera otro familiar el que se hiciera cargo 

de ellos, en acogida. Coincide esa época con momentos en que sufrieron varios desahucios y la 

situación familiar era muy estresante para ellos. 

Existen en el expediente concesiones de ayudas para libros de los hijos de Diana del año 1991 y 

posteriores. La solicitud de ayuda para libros y material escolar ha sido constante durante los años.  
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La beca de comedor de la que se benefician los hijos de Diana es esencial, según indican los 

técnicos responsables del expediente. Supone un apoyo a la familia para garantizar la asistencia 

de los niños al centro escolar y tener cubiertas las necesidades mínimas.  

Los hijos de Diana siempre han estado en el protocolo de observación de situaciones de riesgo 

en la infancia en centros escolares. Hay registros desde que los niños tienen 5 años. El 

rendimiento académico es bajo y se debe, fundamentalmente, al elevado absentismo. Conforme 

crecen empeora también el comportamiento y esto motiva numerosas expulsiones del centro 

escolar. Sin embargo, el protocolo recoge, con relación a uno de los hijos de Diana que si no 

mejora el rendimiento es porque no acude a clase, pero que tiene capacidades. Es más, los 

informes hacen mención a que destaca sobre los demás y es muy inteligente pero la asistencia es 

irregular.  

Ha habido cursos en que les ha faltado el material escolar. Así, por ejemplo, hay referencias en 

los protocolos a deudas por material escolar y también al hecho de que a los niños les faltan los 

libros.  

El protocolo más reciente recoge que el aspecto físico de los niños no denota carencia alimentaria 

ni descuido en la higiene pero sí llama la atención su falta de control y obediencia. El nivel de 

absentismo escolar es elevado y también se hace mención al bajo rendimiento académico como 

consecuencia de esta irregular asistencia. Presenta un importante desfase curricular, poca 

motivación y el rendimiento es inferior al correspondiente a su edad. Habitualmente se ha visto a 

los niños deambular solos a horas intempestivas.  

Ante esta situación, la administración autonómica considera que existe una situación de riesgo 

moderado que no precisa actuación desde ese servicio.  

El técnico responsable de este expediente indica que la intervención en este caso es muy irregular 

en el tiempo. Se trata de una familia cronificada en Servicios Sociales, poco participativa en 

las orientaciones que le dan y difícil de contactar. Es habitual que no acuda a las citas fijadas y 

cuando lo hace demanda atención urgente para cuestiones económicas.  

A pesar de la irregularidad en el tiempo, por lo que respecta a la actividad del expediente en el 

último año, resulta lo siguiente: 
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Caso 15 Recursos asignados 

Profesionales asignados. 1 psicólogo/a 

1 trabajador/a social 

1 educador/a social 

Número de gestiones y/o actividades realizadas 

durante el último año activo del expediente. 

12 entrevistas 

3 visitas a domicilio 

6 gestiones telefónicas 

1 informe social 

2 actividades colectivas 

11 reuniones 

Coste aproximado. 1.267,2 euros. 
 

Tabla 60. Recursos asignados durante el último año activo. Caso 15. 

Las prestaciones económicas de las que ha sido beneficiaria Diana son, al menos y por orden 

cronológico, las que se detallan y resumen en la tabla a continuación.  

 

Tabla 61. Resumen de las prestaciones económicas concedidas del Caso 15. 

Prestación Organismo Importe Fecha Duración 

Varios Cáritas Desconocido -- -- 

Varios Cruz Roja Desconocido -- -- 

Varios COPEDECO Desconocido -- -- 

Subsidio desempleo SEPE 420 €/mes Feb. 2009 6 meses 

Subsidio desempleo  SEPE 426 €/mes Dic. 2010 6 meses 

Subsidio desempleo  SEPE 420 €/mes Ene. 2009 7 meses 

AES – alquiler Ayto 350 € Mar. 2011 Pago único 

RAI SEPE 426 € En. 2012 11 meses 

Subsidio desempleo SEPE 426 € May. 2013 12 meses 

AES ayuda comedor escolar Ayto. 110 € 2013 9 meses 

AES alimentos Ayto. 150 € Jun. 2014 Pago único 

RBI IMAS 442 €/mes Feb. 2015 12 meses 

RBI material escolar IMAS 200 € Ago. 2015 Pago´unico 

AES alimentos Ayto.  75 € Abr. 2016 Pago único 

AES ailementos Ayto.  150 € Ene. 2017 Pago´unico 

RBI IMAS 442 €/mes Ene. 2017 3 meses 

RBI IMAS 402 €/mes Abr. 2017 9 meses 

RBI material escolar IMAS 200 € Ago. 2017 Pago único 
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Las anteriores prestaciones, entre las que con certeza no se encuentra la totalidad de lo percibido, 

ascienden a 30.327 euros. Esta cuantía, percibida durante, aproximadamente, 8 años, hace un total 

de 3.790 euros anuales.  
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«La verdadera grandeza de esta vida consiste en llegar a ser dueño de uno mismo» 

DANIEL DEFOE, Robinson Crusoe (1719) 
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